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I PARTE: La infancia delincuente y su contexto social, penal y 
penitenciario  
 
Esta primera parte, integrada por cuatro capítulos, sirven para trazar las líneas básicas 
que definen la España del siglo XIX; primero nos centramos en las cuestiones sociales y 
económicas, y definimos las políticas de tipo benéfico y asistencial que se llevaron a 
cabo, para después centrarnos en la evolución de la legislación y del pensamiento 
penal y penitenciario en general, y lo concerniente a la juventud delincuente en 
particular. Y finalizamos con la explicación del surgimiento y desarrollo de las primeras 
experiencias y proyectos en materia de tratamiento diferenciador de la infancia y 
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En este primer capítulo, se trazan las grandes líneas que definen la España decimonónica, dando 
cuenta de sus vaivenes políticos, de su frágil estructura económica y de su inestable situación 
social, así como de las problemáticas ligadas a las clases más humildes y, en particular, a los 
niños y jóvenes. Se enumeran las instituciones y servicios destinados a la infancia abandonada y 
pobre, y se describe el proceso de transformación del niño desamparado al niño delincuente, 





Esquema del capítulo: 
 
1.1. Perfil político y social de España en el siglo XIX 
 1.2. El problema de la vida obrera 
 1.3. El sistema benéfico-asistencial del XIX español 
  1.3.1. Etapas del sistema asistencial 
  1.3.2. El recogimiento de la pobreza 
  ϭ.ϯ.ϯ. El ŵapa ͞ƌeal͟ de la ďeŶefiĐeŶĐia eŶ el siglo XIX 
1.4. La problemática específica de la infancia pobre, abandonada y delincuente 
  1.4.1. Pobreza y abandono de menores 
1.4.2. El traspaso de una frágil frontera: de la mano que pide a la mano que roba 
  1.4.3. Causas de la criminalidad infantil 
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1.1. PERFIL POLÍTICO Y SOCIAL DE ESPAÑA EN EL SIGLO XIX 
 
El ochocientos español fue un siglo de grandes cambios y transformaciones. Estuvo 
jalonado de guerras –de hecho, podríamos decir que se inauguró con una de ellas, la 
Guerra de la Independencia (1808-1814), que después sería seguida por las guerras 
carlistas, la guerra contra Marruecos y los conflictos con las colonias de ultramar– que 
desestabilizaron el país tanto a nivel económico, como político y social. Pero quizás uno 
de los rasgos más significativos es que durante estos años tuvo lugar la progresiva 
construcción y asentamiento del llamado Estado liberal, desplazando poco a poco las 
ideas y prácticas del Antiguo Régimen, en un proceso que no se produciría ni 
rápidamente ni de forma lineal, sino siguiendo un patrón en espiral, con avances y 
retrocesos, y con ritmos desiguales generalmente pausados pero, en ocasiones, también 
acelerados.  
 
Ligado a la configuración del Estado liberal, el XIX es el siglo del constitucionalismo y del 
reglamentismo (se aprobaron las primeras constituciones, el primer código civil, los 
primeros códigos penales, etc.), el de las dicotomías políticas extremadamente 
marcadas (primero, entre liberales y absolutistas, luego, entre progresistas y 
moderados), y, muy especialmente, el de la inestabilidad política (como lo demuestran 
los cambios políticos  constantes – muchas veces, por vía de pronunciamientos 
militares–, que implicaban la derogación de la tarea legislativa de los antecesores y la 
persecución de los oponentes).10 Además del fraude electoral continuo y de la escasa 
estabilidad constitucional (con excepción de la Constitución de 1845, la más duradera de 
todas las aprobadas en el XIX),11 fue práctica habitual de los capitanes generales la 
promulgación del estado de excepcionalidad política (suspensión de garantías), hecho 
que constituye un rasgo más de esta España en construcción, débil a nivel político y 
social.12 
                                                 
10 En este seŶtido, ƌesulta ilustƌatiǀa la Đita siguieŶte: ͞En la España del siglo XIX no hay ni un solo 
hombre político de alguna importancia que no se haya visto obligado a vivir en otro país como 
consecuencia de las vicisitudes del régimen español y que no haya encontrado en esta estancia parte 
de su inspiración͟ ;TÉMIME, É., B‘ODE‘, A. Ǉ CHA“TAGNA‘ET, G.: Historia de la España 
contemporánea. Desde 1808 hasta nuestros días, Barcelona, Ariel, 1991, p. 37). Vicens Vives utiliza la 
eǆpƌesiſŶ ͞el goďieƌŶo de los espadoŶes͟ paƌa ƌefeƌiƌse a este peƌiodo histſƌiĐo ŵaƌĐado 
políticamente por el compás de los pronunciamientos militares. Véase VICENS VIVES, J.: 
Aproximación a la historia de España, Barcelona, Ed. Vicens Vives, 1978, p. 138. 
11 Como ejemplo de la poca duración de la legislación sancionada, podemos fijarnos en la pluralidad 
de cartas magnas aprobadas: hubo seis constituciones vigentes hasta la entrada en el siglo XX (1812, 
1834, 1837, 1845, 1869, 1876), otras dos constituciones aprobadas y sin tiempo para entrar en vigor 
(1856 y 1873), y algún proyecto debatido que no llegó a aprobarse (por ejemplo, el de Juan Bravo 
Murillo de 1852). 
12 En Cataluña, por ejemplo, los estados de excepcionalidad política fueron especialmente duraderos, 
llegando algunos a prolongarse más de diez años: desde enero de 1844 hasta agosto de 1854, desde 
junio de 1855 hasta septiembre de 1858, desde julio de 1866 hasta marzo de 1867, desde agosto de 




El régimen señorial y el sistema gremial del trabajo quedaron a un lado: se produjo la 
liberalización de las actividades productivas, y la pugna entre los defensores del 
librecambio y los que defendían la postura proteccionista en beneficio de la producción 
autóctona fue una constante. En este proceso de defensa de la propiedad libre, plena e 
individual, se inserta el proceso desamortizador que comentaremos más adelante. 
 
Los cimientos del llaŵado ͞Estado soĐial͟ se aseŶtaƌoŶ en este periodo: el Estado y las 
instituciones públicas asumieron mayores competencias en materia de beneficencia, 
educación, sanidad, etc., minimizando –pero no excluyendo– el papel y la importancia 
que la Iglesia había tenido hasta el momento en estos asuntos.13 Como afirma Juan Pro 
Ruiz,  
 
La desaparición de mecanismos represivos como la Inquisición, así como la 
afirmación de un espacio público relativamente laico, privaron en lo sucesivo a la 
Iglesia de mecanismos (...) de disciplina moral de los que se dota una sociedad 
para frenar los impulsos egoístas y agresivos que tienden a destruirla, 
compartidos tradicionalmente por la religión y las leyes. Ciertamente, la pérdida 
de poder político directo no significaba que la influencia del clero en la sociedad 
hubiera quedado anulada, sino que probablemente pasó a ejercerse por otras 
vías; y, en todo caso, ese movimiento tuvo su reflujo en la época de la 
Restauración, cuando la Iglesia recuperó parte de la capacidad de control social 
que había perdido.14 
 
Pero antes de profundizar sobre el concepto y derivaciones del ŶaĐieŶte ͞Estado soĐial͟, 
conviene perfilar la situación económica general que se vivió en España. Se puede 
                                                                                                                                                  
1867 hasta principios de diciembre del mismo año, de abril de 1868 a principios de septiembre del 
mismo año. Véase RISQUES CORBELLA, M.: El govern civil de Barcelona al segle XIX, Barcelona, 
PuďliĐaĐioŶs de l͛Aďadia de Montserrat, 1995.  
13 Las leyes de educación y de beneficencia que se dictaron en este siglo supusieron, en su mayoría, 
una restricción a la acción de la Iglesia y a sus órdenes religiosas. Sin embargo, ésta mantuvo un 
papel importantísimo en el ámbito educativo y benéfico, no sólo por el número de instituciones o 
iniciativas surgidas en su seno, sino también por su colaboración en las de ámbito público (estatal, 
provincial o municipal). Sería durante el Sexenio (1868-1874) cuando la Iglesia vería mermado su 
ámbito de acción de forma más notoria, recuperándolo más adelante con la llegada de la 
Restauración. Según datos de TÉMIME, É., BRODER, A. y CHASTAGNARET, G.: Historia de la España 
contemporánea, op. cit., p. 105, más de 16.000 establecimientos de tipo formativo y asistencial 
corrían a cargo de la Iglesia en 1808. Datos similares aporta J.M. Palomares, al afirmar que las 
comunidades religiosas estaban presentes en el 70% de los establecimientos asistenciales de carácter 
público en la segunda mitad del siglo ;PALOMA‘E“ IBÁÑE), J.M.: ͞La Iglesia española Ǉ la asisteŶĐia 
soĐial eŶ el siglo XIX͟, eŶ VV.AA., Estudios históricos sobre la Iglesia española contemporánea, 
III Semana de Historia Eclesiástica de España Contemporánea, El Escorial, 1979, p. 139). Véase 
también todo el amplio cap. IV de BARTOLOMÉ MARTÍNEZ, B. (dir.): Historia de la acción educadora 
de la Iglesia en España, Madrid, Biblioteca de Autores Cristianos, 1997, vol. II (Edad contemporánea), 
especialmente pp. 954-993. 
14 P‘O ‘UI), J.: ͞La foƌŵaĐiſŶ de la clase política liberal en España (1833-ϭϴϲϴͿ͟, Historia 
Contemporánea, nº 23-II (2001), p. 453. 




afirmar sin titubeos que se produjo un estancamiento económico, aderezado de déficits, 
y con un crecimiento demográfico desigual. Después de la pérdida de las colonias, 
España dejó de poseer los elementos para un comercio exterior activo, aspecto en el 
que se basaba fundamentalmente la economía española de principios del XIX. La 
situación que se generó fue de déficit creciente de los intercambios exteriores, 
produciéndose una profunda deflación entre los años 1813-1855.15 El desgaste de la 
Guerra del Francés, el elevado coste de la reconquista colonial y el desastre económico 
de las guerras carlistas son los colores más adecuados para describir la situación sombría 
que vivió el país.16    
 
El desarrollo de la industria –especialmente textil– y de la explotación minera –cobre, 
plomo, hierro, mercurio y hulla, fundamentalmente– renovó las estructuras económicas 
de algunas zonas muy localizadas de España, pero precisamente la pérdida de los 
territorios de ultramar constituyó un factor ralentizador para el despegue industrial, por 
la pérdida de mercados que supuso.17 La llegada del vapor, una innovación técnica 
revolucionaria, y la mejora de las comunicaciones, impulsó el desarrollo industrial y 
obrero especialmente en Cataluña, las provincias vascas y la región asturiana. Veamos 
unas cifras elocuentes: en el año 1841, el número de fábricas en Cataluña se elevaba a 
4.583, y el de obreros, a 93.346.18  
 
Pero la fotografía general del país no mostraba ni el humo ni el ruido ensordecedor de 
las máquinas: España fue eminentemente rural durante todo el siglo XIX. Las 
infraestructuras que se desarrollaron fueron insuficientes o mediocres; la industria era 
                                                 
15 ARTOLA, M.: La burguesía revolucionaria (1808-1874), Madrid, Ediciones Alfaguara/ Alianza 
Editorial, 1980, pp. 296-320; TÉMIME, É., BRODER, A. y CHASTAGNARET, G., op. cit., p. 87 y ss. 
16 Ciñéndonos a la primera mitad de siglo, los gastos ƌepƌeseŶtaƌoŶ ͞entre el 130  y el 150 por ciento 
de los ingresos previstos (pero no obtenidos) por el Estado͟ (TÉMIME, É., BRODER, A. y 
CHASTAGNARET, G., op. cit., p. 93). La elocuencia de estas cifras es abrumadora, especialmente si 
tenemos en cuenta que para este cálculo no se han contabilizado los gastos de la guerra civil. 
17 Para una síntesis de estos temas, véase, entre otros, a CARR, R.: España 1808-1975, Barcelona, 
Ariel, 2009 (1ª ed. 1969), pp. 226-237; y SHUBERT, A.: Historia social de España (1800-1990), 
Guipúzcoa, Nerea, 1991, pp. 21-36. Y una obra fundamental y clásica, la de NADAL, J.: El fracaso de la 
Revolución industrial en España (1814-1913), Barcelona, Ariel, 1975. 
18 Estadística realizada por Esteve Sayró, recogida por SOLDEVILA, F.: Historia de España, Barcelona, 
Crítica, 1995, vol. III, p. 316. La mayoría de obreros se concentraba en la ciudad de Barcelona; 
Ildefonso Cerdá establece en 54.272 el número de obreros en la ciudad barcelonesa en el año 1856 
(CERDÁ, I.: Teoría general de la urbanización y aplicación de sus principios y doctrinas a la reforma y 
ensanche de Barcelona, [Madrid], Instituto de Estudios Fiscales, 1968, vol. II., p. 565). Es muy 
ilustrador el siguiente fragmento de Jaume Balmes, escrito en 1843, con relación al contraste entre el 
desarrollo industrial de Cataluña y el resto de España, y su comparación con la situación de otros 
países europeos: ͞CuaŶdoàseàpasaàdeàCataluñaàalàeǆtƌaŶjeƌoàŶadaàseàoďseƌǀaàƋueàŶoàseaàuŶaàespeĐieà
de continuación de lo que allí se ha visto; diríase que el viaje se hace dentro de una misma nación, de 
una a otra provincia; pero al salir del Principado para el interior de España entonces parece que en 
ƌealidadàseàhaàdejadoà laàpatƌiaàǇàseàeŶtƌaàeŶàpaísesàeǆtƌaños.͟àReproducido por BALCELLS, A. (dir.): 
Història de Catalunya, BaƌĐeloŶa, L͛esfeƌa dels lliďƌes, ϮϬϬϰ, p. ϲϮϭ. 




débil, fragmentaria territorialmente y dependiente del exterior. El sector rural no sólo 
no disminuyó, sino que, por el contrario, aumentó regularmente hasta principios del 
siglo XX; representaba casi dos tercios de la población activa total, mientras que la 
población artesanal e industrial suponía sólo un 15%.19  
 
En el campo castellano, extremeño y andaluz se respiraba miseria. Contratos arbitrarios, 
insuficientes, irregulares. Salarios bajos. Y familias enteras dependientes de que las 
condiciones meteorológicas fueran favorables para poder, no ya vivir, sino sobrevivir. 
Los sistemas de grandes propiedades y de minifundios apenas se modificaron a lo largo 
del siglo, pese a las sucesivas desamortizaciones que se realizaron en el diecinueve, la 
más importante de las cuales fue la de 1855, impulsada por Pascual Madoz, entonces 
ministro de Hacienda. Estas desamortizaciones aportaron escasos o nulos beneficios a 
las clases menesterosas; prácticamente los únicos favorecidos por la privatización de las 
fincas rústicas y de las urbanas fueron los grandes propietarios, los aristócratas y los 
burgueses (compradoras principales); el Estado se benefició mínimamente, apenas 
aligeró las deudas del erario público, diezmado por las guerras y la falta de 
planificación.20  
 
La difícil situación del campesinado, y el despegue de ciertos núcleos urbanos, propició 
la eŵigƌaĐiſŶ a las Điudades. AďaŶdoŶaƌ el Đaŵpo poƌ la Điudad se hizo a Đosta ͞de una 
jornada de doce horas o más, no siempre respaldada por ese mínimo de calorías que la 
ciencia nueva ha fijado para el entretenimiento humano, y a riesgo de acabar en las filas 
de los mendigos y los desesperados dispuestos a enrolarse en patuleas y jamancias͟.21 Y 
no sólo las largas jornadas y los bajos salarios darían la bienvenida a los recién llegados: 
también lo sería la monotonía del trabajo, el imposible coste de la vivienda y el alto 
coste de los alquileres, el hacinamiento en el hogar, la falta de condiciones higiénico-
sanitarias, el abaratamiento progresivo de la mano de obra y el aumento de los precios. 
Muchos vinieron a las ciudades con pasaporte de hambre, enfermedad y muerte. 
 
Parece difícil entender por qué los jornaleros agrícolas se sintieron atraídos por los 
núcleos urbanos, dadas las duras condiciones de vida de los obreros. Pero fácilmente se 
comprende si tenemos en cuenta que estas condiciones eran todavía peores para el caso 
                                                 
19 CARR, R.: España 1808-1975, op. cit., p. 61 y ss.; TÉMIME, É., BRODER, A. y CHASTAGNARET, G., 
op. cit., p. 188 y ss. 
20 Sobre los efectos de las desamortizaciones en todas las capas sociales, véase, entre otros, a VICENS 
VIVES, J. (dir.): Historia social y económica de España y América, Barcelona, Ed. Vicens Vives, 1979, 
pp. 65-84; SHUBERT, A.: HistoƌiaàsoĐialàdeàEspaña…,àop. cit., pp. 89-118; CARR, R.: España 1808-1975, 
op. cit., pp. 233-235. Para la historia general del proceso desamortizador español en el siglo XIX, 
véase ARTOLA, M.: LaàďuƌguesíaàƌeǀoluĐioŶaƌia…,àop. cit., pp. 148-161 y, muy especialmente, TOMÁS 
y VALIENTE, F.: El marco político de la desamortización en España, Barcelona, Ariel, 1977.  
21 CARNICER, R.: Entre la ciencia y la magia. Mariano Cubí, Barcelona, Seix Barral, 1969, pp. 212-213. 




de los ĐaŵpesiŶos siŶ tieƌƌa, paƌa los Đuales, ͞acceder a la mina o a la fábrica es una 
promoción económica indiscutible͟.22 
 
Y aunque España fue eminentemente rural en el XIX, nos centraremos en la vida de las 
clases trabajadoras de las ciudades, puesto que la problemática que vamos a tratar en 
este trabajo se dio fundamentalmente en los grandes núcleos urbanos de población.  
1.2. EL PROBLEMA DE LA VIDA OBRERA 
 
El irregular proceso de industrialización, unido a un crecimiento urbano polarizado, 
complicó la convivencia ciudadana por los problemas de pobreza, marginación o 
delincuencia derivados de la emigración mal asentada o deficientemente asimilada, 
problemas que en las sociedades actuales no nos son ajenos. Si bien es cierto que el 
Estado liberal descompuso la sociedad estamental propia del Antiguo Régimen, también 
es innegable que la sociedad naciente siguió siendo clasista, con grandes desequilibrios 
económicos, con grandes masas de población que quedaron excluidas de la propiedad.  
 
La lectura de estas problemáticas no se hizo sólo a nivel estrictamente sanitario y 
económico, siŶo taŵďiĠŶ a Ŷiǀel ŵoƌal, sieŶdo la llaŵada ͞ŵoƌal ďuƌguesa͟ el Ŷueǀo 
código ético de comportamiento a seguir. Filántropos, reformadores sociales, médicos, 
higienistas, todos ellos denunciaroŶ la ͞pƌoŵisĐuidad͟ eŶ la Ƌue ǀiǀíaŶ las Đlases 
menesterosas en las grandes ciudades, fruto de la densificación urbana y de la 
pauperización de estas clases trabajadoras.23  
                                                 
22 TÉMIME, É., BRODER, A. y CHASTAGNARET, G., op. cit., p. 131. 
23 En 1857 sólo había en España cuatro ciudades de más de 100.000 habitantes: Madrid, Barcelona, 
Sevilla y Valencia. Estas y otras ciudades industriales y comerciales experimentaron, durante la 
segunda mitad del XIX, un crecimiento importantísimo, como se aprecia en el cuadro siguiente: 
 
 Nº de habitantes % de crecimiento 
respecto a 1857  1857 1900 
Bilbao 17.649 83.000 470,28% 
Murcia 26.888 111.539 414,83% 
San Sebastián 9.484 37.818 398,76% 
Oviedo 14.156 48.103 339,81% 
Lugo 8.246 26.959 326,93% 
Las Palmas 14.308 44.517 311,13% 
Barcelona 178.625 533.000 298,39% 
Alicante 20.342 50.142 246,49% 
Valencia 106.435 213.550 200,64% 
Vitoria 15.569 30.701 197,19% 
Madrid 281.170 539.845 192,00% 
 
Fuente: JUTGLAR, A.: L͛eƌaàiŶdustƌialàaàEspaŶǇa,àBarcelona, Nova Terra, 1962, p. 204. 
Una relación de ciudades más ampliada que la ofrecida en ese cuadro puede consultarse en VICENS 
VIVES, J. (dir.): Histoƌiaà soĐialà Ǉà eĐoŶſŵiĐa…,à op. cit., pp. 47-48 y en ARTOLA, M.: La burguesía 
ƌeǀoluĐioŶaƌia…,àop. cit., pp. 75-77. 





Un ejemplo muy claro de ello lo constituían las viviendas de los obreros en los núcleos 
industrializados, punto de mira de higienistas y moralistas de la época, pues incidía en la 
configuración y la estabilidad familiar. Para el caso barcelonés –análogo al de otras 
grandes ciudades, como Manchester y Liverpool–, Xavier Roigé i Ventura recoge diversos 
testimonios: 
 
L͛eleǀatà pƌeuà delsà llogueƌsà iŵposaǀaà laà ƌesidğŶĐiaà ĐoŶjuŶtaà deà peƌsoŶesà deà
diǀeƌsesà geŶeƌaĐioŶs,à fiŶsà ià totà d͛hostesà seŶseà ƌelaĐioŶsà deà paƌeŶtiu,à oà ďĠà deà
diverses famílies, per la qual cosa no és estrany que la mitjana de persones per 
grup residencial fos realment elevada: 4,75 el 1860. Així, per exemple, el metge 
ďaƌĐeloŶíà IgŶasià Pusalgues,à eŶà uŶà estudià soďƌeà l͛epidğŵiaà delà Đžleƌaà deà ϭ8ϱϰ,à
explicava que ͚haǇ Đasas, auŶƋue de ŵodeƌŶa ĐoŶstƌuĐĐiſŶ, Ƌue ĐoŶ la sola 
elevación de 90 palmos, y de 20 a 30 de amplitud, habitan en ellas 32 famílias o 
ϭϮϴ alŵas, paƌeĐieŶdo las aďejas eŶ los alǀeolos de su paŶal͛. I un altre metge     
–Font Mosella–, en un treball de 1852 sobre els problemes higiènics de la 
industrialització, explicava el cas ͚de uŶ Đuaƌto sito eŶ uŶa tarbena de la calle de 
Ostalers y de otro de cierta casa de la Plaza del padró, en los cuales dormía tanta 
gente que no podía penetrarse en ellos ni transcurrirse por los mismos por el 
siŶŶúŵeƌo de Đatƌes Ƌue los oĐupaďaŶ͛.à Ià d͛aƋuestaà situació, no només se͛Ŷà
deduïen unes precàries condicions de vida, sinó també la dificultat de crear 






                                                 
24 ‘OIGÉ i VENTU‘A, X.: ͞Família burgesa, família obrera. Evolució dels models de parentiu i 
industrialització a Barcelona s. XIX- ϭϵϯϬ͟, eŶ ‘OCA, J. ;Đooƌd.Ϳ, L͛aƌtiĐulaĐiſà soĐialàdeà laàBaƌĐeloŶaà
contemporània, BaƌĐeloŶa, IŶstitut MuŶiĐipal d͛Histžƌia / Pƌoa, ϭϵϵϳ, p. ϭϲϱ. “e pueden encontrar 
fragmentos muy ilustrativos de la situación de miseria de las clases obreras, incluyendo la descripción 
de las viviendas, en JUTGLAR, A.: L͛eƌaàiŶdustƌialàaàEspaŶǇa,àop. cit., pp. 75-92, y también en TERMES, 
J. i ABELLÓ, T.: ͞EstƌuĐtuƌa i ǀida soĐial͟, eŶ SOBREQUÉS i CALLICÓ, J. (dir.): Història de Barcelona, 
Barcelona, Enciclopèdia Catalana/Ajuntament de Barcelona, 1995, vol. VI, pp. 165-174. La 
problemática fue captada especialmente por los médicos e higienistas de la época, denunciándolo 
desde diversas atalayas; un ejemplo lo tenemos en el conocido higienista catalán Felipe Monlau, que 
en la memoria premiada en 1855 por la Academia de Medicina y Cirugía de Barcelona titulada ¿Qué 
medidas higiénicas puede dictar el gobierno en favor de las clases obreras?, propone la creación de 
casas-modelo para los obreros y sus familias. También desde el ámbito legislativo se llevó a cabo 
alguna tímida acción, como la de la Real Orden de 7 de septiembre de 1853, donde se insta 
expresamente a los Ayuntamientos de Madrid y de Barcelona a proporcionar habitaciones 
económicas e higiénicas a las clases más humildes.  




Aunque en Madrid el desarrollo industrial fue tardío, su condición de capital también 
atrajo las crecientes masas de desposeídos, y el problema de la vivienda era semejante, 
como se aprecia en este fragmento escrito en 1840 por Fermín Caballero: 
 
En los barrios hay casas de pobres, donde se juntan a dormir a docenas, y por el 
día viven en las calles sin conocimiento de autoridad alguna. En los tejares y 
barracas de las afueras se albergan también infinidad de gentes perdidas... hasta 
en los derribos, en las obras y en los rincones de las plazuelas y del Prado, pasan 
la noche no pocos mendigos y mujerzuelas, que en padrón alguno constan.25 
 
Pero no sólo las condiciones espaciales influirían en la familia y sus formas de 
interrelación, sino que también lo haría la introducción de la mujer y de los menores en 
el trabajo industrial, fuera de los muros del hogar –reservado, hasta entonces, a los 
hombres adultos. Voces críticas de todos los sectores, desde los más conservadores 
hasta los de tendencias socialistas, verán con malos ojos el trabajo femenino fuera del 
núcleo familiar, así como el trabajo de niños de muy corta edad. Pero la frágil situación 
económica de las familias sería un imperativo más fuerte que el corsé social sobre la 
idea de mujer ideal (madre y esposa) y sobre la evidencia de lo perjudicial que 
resultaban las largas jornadas de trabajo para los menores. 
 
Sólo un dato más, para corroborar todo lo dicho: la triste correlación entre los barrios y 
zonas pobres de las ciudades con el desarrollo de enfermedades. La situación era 
evidente: las circunstancias económicas, sociales, higiénicas y morales de las familias 
trabajadoras era alarmante. Academias, ateneos y círculos intelectuales de diverso tipo 
otorgarán premios a los mejores estudios sobre el pauperismo y la forma de afrontarlo, 
hecho que demuestra que el problema no pasaba desapercibido y que se consideraba 
necesario afrontarlo, para generar ideas de mejora de las condiciones de las clases 
humildes y así estabilizar y cohesionar la sociedad.26 Porque el problema moral visto por 
los círculos intelectuales se correlacionaba con el problema de la estabilidad y equilibrio 
social: grandes bolsas de descontentos podían llevar –como así fue efectivamente en 
diversas ocasiones– a revueltas o algaradas populares, que podían desequilibrar la ya 




                                                 
25 FƌagŵeŶto ƌeĐogido poƌ  CA“T‘O ALFÍN, D.: ͞Las ŶeĐesidades soĐiales Ǉ su Đoďeƌtuƌa: ϭϴϬϬ-ϭϴϲϴ͟ 
en VV.AA.: Historia de la acción social pública en España. Beneficencia y previsión, Madrid, Centro de 
Publicaciones, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 1990, p. 86. 
26 Varios ejemplos: en 1845, la Sociedad Económica de Amigos del País de Madrid incluyó como tema 
de ĐoŶĐuƌso ͞El paupeƌisŵo͟, Ǉ eŶ ϭϴϱ0 volvía a premiar trabajos sobre estas temáticas. La Academia 
de MediĐiŶa de BaƌĐeloŶa ĐoŶǀoĐſ ĐoŶĐuƌsos soďƌe ͞higieŶe púďliĐa" ;lĠase, paupeƌisŵo Ǉ 
problemas a ello asociado) en 1856 y 1858. En 1860, la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas 
de Madrid también premió trabajos sobre beneficencia. 







A estos elementos de la vida obrera que hemos descrito a grandes líneas,29 hay que 
añadir otros factores que incrementaron las posibilidades de pauperización de las clases 
                                                 
27 Aproximación realizada a partir de los datos de CERDÁ, I.: Teoría general de la urbanización..., 
op. cit. Se han tomado como base los siguientes:  
- 269 días trabajados en un año 
- 3.097 reales de gastos anuales de una familia obrera de cuatro miembros (incluye 
alimentación, vestido, vivienda y ajuar) 
Basándonos en los salarios que recoge Cerdá, calculamos que el obrero medio cobraba 6 reales 
diarios, y que la mujer e hijos podían aportar un máximo de 4 reales diarios. Se trata de un cálculo 
generoso que, sin embargo, da por resultado que el salario de toda la familia cubría sólo el 86% de 
los gastos imprescindibles. El propio Cerdá establece un cálculo semejante, en la página 663 de la 
obra citada. Esta aproximación a los ingresos medios de una familia obrera se aproximan a lo 
deduĐido poƌ BAHAMONDE MAG‘O, A. Ǉ TO‘O, J.: ͞MeŶdiĐidad Ǉ paƌo eŶ el Madƌid de la 
‘estauƌaĐiſŶ͟, Estudios de Historia Social, nº 7 (1978), p. 356. Sobre presupuestos familiares de los 
obreros del XIX, resulta interesante consultar también los trabajos de Enriqueta Camps (͞La teoƌía del 
Đapital huŵaŶo͟, Revista de Historia Económica, nº 2, 1990, pp. 305-334), el de Cristina Borderías y 
Pilar López (La teoría del salario obrero y la subestimación del trabajo femenino en Ildefonso Cerdà, 
Barcelona, Ajuntament de Barcelona, 2001), el de JosĠ Maƌía Boƌƌás ;͞)agales, piŶĐhes, gaŵeŶes... 
apƌoǆiŵaĐioŶes al tƌaďajo iŶfaŶtil͟, eŶ BO‘‘Á“ LLOP, J.M., diƌ., Historia de la infancia en la España 
contemporánea 1834-1936, Madrid, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales / Fundación Germán 
Ruipérez, 1996, pp. 227-309), y el de Manuel Tuñón de Lara (el clásico El movimiento obrero en la 
Historia de España, Madrid, Taurus, 1977, pp. 63-64, 98-105 y 156-161).  
28 Fuente: CERDÁ, I.: Teoría general de la urbanización..., op. cit., p. 504. Concretamente para la clase 
menestral, Cerdá establece una media de 25,41 años de vida media, en el caso del varón, y 24,90, 
para el caso de la mujer. La estadística es claramente superior si se calcula la esperanza de vida a 
partir de los 6 años, quedando así los promedios en 48,08 años para los varones y 46,64 años para las 
mujeres; en estos últimos datos nos hemos basado para dar la cifra en la figura 1.1. 
29 El panorama de las condiciones de la vida obrera que hemos descrito a grandes trazos y 
simplificando quizás excesivamente –pues sobrepasa los límites de este trabajo– se halla bien 
estudiado por otros autores. Una síntesis muy breve, pero completa, se encuentra en SANTOLARIA, 
Fig. 1.1:  PERFIL DE LA FAMILIA OBRERA ESPAÑOLA  
DE MEDIADOS DEL XIX 
 
Nº DE HIJOS DE  
LA UNIDAD FAMILIAR 
Cinco, pero mueren dos o tres 
antes de los seis años 
VIVIENDA 
Alquilada, posiblemente 
compartida con otras familias 
(hacinamiento) 
QUIÉNES TRABAJAN 
Padre, madre e hijos (toda la 
familia, excepto niños de pecho) 
HORAS DE TRABAJO 
DIARIO 
De 12 a 16 horas 
PORCENTAJE DE LOS 
GASTOS ANUALES QUE 
CUBRE EL SALARIO ANUAL 
DE TODOS LOS 
MIEMBROS DE LA 
FAMILIA 
Alrededor del 86% (por tanto, 
sin cubrir todos los gastos y sin 
capacidad de ahorro)27 
 ESPERANZA DE VIDA ~ 47 años28 
       Fuente: elaboración propia 





       
más pobres: el añadido de las crisis económicas, las epidemias y las guerras. Estos tres 
elementos, aislados o combinados, provocaron en algunos momentos críticos subidas 




    



















Fuente: elaboración propia 
 
¿Qué consecuencias trajo el empobrecimiento de las clases humildes? Entre otras, el 
incremento de los mendigos, la elevación de las tasas de mortalidad, el aumento de los 
eǆpſsitos, el iŶĐƌeŵeŶto de eŵpeños, Ǉ taŵďiĠŶ el desaƌƌollo de la ͞gƌaŶujeƌía 
profesioŶal͟ Đoŵo autĠŶtiĐa ǀía paƌa eǀitaƌ la ŵueƌte poƌ iŶaŶiĐiſŶ o fƌío.   
 
Resumiendo, nos encontramos ante el panorama nada halagüeño que sintetiza Félix 
Santolaria en el siguiente fragmento: 
 
En síntesis: a los factores estructurales y coyunturales generadores de pobreza en 
los siglos modernos, que perviven en el siglo XIX, provocando las mismas 
situaciones de miseria e indigencia que han vivido los siglos anteriores, se añade 
el pauperismo que provocan los procesos de industrialización capitalista, 
                                                                                                                                                  
F.: Marginación y educación. Historia de la educación social en la España moderna y contemporánea, 
Barcelona, Ariel, 1997, pp. 241-245; también sintética pero de interés, FONTANA, J.: Cambio 
económico y actitudes políticas en la España del siglo XIX, Barcelona, Ariel, 1980, pp. 82 y ss. Es 
recomendable también la consulta de la monografía estadística de la clase obrera de Barcelona en 
1856 que ofrece Ildefonso Cerdá como apéndice de su obra Teoría general de la urbanización, 
op. cit., pp. 555-674. Otra obra de inestimable valor, para el caso de Madrid, es la de HAUSER, P.: 
Madrid bajo el punto de vista médico-social, Madrid, Editora Nacional, 1979, 2 vols. 
Epidemias 
1800, 1821 1833-1835, 
1853-1856, 1859-60, 
1865, 1870, 1888 
 
Otros: 
Crisis de la filoxera (1890) 
Crisis de trabajo 
(desempleo, freno industrial...) 
Generales: 1848, 1864-1866, 1882, 
1884-1888 
En Madrid: 1885 
En Cataluña: 1821, 1827, 1830-1831, 
1843, 1847, 1863-69 
 
Episodios revolucionarios / 
revueltas / conflictos bélicos 
Generales: 1808-1814, 1820, 1833-
1839, 1835, 1837, 1840, 1848-1849, 
1868-1873 
Madrid: 1834, 1836, 1848, 1865  
Barcelona: 1835, 1836, 1837, 1845, 
1846-1849, 1855, 1856, 1873… 
Crisis de subsistencias 
1803, 1810-1812, 1817, 1823-26, 1834-
35, 1847, 1853, 1856-57, 1867, 1869, 
1879, 1882, 1887, 1898 
 




acompañados de las transformaciones sociales que a partir de 1830 se producen 
en la Península con los cambios del régimen liberal burgués. Por una parte, la 
descomposición gremial y la proletarización de la mano de obra; por otra, el 
aumento de la emigración campesina que se produce tras las progresivas 
desamortizaciones agrarias y comunales, y que confluyen en esos centros urbanos 
que están iniciando sus procesos de industrialización y cuyas estructuras son 
todavía incapaces de asumir los efectos sociales y económicos del impacto 
inmigratorio que sufren, dando lugar a unas nuevas condiciones de pobreza.30 
 
¿Qué opciones tenían las familias del XIX ante la situación de miseria que padecían? 
Pasar hambre y frío, mendigar, delinquir, prostituirse, emigrar, o recurrir a los recursos 
benéfico-asistenciales existentes –opciones no excluyentes entre ellas. Nos hallamos 
aŶte la llaŵada ͞ĐuestiſŶ soĐial͟, eǆpƌesiſŶ utilizada para designar el régimen de 
explotación al que se vieron sometidas las clases trabajadoras europeas en el siglo XIX y 
principios del XX, como consecuencia  de la industrialización y del modo de producción 
capitalista. 
 
Porque, si bien es cierto que el proceso industrializador y el régimen liberal habían 
traído, directa o indirectamente, nuevas formas de pobreza, también es cierto que este 
mismo régimen dio algunas soluciones para afrontar la problemática del pauperismo: se 
puso al servicio de los más necesitados una serie de instituciones y otros servicios 
benéfico-asistenciales que complementaban y sustituían algunos de los que 
tradicionalmente venían funcionando, estableciéndose las primeras leyes de 
beneficencia de orientación global. 
 
1.3. EL SISTEMA BENÉFICO-ASISTENCIAL DEL XIX ESPAÑOL 
 
Como hemos visto, el proceso de paulatina industrialización y los cambios económicos y 
demográficos implicaron alteraciones en las estructuras familiares, en los ritmos de vida 
y en los escenarios de trabajo que, a su vez, repercutieron de forma diferente en los 
distintos colectivos, cronificando la pobreza de algunos de ellos, y creando nuevos 
grupos pauperizados o en vías de degradación material y/o social. Los sistemas y formas 
de atención a los colectivos socialmente necesitados se vieron desbordados. Los 
hospicios y casas de misericordia, que habían experimentado un notable desarrollo 
durante el XVIII, resultaban insuficientes y no cumplían plenamente con sus objetivos; 
los hospitales, las inclusas y las casas de expósitos eran también escasas y de 
funcionamiento deficiente o incluso desolador –especialmente por las altas tasas de 
mortalidad que se producían en su seno; la caridad individual a través de la limosna        
                                                 
30 SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., p. 237. 




–que había sido tan cuestionada pero seguía ejerciéndose– no llegaba a todos los 
colectivos afectados por la falta de pan y trabajo...31  
 
El sistema asistencial que heredaba el XIX no sólo era ineficaz por el tipo de servicios o 
recursos ofrecidos, sino también por la escasez de las ayudas. Todo esto hizo necesario 
replantear el sistema benéfico-asistencial, entendiéndolo como una pieza clave dentro 
del Estado social que se estaba gestando. Dejar a iniciativas aisladas e inconsistentes en 
el tiempo y el espacio estos recursos destinados a los colectivos pobres y/o desvalidos, 
aparte de insensibilidad de los gobiernos, constituía una insensatez política. De ahí que 
en este siglo se hicieran serios intentos para regular, organizar y controlar las 
instituciones y recursos destinados a la asistencia de los más desfavorecidos.32  
 
La responsabilidad en los asuntos sociales pasó a ser asumida, con importantes 
excepciones, por órganos públicos municipales o provinciales, lo cual supuso un salto 
cualitativo en la gestión del desamparo social. En el XIX se produjo, pues, el progresivo 
traspaso de las competencias en materia de beneficencia de la Iglesia a los poderes 
públicos (estatales, provinciales y, muy especialmente, municipales), respondiendo así a 
                                                 
31 Para una panorámica del sistema asistencial en el Antiguo Régimen, véase LÓPEZ ALONSO, C.: ͞La 
aĐĐiſŶ púďliĐa Ŷo estatal͟, eŶ VV.AA.: Historia de la acción social pública en España, op. cit., pp. 25-
65; SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit. (para el siglo XVIII, véase pp. 173-223); VV.AA.: 
De la beneficencia al bienestar social. Cuatro siglos de acción social, Madrid, Siglo XXI de España 
Editores, 1988, pp. 69-115; CARASA SOTO, P.: El sistema hospitalario español en el siglo XIX. De la 
asistencia benéfica al modelo sanitario actual, Valladolid, Universidad de Valladolid, 1985, pp. 37-47. 
32 Las limitaciones de este trabajo no nos permiten profundizar sobre el cambio en materia de 
asistencia social producido en este siglo en España. Además del trabajo de F. Santolaria, es 
interesante completar la visión de este tema con los estudios de CARASA SOTO, P.: Pauperismo y 
revolución burguesa (Burgos, 1750-1900), Valladolid, Universidad de Valladolid, 1987; DÍEZ 
RODRÍGUEZ, F.: La sociedad desasistida. El sistema benéfico asistencial en la Valencia del siglo XIX, 
ValeŶĐia, DiputaĐiſ de ValğŶĐia, ϭϵϵϯ; E“TEBAN DE VEGA, M.: ͞La asisteŶĐia liďeƌal española: 
ďeŶefiĐeŶĐia púďliĐa Ǉ pƌeǀisiſŶ paƌtiĐulaƌ͟, Historia Social, nº 13 (1992), pp. 123-138; MAZA 
ZORRILLA, E.: Pobreza y asistencia social en España, siglos XVI-XX. Aproximación histórica, Valladolid, 
Universidad de Valladolid, 1987; RUIZ RODRIGO, C. y PALACIO, I.: Pauperismo y educación. Siglos XVIII 
y XIX. Apuntes para una Historia de la Educación Social en España, Valencia, Departamento de 
Educación Comparada e Historia de la Educación, Universitat de València, 1995; VV.AA.: De la 
beneficencia al bienestar social. Cuatro siglos de acción social, op. cit.; VV.AA.: Historia de la acción 
social pública en España, op. cit. Una obra de la época, pero de gran interés por su rigor y detallismo, 
es la de HERNÁNDEZ IGLESIAS, F.: La beneficencia en España, Madrid, Establ. tipográf. de Manuel 
Minuesa, 1876, 2 vols. Podemos consultar un resumen de esta obra en la Revista de beneficencia, 
sanidad y establecimientos penales, nº 24 (28/2/1877). También de interés, aunque menos rigurosas 
que la anterior, las obras de ARIAS MIRANDA, J.: Reseña historica de la beneficencia española, 
Madrid, Impr. del Colegio de Sordo-mudos y de Ciegos, 1862, y de BLANCO HERRERO, M.: De la 
beneficencia publica en España. Su actual organización y reformas que reclama, Madrid, Impr. de 
José María Pérez, 1869. Para el caso concreto de Madrid, también resultan de interés las obras 
siguientes: SÁNCHEZ RUBIO, E.: Historia de la beneficencia Municipal en Madrid y medios de 
mejorarla, Madrid, Ramón Berenguillo, 1869 (memoria premiada por la Junta Municipal de 
Beneficencia de Madrid en el concurso de 1865), y BORDIÚ CORDERO, J.: Memoria sobre la 
mendicidad en Madrid, Madrid, Impr. Municipal, 1924 (memoria premiada por el Ayuntamiento en el 
concurso convocado en 10 abril 1922 sobre distintos temas de la vida social). 




la paulatina secularización del Estado, propulsada ya desde la Ilustración, y al deseo de 
gobierno de todos los aspectos concernientes al bienestar de los ciudadanos. Este 
traspaso no se hizo sin ninguna dificultad, y sí con reticencias por parte de algunos 
sectores de la Iglesia, que veían la intromisión de las administraciones en los asuntos 
sociales como una amenaza a su acción y un freno a la caridad cristiana libremente 
ejercida.33  
 
En el siglo XIX se va produciendo, pues, un cambio en las fuerzas que controlan y 
organizan la atención social, y también un cierto viraje en la forma de atender a los 
colectivos pauperizados (véase la figura 1.3). Como afirma Pedro Carasa,  
 
;…ͿàeŶàelàaŶtiguoàƌĠgiŵeŶàdoŵiŶaàlaàpƌeoĐupaĐión por la pobreza institucional y 
declarada, en el siglo XVIII se impone la obsesión por los vagos y en el XIX 
desďoƌdaàelàŵuŶdoàdelàjoƌŶaleƌoàǇàelàpaƌado.à;…ͿàƌespoŶdieŶdoàaàestasàtƌesàfases,à
van dibujándose las grandes líneas asistenciales dominantes de la limosna 
particular, la reclusión oficial en hospicios y la asistencia municipal de tipo 
domiciliar o salarial.34 
 
 
Fig. 1.3: EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO Y TRATAMIENTO DE LA POBREZA 
 
 FueŶte: elaďoƌaĐiſŶ pƌopia, ďasáŶdoŶos espeĐialŵeŶte eŶ CA‘A“A “OTO, P.: ͞BeŶefiĐeŶĐia Ǉ ĐoŶtƌol soĐial eŶ la 
España ĐoŶteŵpoƌáŶea͟, eŶ BE‘GALLI, ‘. Ǉ MA‘I, E.E. ;Đooƌds.Ϳ, Historia ideológica del control social España-
Argentina, siglos XIX y XX, Barcelona, Promociones Publicaciones Universitarias, 1989, pp. 175-237. 
 
                                                 
33 Véase RUIZ RODRIGO, C. y PALACIO, I.: Pauperismo y educación…, op. Đit., espeĐialŵeŶte las 
páginas 105-ϭϭϮ; GA‘CÍA DE CO‘TÁ)A‘, F.: ͞Iglesia Ǉ soĐiedad eŶ la España ĐoŶteŵpoƌáŶea͟, 
Estudios sobre Historia de España, U.I.M.P., Madrid, 1981; ANDRÉS GALLEGO, J.: Pensamiento y 
acción social de la Iglesia en España, Espasa-Calpe, Madrid, 1984, pp. 39-40; PALOMARES IBÁÑEZ, 
J.M.: ͞La Iglesia española Ǉ la asisteŶĐia soĐial eŶ el siglo XIX͟, op. Đit. TaŵďiĠŶ, auŶƋue ĐeŶtƌado a 
finales del XIX, véase MONTE‘O, F.: ͞CatoliĐisŵo Ǉ ƌefoƌŵa soĐial eŶ España eŶ el tƌáŶsito del 
siglo XIX al XX͟, eŶ VV.AA.: De la beneficencia al bienestar social, op. cit., pp. 167-176. 
34 CARASA SOTO, P.: Pauperismo y revolución burguesa..., op. cit., p. 70. 
Sacralización de la pobreza 
Modernidad 
[CARIDAD] 
Clasificación entre     
falsos y verdaderos 
pobres 
Intregración del pobre    
en la sociedad 





Clasificación entre pobres 
útiles e inútiles 
Reclusión de los pobres 
Individualización de la pobreza 
Liberalismo burgués 
[ASISTENCIA SOCIAL] 
Atención al pobre desde instancias 
municipales y provinciales 




1.3.1. Etapas del sistema asistencial 
 
Según Félix Santolaria, el siglo XIX se puede dividir en dos grandes etapas, en atención a 
la ordenación y el enfoque asistencial:35  
 
1ª etapa (1800-1840). Durante este periodo se aprobó, de manos de los liberales, 
la Ley de Beneficencia de 1822, de escasa implantación. El continuismo de los 
modelos benéficos anteriores es la característica más significativa de esta etapa, 
así como cierta remodelación tras las primeras importantes desamortizaciones. 
 
2ª etapa (1840 hasta finales de siglo).  De este periodo es imprescindible citar la 
Ley General de Beneficencia de 1849, que permanecerá vigente durante casi 
todo el siglo de forma prácticamente invariable. Pero pese a las novedades que 
incluyó, la realidad institucional y las prácticas asistenciales variaron poco.  
 
1ª ETAPA del sistema asistencial (1800-1840) 
 
Como decíamos anteriormente, en esta etapa se prolongaron los modelos benéficos del 
siglo anterior, y tuvieron lugar, de la mano de los liberales, los primeros intentos de 
centralización del sistema asistencial. Las graves crisis de subsistencias (a consecuencia, 
básicamente, de los años de guerra napoleónica) tuvieron como respuesta la 
implantación de medidas excepcionales de organización de los recursos asistenciales 
ŵuŶiĐipales Ǉ la llaŵada a la Đaƌidad pƌiǀada: eŶ defiŶitiǀa, aĐĐioŶes ͞ƌeaĐtiǀas͟ aŶte la 
problemática vigente, sin condición de continuidad.36 Algunas medidas nuevas, pero 
restringidas al ámbito de Madrid, se aplicaron en 1815 y 1816: las primeras, la inyección 
de fondos a las instituciones hospitalarias y asistenciales y, las segundas, el 
restablecimiento de las diputaciones de barrio y las escuelas gratuitas de primeras 
letras. Con el viraje político del Trienio se produjo el primer intento serio de 
ordenamiento general de la beneficencia, con la Ley de Beneficencia de 1822, que será 
el gran hito por el cual los poderes públicos asumirán el gobierno de la pobreza.  
 
Pero la Ley de 1822 fue de vigencia muy breve, pues Fernando VII la suprimió en los 
inicios de la llamada Década Ominosa, restableciéndose posteriormente en septiembre 
de 1836. La importancia de esta ley no se halla, pues, en su duración, sino en su 
contenido. Por haberse elaborado en el marco de la Constitución de 1812, contaba con 
aspectos realmente novedosos para la época. Proponía la uniformización y 
nacionalización de todas las instituciones asistenciales (incluidas las privadas), unificaba 
todos los fondos y rentas, y fijaba una estructura jerárquica: Junta General de carácter 
nacional, juntas provinciales y juntas municipales. En materia de beneficencia, esta ley 
                                                 
35 Véase SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., p. 228. 
36 EŶ este seŶtido, Đaďe ŵeŶĐioŶaƌ las ͞sopas eĐoŶſŵiĐas͟ de Madƌid, Ƌue aǇudaƌoŶ a supeƌaƌ el 
invierno madrileño de 1803-ϭϴϬϰ. VĠase, poƌ ejeŵplo, CA“T‘O ALFÍN, D.: ͞Las ŶeĐesidades soĐiales Ǉ 
su cobertura: 1800-ϭϴϲϴ͟, op. Đit., pp. ϲϳ-100. 




inicia el protagonismo público y dota al municipio de amplias facultades. El dispositivo 
asistencial que trazaba la Ley de 1822 incluía seis tipos de prestaciones (títulos III, IV, V 
y VII): hospitalidad domiciliaria, hospitalidad pública, casas de socorro, socorros 
domiciliarios y casas de maternidad. 
 
Entre los beneficiarios de esta Ley se encontraban, pues, los menores: los nacidos en 
instituciones, los huérfanos desamparados y los niños pobres. Dejaba fuera de su ámbito 
de acción los jóvenes díscolos o jóvenes problemáticos a nivel socio-moral. Era una ley 
puramente asistencial, y no contemplaba en absoluto centros o iniciativas para la 
corrección, ni de adultos ni de niños o jóvenes. Esto podría entenderse perfectamente, 
sino fuera porque las leyes penales y penitenciarias tampoco aclaraban bien la situación 
en que quedaban estos colectivos, como tendremos ocasión de comentar en próximos 
capítulos. 
 
La poca experiencia, unida al poco tiempo de vigencia de la Ley y a una financiación 
claramente insuficiente, hizo de este primer intento secularizador de la beneficencia un 
verdadero fracaso. Así pues, los establecimientos asistenciales seguirán siendo 
prácticamente los mismos que en el siglo XVIII, y con las mismas características. Según 
datos aportados por Pascual Madoz, en 1840 aproximadamente el 46% de las 
instituciones estaban destinadas a adultos y niños en general, un 48% a niños 
específicamente y, el resto, eran establecimientos especializados.37 
 
 
2ª ETAPA del sistema asistencial (desde 1840 hasta finales de siglo) 
 
Como afirma Félix Santolaria, fue ͞duƌaŶteà lasà dĠĐadasà deà ϭ8ϰϬà aà ϭ8ϱϬà ĐuaŶdoà laà
estructuración legal de la asistencia quedaría definitivamente establecida como un 
elemento más del desarrollo del asentamiento de todo el aparato administrativo del 
orden social y económico que el régimen liberal propugnaba en su modernización y 
ĐeŶtƌalizaĐiſŶàdelàEstado͟.38 Las crisis industriales de 1843 y 1847 renovaron el interés 
social por los pobres, y la aprobación de la Constitución moderada de 1845 forzó a 
legislar de nuevo en materia de beneficencia, para acomodar las leyes liberales a los 
principios moderados derivados de la carta magna. Así, en 1847 se creó la Dirección 
General de Beneficencia, Corrección y Sanidad, dependiente del Ministerio de 
Gobernación, y en 1849 se aprobó la Ley de Beneficencia, acompañada por su 
Reglamento en 1852 y por la Ley de Sanidad de 1855. España contaría con este marco 
legislativo hasta bien entrado el siglo XX.39   
                                                 
37 Datos recogidos por CARASA SOTO, P.: El sistema hospitalario español en el siglo XIX, op. cit., p. 49. 
38 SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., p. 230. 
39 La nueva Ley de beneficencia fue aprobada el 20 de junio de 1849, y permaneció vigente durante 
todo el siglo, salvo el breve Sexenio revolucionario, siendo modificada levemente en los últimos años 
del XIX. Su desarrollo vino a través del Reglamento de 14 de mayo de 1852. Fue completada por 
diversas instrucciones, unas dirigidas al sector público (22 de abril de 1873, 27 de abril de 1875 y 





Analizando la Ley de 1849, se aprecia una significativa diferencia respecto a su homóloga 
anterior, pues se fortaleció el centralismo y se reconocieron las instituciones privadas, 
aunque sujetas a supervisión pública. El municipio perdió protagonismo a favor de la 
provincia, y ambos quedaron sujetos al control estatal. La estructura organizativa incluyó 
una Junta general en Madrid, juntas provinciales en las capitales de provincia, y juntas 
municipales en los pueblos. La composición de estas juntas recogió la tradición de la ley 
anterior: representantes políticos, eclesiásticos, de las corporaciones locales, y de los 
establecimientos benéficos.  
 
El dispositivo asistencial que trazó la Ley de 1849, que distinguía entre establecimientos 
͞púďliĐos͟ Ǉ ͞pƌiǀados͟, ĐlasifiĐſ los primeros según su ámbito territorial de incidencia y 
las fuentes de sus recursos:  
 
Fig. 1.4:  TIPOS DE ESTABLECIMIENTOS ASISTENCIALES SEGÚN LA LEY DE 1849  
Y EL REGLAMENTO DE 1852 
 
GENERALES 
Establecimientos para locos, sordomudos, ciegos, 
impedidos y decrépitos 
PROVINCIALES 
- Hospitales para enfermos 
- Casas de misericordia 
- Casas de maternidad y expósitos 
- Casas de huérfanos y desamparados 
MUNICIPALES 
- Casas de refugio y hospitalidad pasajera 
- Beneficencia domiciliaria 
Fuente: elaboración propia a partir de los artículos 1, 2 y 3 de la Ley de 1849 y los 
artículos 2, 3 y 4 del Reglamento de 1852 (Gaceta de Madrid, nº 5398, 24/6/1849, 
y nº 6537, 16/5/1852). 
 
 
No se contemplaron instituciones intermedias para la acogida de menores infractores o 
en conflicto social, pues el único parámetro que se tuvo en mente cuando se diseñaron 
estas instituciones fueron el desamparo material palpable o previsible señalado por la 
incapacidad para el trabajo, ya fuera temporal (por edad temprana, por situación de 
maternidad, por enfermedad...) o permanente (por defectos físicos o psíquicos, por 
avanzada edad...). El sistema estaba pensado para las categorías tradicionales de pobres 
(viudas, huérfanos, ancianos, impedidos, etc.), y no aportaba respuestas de seguridad y 
previsión social. Las instituciones y los servicios habían de ser voluntariamente 
aceptados por los asistidos, así que quedaron excluidos los centros de tipo disciplinario o 
correccional (art. 20 de la Ley; art. 9 del Reglamento), de manera que las casas de 
                                                                                                                                                  
27 de enero de 1885), y otras, al sector privado o particular (14 de marzo de 1899 y 25 de octubre de 
1908).  




corrección40 para niños y jóvenes díscolos o delincuentes no podían existir bajo el 
paraguas de esta ley, quedando así en un vacío legal este tipo de colectivos marginales.  
En un escenario también impreciso quedaban las personas de cualquier edad 
condenadas por vagancia; según el artículo 3 de la Ley de Vagos de 1845 –vigente hasta 
1869–, a los detenidos que fueran simplemente vagos se les impondría el trabajo 
obligatorio de uno a tres años en los talleres de los establecimientos que el Gobierno 
decretara a este efecto.41 Puesto que no se crearon instituciones especiales para ello, los 
centros asistenciales para la pobreza acogieron a estos vagos, contradiciendo así el 
principio de la Ley de beneficencia según el cual los centros asistenciales no eran 
disciplinarios ni correccionales. El Código Penal de 1850 también establecía las penas de 
sujeción a vigilancia de la autoridad, arresto mayor (de 1 a 6 meses) o prisión 
correccional (de 7 meses a 3 años) a los condenados por vagos;42 el arresto mayor se 
debía sufrir ͞eŶàlaàĐasaàpúďliĐaàdestiŶadaàĄàesteàfiŶàeŶàlasàĐaďezasàdeàpaƌtido͟ (art. 111), 




                                                 
40 El término de "casa de corrección" se aplicó y fue entendido de diversas formas a lo largo del 
siglo XIX. Como herencia de los siglos anteriores, se aplicó inicialmente a los hospicios y casas de 
beneficencia, especialmente referido a los anexos o departamentos de estos en que se recluían los 
pobres de conducta irregular ("viciosos", en terminología de la época, a los que se pretendía 
reformar sus costumbres). A nivel legislativo y estrictamente penitenciario, fue el nombre que 
recibieron las cárceles femeninas a partir de mediados de siglo, en sustitución del nombre de 
"galera" (la Ley de prisiones de 1849 ya lo establece así, aunque alguna disposición anterior de menor 
calado ya las califica de esta manera; pese a todo, el término "galera" siguió utilizándose). A finales 
del XIX, el vocablo "casa de corrección" empezó a ser ampliamente utilizado para aludir tanto a 
cárceles como a presidios en los que se aplicaba un tratamiento resocializador en la línea de la teoría 
correccionalista. Ante tal diversidad de interpretaciones, se precisa una lectura detallada del 
contexto en el que se habla de "casa de corrección", para entender bien a qué tipo de institución se 
está aludiendo, no sólo en los textos del XIX, sino también en los estudios realizados con 
posterioridad; también conviene tener en cuenta que otras expresiones como "presidio correccional" 
o "depósito correccional" son vocablos que aluden a un tipo de pena y un lugar de condena 
determinado, respectivamente (según la Ordenanza de Presidios de 1834, que comentaremos en el 
capítulo 2), y esta acepción sí fue, en general, entendida de forma uniforme en el ochocientos, pese a 
que al lector de hoy le puedan parecer términos casi idénticos al de "casa de corrección". Nosotros, 
en este trabajo, hablaremos de "casa de corrección" al referirnos a las instituciones de reclusión de 
jóvenes de comportamientos delincuenciales (penados o no), en los que se aplica un sistema de 
reeducación con sentido socializador; seguiremos, pues, toda la tradición francesa y norteamericana 
referida al término de house of correction. También mantendremos el nombre dado a la institución 
barcelonesa (Casa de Corrección de Barcelona), porque así fue conocida en su momento, pese a que 
en sus primeros años de funcionamiento se aleja de esta definición en la que nos alineamos. 
41 Según esa misma ley, los vagos con circunstancias agravantes pasarían directamente al sistema 
penitenciario general (pena de presidio correccional de dos a cuatro años). Véase art. 4 de la Ley de 
Vagos de 1845. 
42 Véase título VI del Libro II del Código Penal dedicado a la vagancia y mendicidad (artículos 258-
266). Es interesante consignar que el Código Penal de 1870 despenalizó la vagancia. 




Algunas de las instituciones que se describen tanto en la Ley de Beneficencia de 1849 
como en la anterior venían funcionando desde el siglo anterior (por ejemplo, las Casas 
de Misericordia u hospicios),  y sus funciones no eran puramente asistenciales, como 
tampoco eran siempre de reclusión voluntaria. Ya en el Antiguo Régimen las 
iŶstituĐioŶes de ďeŶefiĐeŶĐia ǀeŶíaŶ fuŶĐioŶaŶdo Đoŵo ͞ĐoƌƌeĐĐioŶales͟ paƌa Ŷiños 
dísĐolos, paƌa ŵujeƌes de ǀida púďliĐa, paƌa adultos ͞ǀagos͟, etĐ. Teóricamente, con esta 
Ley de 1849 las instituciones heredadas de antiguo tenían que rediseñarse y ceñir su 
ámbito de acción a las necesidades estrictamente benéficas, pero no fue así; la tradición 
tuvo más fuerza que la nueva legislación, entre otros motivos porque en el ámbito social 
o penal no se crearon instituciones para dar cabida a estos colectivos marginales.43  
 
Es importante decir que, en ocasiones, los municipios fueron más allá de lo que la ley 
había establecido. Al palpar las necesidades y problemáticas sociales de forma más 
directa, innovaron en las fórmulas de atención a la pobreza y la marginación, 
especialmente en las grandes ciudades, donde estas problemáticas se acrecentaban.44 
Además de los servicios permanentes de asistencia domiciliaria y de enseñanza popular, 
llevaron a cabo otras acciones sociales y represivas, en función de las necesidades y las 
circunstancias: obras públicas municipales para combatir el paro, creación de asilos de 
mendigos, de albergues nocturnos, de depósitos de mendigos, de comedores 
económicos, y creación de ayudas a la maternidad. Entre estas medidas extras, 
podríamos incluir la creación de la Casa de Corrección de Barcelona. 
 
Pero los municipios no estuvieron solos en la improvisación o el establecimiento de 
nuevos canales de ayuda para mitigar las crisis y salvar la paz pública, sino que 
estuvieron acompañados de la iniciativa privada, que siguió ejerciendo un importante 
papel, introduciendo elementos cuantitativos y cualitativos para la mejora de las 
instituciones existentes y la creación de otras, y para abordar los sectores de población 
que quedaban al margen de ellas: se crearon sociedades de asistencia a domicilio, 
asociaciones en beneficio de los presos pobres, etc. La inactividad o ineficacia de la 
acción social pública siguió dando cabida, pues, a las iniciativas privadas. 
 
El papel de las congregaciones religiosas seguirá siendo imprescindible pese a la 
ŵeŶĐioŶada ͞laiĐizaĐiſŶ͟, poƌ su experiencia en determinados ámbitos asistenciales y 
por contar con personal especialmente preparado –o motivado– para algunas tareas o 
servicios benéfico-asistenciales que eran, con frecuencia, ingratos.45 A lo largo del XIX 
                                                 
43 Véase apartado 2.2 del capítulo siguiente, y la nota 142 de ese capítulo. 
44 De hecho, los municipios densamente poblados fueron prácticamente los únicos que desarrollaron 
fórmulas asistenciales renovadoras a lo largo del XIX. Véase ESTEBAN DE VEGA, M.: ͞La asisteŶĐia 
liberal española...", op. cit., p. 130 y ss. 
45 El reconocimiento de la religión católica como la única religión de Estado en la mayoría de 
constituciones que se aprobaron en el siglo, y la firma del Concordato en 1851, se contrapesaron con 
los continuos impulsos laicistas, la desamortización de bienes de la Iglesia, y la expulsión de algunas 




surgirían numerosas congregaciones –la mayoría de ellas, femeninas– dedicadas a la 
atención social y educativa: entre 1851 y 1900 aparecieron en España 64 nuevas 
congregaciones femeninas, de las cuales, 44 tenían fines benéficos.46 De entre ellas, 
conviene destacar especialmente las Hijas de la Caridad de San Vicente de Paul, que se 
ocuparon de numerosas instituciones públicas (hospitales, inclusas, asilos, hospicios, 
orfanatos, casas de reclusión).47 Pero no hay que olvidar que también nacerían 
asociaciones católicas de laicos con finalidades caritativas, como las Conferencias de San 
Vicente de Paul y las Congregaciones de las Damas de la Caridad, de amplia difusión.  
 
Las iniciativas privadas no confesionales de carácter filantrópico completaron el 
panorama de los actores sociales en las políticas asistenciales en el XIX, pues el 
voluntariado social fue un elemento imprescindible para la mejora del entramado 
asistencial establecido por el Estado, como ya lo había sido en el siglo anterior y en los 
precedentes. En este sentido, las mujeres de clases sociales acomodadas ejercieron un 
espeĐial ͞apostolado͟ eŶ pƌo de las Đlases ŵás desfaǀoƌeĐidas, asumiendo su 
͞ŵateƌŶidad soĐial͟, papel que se ajustaba al ideal social de mujer de la época.48 En este 
estudio tendremos ocasión de comentar algún caso, y también de perfilar las 
congregaciones religiosas que colaboraron en las dos instituciones que estudiaremos en 





                                                                                                                                                  
congregaciones. Pero el papel de la Iglesia y de determinadas congregaciones religiosas continuará 
siendo esencial (véase nota 13). 
46 PALOMA‘E“ IBÁÑE), J.M.: ͞La Iglesia española Ǉ la asisteŶĐia soĐial eŶ el siglo XIX͟, op. Đit., p. ϭϯϵ.  
47 Otras de las congregaciones religiosas que se implantaron en España desde principios del XIX 
fueron las Hermanas de Santa Ana (1804), la Congregación de Carmelitas de la Caridad (1826), 
seguidas a mediados de siglo por las Religiosas carmelitas misioneras terciarias descalzas y por las 
Hermanas carmelitas descalzas misioneras, las Hermanas del Santo Ángel de la Guarda (1839), las 
Siervas de María (1851), el Instituto de Nuestra Señora de la Consolación (1858), las Siervas de Jesús 
(1871), las Oblatas del Santísimo Redentor (1864), las Hermanas filipenses (1865), las Hermanas de 
los ancianos desamparados (1872), las Hermanas de la Cruz (1875), las Religiosas esclavas del 
Sagrado Corazón (1877) y las Hermanas hospitalarias del Sagrado Corazón (1881). 
48 El conĐepto de ͞ŵateƌŶidad soĐial͟ lo utiliza Pedƌo TƌiŶidad eŶ ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ 
aďaŶdoŶada͟, en BORRÁS LLOP, J.M. (dir.), Historia de la infancia en la España contemporánea..., 
op. cit., p. 477. La propia Ley de Beneficencia de 1849 indicaba que en las ͞JuŶtas loĐales͟ se 
estaďleĐieƌaŶ ͞JuŶtas de señoƌas͟ paƌa oĐupaƌse de las Đasas de eǆpſsitos, de ŵateƌŶidad o de 
cualquier otro centro donde, por su condición femenina, su intervención fuera adecuada. Con 
posterioridad, en 1875, un Real Decreto (R.D. 27 abril 1875) crearía la Junta Central de Señoras para 
ayudar en la dirección y administración de los establecimientos de beneficencia general, y en 1884 se 
completaría con la creación de las Juntas de Señoras para la beneficencia provincial y municipal. 
Vemos, pues, que la legislación también otorgó un papel socialmente válido a las mujeres dentro del 
ámbito asistencial.  




Por todo lo dicho, es indudable que en el ochocientos se pusieron los cimientos del 
Estado asistencial/social, pero el papel de las iniciativas privadas fue vital. Precisamente 
el Reglamento de 1852 fomentó la convivencia entre las fundaciones particulares y las 
públicas, y la colaboración entre ellas se reforzó especialmente a finales del siglo, por la 
incapacidad del Estado para asumir económicamente el gasto que suponía un sistema 
de beneficencia exclusivamente público. La Instrucción General de Beneficencia de 
1885 y la Instrucción General de Beneficencia de 1889, en las cuales se plantea el 
carácter subsidiario de la beneficencia estatal y se estimula la acción particular, son un 
reflejo del fracaso –económico– del sistema benéfico centralista y público.49 Así lo 
confirma Elena Maza:  
 
La inicial ͞arrogancia͟ de los poderes públicos, impermeables a toda colaboración 
suplementaria, da paso a una actitud –en las leyes y en la realidad– mucho más 
pragmática, potenciadora de la iniciativa benéfica particular y, en el último 
cuarto de siglo, claramente favorable a una estrecha colaboración entre el sector 
público y el privado. Las demandas y reivindicaciones populares, o lo que es lo 
mismo, la propia dinámica social, se imponen a cualquier prurito exclusivista, y 




1.3.2. El recogimiento de la pobreza    
 
Las grandes leyes sobre beneficencia que se aprueban en este siglo XIX tienen como una 
de sus bases fundamentales el encierro de la pobreza en instituciones determinadas en 
función del factor causante de tal pobreza –también se contemplaba la asistencia 
domiciliaria, pero no fue el instrumento central sobre el que se fundamentó la asistencia 
del XIX en sus inicios. No nos detendremos a explicar aquí lo que magistralmente ya han 
explicado otros estudios con relación a instituciones asistenciales del XIX, pero sí nos 
interesa citar, aunque sólo sea de forma superficial, que todas ellas giraban en torno a 
un eje clave, el trabajo, y otro complementario, la religión. La escuela será un tercer 
factor, casi exclusivo para las instituciones dirigidas a menores. 
 
Esta voluntad de impulsar el trabajo entre el colectivo recluido sintonizaba con los 
planteamientos de la corriente utilitarista que se extendió por toda Europa a finales del 
XVIII, y del cual era representante el propio Jeremy Bentham (1748-1832), del cual 
tendremos ocasión de hablar en el capítulo siguiente. Sintiéndose heredero de 
numerosas iniciativas previas, Bentham fue un defensor decidido de las Nuevas Leyes de 
Pobres británicas (1834) que impulsaría su discípulo Chadwick, y que suponían la 
                                                 
49 CA‘BONELL, M.: ͞IŶtƌoduĐĐiſ͟, eŶ CARBONELL, M. (dir.): La Casa de Maternitat i Expòsits. Les 
Corts, Barcelona, Ajuntament de Barcelona / Diputació de Barcelona, 2004, p. 20. 
50 MAZA ZORRILLA, E.: Pobreza y asistencia social en España, siglos XVI-XX, op. cit., p. 193. 




sustitución del sistema de asistencia a los pobres basado en la transferencia de recursos 
desde la comunidad local hacia las familias necesitadas, por un sistema de asistencia 
social comunitaria a partir de grandes instituciones públicas (Workhouses) donde el 
trabajo constituía el eje para la rehabilitación y reinserción social de los colectivos 
marginales que acogían: 
 
La proposta de Bentham per a fer front a la pobresa i a les calamitats i perillositat 
Ƌueà se͛Ŷà deƌiǀeŶà –entre les quals hi figuren també la infància abandonada i la 
il.legitimitat– Ġsàdoďle.àD͛uŶaàďaŶda,àelàpapeƌàdeàl͛EstatàĐoŵàaàƌeguladoƌàiàgestoƌà
deà l͛assitència pública, mitjançant la legislació i el control administratiu dels 
establiments de beneficència, entre els quals les workhouses però també les 
presons es convertien, mitjançant el seu disseny panoptical, en les institucions 
paradigmàtiques del control social a través del treball, la disciplina i la 
individualizació [sic] dels reclusos subjectes a la dinàmica entre delicte i punició. 
L͛Estat,àpeƌàtaŶt,àŵitjaŶçaŶtàlaàseǀaàpaƌtiĐipaĐiſàeŶàl͛assistğŶĐiaàpúďliĐa,àpƌeŶdƌiaà
lesà atƌiďuĐioŶsà deà ͚teƌapeutaà soĐial͛à aà tƌaǀĠsà deà laà ĐƌeaĐiſà d͛iŶstituĐioŶsà
especialitzades en la reclusió dels diversos col.lectius que, de fet, seguint els 
Đƌiteƌisà utilitaƌistes,à testiŵoŶiaǀeŶà difeƌeŶtsà patologiesà soĐialsà Ƌueà s͛haǀieŶà
d͛eǆtiƌpaƌà ;eǆpžsits,à ŵaƌesà solteƌes,à iŶdigeŶts, dements, infants orfes, malalts, 
ancians, delinqüents, leprosos, dones de mala vida...). Així, si la pobresa era un 
tema polític per excel.lència, les institucions benèfiques es convertien en autèntics 
esĐeŶaƌisàpolítiĐsàeŶàelàŵaƌĐàdeàlaàĐoŶstƌuĐĐiſàdeàl͛Estat liberal.51 
 
El trabajo en las instituciones tenía varias funciones. La primera, de índole moralizadora 
y disciplinaria: ejercitar hábitos y costumbres que sirvieran para morigerar las 
costumbres y para promover actitudes y conductas laborales socialmente válidas. 
También una función educadora: que aprendieran a fondo un oficio que les permitiera 
insertarse laboralmente cuando saliesen de la institución. Y, cómo no, también un 
objetivo económico: obtener ingresos para la propia institución y el propio trabajador.  
 
Pese a que legalmente la medida era sobre todo reintegradora, en la realidad, como han 
afirmado ya muchos autores, era económica y política: aligerar gastos y evitar el tumulto 
social.52 Las tesis más liberales de intervención mínima en el campo social darían un giro 
                                                 
51 CA‘BONELL, M.: ͞IŶtƌoduĐĐiſ͟, eŶ CARBONELL, M. (dir.): La Casa de Maternitat i Expòsits..., 
op. cit., p. 18. Sobre el oƌigeŶ de las ͞ǁoƌkhouses͟ Ǉ el papel de BeŶthaŵ, ǀĠase DRIVER, F.: Power 
and pauperism. The workhouse system 1834-1884, Cambridge, Cambridge University Press, 1993; y 
CROWTHER, M.A.: The Workhouse system, 1834-1929: the history of an English social institution, 
London, Methuen, 1983. 
52 Véase RUIZ RODRIGO, C. y PALACIO, I.: Pauperismo y educación, op. cit., pp. 126-130; PALACIO LIS, 
I.: ͞MoƌalizaĐiſŶ, tƌaďajo Ǉ eduĐaĐiſŶ eŶ la gĠŶesis de la polítiĐa asisteŶĐial deĐiŵoŶſŶiĐa͟, Historia 
de la Educación, nº 18 (1999), pp. 67-91. 




hacia posturas claramente más intervencionistas, a la vista de los posibles problemas 
sociales que el descontento popular podía generar.53   
 
El fragmento final que Arias Miranda incluyó en un trabajo presentado en el concurso de 
1860 para la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas insiste –entre otras cosas– en 
impulsar el trabajo en las instituciones de beneficencia, y se aprecia claramente un 
discurso moralizador y aburguesado: 
 
Los medios en suma de armonizar la beneficencia pública y la caridad privada 
sobre las bases de la economia social, y el sentimiento moral y religioso, 
consisten, en facilitar ancho campo al trabajo, en perseguir la ociosidad, en 
metodizar los socorros, en que se generalize la educacion popular y la enseñanza 
artística, y en que se dicten disposiciones que contengan la irreflexion y el 
aturdimiento con que obran los jóvenes en los contratos matrimoniales.54 
 
 
1.3.3. El ŵapa ͞real͟ de la ďeŶefiĐeŶĐia eŶ el siglo XIX 
 
El número de instituciones benéficas existentes a mediados de siglo es un tanto 
impreciso, por la inexistencia de datos fiables. La Gaceta del 12 de diciembre de 1857 








                                                 
53 “oďƌe este aspeĐto ǀĠase, poƌ ejeŵplo, el tƌaďajo de LÓPE) KELLE‘, E.: ͞HaĐia la Ƌuieďƌa de la 
ŵeŶtalidad liďeƌal: las ƌesisteŶĐias al Đaŵďio͟, eŶ VV.AA.: Historia de la acción social pública en 
España, op. cit., pp. 137-160. 
54 ARIAS MIRANDA, J.: Reseña historica de la beneficencia española, op. cit., p. 164. 
55 Datos recogidos por ÁLVAREZ-U‘ÍA, F.: ͞Los ǀisitadoƌes del poďƌe. Caƌidad, eĐoŶoŵía soĐial Ǉ 
asisteŶĐia eŶ la España del siglo XIX͟, eŶ VV.AA.: De la beneficencia al bienestar social, op. cit., 
pp. 136-137. Para estadísticas más fiables y más detalladas del número de instituciones por ciudades 
y por tipologías de centros en los años finales del XIX y principios del XX, véase GUTIÉRREZ SÁNCHEZ, 
M.: ͞Cƌisis soĐial Ǉ asisteŶĐia púďliĐa eŶ el últiŵo Đuaƌto de siglo͟, eŶ VV.AA.: Historia de la acción 
social pública en España, op. cit., pp. 161-191, especialmente las pp. 167-175. La relación de los 
establecimientos benéficos más importantes de España existentes a finales del XIX puede consultarse 
en ARENAL, C.: La beneficencia, la filantropía y la caridad, Alicante, Biblioteca Virtual Miguel de 
Cervantes, 1999 (edición original de 1894). Véase asimismo el trabajo estadístico publicado por el 
Ministerio de Gobernación, ya entrado el siglo XX, en el que detalla todas las instituciones de 
beneficencia y previsión existentes por provincias (MINISTERIO DE LA GOBERNACIÓN: Nuevos 
apuntes para el estudio y organización en España de las Instituciones de Beneficencia y de previsión, 
Madrid, 1919). 








Nº Tipos de instituciones Nº 
  Hospitales 743 
  Hospicios 73 
  Asilos de mendicidad 27 
  Depósitos para pobres 97 
  Inclusas o casas de expósitos 95 
Generales 7 Casas de maternidad 18 
Provinciales 106 Asilos 31 
Municipales 868 Casas de socorro 25 
Particulares  258 Casas de desamparados 8 
De beneficencia domiciliaria 53 Casas de locos 8 
  Casas de parturientas 6 
  Casas de misericordia 20 
  Casas de refugio 13 
  Casas de incurables 4 
   Casas de convalecientes 2 
  Otras 122 
Nº de establecimientos: 1.292  
Nº de acogidos: 170.010 
Nº de socorridos a domicilio: 714.894 
 
 
El mapa general real –sumando la iniciativa estatal, la de los municipios y la de las manos 
privadas– era sustancialmente mejorable en muchísimos aspectos. Voces reconocidas de 
la época lo testifican, y los estudios posteriores lo confirman. ¿Qué problemas 
presentaba el sistema establecido? Insuficiencia de establecimientos, colectivos 
ŵaƌgiŶales Ƌue ƋuedaďaŶ paƌadſjiĐaŵeŶte taŵďiĠŶ ͞ŵaƌgiŶados͟ del sisteŵa 
asistencial, etc.56 ¿Y qué problemas presentaban los establecimientos asistenciales 
existentes? Los mismos que otras instituciones de encierro de la época (como las 
cárceles): superpoblación, condiciones higiénicas deplorables, mortalidad elevada, 
corrupción administrativa, personal insuficiente... En definitiva, nos encontramos con 
centros que raramente cumplían plenamente con los objetivos o funciones que tenían 
establecidos debido –fundamentalmente– a los recursos destinados, tan escasos como 
mal administrados.57  
                                                 
56 Pedro Carasa se atreve a hacer una aproximación de la población pobre (pauperizada) y la 
poďlaĐiſŶ asistida ;poďƌes Ƌue ƌeĐiďeŶ algúŶ tipo de aǇudaͿ: ͞Si en una población de 100 hay 50 
pauperizables, caen permanentemente en la pobreza 10, pudiendo estar afectados los 50 en una 
Đƌisis;à eŶà Đaŵďio,à deà ellosà sſloà seƌíaŶà asistidosà Ϯà haďitualŵeŶteà ſà ϭϬà eŶà ŵoŵeŶtosà deà Đƌisis.͟à
(PaupeƌisŵoàǇàƌeǀoluĐiſŶàďuƌguesa…àop. cit., p. 73). 
57 Es de sobras conocida la precaria situación económica de las diputaciones y ayuntamientos, sobre 
los que recaía la obligación del mantenimiento de la práctica totalidad de los establecimientos 
benéficos. Especialmente grave fue la situación de los municipios en el período de la Restauración. 
No parece que el corsé legal que impedía que los ayuntamientos dedicasen a beneficencia más del 
10% del total del presupuesto supusiera un freno real a las acciones y recursos asistenciales. Véase 
GARCÍA GARCÍA, C. y COMÍN, F.: ͞‘efoƌŵa liďeƌal, ĐeŶtƌalisŵo Ǉ haĐieŶdas ŵuŶiĐipales eŶ el 
siglo XIX͟, Hacienda pública Española, nº 133 (1995), pp. 81-106.  





La Ley de 1849 supuso un esfuerzo racionalizador de las instituciones existentes y las 
que estaban en proyecto, pero ͞losàŵĠtodos,àlosàŵodelosàdeàaĐĐiſŶàsoĐial,àlasàpƌĄĐtiĐasà
cotidianas internas en las instituciones y las externas en las actividades de asistencia 
siguieƌoŶà sieŶdoà lasà ŵisŵasà deà laà tƌadiĐiſŶà ŵodeƌŶa͟.58 Las inercias y los obstáculos 
surgidos por el camino de su implantación hicieron que esta ley no supusiera grandes 
cambios a nivel práctico. En definitiva, 
 
;…Ϳàel nuevo régimen no constituyó, casi en ningún sentido, un sistema de acción 
social revolucionario. En primer lugar, porque el núcleo central de sus 
destinatarios fue esencialmente el mismo al que se había dirigido la acción social 
del Antiguo Régimen –es decir, los expósitos, huérfanos, viudas, enfermos, 
impedidos, ancianos–, quedando en segundo plano la atención a las nuevas 
formas de pobreza, cuya previsión correspondería, esencialmente, a los 
individuos. De otro lado, la inmensa mayoría de los métodos de acción social 
puestos en práctica fueron un trasunto de formas asistenciales conocidas desde 
tiempo atrás. Por último, el protagonismo –indudablemente novedoso– que en 
este régimen adquirieron los poderes públicos, y que ha permitido hablar de una 
͞estatalizaĐiſŶ͟,à͞ŶaĐioŶalizaĐiſŶ͟àoà͞seĐulaƌizaĐiſŶ͟àdeà laàasisteŶĐia,àeŶàŶiŶgúŶà
momento fue entendido en términos de monopolio; por el contrario, (...) la 
iniciativa particular gozó siempre de un amplio margen de maniobra.59 
 
Afortunadamente, a todo este entramado de instituciones públicas y privadas hay que 
añadirle otras iniciativas que suavizaron las lamentables condiciones sociales en que 
vivían algunos colectivos. Decíamos que el sistema asistencial del XIX era de carácter 
asisteŶĐial o ͞ƌeaĐtiǀo͟ –siguiendo la línea de siglos precedentes–, legislándose poco 
paƌa ͞pƌeǀeŶiƌ͟ las situaĐioŶes de ŵiseƌia; la iŶteŶĐiſŶ del legisladoƌ Ŷo se ĐeŶtƌó en 
atajar las causas de la pobreza, sino fundamentalmente en ayudar a sobrevivirla. Las 
iŶiĐiatiǀas ͞pƌoaĐtiǀas͟ o pƌeǀeŶtiǀas suƌgiƌíaŶ del pƌopio tejido social, auspiciadas por 
los discursos de los filántropos y reformadores sociales, y vigiladas, reconocidas e incluso 
–en ocasiones– fomentadas por la legislación liberal. Ya en el siglo XVIII se había 
pƌoduĐido eŶ España uŶa eǆpaŶsiſŶ de los ͞ŵoŶtepíos͟, soĐiedades de soĐoƌƌos ŵutuos 
surgidas como consecuencia de la supresión de las cofradías y las hermandades 
gremiales. En el XIX, con base popular y obrera, se crearían asociaciones para la ayuda 
mutua, cooperativas (de crédito y consumo) y se extenderían las cajas de ahorros, todo 
ello con la vista puesta en el futuro, en las posibles situaciones de paro, enfermedad o 
muerte que podían llevar a una familia a la indigencia.60 Sin embargo, es preciso señalar 
                                                 
58 SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., p. 231. 
59 E“TEBAN DE VEGA, M.: ͞La asisteŶĐia liďeƌal española...", op. cit., p. 126. 
60 VĠase LÓPE) CA“TELLANO, F.: ͞UŶa soĐiedad ͚de Đaŵďio Ǉ Ŷo de ďeŶefiĐeŶĐia͛. El asoĐiaĐioŶisŵo 
en la España liberal (1808-ϭϵϯϲͿ͟, Ciriec-España. Revista de Economía Pública, Social y Cooperativa, 
nº 44 (abril 2003), pp. 199-228. Este tipo de asociaciones cobraron especial importancia en Cataluña, 




que el alcance de estas sociedades y cajas de ahorro fue exiguo, pues la gran mayoría de 
las clases populares se hallaban imposibilitadas para participar en ellas puesto que sus 
ingresos se encontraban al límite mismo de la subsistencia.61 
 
No podemos olvidar tampoco las reivindicaciones sindicales, fruto de un obrerismo 
combativo por la mejora de las condiciones laborales y sociales, que en las ciudades más 
proletarizadas tuvieron un peso muy importante.62 También, pero enmarcándola dentro 
de la iniciativa social empresarial con tintes paternalistas, se llevaron a cabo 
experiencias de mutualismo laboral y acciones en pro de la vivienda y la educación de 
los obreros. El utopismo de Cabet y el individualismo antiestatal proudhoniano cuajaron 
en el movimiento proletario, fenómeno que se inserta dentro de la expansión de las 
ideas socialistas por toda Europa en esta época. En Cataluña, Valencia, Murcia y 
Andalucía se difundieron con fuerza las ideas anarquistas, y en Madrid, las tesis 
marxistas.63 
                                                                                                                                                  
dado el crecido número de obreros y su pronta organización como colectivo con necesidades e 
intereses específicos. De entre las instituciones más madrugadoras surgidas en Cataluña, destacan la 
Mutua de los Obreros de la Industria Algodonera (1840) –fue disuelta al año siguiente, reapareciendo 
en 1842 bajo el título de Sociedad de Protección Mutua de Barcelona–, la Caja de Ahorros y Monte 
de Piedad de Barcelona (1844), y la Comisión de la clase de hiladores (1854). La primera caja de 
ahorros se creó, sin embargo, en Madrid, a finales de 1838; y antes que en Barcelona, se crearían 
cajas de ahorro en las ciudades de Granada (1839), Sagunto y Valladolid (1841), Sevilla, Santander, La 
Coruña y Valencia (1842). La legislación liberal auspició este tipo de instituciones: favoreció su 
creación una real orden de 1839; un real decreto de 1853 intentó homogeneizar las existentes, y la 
ley de 1880 las conceptualizó como instituciones de beneficencia. Sobre el origen de las cajas de 
ahorro españolas, véase ANTÓN RAMÍREZ, B.: Montes de Piedad y Cajas de Ahorros. Reseña histórica 
y crítica de su origen, propagación, progresos y actual estado en España y en el extranjero. 
Conveniencia de generalizarlos en España y medios de conseguirlo, Madrid, Impr. Aribau y 
Cía./Impresores de Cámara S.M., 1876; MARTÍNEZ SOTO, A. P.: ͞Las Đajas de ahoƌƌos españolas eŶ el 
siglo XIX: eŶtƌe la ďeŶefiĐeŶĐia Ǉ la iŶtegƌaĐiſŶ eŶ el sisteŵa fiŶaŶĐieƌo͟, Revista de Historia 
Económica, nº 3 (año XVIII, otoño-invierno 2000), pp. 585-628; MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, S.: 
Crédito, banca y cajas de ahorro. Aspectos jurídico-administrativos, Madrid, Tecnos, 1975, pp. 321-
342. Sobre el concepto del ahorro en el XIX, resulta de interés la consulta del ensayo siguiente: 
MENOR CURRÁS, M.: La camisa del hombre feliz. La educación social en España a través del ahorro 
(1834-1919), Madrid, Endymion, 2006. 
61 E“TEBAN DE VEGA, M.: ͞La asisteŶĐia liďeƌal española...", op. Đit., pp. ϭϯϱ-138. Este autor, 
fundamentándose en diversos trabajos previos, asegura que las instituciones para el ahorro o el 
socorro mutuo fueron ͞ƌeŵediosàoĐasioŶalesàpaƌaàdeteƌŵiŶadasàsituaĐioŶesàdeàapuƌo,àdeàlosàƋueàfueà
beneficiario un pequeño número de trabajadores, y no precisamente de losà ŵĄsà desfaǀoƌeĐidos͟à
(p. 138). 
62 Fue el caso de Barcelona, donde estas reivindicaciones sociales fueron de importancia. 
Precisamente en Barcelona se fundó la Federación Regional Española de la Internacional (1870), de 
declarada tendencia anarquista.  
63 VICENS VIVES, J.: Aproximación a la historia de España, op. cit., p. 147. Para una visión más general 
de la expansión del anarquismo y socialismo en Cataluña y otras provincias de España, véase, MARTÍ, 
C.: Orígenes del anarquismo en Barcelona, Barcelona, Teide, 1959; GIRALT, E., BALCELLS, A., i 
TERMES, J.: Els moviments socials a Catalunya, País Valencià i les Illes: cronologia 1800-1939, 
Barcelona, Lavínia, 1967; TUÑÓN DE LARA, M. (dir.): Historia del socialismo español, Barcelona, 
Conjunto Editorial, 1989 (1ª ed.), vol. I (1870-1909); TERMES, J.: Anarquismo y sindicalismo en 





La legislación laboral introdujo, desde mediados del XIX, algunos elementos para la 
mejora de las condiciones laborales de los menores y las mujeres, pero apenas nada 
sobre la generalidad de las clases asalariadas;64 el verdadero impulso dentro del marco 
de la protección del obrero vendrá gracias a lo legislado a finales de la centuria y a 
principios del siglo XX, teniendo en ello un papel importante el Instituto de Reformas 
Sociales creado por Real decreto de 23 de abril de 1903, y el Instituto Nacional de 
Previsión, creado en 1908 con el impulso del anterior.65  
 
La nueva sensibilidad de los movimientos reformistas, la organización de los 
movimientos obreros y la propia Rerum Novarum de León XIII intensificarán la reflexión 
sobre el problema social y obligarán a diseñar su solución mediante una intervención 
más decidida del Estado como árbitro y protector de las partes sociales, generando 
políticas reguladoras del trabajo y convirtiéndose en agente de medidas de previsión y 
seguridad social, entendidas no como actos de beneficencia sino como derechos de 






                                                                                                                                                  
España. La primera Internacional (1864-1881), Barcelona, Ariel, 1971. 
64 Ley de 24 de julio de 1873, acerca del trabajo de las mujeres y de los niños en fábricas, talleres y 
minas (conocida como Ley Benot), Ley de 26 de julio de 1878, relativa al empleo de los niños en 
ejercicios peligrosos. Véase RAMAS VARO, M. L.: La protección legal de la infancia en España. 
Orígenes y aplicación en Madrid (1900 – 1914), Madrid, Consejo Económico y Social, 2001, pp. 142-
144, 164-196. 
65 Entre la legislación más significativa de inicios del novecientos, destacamos las siguientes 
disposiciones: Ley de accidentes de trabajo de 30 de enero de 1900; Ley de 13 de marzo de 1900, 
sobre condiciones de trabajo de las mujeres y los niños, y el R.D. de aplicación de 13 de noviembre de 
1900; R.D. de 25 de mayo de 1900, de creación de escuelas en los establecimientos industriales y 
fabriles y la concesión de permisos para facilitar la instrucción de los obreros; Ley de 23 de julio de 
1903, sobre represión de la mendicidad infantil; Ley de 21 de julio de 1904, sobre la represión de la 
prostitución de los menores; Ley de 12 de agosto de 1904, de protección de la infancia: Ley de 8 de 
enero de 1907, de prohibición del trabajo de la mujer embarazada y la lactancia; R.D. de 25 de enero 
de 1908, de prohibición del trabajo de mujeres y menores en determinadas industrias insalubres y 
peligrosas; Ley de 22 de julio de 1912, de prohibición del trabajo nocturno de la mujer; Ley de 3 de 
marzo de 1904, del descanso semanal obligatorio; Ley de 12 de junio de 1906, de inembargabilidad 
de salarios y de instrumentos de trabajo; Ley de 27 de abril de 1909, reguladora de la huelga; Ley de 
19 de mayo de 1908, sobre conciliación y arbitraje industrial; y Ley de emigración de 21 de diciembre 
de 1907. 
66 Cfr. SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., p. 235. 




1.4. LA PROBLEMÁTICA ESPECÍFICA DE LA INFANCIA POBRE, 
ABANDONADA Y DELINCUENTE 
 
El sector social más débil se resintió de la inestabilidad y la precariedad laboral, social y 
económica de sus progenitores. La ausencia de vida familiar marcará diversas 
generaciones, y llevará al sector más frágil –los niños y niñas– a la miseria personal y 
social, por falta de referentes adultos, o por ofrecerles referentes no válidos 
socialmente.  
 
Los estudios más detallados sobre estos temas los hallamos en autores de finales 
del XIX, o en escritos de principios del XX. Entre ellos, la insigne obra de Julián Juderías, 
que  describe con detalle la situación de abandono material y moral de la infancia, casi 
como consecuencia irremediable de la situación de explotación que vivía la familia 
obrera: "La mayor parte de la poblacion vive en condiciones muy tristes: está mal 
vestida, mal alojada, mal alimentada, agotada por el trabajo y privada de cultura. Estas 
circunstancias hay que tenerlas muy presentes, porque todas ellas contribuyen al 
abandono de la infancia y á su explotación."67 
 
 
1.4.1. Pobreza y abandono de menores 
 
Alimentación deficiente y adulterada, falta de higiene y de salubridad en la vivienda, 
mala calidad del aire y del agua... Todos estos factores afectaban negativamente a los 
menores. Pero especialmente relevante para los niños era el escaso consumo y la baja 
calidad de la leche tomada, así como la ignorancia de las familias sobre algunos aspectos 
higiénico-sanitarios. No es de extrañar que las enfermedades infantiles estuvieran a la 
orden del día en el XIX, y que la mortalidad infantil fuera muy elevada en este siglo (en 
torno al 50%). Pero en la defunción de los menores no influían sólo las enfermedades 
propias de la niñez y la falta de conocimientos higiénicos, sino también los descuidos y 
accidentes, y los infanticidios, práctica todavía extendida.68 
                                                 
67 JUDERÍAS, J.: La protección á la infancia en el extranjero, Madrid, Impr. de Eduardo Arias, 1908, 
p. 11. Véanse también los trabajos siguientes, del mismo autor: La miseria y la criminalidad en las 
grandes ciudades de Europa y América, Madrid, Impr. de Eduardo Arias, 1916; El problema de la 
infancia obrera en España, Madrid, Sobrinos de la Sucesora de M. Minuesa de los Rios, 1917; La 
juventud delincuente. Leyes é instituciones que tienden á su regeneración, Madrid, Estab. Tipográf. de 
Jaime Ratés, 1912; Problemas de la infancia delincuente: La criminalidad. El tribunal. El reformatorio, 
s.l., Impr. del Asilo de Huérfanos, s.a. 
68 Sobre el problema generalizado de la mortalidad infantil en España, véase COHEN AMSELEM, A.: 
͞La ŵoƌtalidad de los Ŷiños͟, eŶ BO‘‘Á“ LLOP, J.M. ;diƌ.Ϳ: Historia de la infancia en la España 
contemporánea..., op. cit., pp. 109-148; PÉREZ MOREDA, V.: Las crisis de mortalidad en la España 
interior. Siglos XVI-XIX, Madrid, Siglo XXI, 1980, pp. 146-187; sobre la mortalidad acusada entre las 
clases pobres, véase NADAL I OLLER, J.: La población española (siglos XVI a XX), Barcelona, Ariel, 
1986, pp. 138-176. 





Veamos algunas cifras: según el Anuario Estadístico Demográfico de 1897, en ese año 
murieron en la villa de Madrid 6.111 pequeños de 0 a 7 años.69 Según ese mismo 
anuario, las enfermedades con mayor incidencia en la mortalidad infantil de Madrid en 
ese año fueron las de tipo respiratorio, la meningitis, las diarreas y otras disfunciones 
digestivas, el sarampión, la tuberculosis y la viruela. Otro ejemplo, el de Burgos, también 
ofrece datos parecidos: en 1883, los menores de un año representaron el 26.2% de las 
muertes, y los menores de cinco años el 52.3% del total de fallecidos.70  
 
Debemos pararnos un momento a comentar la problemática femenina, ya que los niños 
y jóvenes de los que hablaremos en este trabajo tienen mucho que ver con las 
dificultades y problemas de la mujer, pues nos encontramos todavía de una sociedad en 
la que el cuidado moral y material de los párvulos recaía fundamentalmente sobre ellas. 
A las complicaciones Ƌue teŶía Đoŵo ͞oďƌeƌa͟ o tƌaďajadoƌa asalaƌiada ;las mismas que 
los hombres, pero agudizadas y con algún añadido: peor salario, y cierto rechazo social 
del trabajo femenino) se le añadía la problemática como madre y cuidadora de sus hijos: 
sin tiempo para el cuidado de los hijos, problemas de salud al combinar maternidad        
–futura o reciente– con el trabajo, etc. A esto hay que añadir el rechazo social por la 
ŵateƌŶidad ͞liďƌe͟ ;ŵadƌes solteƌasͿ, Đausa de aďoƌtos, aďaŶdoŶos e iŶĐluso suiĐidios. 
Como señala Montserrat Carbonell, el infanticidio y el abandono de niños y niñas tiene 
que ver con la falta de recursos económicos para sustentar los nuevos miembros de la 
familia, pero también con las consecuencias derivadas del discurso social sobre el honor 
femenino que a lo largo de la edad moderna y de buena parte del período 
contemporáneo actuó sobre la sexualidad femenina.71 
                                                 
69 RAMAS VARO, M.L.: La protección legal de la infancia en España, op. cit., p. 58. 
70 CARASA SOTO, P.: PaupeƌisŵoàǇàƌeǀoluĐiſŶàďuƌguesa…àop. cit., pp. 85-86.  
71 ͞áiǆí,àelàdisĐuƌsàsoďƌeà l͛hoŶoƌàtƌaĐtaǀaàdeàpƌeseƌǀaƌ la virginitat de les solteres i la fidelitat de les 
Đasades,àaŵďàl͛oďjeĐtiuàdeàsalǀaguaƌdaƌàl͛hoŶoƌàdeàlesàfaŵíliesàdeàlesàdoŶesàoàŵilloƌàditàdelsàlliŶatgesà
ŵasĐuliŶs.à Peƌà taŶt,à Ŷoà ŶoŵĠsà eƌaà laà poďƌesaà elà Ƌueà aǀesaǀaà ŵoltesà doŶesà aà pƌeŶdƌeà l͛opĐiſà deà
l͛aďandó o de la mort dels seus nadons, sinó també la il.legitimitat i els seus efectes en un context 
social i cultural determinat. Així doncs, pot afirmar-seà Ƌueà laà juǆtaposiĐiſà d͛eleŵeŶtsà deŵogƌăfiĐs,à
econòmics i culturals contribueix a explicar la pràctica deàl͛iŶfaŶtiĐidià iàdeàl͛aďaŶdſ.àPeƌžàtaŵďĠà;...Ϳà
elsà eleŵeŶtsà polítiĐsà ià iŶstituĐioŶalsà iŶteƌǀiŶdƌaŶ,à aà paƌtiƌà deà laà ĐoŶstƌuĐĐiſà deà l͛Estatà liďeƌal,à eŶà laà
pƌăĐtiĐaàdeàl͛aďaŶdſàiŶstituĐioŶalitzat.͟ CA‘BONELL, M.: ͞IŶtƌoduĐĐiſ͟, eŶ CARBONELL, M. (dir.): La 
Casa de Maternitat i Expòsits. Les Corts, Barcelona, Ajuntament de Barcelona / Diputació de 
Barcelona, 2004, p. 14. Las primeras inclusas del estado español se crearon en el siglo XVI, pero no 
fue hasta finales del siglo XVIII que se generalizaron, tanto las inclusas como las casas de maternidad, 
como respuesta a la problemática por las elevadas tasas de niños abandonados como consecuencia 
de la fuerte expansión demográfica y la frágil situación económica de las familias. Sobre el tema de la 
ilegitimidad y el abandono, véase el extraordinario trabajo de VALVERDE LAMSFUS, L.: Entre el 
deshonor y la miseria. Infancia abandonada en Guipúzcoa y Navarra, siglos XVIII y XIX, Bilbao, 
Universidad del País Vasco/EHU, 1994, y también COHEN AM“ELEM, A.: ͞La ŵoƌtalidad de los Ŷiños͟, 
op. cit. Para un enfoque más analítico (social y político) de las razones del aumento de la ilegitimidad, 
véase FONTANA, J.: ͞Bastaƌdos Ǉ ladƌoŶes͟, Revista de Occidente, nº 45 (1985), pp. 83-101. Para 
ahondar en la relación mujer-familia-trabajo, véanse los trabajos de NASH, M.: Mujer, familia y 




Pero además del abandono físico, se producía otro tipo de abandono: el que se 
originaba en el seno de la propia familia, cuando los menores pasaban largas jornadas 
sin ningún adulto a su Đaƌgo, eŶ su ͞Đasa͟ o –principalmente– en las calles (el barrio era 
la instancia de socialización de buena parte de los niños y jóvenes de clases 
trabajadoras). Precisamente Pablo Montesino, el impulsor de los parvularios en España, 
señalaba en 1840 las numerosas ventajas que poseían estas instituciones para los 
pequeños y para la madres, haciendo referencia precisamente a este tipo de abandono: 
en los parvularios los niños se educan, se ejercitan en hábitos saludables, alejados del 
tumulto y del efecto depravador de la calle, y la madre tiene tiempo para sus 
ocupaciones domésticas, para el cuidado de algún familiar enfermo, para la lactancia de 
niños de pecho si los tuviera, etc.72  
 
La explotación laboral infantil fue precisamente otro de los focos hirientes para el sano 
desarrollo de los más pequeños. Ildefonso Cerdá, en su amplísima obra Teoría general 
de la urbanización, indica que en 1856 había 7.629 niños entre 3 y 15 años que 
trabajaban en las fábricas barcelonesas.73 Un informe de finales de siglo de la Comisión 
de Reformas Sociales denunciaba que en la mayoría de centros fabriles de España los 
niños entraban a trabajar a los seis años, y sus jornadas eran de doce a trece horas 
diarias, siendo muy exiguo su jornal y padeciendo maltratos en demasiadas ocasiones: 
                                                                                                                                                  
trabajo en España (1875-1936), Barcelona, Anthropos, 2001, especialmente pp. 299-370; PALACIO 
LIS, I.: Mujer, trabajo y educación: Valencia 1874-1931, Valencia, Departamento de Educación 
Comparada e Historia de la Educación, Universitat de València, 1992, pp. 47-109; BORDERÍAS, C. 
(ed.): Género y políticas del trabajo en la España contemporánea: 1836-1936, Barcelona, Publicacions 
i Edicions de la Universitat de Barcelona/ Icaria, 2007 (está centrado en las últimas décadas del XIX y 
principios del XX); BORDERÍAS, C. y PÉREZ-FUENTES, P.: "Mujeres, trabajos y economías familiares en 
España (siglos XIX y XX)", en BORDERÍAS, C. (ed.): La Historia de las mujeres: perspectivas actuales, 
Barcelona, Icaria, 2009, pp. 269-308; DUBY, G. y PERROT, M. (dirs.): Historia de las mujeres en 
Occidente, Madrid, Taurus, 1993, vol. IV (El siglo XIX), pp. 405-435; ANDERSON, B. S. y ZINSSER, J. P.: 
Historia de las mujeres: una historia propia, Barcelona, Crítica, 2009, pp. 734-764 y 1168-1175. 
También, aunque más centrado en el tema educativo, véase BALLARÍN DOMINGO, P.: La educación 
de las mujeres en la España contemporánea (siglos XIX-XX), Madrid, Síntesis, 2001, especialmente 
pp. 59-84. 
72 MONTESINO, P.: Manual para los maestros de escuelas de párvulos, Madrid, Clásicos CEPE, 1992, 
pp. 58-60, reproducido en PALACIO, I. y RUIZ RODRIGO, C.: Asistencia social y educación. Documentos 
y textos comentados para una Historia de la Educación Social en España, Valencia, Departamento de 
Educación Comparada e Historia de la Educación, Universitat de València, 1996, pp. 212-213. Sobre el 
teŵa de los paƌǀulaƌios ǀĠase espeĐialŵeŶte “ANCHID‘IÁN BLANCO, C.: ͞FuŶĐioŶes de la 
escolarización de la infancia: objetivos y creación de las primeras esĐuelas de páƌǀulos eŶ España͟, 
Historia de la educación, nº 10 (1991), pp. 63-88; dentro del mismo número, COLMENAR ORZAES, M. 
del C.: ͞Las esĐuelas de páƌǀulos eŶ España duƌaŶte el siglo XIX: su desaƌƌollo eŶ la ĠpoĐa de la 
‘estauƌaĐiſŶ͟, pp. ϴϵ-106; SUREDA, B.: Pablo Montesino: liberalismo y educación en España, 
Ciutat de Mallorca, Prensa Universitaria, 1984; y más recientemente, SANCHIDRIÁN BLANCO, M. 
del C., y RUIZ BERRIO, J. (coords.): Historia y perspectiva actual de la educación infantil, Barcelona, 
Graó, 2010, especialmente capítulos 4 y 6. Para el caso catalán, puede leerse GONZÁLEZ-AGÀPITO, J.: 
͞EduĐaĐiſŶ iŶfaŶtil e iŶdustƌializaĐiſŶ eŶ Cataluña͟, Historia de la Educación, nº 10 (1991), pp. 135-
154. 
73 CERDÁ, I.: Teoría general de la urbanización..., op. cit., vol. II, p. 569. 





(...) infelices criaturas de seis años que para llegar al trabajo necesitan recorrer 
largas distancias, se duermen en cada momento en las fábricas (...). No escasean 
tampoco las brutalidades de otro género, y algunas fábricas han sido calificadas 
de serrallos por las inmoralidades y abusos cometidos con jóvenes por los 
mayordomos, directores o amos de las mismas fábricas. (...) 
  
Sería la epopeya del dolor y del sufrimiento detallar las amarguras que en los 
diferentes oficios (...) experimentan esas delicadas criaturas, expuestas unas 
continuamente al rigor de la intemperie (...); sujetos y amarrados otros, cual 
esclavo a su cadena, detrás de un mostrador, pateando para no helarse de frío, y 
con las manos abiertas y llagadas por el hielo, y alejados todos del dulce calor de 
las caricias maternales por la dura ley de la necesidad (...).74  
 
Varios proyectos de ley sobre el trabajo infantil se gestaron en la segunda mitad del XIX; 
en julio de 1873 se dictaba la primera ley regulando las horas máximas de trabajo de los 
menores de ambos sexos, y estableciendo un mínimo de horas en la escuela, y en 1878 
otra sobre la prohibición de trabajos peligrosos para los niños, aunque ambas fueron 
ampliamente incumplidas.75 
 
Pero muchos jóvenes y niños no llegaban a las fábricas, sino que trabajaban a destajo en 
casa, en pequeños talleres o en comercios, expuestos también a condiciones penosas de 
trabajo. Otro grupo numeroso de niños se dedicaban a labores que, como decía Larra, 
son oficios menudos que no dan de comer:76 se refiere a vendedores de periódicos, de 
quincalla y baratijas, recadistas, vendedoras de flores, chicos de tiendas y bazares, etc. 
Este tipo de ocupaciones implicaba vagabundeo por las calles, frecuenciación de sitios 
no adecuados para sus edades, donde se ponían en contacto con personas y acciones no 
propias de su edad. Los pocos beneficios obtenidos por estos trabajos, así como las 
opoƌtuŶidades Ǉ los ͞apƌeŶdizajes͟ oďteŶidos de la Đalle, harían surgir en muchos de 
ellos deseos de mejorar sus condiciones de vida, a costa de lo que fuera.77 La libertad sin 
límites experimentada en la calle les dificultaría la obediencia y sometimiento hacia el 
adulto. 
 
                                                 
74 A‘NE‘, L.: ͞Tƌaďajo de los Ŷiños͟, Reformas Sociales. Información escrita practicada por la 
Comisión de Reformas Sociales en Madrid, 1890, reproducido por RUIZ RODRIGO, C.: Protección a la 
infancia en España. Reforma social y educación, Valencia, Universitat de València, 2004, pp. 228, 230 
(texto completo en las pp. 223-242). 
75 Véase la nota 64 de este mismo capítulo. 
76 Citado por GONZÁLEZ REVILLA, G.: La protección de la infancia abandonada (abandono y 
criminalidad de los niños), Iŵpƌ. de la “oĐiedad AŶſŶiŵa ͞TipogƌáfiĐa Populaƌ͟, Bilbao, 1907, p. 118. 
77 Algunos estudios y aproximaciones han demostrado que la recaudación de algunos pobres 
dedicados a la mendicidad superaba con creces los ingresos de los jornaleros o de los obreros sin 
ĐualifiĐaƌ. VĠase, poƌ ejeŵplo, BAHAMONDE MAG‘O, A. Ǉ TO‘O, J.: ͞MeŶdiĐidad Ǉ paƌo eŶ el Madƌid 
de la ‘estauƌaĐiſŶ͟, op. cit., p. 358. 





Para las menores sin recursos, la prostitución constituía una vía relativamente fácil de 
ingresos. En ocasiones movidas por el hambre, en otras por la propia familia, la 
prostitución infantil constituía una lacra social más o menos consentida por las 
autoridades. Si bien la prostitución en si no constituía delito, sí lo era la ejercida por 
menores.78 Aunque pertenecen ya al siglo siguiente, las siguientes cifras pueden dar una 
idea de la amplitud del problema en el XIX: según datos de López Núñez sobre la 
prostitución femenina registrada y clandestina en el Madrid de 1900, de unas 1.500 
prostitutas, 500 eran menores de veinte años.79 
 
El panorama era el siguiente: unos abandonados por sus padres, otros desatendidos en 
el hogar, otros curtidos en la fábrica... La calle era el hogar de muchos de ellos, su 
͞esĐuela͟, ya que la gran mayoría no asistía a ella. Muchos jóvenes carecían de familia, 
de domicilio, de oficio, de instrucción; eran, por tanto, desheredados de la mayoría de 
los atributos sociales. Sometidos a malas influencias desde muy temprano, el desarrollo 
de sus hábitos y de su personalidad quedaban fuertemente influidos, ͞Đoŵoà ageŶtesà
teƌatſgeŶosàſàpatogĠŶiĐosàƋueàlaàdefoƌŵaŶàǇàǀiĐiaŶ͟, lo que, según algunos estudiosos, 
provocaba que muchos de ellos ofrecieran ͞estigŵasà deà aŶoƌŵalidadesà Ǉà defeĐtosà
orgánicos irreparaďles͟.80 En Barcelona, serán los barrios de Atarazanas, Barceloneta, La 
Torrasa y el de Pueblo Seco de donde procedían la mayoría de menores desarraigados; 
en Madrid se concentraban en los barrios de Las Ventas, los antiguos cementerios del 
Norte y en los puentes de Segovia y de Toledo. En general, hablamos de barrios y zonas 
que habían crecido en el extrarradio de las grandes ciudades, donde se había ido 
acogiendo a los nuevos inmigrantes, sin ningún plan urbanístico que asegurase las 
condiciones de habitabilidad adecuadas. 
 
 
                                                 
78 Los códigos penales del ochocientos (1848, 1850, 1870) no contemplaban la prostitución como un 
delito, aunque sí penalizaban ciertas prácticas o conductas vinculadas a esta actividad (por ejemplo, 
el escándalo público, la explotación y la trata de blancas). Pero hay que matizar que, a medida que 
avanza el siglo, el ejercicio de la prostitución se va reglamentando en las grandes poblaciones; la 
transgresión de estos reglamentos (concernientes, especialmente, a temas higiénicos) sí era punible. 
Sobre este tema y, en general, sobre el ejercicio de la prostitución en la España decimonónica, véase 
GUEREÑA, J.L.: La prostitución en la España contemporánea, Madrid, Marcial Pons, 2003; y RIVIÈRE 
GÓMEZ, A.: ͞Caídas,àŵiseƌaďles,àdegeŶeƌadas͟.àEstudiosàsoďƌeàlaàpƌostitución en el siglo XIX, Madrid, 
Horas y Horas, 1994. También resulta interesante recurrir a estos trabajos, próximos a la época 
estudiada: SEREÑANA y PARTAGÁS, P.: La prostitución en la ciudad de Barcelona [en línea], 
<http://www.ub.es/geocrit/pspingen.htm> [consulta: 20/1/2004], publicado originalmente en 1882; 
NAVARRO FERNÁNDEZ, A.: La prostitución en la Villa de Madrid, Madrid, Impr. de Ricardo Rojas, 
1909; JUDERÍAS, J.: La juventud delincuente, op. cit., pp. 21-33; QUIRÓS, C. B. de y LLANAS 
AGUILANIEDO, J.M.: La mala vida en Madrid. Estudio psico-sociológico con dibujos y fotografías del 
natural, Madrid, B. Rodríguez Serra Editor, 1901 (cap. III). 
79 LÓPEZ NÚÑEZ, A.: Los inicios de la protección social a la infancia en España, Madrid, CEPE, 1992, 
p. 83. 
80 QUIRÓS, C. B. de y LLANAS AGUILANIEDO, J.M.: La mala vida en Madrid, op. cit., p. 181. 




Nos encontramos pues, ante niños que para subsistir tenían que mendigar, jóvenes que 
se iniciaban en el hurto como forma de supervivencia, menores huérfanos de padre, 
madre o ambos, al cuidado de algún familiar que quizás no prestaban demasiado 
atención, familias desestructuradas por el alcohol o por la vida errática de los padres, 
madres que se prostituían para subsistir, etc.   
   
El perfil de los menores abandonados que pululaban por la calle era diverso. Así los 
retrata la insigne reformadora social y penalista ferrolana Concepción Arenal:81  
 
Con el nombre de chicos de la calle, se confunden categorías morales muy 
diversas. En la calle está el niño que por descuido de sus padres no va a la 
escuela; el que no asiste por falta de vestido o de calzado, o del local en que se le 
admita gratuitamente, siendo él muy pobre para pagar retribución alguna; el que 
tiene alguna ocupación a las horas de clase; el rebelde que prefiere el castigo y la 
holganza y la libertad, a la sujeción y el trabajo del aula. En la calle está el niño 
que da el mal ejemplo y el que le sigue; el que se deja llevar a una acción culpable 
y el que le arrastra a ella; el que se entretiene en saltar o en ver lo que pasa, el 
que juega a los naipes y hace trampas... el que curiosea y el que hurta; el que 
pronuncia palabras obscenas sin saber todavía su significación, y el que practica 
ya malas obras y se ha iniciado en los misterios del vicio y del delito.82 
 
En la obra La mala vida en Madrid, de Bernaldo de Quirós y José María Llanas, se indica 
que de un total de 400 niños abandonados, casi un 10% carece de domicilio y el resto 
vive en barrios y casas de pobres, ͞doŶdeà feƌŵeŶtaà laà desĐoŵposiĐiſŶà soĐialà ďajoà laà
leǀaduƌaàdeà laàŵiseƌia͟.83 Casi un 21% de ellos no tiene profesión, y del resto, la gran 
mayoría ejercen profesiones humildes o incluso vergonzosas. La mayoría trabajaba sólo 
irregularmente, siendo la inestabilidad laboral un dato característico. Es importante 
                                                 
81 A lo largo de este trabajo haremos diversas referencias a Concepción Arenal (El Ferrol 1820 - Vigo 
1893), por su importante papel en el siglo XIX español en el reclamo de un mejor diseño de las 
estructuras asistenciales y carcelarias. Constituye una figura insigne dentro del mundo penal y 
penitenciario español, con renombre internacional. Su papel como visitadora de cárceles de mujeres 
desde 1862 hasta 1893 le permitió conocer de cerca la realidad penitenciaria española. Es 
ampliamente conocida por su trabajo y sus denuncias en el periódico dirigido por ella misma La Voz 
de la Caridad, publicado en Madrid desde 1870, donde llegó a escribir más de cuatrocientos artículos 
(se hallan recogidos, junto a otros escritos dedicados a beneficencia y prisiones, en sus Obras 
completas, que pueden consultarse en la web de la Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes: 
<http://www.cervantesvirtual.com>). La bibliografía que aborda su labor es muy amplia; puede 
consultarse, por ejemplo, el trabajo realizado con motivo del primer centenario de su fallecimiento: 
RUIZ BERRIO, J. (ed.): Educación y marginación social: homenaje a Concepción Arenal en su 
centenario, Madrid, Facultad de Educación, Centro de Formación del Profesorado, Universidad 
Complutense / Comunidad de Madrid, Consejería de Presidencia, Dirección General de la Mujer, 
1994.  
82 ARENAL, C.: La instrucción del pueblo, Alicante, Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes, 1999. 
83 QUIRÓS, C. B. de y LLANAS AGUILANIEDO, J.M.: La mala vida en Madrid, op. cit., p. 183. 




señalar que el analfabetismo, según este estudio, era escaso entre ellos, pues ͞MuĐhos,à
siŶàduda,àhaŶàapƌeŶdidoàĄàleeƌàǇàesĐƌiďiƌàeŶàlaàesĐuelaàdeàlaàĐĄƌĐel.͟84 
 
EŶ esta desĐƌipĐiſŶ del ŵeŶoƌ fueƌa de los ĐiƌĐuitos ͞Ŷoƌŵales͟ de soĐializaĐiſŶ, falta 
comentar el fenómeno de las bandas o grupos de niños. Porque el niño de la calle no 
solía estar solo, sino acompañado de otros, entre los cuales surgía compañerismo y 
complicidad. La calle, que se convertía en lugar de encuentro de ellos, les servía para 
relacionarse, era su lugar de encuentro, la zona donde se sentían acompañados e incluso 
protegidos. En Barcelona, los grupos de menores se hallaban refugiados por las noches 
en las playas, en las barcas, en los huecos de la muralla derruida; por el día, se 
encontraban por las ramblas y lugares de pública concurrencia, en busca de limosna o de 
botín. En Madrid, también el ingenio les hacía refugiarse en cuevas, solares, pórticos e 
incluso en nichos derruidos o alcantarillas de la carretera.85 Precisamente muchos de 
ellos serían recogidos en grupo por las autoridades, cuando se hacían redadas contra los 
vagos y mendigos.86 Estos menores que vivían de la limosna y de la rapiña recibieron, 
paƌa el Đaso ďaƌĐeloŶĠs, el Ŷoŵďƌe de ͞tƌiŶǆeƌaiƌes͟. EŶ Madƌid, el feŶſŵeŶo de las 
bandas se gestó especialmente a finales de siglo, y estos menores fueron denominados 
͞golfos͟. Pío Baroja, en su trilogía La lucha por la vida (La Busca, Mala Hierba y Aurora 
Roja), publicada entre 1904 y 1905, detalló el perfil de estos muchachos. Álvaro López 
Núñez también ha realizado una descripción muy precisa del golfo madrileño en su obra 
Los inicios de la protección social a la infancia en España.87 La mayor parte de 
                                                 
84 Sobre la infancia delincuente, véanse los trabajos publicados en la época y los publicados a 
principios del XX, donde se recogen datos no sólo del siglo que se inicia, sino también del anterior: 
ARENAL, C.: Estudios penitenciarios, Madrid, Libr. de Victoriano Suárez, 1895, 2 vols; QUIRÓS, C. B. de 
y LLANAS AGUILANIEDO, J.M.: La mala vida en Madrid, op. cit., pp. 180-195; SOLER y LABERNIA, J.: 
Los hijos de la casa. (Juventud viciosa y delincuente), Madrid, Impr. de Arróyave, González y Cía., 
1907; GONZÁLEZ REVILLA, G.: La protección de la infancia abandonad..., op. cit.; LÓPEZ NÚÑEZ, A.: 
Los inicios de la protección social a la infancia en España, op. cit.; JUDERÍAS, J.: La juventud 
delincuente, op. cit.; JUDERÍAS, J.: Problemas de la infancia delincuente: La criminalidad. El tribunal. El 
reformatorio, s.l., Impr. del Asilo de Huérfanos, s.a.; “ICA‘“ Ǉ “ALVADÓ, N.: ͞La deliŶĐueŶĐia eŶ los 
Ŷiños. “us Đausas Ǉ sus ƌeŵedios͟, Revista Jurídica de Cataluña, nº 22 (1916), pp. 134-229; HERAS, J. 
de las: La vida del niño delincuente, Madrid, Libr. General de Victoriano Suárez, 1923; SALDAÑA, Q.: 
La reforma de los jóvenes delincuentes en España, Madrid, Impr. del Asilo de Huérfanos, 1925; 
HERAS, J. de las: La juventud delincuente en España y su tratamiento reformador, Alcalá de Henares, 
Impr. de la Escuela Industrial de Jóvenes, 1927; BUGALLO SÁNCHEZ, J.: La delincuencia infantil 
(Etiología, profilaxia y terapéutica), Madrid, Javier Morata Editor, 1932. (1ª ed. 1931); ARENAZA, C. 
de: Menores abandonados y delincuentes. Legislación e instituciones en Europa y América, Buenos 
Aiƌes, Liďƌ. Ǉ ed. ͞La FaĐultad͟, ϭϵϯϰ, ϯ ǀols.; CUELLO CALÓN, E.: Criminalidad infantil y juvenil. Sus 
causas, régimen jurídico, tribunales para menores, libertad vigilada, colocación en familia, 
internamiento en instituciones, etc., Barcelona, Bosch Casa Editorial, 1934; SERRANO FERNÁNDEZ, E.: 
La delincuencia infantil en su aspecto paidológico, Girona, Dalmau Carles, 1936. 
85 Véase LÓPEZ NÚÑEZ, A.: Los inicios de la protección social a la infancia en España, op. cit., p. 126. 
86 Véanse, por ejemplo, los registros de detenidos del Arxiu Municipal Contemporani de Barcelona 
(AMAB), M116, B-5-H-1 (Relación de detenidos), caja 45499.  
87 ͞LosàgolfosàtieŶeŶàlugaƌesàdeàƌeuŶiſŶàdoŶdeàoƌdiŶaƌiaŵeŶteàpaƌaŶàpoƌàlaàŶoĐhe:àlaàPlazaàMaǇoƌ,àlaà
de la Cebada (...), la de los Monteses, la del Progreso... las estaciones de ferrocarril, las tapias del 




bibliografía que habla de ellos es de finales de siglo; pero sin duda el fenómeno se gestó 
ya en el primer tercio del XIX, cuando las condiciones de vida de las grandes urbes se 
endurecieron y el número de habitantes de las mismas aumentó.  
 
¿Con qué equipamientos benéficos contaba la infancia, en el siglo XIX? Veámoslo: 
 
 
Fig. 1.6:  ESTABLECIMIENTOS BENÉFICOS PARA MENORES EN EL SIGLO XIX 
 
TIPO DE INSTITUCIÓN 









indicación del año 
de referencia 
HOSPITALES 
Atención sanitaria, y también 
social y educativa NO, pero la oferta 
educativa va dirigida 





HOSPICIOS o CASAS DE SOCORRO, 
ASILOS, CASAS DE MISERICORDIA... 
Atención material y educativa 1857: 176 
INCLUSAS y 
CASAS DE EXPÓSITOS 
Atención global (material, 
educativa, etc.) a niños y 




ESCUELAS GRATUITAS, COLEGIOS 
DE NIÑOS DE LA DOCTRINA, DE 
DESAMPARADOS, DE NIÑOS DEL 
AMOR DE DIOS, OBRAS PÍAS, etc. 
Atención especialmente 
educativa a niños y niñas, 





Fuente: elaboración propia, a partir de las fuentes citadas en este capítulo 
 
Así, por ejemplo, en Madrid funcionaba desde 1834 el Asilo de San Bernardino, para 
recoger los mendigos de todas las edades que vagabundeaban por la ciudad. También el 
hospicio de San Fernando, que inicialmente acogía a mendigos de cualquier edad, pasó a 
atender casi exclusivamente a menores procedentes de la inclusa, a huérfanos y a hijos 
de los pobres de solemnidad. En Valencia, la Casa de Misericordia –creada en 1673– 
atenderá a lo largo del XIX a un colectivo cada vez más numeroso de niños y jóvenes; 
también la Casa de Beneficencia, creada en 1826, acogerá especialmente a la población 
menor de quince años. En Barcelona, encontramos también la Casa de Misericordia y la 
Casa de Caridad, que atendían a un número importante de niños, además de la Casa de 
                                                                                                                                                  
Retiro, las inmediaciones de la cárcel, etc., etc., y ciertos cafetines de baja estofa (...). Cada golfo tiene 
su lugar de parada; y todos los de un mismo distrito forman como una corporación, organizada 
espontáneamente por las exigencias de la ayuda común. Estas corporaciones tienen su capitán o 
mandón, que suele ser un hombre de cuidado, profesional de la delincuencia, quien a cambio de 
cierta defensa aparente y teatral, e imponiéndose por el miedo cuando es necesario, explota a los 
jſǀeŶesàǇàlosàtieŶeàsujetosàaàĐoŶtƌiďuĐiſŶ.͟ LÓPEZ NÚÑEZ, A.: Los inicios de la protección social a la 
infancia en España, op. cit., p. 131. El perfil de los golfos también lo aportan QUIRÓS, C. B. de y 
LLANAS AGUILANIEDO, J.M.: La mala vida en Madrid, op. cit., pp. 10-13. Una descripción del golfo 
valenciano la encontramos en Estudio médico-social del niño golfo. Memoria presentada en la 
Universidad Central por D. José Sanchís Banús para optar al grado de doctor en medicina, Tipogr. 
Excelsior, Valencia, 1916, recogido por LÁ)A‘O LO‘ENTE, L.M.: ͞AĐtitudes en torno a la educación 
oďligatoƌia eŶ la ‘estauƌaĐiſŶ. El Đaso de ValeŶĐia͟, eŶ GUE‘EÑA, J.L. Ǉ TIANA, A. (eds.): Clases 
populares, cultura, educación. Siglos XIX y XX, Madrid, Casa de Velázquez / UNED, 1989, p. 216. 




Maternidad y Expósitos, creada más tarde (en 1853). En Burgos fue el Hospicio (y 
también, a partir de 1855, la Casa Refugio) el receptáculo de la mayor parte de los 
menores desamparados; en Valladolid, fue la Casa de Misericordia y Refugio (creada en 
1777), refundida más tarde, en 1850, en el Hospicio. Además de estas instituciones 
públicas, y de otras no citadas, en estas ciudades hay que contar con los centros de 
carácter privado destinados también a los menores. 
 
Coŵo afiƌŵa Pedƌo TƌiŶidad, ͞En todas las ciudades importantes existían asilos para 
huérfanos, párvulos e hijos de las trabajadoras que tenían que ausentarse del domicilio 
para ir a trabajar.͟88 Pero como hemos insinuado en apartados anteriores, la escasez de 
centros no cubría todas las necesidades de atención; muchos menores quedaban fuera 
de los circuitos asistenciales, y los que eran acogidos por algún centro, no eran 
atendidos de forma óptima, pues la mayoría de centros vivieron en la escasez.89  
 
Lo mismo se puede decir de las escuelas y parvularios: escasas, y de deficiente 
funcionamiento.90 A medida que avanza el siglo, crece la preocupación por la educación 
de los niños y niñas, por su escolarización; también la burguesía liberal se percata de que 
la educación es un instrumento útil para la búsqueda de la paz social, para evitar 
conflictos. Las leyes educativas querrán cada vez asegurarse un mayor volumen de 
                                                 
88 T‘INIDAD FE‘NÁNDE), P.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada͟, op. Đit., p. ϰϳϵ. 
89 Un ejemplo claro lo encontramos en las inclusas, que atendían a los bebés abandonados: las tasas 
de mortalidad en estas instituciones se sitúan entre el 80 y el 100% a lo largo del XVIII y buena parte 
del XIX, razón por la cual algunos autores consideran que el papel de las inclusas fue, mal que nos 
pese, pƌaĐtiĐaƌ uŶ ͞iŶfaŶtiĐidio deŵoƌado͟ ;así lo afiƌŵa, poƌ ejeŵplo, MoŶtseƌƌat CaƌďoŶell eŶ 
La Casa de Maternitat i Expòsits, op. cit., p. 15). Para ahondar en la problemática de las instituciones 
asistenciales dedicadas a los bebés abandonados, véase, por ejemplo, ALAY SUÀREZ, M.: La infància 
abandonada a la Barcelona-ciutat de la segona meitat del s. XIX, 1999. Tesis doctoral dirigida por 
Buenaventura Delgado Criado, Universitat de Barcelona; y VALVERDE LAMSFUS, L.: Entre el deshonor 
y la miseria..., op. cit. A modo genérico, resulta de interés la consulta de las siguientes obras: 
PALACIO, I. y RUIZ RODRIGO, C.: Asistencia social y educación, op. cit.; PALACIOS SÁNCHEZ, J.: 
Menores marginados. Perspectiva histórica de su educación e integración social, Madrid, Editorial 
CC“, ϭϵϵϳ; ‘UI) ‘OD‘IGO, C.: ͞EŶ toƌŶo a la eǀoluĐiſŶ histſƌiĐa de las polítiĐas de pƌoteĐĐiſŶ del 
menor en España: aďaŶdoŶo, deliŶĐueŶĐia Ǉ tƌaďajo iŶfaŶtil͟, eŶ ‘UI) ‘OD‘IGO, C. ;Đooƌd.Ϳ: 
Educación social. Viejos usos y nuevos retos, Valencia, Departamento de Educación Comparada e 
Historia de la Educación, Universitat de València, 2003, pp. 93-130; RUIZ RODRIGO, C. y PALACIO, I.: 
Pauperismo y educación..., op. cit.; BORRÁS LLOP, J.M. (dir.), Historia de la infancia en la España 
contemporánea..., op. cit. 
90 Ya en 1838 la ley que autorizaba el Plan de Instrucción Primaria de 21 de julio recogía la 
preocupación pública por la primera infancia, señalando en su artículo 36 la voluntad de generalizar 
escuelas de párvulos. Pero no fue hasta 1853 en que se responsabilizó a los ayuntamientos para 
extenderlas. La Ley Moyano de 1857 (art. 105) estableció la obligatoriedad de escuelas de párvulos 
en las capitales de provincia y pueblos que llegasen a los 10.000 habitantes. Sobre estos temas, véase 
la bibliografía citada en la nota 72. Sobre las mejoras y la evolución en el establecimiento de un 
sistema público de enseñanza en España, véase PUELLES BENÍTEZ, M. de: Estado y educación en la 
España liberal (1809-1857), Barcelona, Pomares, 2004; GUEREÑA, J.L. y VIÑAO FRAGO, A.: Estadística 
escolar, proceso de escolarización y sistema educativo nacional en España (1750-1850), Barcelona, 
EUB, 1996. 




escolarización; en este sentido, la llamada Ley Moyano (Ley de Instrucción Pública de 9 
de septiembre de 1857) determinó que niños y niñas desde los seis a los nueve años 
debían acudir a la escuela de forma obligatoria, estableciéndose para ello una red de 
escuelas públicas, de patronato, o privadas. La ley aseguraba la gratuidad de la 
enseñanza para los niños pobres, previa acreditación de la situación económica de los 
padres. Pero pese a la obligatoriedad y a los medios coercitivos previstos para hacer 
cumplir la asistencia de los menores a las escuelas (el artículo 8 de la Ley Moyano 
preveía amonestaciones y multas para los padres que no cumplieran esto), la asistencia 
de los niños pobres en las escuelas era sólo testimonial. A la falta de costumbre y al 
rechazo en si que provocaba para algunos, se le añadía la necesidad del trabajo infantil 
para la subsistencia familiar; especialmente acusada era la ausencia de niñas en las 
escuelas, por estar ocupadas cuidando de hermanos más pequeños o colaborando en las 
tareas del hogar, considerando que lo más importante que debía aprender era a ser 
buena madre y esposa, aspectos que se cultivaban dentro de los muros de la familia. 
Asimismo, la falta de escuelas hizo que el objetivo de la escolarización obligatoria total 
no pudiera alcanzarse hasta bien entrado el siglo XX. No hubo capacidad presupuestaria, 
ni estatal ni municipal, para asegurar la escolarización de los niños pobres, ni tampoco 
hubo capacidad de investigación y de sanción contra los padres que no cumplían con sus 
deberes. En resumen: a lo largo del XIX y hasta el XX, se puede hablar de déficit de 
escolarización y de absentismo escolar muy marcado.91  
 
 
1.4.2. El traspaso de una frágil frontera: de la mano que pide a la mano    
que roba 
 
El perfil del menor que vivía al margen de los comportamientos sociales, morales y 
productivos predominantes fue diverso, pues muchas fueron las variables que influyeron 
en la determinación de su camino, aunque todas ellas tenían como componente la 
negligencia en su cuidado material y en su educación (vertiente psicológica y moral). 
Como veremos más adelante, la mayoría de niños y jóvenes que albergarán la Cárcel de 
Jóvenes de Madrid  y la Casa de Corrección de Barcelona procederán de familias 
desestructuradas, huérfanos en su mayoría, o abandonados psicológica y 
                                                 
91 Para un análisis de la escolarización desde finales del XVIII hasta mediados del XIX véase GUEREÑA, 
J.L. y VIÑAO FRAGO, A.: Estadística escolar, proceso de escolarización..., op. cit., especialmente 
pp. 203-218. Sobre el analfabetismo y el proceso de escolarización, véase también GABRIEL 
FERNÁNDEZ, N.A. de: "Alfabetización, semialfabetización y analfabetismo en España (1860-1991)", 
Revista complutense de educación, vol. 8, nº 1 (1997), pp. 199-232; VIÑAO, A.: "Analfabetismo y 
alfabetización", en GUEREÑA, J.L., RUIZ BERRIO, J. y TIANA FERRER, A., (eds.), Historia de la educación 
en la España contemporánea. Diez años de investigación (1983-1993), Madrid, CIDE, 1994, pp. 23-50; 
VIÑAO, A.: ͞EsĐolaƌizaĐiſŶ Ǉ alfaďetizaĐiſŶ͟, eŶ DELGADO C‘IADO, B. ;diƌ.Ϳ, Historia de la educación 
en España y América, Madrid, Fundación Santa María / Ediciones SM / Ediciones Morata, 1994, 
vol. III, pp. 389-396. 




materialmente. Y es que la familia, a falta de otros recursos que la sustituyera o 
complementara, constituía el eje fundamental para los menores, pues los niños son 
tributarios de la dirección tutelar de sus progenitores. 
 
El tipo de ĐoŶduĐtas ͞desǀiadas͟ de los ŵeŶoƌes eŶ el mundo urbano del siglo XIX se 
manifestaba en la vagancia, la mendicidad, la práctica de juegos prohibidos (por 
ejemplo, juegos de azar) y, sobre todo, en el hurto. El hurto era el delito paradigmático 
de la infancia abandonada: como señalan Bernaldo de Quirós y Llanas en La mala vida 
en Madrid, publicado en 1901, sólo el 12% de los jóvenes detenidos tenían en sus fichas 
otƌo tipo de delito difeƌeŶte al ͞huƌto͟.92 Pero veamos con detalle los delitos por los 
cuales fueron inculpados los menores detenidos en España durante el año 1859, a partir 
de la estadística publicada por el Ministerio de Gracia y Justicia (fig. 1.7).  
 
Las cifras son elocuentes: el hurto predomina por encima de los demás delitos, incluso si 
analizamos las estadísticas en función de la edad o del sexo (véanse las figuras 1.8 y 1.9). 
Lo Ƌue sí puede soƌpƌeŶdeƌ a pƌiŵeƌa ǀista es la esĐasa Đifƌa eŶ el epígƌafe de ͞ǀagaŶĐia 
Ǉ ŵeŶdiĐidad͟; los esfueƌzos poliĐiales Ŷo podíaŶ ĐeŶtƌaƌse eŶ la ŵultitud de geŶtes Ƌue 
deambulaban por ciudades y pueblos, y de ahí que quedaran mayormente impunes los 
que cometían este delito, tanto adultos como menores.93 Asimismo, tenemos que tener 
en cuenta que este registro contempla los individuos que efectivamente fueron penados 
por vagos, y no muestra los que fueron recogidos o encausados sin llegar a recaer 











                                                 
92 QUIRÓS, C. B. de y LLANAS AGUILANIEDO, J.M.: La mala vida en Madrid, op. cit., p. 186. No 
creemos que haya ninguna contradicción en el hecho de que Julián Juderías, en su estudio sobre la 
deliŶĐueŶĐia juǀeŶil de pƌiŶĐipios de siglo, sitúe los ͞delitos ĐoŶtƌa las peƌsoŶas͟ Đoŵo la tipología de 
infracción con mayor número de procesamientos en los menores. Entendemos que buena parte de 
los niños y jóvenes arrestados por hurto o delitos de menor importancia no pasaban por el 
procesamiento judicial (por no existir responsabilidad penal, por edad o por falta de discernimiento) 
y por ello es posible que no constaran en la estadística de 1904, que es en la que se basa Juderías 
para hacer esta afirmación. Véase JUDERÍAS, J.: La juventud delincuente, op. cit., p. 39, y el capítulo 3 
de este trabajo en relación con los códigos penales.  
93 La misma estadística de 1859 citada en el texto revela que sólo 170 personas mayores de 18 años 
fueron penadas por esta causa. 





Fig. 1.7:  PENADOS CLASIFICADOS POR EDAD, SEXO Y DELITO COMETIDO (1859) 
 
  DE 9 A 15 AÑOS DE 15 A 18 AÑOS 
Total 
Porcentaje sobre 
el total de delitos   Hombres Mujeres Hombres Mujeres 
Hurtos 323 77 623 140 1163 46,43 
Lesiones corporales 191 14 543 30 778 31,06 
Robos 40 5 107 12 164 6,55 
Homicidio  8 0 66 0 74 2,95 
Atentados y desacatos contra la 
autoridad y otros desórdenes públicos 
3 0 62 2 67 2,67 
Defraudaciones 5 2 43 7 57 2,28 
Imprudencia temeraria 15 0 24 0 39 1,56 
Violación 7 0 21 0 28 1,12 
Vagancia y mendicidad 5 0 20 0 25 1,00 
Daños 7 0 11 1 19 0,76 
Incendio y otros estragos 7 0 6 1 14 0,56 
Injurias 3 1 4 3 11 0,44 
Falso testimonio, acusación y 
denuncias calumniosas 
0 1 8 0 9 0,36 
Amenazas y coacciones 0 0 8 1 9 0,36 
Maquinaciones para alterar el 
precio de las cosas 
0 0 8 0 8 0,32 
Falsificación de documentos 2 1 4 0 7 0,28 
Allanamiento de morada 1 0 6 0 7 0,28 
Resistencia y desobediencia 0 0 5 0 5 0,20 
Juegos y rifas 2 0 1 0 3 0,12 
Quebrantamiento de sentencia 0 0 2 1 3 0,12 
Usurpación de funciones, calidad y 
nombres supuestos 
1 0 0 1 2 0,08 
Estupro y corrupción de menores 0 0 2 0 2 0,08 
Usurpación 0 0 2 0 2 0,08 
Abandono de niños 0 1 0 1 2 0,08 
Falsificación de moneda 0 0  2 2 0,08 
Calumnia 1 0 0 0 1 0,04 
Contra la religión 0 0 1 0 1 0,04 
Rebelión y sedición 0 0 1 0 1 0,04 
Abusos contra particulares 0 0 1 0 1 0,04 
Adulterio 0 0 1 0 1 0,04 
TOTAL 621 102 1580 202 2505 100,00 
 
Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la Estadística de la Administración de Justicia en lo Criminal en la Península é 
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Algunos de los delitos de los peƋueños se podíaŶ ĐoŶsideƌaƌ ͞delitos de supeƌǀiǀeŶĐia͟, 
e incluso los propios niños y jóvenes podían ver en ello una actuación correcta y no 
amoral ni antijurídica. Gutmaro Gómez refiere el caso de un niño que en 1863 se 
enfrentó a un juicio de faltas por robar uvas, y que en su declaración únicamente señaló 
͞ƋueàŶoàeƌaàƌoďo,àƋueàeƌaàsſloàpaƌaàĐoŵeƌ͟.94    
 
Pero el paso era rápido entre la práctica del ͞robo para comer͟ a la del ͞robo 
sistemático͟ como forma de vida.95 Como bien afirma María Luisa Ramas, ͞Lasà duƌasà
condiciones de vida, el hambre, los malos tratos y la ausencia de escolarización hacía que 
los niños vivieran en la calle, donde aprendían a ser golfos, a practicar la mendicidad o a 
incrementar la cantera de los futuros delincuentes͟.96 Así lo confirma también Álvaro 
López Núñez en 1908: ͞abandonados los niños, medio desnudos y hambrientos, 
castigados a veces con dureza por inocentes travesuras, sin vínculo moral que les una a 
sus padres, no es extraño que se desgarren del hogar doméstico y se entreguen a la vida 
libre, que tiene su principio en la mendicidad y en la vagancia y remata en el vicio y la 
delincuencia.97   
 
José María Canalejas, uno de los primeros directores de la Casa de Corrección de 
Barcelona –de la que hablaremos en la tercera parte de este trabajo– justificaba la 
creación de ese establecimiento por las escenas lamentables que protagonizaban gran 
número de jóvenes, deambulando por la ciudad, iniciándose en el hurto y 
perfeccionándose en él como modus vivendi:  
 
Esta casa (...) se hizo de precision imperiosa y perentoria en 1856 por las alarmas 
que producian nubes de muchachos de edad de diez á diez y siete años, 
                                                 
94 GÓME) B‘AVO, G.: ͞La ǀioleŶĐia Ǉ sus diŶáŵiĐas: ĐƌiŵeŶ Ǉ Đastigo eŶ el siglo XIX español͟, Historia 
Social, nº 51 (2005), p. 11. En general, de acuerdo con la tradición de la moral tradicional, el robo o 
hurto para alimentarse uno mismo no era tenido por moralmente reprobable, pese a que las leyes lo 
conceptualizaran como un delito más. Resulta asimismo interesante la situación real novelada por 
Ceferí Tressera en la que se aprecia el análisis realizado por un niño de unos 12 años sobre el delito 
cometido por él mismo, a tenor del cual había resultado encarcelado. Ante la pregunta, formulada 
por un adulto, sobre su arrepentimiento por haber robado, la respuesta que obtiene es la siguiente: 
͞“í,àestoǇàaƌƌepeŶtido,àƌepuso,àdeàŶoàhaďeƌàsaďidoàƌoďaƌàŵasàǇàŵejoƌ:à;...ͿàpoƌƋueàsiàhuďieseàsaďidoà
trabajar bien, hoy tendria dinero y estaria ya libre; mientras que ahora llevo cinco meses de prision y 
ŵiàdelitoàesàhaďeƌŵeàapodeƌado,àĐoŶàtƌesàĐoŵpañeƌosàŵas,àdeàuŶaàfuŶdaàdeàalŵohada͟  (TRESSERA, 
C.: Los Misterios del Saladero. Novela filosófico-social, Madrid, Libr. de Antonio de San Martin / 
Barcelona, Libr. de Salvador Moreno, 1860, p. 523). La desproporción de las penas respecto a los 
delitos cometidos, junto al instinto de supervivencia de los menores, podían llevar, como se aprecia, 
a conceptualizar el robo como un mal menor, y a considerar el mundo de la justicia del adulto como 
el verdadero ͞ŵal͟ a eǀitaƌ.  
95 Sobre este proceso, pero ya para principios de siglo en Barcelona, véase SANTOLARIA, F. y 
MARTÍNEZ, O.: "Historia de uno, historia de muchos. Biografía iconográfica de un educando 
(Barcelona, 1909)", en Etnohistoria de la escuela. XII Coloquio Nacional de Historia de la Educación, 
Burgos, Universidad de Burgos/Sociedad Española de Historia de la Educación, 2003, pp. 711-722. 
96 RAMAS VARO, M.L.: La protección legal de la infancia en España, op. cit., p. 65. 
97 LÓPEZ NÚÑEZ, A.: Los inicios de la protección social a la infancia..., op. cit., p. 123. 




discurriendo por plazas y sitios de gran concurrencia, recorriendo las calles mas 
pobladas de tiendas y puestos de venta, atisvando [sic] de continuo la ocasion de 
perpetrar hurtos. Estos mismos muchachos servian, y sirven, de exporadores y 
auxiliares á los ya ladrones habituales, en cuya escuela van creciendo y 
desarrollando sus fuerzas, abrigandose, cuando no en las cuebas [sic] y 
escondites construidos ad-hoc por sus esplotadores, en las barcas, cuebas y sitios 
escusados de las derruidas murallas, etc.98  
 
Leamos otro fragmento escrito en la época que nos ocupa, esta vez sobre la situación de 
Madrid: 
 
Centenares de desgraciados recorren las calles de la corte que en los primeros 
días de la vida buscan un pretexto en la limosna, o a quienes las familias o los 
encargados consideran como un obstáculo enojoso, exigiéndoles que por 
cualquier medio lleven a la casa recursos de subsistencia. De esta falange nacen 
generalmente los que después llenan el tenebroso recinto de la una cárcel: de 
este número suelen surgir los desventurados criminales, que si en tiempo 
hubieran encontrado un techo donde cobijarse y una mano cariñosa que los 
apartase de la espinosa senda del abandono y del aislamiento, quizás llegaran a 
ser hombres útiles a la sociedad, honrados ciudadanos que lejos de hacerse 
acreedores al castigo fueran dignos de merecida recompensa.99 
 
 
La cifra de niños y niñas vagos y delincuentes es todavía un asunto sin aclarar. En el 
páƌƌafo aŶteƌioƌ se haďla de ͞ĐeŶteŶaƌes͟ de ŵeŶoƌes poƌ las Đalles ŵadƌileñas en el 
año 1878; para el caso de Barcelona, el que sería director de la Casa de Corrección de la 
ciudad daba la cifra de 700 en torno al año 1856.100 Cuántos de ellos eran ya 
delincuentes es difícil de precisar, pero un tópico, todavía no del todo aclarado, se 
refiere a la idea que la criminalidad infantil fue en aumento a lo largo del XIX. Casi todos 
los autores de la época que analizaron el fenómeno llegaron a esa conclusión, tanto en 
nuestro país como en el resto de países europeos. Gerardo González Revilla, en su 
                                                 
98 "1861. Año 3º. Estadística de la situacion material y moral de los reclusos de la Casa municipal de 
Correccion de Barcelona" [correspondiente al año 1861]. Este documento se halla en el AMAB, 
Gobernación, serie A, secc. 2, nº 3276, 3ª pieza (caja 3). 
99 Revista de Beneficencia, Sanidad y Establecimientos Penales, nº 48 (1878), p. 770. Reproducido por 
T‘INIDAD FE‘NÁNDE), P.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada͟, op. Đit., p. 477. 
100 CANALEJAS, J.M.: Estadística de la situación material y moral de los reclusos de la Casa Municipal 
de Corrección de Barcelona, precedida de una esposicion razonada del Escmo. Ayuntamiento 
Constitucional, Barcelona, Establ. Tipográf. de N. Ramírez, 1861,  p. 11. Un dato más, aunque un 
tanto impreciso, lo aporta Manuel Tolosa Latour a finales del año 1879, al hablar de millares de niños 
vagabundos y mendigos [TOLOSA LATOUR, M.: ͞Bases ĐieŶtífiĐas paƌa la eduĐaĐioŶ físiĐa, iŶteleĐtual 
y sentimental de los niños. IX. Puerilidades͟, Revista Europea, nº 304 (21 diciembre 1879), p. 784]. Ya 
a principios de siglo, Álvaro López Núñez cifra en unos 800 los golfos de la ciudad de Madrid (LÓPEZ 
NÚÑEZ, A.: Los inicios de la protección social a la infancia..., op. cit., p. 130). 




estudio publicado en 1907, señala que de 1873 a 1887 hubo 13.290 delincuentes, de los 
cuales 3.358 eran menores de 15 años y mayores de 9, y 9.982 mayores de 15 y menores 
de 18.101 Según este mismo autor, y recogiendo datos de trabajos extranjeros, la 
criminalidad había aumentado desde 1831 hasta finales de siglo.102 Julián Juderías 
también confirmaba la tendencia al alza de la criminalidad infantil en toda Europa, 
aportando estadísticas de Alemania, Inglaterra, Austria, Bélgica, Italia y Francia.103 
 
 
1.4.3. Causas de la criminalidad infantil 
 
El discurso de la época señalaba la indolencia familiar hacia los hijos como una de las 
principales causas de su descarrío, aunque muchas otras teorías sobre la delincuencia 
juvenil se gestaron en este siglo. Julián Juderías señalaba con claridad el origen humilde 
de la mayoría de jóvenes recluidos en cárceles o reformatorios en Europa: 
 
En Inglaterra el 60 por 100 de los padres que tienen hijos en reformatorios, no 
pueden pagar la cuota fijada por los reglamentos de estos asilos; en Francia, el 79 
por 100 de los niños recluídos en correccionales son hijos de obreros; en Italia, el 
87 por 100 de los jóvenes procede de familias pobres; en Prusia, el 77 por 100 de 
ellos tiene origen humildísimo. Otro tanto ocurre en los demás países.104 
 
El constante aumento de la criminalidad juvenil (...) es un producto del género de 
vida de las clases pobres y del consiguiente abandono de la infancia. La 
criminalidad juvenil se debe, según W.A. Bonger: primero, á la insuficiencia de 
medios pecuniarios, que hace imposible una educación sana; segundo, á las 
malas condiciones de las casas, que obligan á los niños á pasar el día en la calle, y 
tercero, al alejamiento forzoso del padre y de la madre.105  
 
Pero las interpretaciones sobre la criminalidad infantil fueron muy heterogéneas, y el 
interés por entender el fenómeno, muy intenso. Como fruto de la preocupación 
racionalista del siglo XVIII, se asistió a un movimiento generalizado de búsqueda de los 
elementos determinantes de las conductas individuales y de los fenómenos sociales. 
Esta preocupación llevó hasta el estudio del delincuente, surgiendo interés por detectar 
                                                 
101 GONZÁLEZ REVILLA, G.: La protección de la infancia abandonada..., op. cit., p. 161. 
102 Véase GONZÁLEZ REVILLA, G.: La protección de la infancia abandonada..., op. cit., p. 104 y ss. 
103 JUDERÍAS, J.: La juventud delincuente, op. cit., pp. 35-36. Véase también la síntesis que realiza 
Cristina Vara, recogiendo diversas fuentes, sobre el tema del supuesto aumento de la criminalidad en 
esta época: VARA OCÓN, C.: Criminalidad y orden penal. Estudio de la delincuencia en la Granada de 
la Restauración (1875-1902), 2001. Tesis doctoral dirigida por Mario López Martínez, Universidad de 
Granada, pp. 149-152. 
104 JUDERÍAS, J.: La protección á la infancia en el extranjero, op. cit., p. 10. 
105 JUDERÍAS, J.: La juventud delincuente, op. cit., pp. 36-37. En esta misma obra, el autor aporta 
estadístiĐas Ƌue ĐoƌƌelaĐioŶaŶ ͞desestƌuĐtuƌaĐiſŶ faŵiliaƌ͟ ĐoŶ ͞deliŶĐueŶĐia juǀeŶil͟ ;ǀĠase p. ϯϳ 
y ss.). 




las causas y motivaciones de su comportamiento criminal, a la luz del examen de sus 
características individuales.  
 
Diversas escuelas penales, partiendo de principios y fundamentos distintos, analizaron el 
perfil del delincuente, entendiendo el origen de la trasgresión social de maneras 
divergentes y estableciendo tratamientos también distintos. La forma de abordar la 
delincuencia juvenil también fue diferente desde cada óptica, empezando por una 
homologación total entre adulto y niño, y pasando luego por una diferenciación 
significativa. Comentaremos brevemente las particularidades de las escuelas penales 
más difundidas:  
  ESCUELA CLÁSICA. Surge de la filosofía de la Ilustración, como reacción a la 
arbitrariedad, el desorden y la ineficacia de la legislación de las monarquías 
absolutas. El delito es una manifestación del libre albedrío, y el fin del Derecho 
Penal es crear, por medio de la amenaza penal, una inhibición de las tendencias 
criminales (prevención general). Las sanciones deben ser proporcionales a la 
gravedad del delito y al grado de culpabilidad, para actuar así con el máximo de 
objetividad posible ante el delincuente. Es preciso predeterminar las penas (por 
tanto, son contrarios a la indeterminación de las mismas).  
 
Bajo esta escuela subyace el siguiente planteamiento: delinque quien hace un 
mal uso de la libertad. No se plantean las limitaciones de los jóvenes sin recursos, 
sin familia o con familia desestructurada o despreocupada. Estos factores mitigan 
la pena, pero no se plantean medidas ajenas a las penales. La objetividad y 
proporcionalidad rigen este enfoque; asimismo, y por estos mismos motivos, 
eŶtieŶdeŶ Ƌue la leǇ Ŷo deďe aĐtuaƌ fƌeŶte a las peƌsoŶas Ƌue ͞poteŶĐialŵeŶte͟ 
podían presentar una conducta delictiva. En esta línea de pensamiento, no tiene 
cabida un tratamiento especial para los jóvenes ni una acción preventiva sobre 
ellos.  
  ESCUELA POSITIVA ITALIANA, llamada también Escuela antropológica, cuyo 
exponente más relevante fue Cesare Lombroso.106 Según esta escuela, la pena es 
defensa social, o sea, medida destinada a la prevención de delitos futuros. 
Consideran que la acción delictiva indica que la persona que la comete tiene 
alguna deficiencia en el uso de la razón; todo comportamiento que se aleja de la 
ley tiene algo de anormal. En este sentido, el delincuente no tiene libre albedrío, 
ya que actúa según una voluntad determinada o influenciada por factores 
biológicos, psicológicos y sociales. La pena tiene una función curativa, no 
represiva, de ahí que pueda ser de duración indeterminada (hasta que el 
delincuente se cure). Asimismo, el tratamiento penal debe ser individualizado. En 
                                                 
106 En esta escuela influyeron hondamente los planteamientos de la frenología. 




este sentido, el ideal sería transformar las cárceles en centros de atención 
mental (psiquiátricos). 
 
La perspectiva de la Escuela antropológica beneficia a los jóvenes en tanto que 
admiten su tratamiento en base a la peligrosidad futura posible. Pero si los 
motivos por los cuales el joven es un criminal tienen base psicológica o biológica, 
el tratamiento es imposible, según algunos autores de línea lombrosiana, y se 
propone su encierro perpetuo. 
  ESCUELA CORRECCIONALISTA, inspirada en la filosofía de Krause. Su principal 
divulgador fue Carlos Roëder. En España, el correccionalismo se extendió 
especialmente durante el segundo tercio del XIX y principios del XX, a través de la 
interpretación de Ahrens y de las traducciones y comentarios de Francisco Giner 
de los Ríos.107 Según esta escuela, la pena es un tratamiento jurídico-moral 
destinado a la conversión del delincuente. La peŶa ha de seƌ ďueŶa, Ƌue ͞haga 
ďieŶ͟, ŶeĐesaƌiaŵeŶte ha de ser correccional y ha de durar hasta la reforma del 
individuo (por tanto, las penas necesariamente han de ser indeterminadas); el 
delincuente, tanto el adulto como el menor, tiene que ser sometido a una 
segunda educación.  
 
Analizar el discurso de los autores del XIX que buscan el origen –las causas– de la 
delincuencia infantil sería un trabajo largo y laborioso, de perspectivas a veces 
coincidentes, a veces divergentes, y en ocasiones, sorprendentes. Médicos, 
antropólogos, sociólogos, juristas, filósofos y –más adelante– psiquiatras tienen su 
particular versión de las causas y las formas de abordarlas, dependiendo de la escuela u 
óptica desde la que se posicionen. Unos enfatizan los determinantes personales 
(herencia, anomalías orgánicas y psicológicas); otros, el entorno en que se desenvuelve 
el individuo desde la infancia, que acaba determinando su carácter y su desarrollo 
ulterior.108 Pocos ponen el dedo en la llaga: son las condiciones económicas y 
estructurales las que llevan al delito, combinadas con otras muchas razones personales y 
ambientales particulares. Las teorías multicausales ya se empiezan a utilizar, pero no 
todas señalan la miseria como causa impulsiva de la delincuencia, o si la señalan, 
                                                 
107 También Ramón de la Sagra había hecho llegar el conocimiento de Ahrens a algunos sectores. 
Para conocer la introducción y expansión del correccionalismo en España, véase ONECA, J.A.: ͞La 
teoƌía de la peŶa eŶ los ĐoƌƌeĐĐioŶalistas españoles͟, eŶ VV.AA., Estudios jurídico-sociales. Homenaje 
al profesor Luis Legaz y Lacambra, Santiago de Compostela, Universidad de Santiago de Compostela, 
1960, vol. II, p. 1017 y ss; ROLDÁN BARBERO, H.: Historia de la prisión en España, Barcelona, 
PPU/Publicaciones  del Instituto de Criminología de Barcelona, 1988, pp. 106-116; MOREU, A.C.: ͞La 
recepción de las doctrinas correccionalistas en España. Políticas educativas y metodologías 
psiĐopedagſgiĐas͟, Revista de Educación, nº 340 (mayo-agosto 2006), pp. 755-785. 
108 Así, por ejemplo, muchos autores consideran que en origen de la criminalidad se encuentran las 
͞taƌas heƌeditaƌias͟. IŶĐluso Geƌaƌdo GoŶzález ‘eǀilla, Ǉa del XX, lo afiƌŵa, llegaŶdo a aseǀeƌaƌ Ƌue 
los niños pueden haber recibido la herencia, no de sus padres, sino de antepasados lejanos. Véase al 
respecto GONZÁLEZ REVILLA, G.: La protección de la infancia abandonada..., op. cit., p.108. 




ĐoŶsideƌaŶ Ƌue la poďƌeza es uŶ estado ͞Ŷatuƌal͟, uŶa ƌealidad iŶeǀitaďle que hay que 
mantener perdurable en el tiempo, aunque aliviada en sus manifestaciones más 
duras.109 Las consideraciones realizadas por los autores de línea socialista son, quizás, los 
que más se acercan a la verdadera causa de la criminalidad, aunque también con 
algunos sesgos. 
 
Fig. 1.10: PRINCIPALES ESCUELAS PENALES 
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109 Por ejemplo, aunque ya en el XX, González Revilla afirma lo siguiente: ͞MuǇàlejosàdeàpeŶsaƌàƋueàesà
preciso transformar la organización social y la repartición de los bienes de la tierra de tal manera que 
cada individuo disponga al nacer de los medios económicos necesarios para pasar holgazanamente su 
vida, creemos, y esperamos demostrarlo, que el funcionamiento del cerebro, la vida de la inteligencia, 
las ideas de bien y de mal, la probidad y el crimen existen en completa subordinación con el estado 
delàoƌgaŶisŵoàeŶàgeŶeƌal͟. (La protección de la infancia abandonada, op. cit., p. 14). 
110 En España surgió una rama correccionalista-positivista, representada por Pedro Dorado Montero y 
algunos autores de los anotados en el cuadro, que trató de articular los principios de un sistema de 
Derecho Penal preventivo o protector, que consideraba a los delincuentes como seres inadaptados, 
anormales sociales, que debían ser objeto de un tratamiento tutela. Sobre el eclecticismo en los 
correccionalistas españoles, véase ONECA, J.A.: ͞La teoƌía de la peŶa eŶ los ĐoƌƌeĐĐioŶalistas 
españoles͟, op. cit., pp. 1015-1025. También resulta ilustrativa la revisión de estos otros artículos: 
MO‘EU, A.C.: ͞PsiĐopedagogía Ǉ ĐieŶĐia juƌídiĐa eŶ la España de fiŶales del siglo XIX Ǉ ĐoŵieŶzos 
del XX͟, Boletín de la Institución Libre de Enseñanza, II época, nº 56 (2004), pp. 61-76; y GÓMEZ 
B‘AVO, G.: ͞EduĐaƌ o Đastigaƌ: la luĐha del ƌefoƌŵisŵo peŶiteŶĐiaƌio español eŶ el siglo XIX Ǉ 
principios del XX͟, Revista de Educación, nº 340 (mayo-agosto 2006), pp. 597-624. 
111 Cabe señalar, sin embargo, que algunos autores -como Pedro Armengol– sí eran partidarios de 
tener en consideración la edad del recluso a la hora de establecer la pena; este mismo autor, 
también consideraba viable la corrección del delincuente. Los cuadros-resumen como el que 
ofrecemos, ayudan a sistematizar ideas pero también contribuyen, a veces, a simplificar en exceso las 
ideas y/o posicionamientos de los autores.  




El discurso, ya a finales del XIX e incluso mucho antes, se cifra en que el joven se ve 
influido por todo su entorno social y cultural, y no exclusivamente por motivos 
biológicos. Así, Gerardo González Revilla, en un estudio de 1907 premiado por la 
Academia de Derecho y demás Ciencias Sociales de Bilbao, afirmaba: ͞NoàĐƌeeŵosàƋueàelà
criminal nace; afirmamos que son las circunstancias todas de la vida, la miseria y el 
abandono, más que ninguna, las que empujan al hombre al crimen, las que le hacen 
criminal.͟112 Pero este mismo autor señalaba la importancia de las condiciones 
ďiolſgiĐas eŶ la ǀida ͞espiƌitual͟ del iŶdiǀiduo, haciendo suya la dicha de mens sana in 
corpore sano: todas las expresiones de la vida (espiritual y moral) dependen del estado 
del organismo en general. Tolosa Latour añadía, como factores desencadenantes o 
potenciadores de la vagancia y delincuencia infantil, los malos tratos recibidos por los 
menores.113 En general, la lógica de los penalistas y filántropos decimonónicos será que 
la delincuencia de los menores es culpa de los padres que no se ocupan de sus hijos y 
que dejan que la influencia perniciosa de la calle deje huella en su desarrollo social y 
moral. 
 
Álvaro López Núñez, en su obra Los inicios de la protección social a la infancia en España, 
afirmará, en relación con los orígenes de la delincuencia juvenil: 
 
Entre estas causas de criminalidad hay que incluir el matonismo, muy propio de la 
juventud audaz y pendenciera, estimulada por los relatos novelescos de los 
llamados crímenes pasionales; y, como ambiente que a todas les presta calor, el 
general abandono en que se hallan los niños, expuestos a las sugestiones 
malsanas de la calle, del café, de la taberna y de otros lugares de perdición donde 
se inician en las malas artes del vicio y de la delincuencia.114 
 
A veces este abandono se explica por razones de orden económico; otras, es 
consecuencia de un egoísmo criminal, que no admite razonable atenuación. El 
malestar social, con el trabajo mal repartido y remunerado, la escasez en la 
alimentación, la miseria en habitaciones y vestidos, la decadencia del hogar 
doméstico hoy deshecho por el abuso del trabajo femenino y por los vicios 
sociales, entre los que ocupan lugar preferente el alcoholismo y la pornografía, 
son causas de este abandono en que se tiene a la infancia pobre, expuesta de 
continuo a todos los peligros de la calle, donde pasa la mayor parte de su vida.115 
 
                                                 
112 Ibid., p. 13. 
113 ͞NoàŶosàĐaŶsaƌeŵosàdeàƌepetiƌlo:à lasàĐausasàdeàlaàǀagaŶĐiaàestƌiďaŶ,àsoďƌeàtodo,àeŶàlosàiŶstiŶtosà
(...) por nadie corregidos; acrecentándose más y más por la miseria, y se recrudecen por el mal trato, 
Ǉaà deŶtƌoà delà hogaƌ,à Ǉaà fueƌa.͟à TOLO“A LATOU‘, M.: ͞Bases ĐieŶtífiĐas paƌa la eduĐaĐioŶ físiĐa, 
iŶteleĐtual Ǉ seŶtiŵeŶtal de los Ŷiños͟, op. Đit., p. 785. Precisamente este autor se muestra 
firmemente partidario de fundamentar la reforma de los menores rebeldes y delincuentes en 
estaďleĐiŵieŶtos doŶde ͞la dulzuƌa Ǉ la peƌsuasiſŶ͟ seaŶ los ejes de aĐĐiſŶ. 
114 LÓPEZ NÚÑEZ, A.: Los inicios de la protección social a la infancia..., op. cit., p. 89. 
115 Ibid., p. 123. 




Como dice Trinidad, los moralistas decimonónicos escribieron mucho sobre las 
consecuencias del industrialismo, del desarraigo de las poblaciones, de la ruptura de los 
vínculos comunitarios, "pero sus denuncias nunca cuestionaron, como las de toda la 
filantropía, el orden económico que generaba los males, sino que sirvieron para crear 




1.4.4. Respuestas sociales al problema de la infancia infractora 
 
Primeramente no se dio una atención específica para la infancia y la juventud, pero 
posteriormente –rozando ya el final de siglo, y siguiendo un impulso en toda Europa que 
había hecho conceptualizar la infancia como un estadio de desarrollo propio, con 
necesidades específicas– se fueron gestando acciones e instituciones específicas.  
 
Una de las primeras diferencias entre el menor y el adulto, que lo hacían diferente en 
cuanto al trato que debía darse, sería la mayor maleabilidad y plasticidad del primero: la 
consideración de que el joven es moldeable, que es reeducable, que hay posibilidades 
de enderezar sus inclinaciones. Como dirá Concepción Arenal, ͞elà joǀeŶà esà talà ǀezà
perverso, muy perverso; pero su manera de ser no será acaso definitiva, no está acabado 
de formar; en sus ideas, instintos y sentimientos puede haber perturbaciones, 
consecuencias del desarrollo incompleto de unos elementos que dejan a otros indebida 
preponderancia, perturbaciones que cesarán cuando llegue a la plenitud de sus 
facultades. (...) [niños y jóvenes] suelen tener una época de malignidad insustancial, 
aturdida, que no es más que el desequilibrio de faculatdes [sic] que están creciendo y se 
desarrollan desigualmente.͟117 Lo mismo dirá el Marqués de la Vega de Armijo (͞laà
regeneracion moral es obra más llaŶaàĐuaŶdoàseàluĐhaàĐoŶàĐoƌazoŶesàtieƌŶos͟).118  
                                                 
116 TRINIDAD FERNÁNDEZ, P.: La defensa de la sociedad. Cárcel y delincuencia en España (siglos XVIII-
XIX), Madrid, Alianza editorial, 1991, pp. 347-348. En esta línea de atacar los verdaderos problemas 
que llevaban a la delincuencia (no sólo la infantil, sino la general) había aterrizado Ramón de la Sagra 
y ello le valió serias críticas y un cierto aislamiento intelectual. La Sagra será un personaje clave para 
la gestación de la Cárcel de Jóvenes de Madrid creada en 1840. A partir de 1844, La Sagra verá con 
escepticismo cualquier mejora en las cárceles y prisiones, pues considerará ineficaz por insuficiente 
la mejora de estas sin procurar una mejora social más generalizada (reforma parcial que resulta 
inútil). Véase al respecto GONZÁLEZ GUITIAN, L.: Ramón de la Sagra: Utopía y reforma penitenciaria, 
Sada, A Coruña, Ediciós do Castro, 1985, p. 160. 
117 ARENAL, C.: El visitador del preso, Madrid, Libr. General de Victoriano Suárez, 1946, p. 69. 
118 AGUILA‘ Ǉ CO‘‘EA, A. [MaƌƋuĠs de la Vega de Aƌŵijo]: ͞NeĐesidad Ǉ uƌgeŶĐia de ŵejoƌaƌ el 
sisteŵa ĐaƌĐelaƌio Ǉ peŶiteŶĐiaƌio eŶ España͟ [Ϯϲ eŶeƌo de ϭϴϲϴ], eŶ Discursos de recepción y de 
contestación leidos ante la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, al dar posesión de sus 
plazas a los individuos de número de la misma. 1860-1875, Madrid, 1875, vol. I, p. 218. En general, 
los reformadores sociales de todos los países estarán de acuerdo en que el tratamiento reeducador 
sobre los menores ofrece mayores posibilidades sobre los menores que en los adultos, por la 
maleabilidad de los primeros. Veamos, por ejemplo, las palabras de uno de los directores de la House 




Precisamente estos dos autores lucharán con ahínco en la segunda mitad del siglo XIX 
para la separación, en las cárceles, de los jóvenes y los adultos, y para la creación de 
instituciones especialmente pensadas para sus necesidades psicosociales.  
 
Se precisaban soluciones más pedagógicas que penalizadoras, condenando la existencia 
de las cárceles como lugares de reclusión y castigo de los más jóvenes, y fomentando la 
educación y reintegración social.119 En este rumbo irá la moderna ciencia penal en 
España, de la mano de Pedro Dorado Montero, Rafael Salillas, Félix de Aramburu y 
Fernando Cadalso. 
 
Las fórmulas de corrección que se aplicarán en las instituciones de reeducación infantil 
serán las mismas que las aplicadas a los delincuentes adultos: trabajo (con sus 
implicaciones disciplinarias y portadoras de hábitos de laboriosidad y orden en la vida) y 
prácticas religiosas y/o sermones moralizadores, con el añadido de la instrucción 
elemental, propia de las edades más cortas.  
 
Los instrumentos para un adecuado enfrentamiento con la problemática de la 
delincuencia infantil y juvenil del XIX eran acciones que podríamos clasificar como de 
protección, de atención y de promoción: 
  ACCIÓN PRIMARIA O DE PROMOCIÓN. Hace referencia a la intervención social y 
comunitaria que tiene como finalidad mejorar las circunstancias que puedan dar 
lugar a la aparición de conductas delictivas o desviadas. En este sentido, 
estaríamos hablando de inversiones y mejoras que podían revertir directamente 
sobre los menores (más y mejores centros educativos, casas de maternidad, 
casas de expósitos...) y medidas que favorecían a sus padres o tutores (mejoras 
en las remuneraciones, en el acceso al empleo y la vivienda, protección frente al 




                                                                                                                                                  
of Refuge de Filadelfia, pronunciadas en 1826: ͞YouthàisàpaƌtiĐulaƌlǇàsusĐeptiďleàofàƌefoƌŵ.à(...) It has 
not yet felt the long continued pressure, which distorts its natural growth. (...) No habit can then be 
ƌootedàsoàfiƌŵlǇàasàtoàƌefuseàaàĐuƌe͟; discurso similar al emitido por su homólogo de Nueva York, en 
un informe anual de 1827: ͞theà ŵiŶdsà ofà ĐhildƌeŶ,à ŶatuƌallǇà pliaŶt,à ĐaŶ,à ďǇà eaƌlǇà iŶstƌuĐtioŶ,à ďeà
foƌŵedà aŶdàŵoldedà toà ouƌàǁishes͟à (reproducido en ROTHMAN, D.J.: The discovery of the asylum. 
Social order and disorder in the New Republic, Boston, Little, Brown and Company, 1971, p. 213). Este 
gran optimismo sobre las posibilidades de reforma de los menores irá decreciendo, sin embargo, a 
medida que las instituciones de encierro para la juventud rebelde y delincuente no alcancen los 
éxitos esperados. 
119 Cfƌ. ‘UI) ‘OD‘IGO, C.: ͞EŶ toƌŶo a la eǀoluĐiſŶ histſƌiĐa de las polítiĐas de pƌoteĐĐiſŶ del ŵeŶoƌ 
en España...", op. cit., p. 113. 




Acciones encaminadas a esta prevención primaria se fueron implantando poco a 
poco en la España decimonónica, aunque ciertamente la legislación y las 
normativas siempre estuvieron por encima de la materialización o cumplimiento 
de las mismas.  
  ACCIÓN SECUNDARIA O DE ATENCIÓN. Hace referencia a la actuación frente al 
conjunto de jóvenes en situación de riesgo, es decir, aquellos que no han 
delinquido, pero que pueden terminar delinquiendo en un futuro, pues su 
conducta irregular o rebelde emite indicios de inadaptación social. 
 
Apenas se avanzó en este sentido, por el legalismo estricto en que se 
fundamentó la acción legal y policial: ¿qué razones se podían alegar ante un 
joven que, de hecho, no había cometido ningún acto ilegal? Ante esta cuestión se 
tendrían que enfrentar filántropos de todo tipo, que veían que la inacción en 
este sentido revertía negativamente sobre la disminución de la delincuencia 
juvenil.    
  ACCIÓN TERCIARIA O DE PROTECCIÓN: Se refiere a la acción frente a los menores 
infractores de la ley.  
 
En este sentido se legisló mucho a lo largo del XIX en España, pero apenas se hizo 
algo: el tratamiento recibido por los jóvenes delincuentes fue básicamente 
análogo al recibido por los adultos, con importantes excepciones que 
estudiaremos en este trabajo. 
 
 
En definitiva, podríamos decir que la administración decimonónica actuó frente al 
problema de la delincuencia juvenil de una forma básicamente reactiva, accionando 
mecanismos cuando los hechos delictivos ya se habían producido (vía terciaria). En esta 
línea, se inserta la experiencia de la Cárcel de Jóvenes de Madrid. Sin embargo, una 
acción de tipo proactiva (vía secundaria), frente a la problemática que se vislumbraba 
bajo la apariencia de simple inadaptación social de los menores, vagancia, etc. apenas se 
llegó a cabo en España. Prácticamente la única experiencia de este tipo se llevaría a cabo 
en Barcelona, en la Casa de Corrección de la ciudad. En el extranjero, sin embargo, 
habían proliferado instituciones de este tipo. La dificultad legal que se presentaba ante 
el hecho de tener que actuar sobre probabilidades, no sobre hechos incuestionables y 
unívocos considerados como delitos, imposibilitó en nuestro territorio este tipo de 








El siglo XIX español había sido perezoso en la introducción de mejoras en esos tres 
niveles, pero hacia finales de siglo, sin embargo, los avances empezaban a ser 
significativos; el interés por la infancia infractora se alinearía junto con la ya comentada 
preocupación general por los menores que se venía gestando en el mundo occidental, y 
que se había manifestado abiertamente en múltiples congresos nacionales e 
internacionales (de tipo penitenciario, pedagógico, antropológico, etc.), también en 
publicaciones de todo tipo, etc.  
 
Lo que hemos llamado acción primaria o de promoción, en España se desarrollaría 
especialmente a través de la Comisión de Reformas Sociales (1883), que daría paso a la 
creación del Instituto de Reformas Sociales en 1903 y éste, a su vez, al Instituto Nacional 
de Previsión cinco años después (1908). Fruto de los estudios e impulsos legislativos que 
se llevarían a cabo a través de estos organismos, se introducirían cambios y mejoras que 
repercutirían directa y (sobre todo) indirectamente sobre la vida del niño y del joven 
(racionalización de las jornadas de trabajo, seguros sociales ante enfermedad, etc.).120  
 
En cuanto a la acción secundaria o de atención, quizás lo más significativo alcanzado a 
finales del XIX en España fue la reglamentación de la corrección paternal, con la Ley 
de 4 de enero de 1883 sobre la creación de patronatos e instituciones de corrección 
paternal, completada por la Ley de 12 de marzo de 1891 por la que se establecían casas 
o establecimientos donde los menores no emancipados habían de cumplir las 
correcciones que les impusiesen sus padres.  
 
Y en relación con la acción terciaria o de protección, destaca especialmente la creación 
de los Tribunales Tutelares de Menores (1918) y la potenciación (tanto pública como 
privada) de los patronatos para los excarcelados o extutelados. De fondo, y como un 
gran logro que afectaba a estas tres vías o acciones, se sitúa la promulgación de la Ley de 
Protección a la Infancia (1904), la creación del Consejo Superior de Protección a la 
Infancia, y las Juntas provinciales y locales de protección de la infancia.121 Así, a 
principios del siglo XX ya hay diferenciación del estatus jurídico del menor delincuente y 
predelincuente, con la separación en las cárceles entre los jóvenes y los adultos, y un 
procedimiento judicial diferente para los menores, que contemplaba medidas no sólo 
punitivas sino también educativas; también se potenciarían leyes contra su explotación 
laboral y se lucharía en pro de la escolarización. Los niños abandonados, de conducta 
irregular o ya delincuentes empezaban a ser vistos y tratados como niños en peligro y no 
como niños peligrosos.  
                                                 
120 Véase nota 55. 
121 Sobre la evolución de las medidas para la infancia delincuente que se gestaron a finales del XIX y 
se consolidaron a principios del siglo XX, véase, por ejemplo, PALACIO, I. y RUIZ, C: Redimir la 
inocencia. Historia, marginación infantil y educación protectora, Valencia, Dpto. de Educación 
Comparada e Historia de la Educación, Universitat de València, 2001, pp. 96-121. 
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Este segundo capítulo se inicia perfilando el cuadro punitivo del Antiguo Régimen, señalando el 
enfoque penal de la época y mostrando sintéticamente la tipología de establecimientos 
existentes, poŶieŶdo uŶ espeĐial éŶfasis eŶ la tƌaŶsfoƌŵaĐióŶ de la ĐáƌĐel, pasaŶdo de seƌ ͞lugar 
de Đustodia͟ a ͞estaďleĐiŵieŶto de Đastigo͟. A continuación se sintetizan las ideas ilustradas 
vinculadas con los planteamientos penales y penitenciarios, para después dar cuenta de la 
materialización de esos discursos en las leyes y establecimientos de encierro españoles en el XIX. 
Tras un rápido repaso por las novedades penales y penitenciarias más significativas en España, 
se finaliza con una valoración de lo alcanzado a finales del XIX, dejando los progresos en materia 
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2.1. PANORAMA PENAL Y PENITENCIARIO EN EL ANTIGUO 
RÉGIMEN 
 
Hasta el siglo XIX, la legislación penal y penitenciaria se puede considerar esencialmente 
represiva. En el Antiguo Régimen las leyes persiguieron la preservación del orden y el 
aseguramiento de la subordinación del campesinado, que sobrevivía en unas 
condiciones muy duras, en contraposición a las circunstancias de vida de la alta clerecía 
y la nobleza. La capacidad del Estado para la vigilancia y control sobre las poblaciones 
era todavía muy limitada; no existían fuerzas de seguridad que actuaran sobre la 
totalidad del territorio estatal y que pudieran asegurar el cumplimiento de las leyes y el 
orden social.  
 
Las ordenanzas y demás disposiciones legales eran constantemente quebrantadas y sólo 
caía el peso de la ley sobre algunos de los infractores, que pagaban su acto delictivo con 
creces, porque las penas eran maximizadas para intentar contrarrestar esa falta de 
eficacia y la impunidad en la que quedaban muchos de los transgresores. Además de la 
desmesura de las penas (por ejemplo, se aplicaba con suma frecuencia la pena de 
muerte para delitos que hoy entendemos como leves), la arbitrariedad judicial era la 
tónica habitual, coadyuvada por una legislación un tanto caótica, desordenada y a veces 
incluso contradictoria, elementos todos sobre los que intervendrían las manos rigoristas 
de los ilustrados. No podemos hablar todavía, por supuesto, de garantías procesales ni 
de igualdad ante la ley, pero sí de un intento muy claro de utilizar la práctica de la 
justicia como medio publicitario de la propia ley y de las consecuencias de su 
incumplimiento.122 En este sentido se incardina, por ejemplo, la costumbre de ejecutar 
la pena de muerte con gran espectacularidad: el sentenciado era ͞paseado͟ poƌ la 
ciudad, mientras se pregonaban a viva voz sus delitos, la ejecución se producía en un 
lugar público emblemático y concurrido, y los cuerpos inertes (o las partes mutiladas) 
eran expuestos públicamente a modo de aviso para los que quisieran cometer los 
mismos delitos. 
 
Se recurría, en definitiva, a una pedagogía del terror para paralizar las acciones ilícitas. El 
ingrediente esencial para la intimidación era el miedo a la muerte o al dolor físico, pues 
los castigos se aplicaban –principalmente, pero no de forma exclusiva– sobre el cuerpo 
del delincuente. Incluso la tortura estaba permitida como herramienta indagatoria en los 
procesos judiciales.123 
                                                 
122 Véase TOMÁS y VALIENTE, F.: El derecho penal de la monarquía absoluta (siglos XVI-XVII-XVIII), 
Madrid, Tecnos, 1992. 
123 Vid. TOMÁS y VALIENTE, F.: La tortura en España, Barcelona, Ariel, 1994, (2ª ed. aumentada; 
ed. original 1973), passim; FOUCAULT, M.: Vigilar y castigar: nacimiento de la prisión, Madrid, Siglo 
XXI, 2005 (1ª ed. original 1975), especialmente pp. 11-136 (cuatro primeros capítulos). 
 CAP. 2: Evolución del pensamiento y la legislación penal y penitenciaria 
 
88 
Las penas aplicadas durante el Antiguo Régimen fueron muy variadas: azotes, mutilación 
de algún miembro del cuerpo, vergüenza pública, multas, confiscación de bienes, pena 
de muerte, destierro, etc. Especialmente dura era la pena de servir en galeras, que se 
generalizó en España a partir del XVI,124 así como la de extracción de mercurio de las 
minas de Almadén, condena tan temida como la anterior.  
 
Las necesidades del Estado harían que las penas que mermaban numéricamente la 
población (pena de muerte) y las que la inutilizaban (castigos corporales, mutilaciones, 
etc.) fueran en decadencia. La escasez de mano de obra para determinadas ocupaciones 
que por su dureza era difícil encontrar trabajadores libres que quisieran realizarlas hizo 
que se recurriera a la fuerza manual de los condenados. Por tanto, a medida que se 
acerca el siglo XIX, las penas se van humanizando, pero no sólo poƌ ƌazoŶes ͞ŵoƌales͟ o 
poƌ ͞ĐivilizaĐióŶ de las Đostuŵďƌes͟, sino también por estas cuestiones prácticas ligadas 
a las necesidades del Estado Moderno.125  
 
Algunas de las penas, también de gran dureza, que sí se siguieron aplicando en el 
ochocientos fueron las de presidios, arsenales y obras públicas. Los presidios o plazas 
fortificadas se crearon a partir del siglo XVI en varios puntos estratégicos del territorio 
español (Orán, Melilla, Alhucemas, Peñón de Vélez de la Gomera, Ceuta y Larache). Las 
necesidades de hombres para las tareas de fortificación, mantenimiento y defensa de los 
presidios harían que también se recurriera a la mano de obra de los sentenciados, tanto 
                                                 
124 Todos los estados europeos introdujeron la pena de servir en galeras, ante el creciente aumento 
de esta embarcación y la necesidad de remeros. En España se generalizó la práctica de remitir 
penados a las galeras partir de Carlos I que, ante la insuficiencia de mano de obra libre, en 1530 
ordenaba el trueque de las penas corporales por la pena de galeras. La duración de la condena solía ir 
de dos a diez años. En el siglo XVIII las galeras empezaron a ser sustituidas por otras embarcaciones y, 
por tanto, la necesidad de remeros fue en línea decreciente. En 1748 fue suprimida esta pena, 
reinstaurada años después –en 1784– y abolida definitivamente en el año 1803. Sobre este tema, 
véase ALEJANDRE GARCÍA, J.A.: ͞La fuŶĐióŶ peŶiteŶĐiaƌia de las galeƌas͟, Historia 16, octubre 1978 
(nº extra), pp. 47-54; HERAS SANTOS J.L.: ͞Los galeotes de los Austƌias: la peŶalidad al seƌviĐio de la 
aƌŵada͟, Historia Social, nº 6 (1990), p. 127-140; BURILLO ALBACETE, F.J.: El nacimiento de la pena 
privativa de libertad, Madrid, Edersa, 1999, pp. 19-20, 26-32; y ROLDÁN BARBERO, H.: Historia de la 
prisión en España, Barcelona, PPU/Publicaciones  del Instituto de Criminología de Barcelona, 1988, 
p. 53 y ss. 
125 La explicación multicausal (necesidad económica, oportunidad política, sensibilidad social, lógica 
científica, etc.) parece la más consistente para entender por qué la defensa de la abolición de la 
tortura impulsada desde la racionalidad ilustrada cuajó en las reformas penales que se realizaron en 
varios países entre el XVIII y el siglo XIX. Reducir la explicación a motivos humanitarios es 
excesivamente simplista e ingenuo; también parece poco probable que sólo los motivos de necesidad 
social de mano de obra impulsaran esta reforma, tal y como afirma Pedro Trinidad Fernández en La 
defensa de la sociedad (Madrid, Alianza editorial, 1991, p. 26). Sergio Cámara resume muy bien, a 
nuestro entender, las diversas causas que impulsaron el cambio de una penalidad basada en el 
"castigo físico" a una penalidad basada en la "privación de libertad", agrupándolas en cuatro bloques 
(político-criminal, penológico, socioeconómico y religioso); vid. CÁMARA ARROYO, S.: Internamiento 
de menores y sistema penitenciario, Madrid, Ministerio del Interior, Secretaría General de 
Instituciones Penitenciarias, 2011, pp. 111-114. 




en los anteriormente mencionados como en las plazas españolas americanas. En los 
arsenales, a partir del programa de construcción naval del Marqués de la Ensenada a 
mediados del XVIII, y en obras públicas,126 también se recurrió a la mano de obra de los 
condenados, con un claro sentido utilitarista. 
 
Fig. 2.1:  DEL DELITO A LA LIBERTAD O EL CASTIGO 
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Fuente: elaboración propia  
 
 
Como se aprecia en la figura anterior, la fuŶĐióŶ pƌiŶĐipal de la ĐáƌĐel Ŷo eƌa la de ͞lugaƌ 
paƌa Đuŵpliƌ ĐoŶdeŶa͟, siŶo la de ͞sala de espeƌa͟ de los pƌesuŶtos Đulpaďles, a la 
expectativa de la celebración del juicio. La cárcel impuesta como pena era un recurso 
marginal, impuesto sólo a los autores de delitos leves; el encierro en la cárcel debía ir 
unido a padecimientos físicos, pues la reclusión en sí no se consideraba suficiente 
castigo ni para las acciones ilícitas de poca consideración. 
 
Pero como se aprecia en la literatura de la época, y tal y como ya han señalado multitud 
de estudiosos de nuestro tiempo, la estancia preventiva en la cárcel no era una pena 
de iure, pero sí de facto: las pésimas condiciones ambientales de la cárcel a nivel físico y 
humano (hacinamiento, insalubridad, mezcla de presos de todas las edades y 
condiciones, ociosidad, violencia y abusos de todo tipo) y la larga duración del proceso 
                                                 
126 Las obras públicas en las que participaría la mano de obra presidiaria serían principalmente las 
vinculadas con la construcción del Canal Imperial, el de Murcia, el de Guadarrama, los proyectos 
urbanísticos de Carlos III para Madrid, y la construcción de carreteras y puertos. 
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judicial haĐíaŶ de la estaŶĐia eŶ la ĐáƌĐel uŶ veƌdadeƌo ͞ŵaƌtiƌio͟ paƌa los pƌesuŶtos 
delincuentes.127 Porque además, como señalábamos anteriormente, las formas de 
investigación judicial del momento permitían la coacción y tortura de los presos para 
averiguar la veracidad de los hechos, lo que agravaba todavía más la situación de los 
encarcelados. Así pues, la cárcel, en estos siglos, se podƌía ĐoŶsideƌaƌ uŶ ͞apeƌitivo͟ 
punitivo, a la espera de la imposición de la pena correspondiente si la persona era 
considerada culpable. Este castigo anticipado era todo un atropello a la legalidad, 
espeĐialŵeŶte teŶieŶdo eŶ ĐueŶta Ƌue el ƌeteŶido lo estaďa eŶ Đalidad de ͞pƌesuŶto 
deliŶĐueŶte͟ Ǉ Ŷo de ͞deliŶĐueŶte pƌoďado͟.  
 
La cárcel como lugar malsano, ocioso y violento se mantuvo en el XIX, sin apenas 
mejoría. Uno de los motivos de la permanencia de todos los defectos fue el hecho de 
que estas instituciones no las dirigía la Corona, pues ésta había privatizado el servicio: de 
la Corona eran los edificios de las cárceles, pero la administración interior de las mismas 
era competencia de particulares –los alcaides–, que intentaban extraer el máximo 
beneficio económico de este negocio, desinteresándose por completo del orden, 
limpieza y organización de los presos, y preocupándose casi exclusivamente por evitar la 
fuga de los custodiados.128 Otro de los motivos fue la propia inadecuación de los 
edificios que servían como cárceles (demasiado pequeños, con mala distribución del 
espacio interior, higiénicamente no preparados, ubicados en el centro de las ciudades, y 
con posibilidad de comunicación con los transeúntes de la calle, etc.), pues la mayoría de 
ellos habían tenido otra finalidad antes de convertirse en cárceles.  
 
Los primeros autores que mostraron preocupación por la situación penitenciaria en 
España fueron Bernardino de Sandoval (Tractado del cuidado que se deve tener de los 
presos pobres, Toledo, 1564) y Cerdán de Tallada (Visita de la Cárcel y de los presos, en 
la cual se tratan largamente sus cosas y casos de prisión, Valencia, 1574), que pidieron 
una mejora en la organización y funcionamiento de las cárceles, señalando, entre otros 
aspectos, la necesidad de separación de los presos según estamentos, sexo y grado de 
los delitos presuntamente cometidos, una idea (la de la separación) que propugnarán 
con fuerza los ilustrados siglos después.  
 
 
                                                 
127 Relatos y descripciones de las cárceles de los siglos modernos se pueden encontrar en Cristóbal de 
Chaves, el padre León, Tomás Cerdán de Tallada y Bernardino de Sandoval. También la literatura de 
la época retrató con viveza la realidad de estas cárceles; véase el trabajo de Enrique Gacto, donde 
comenta las obras de Mateo Alemán, Quevedo, Céspedes y Meneses, Lope de Vega y Cervantes 
;GACTO FERNÁNDE), E.: ͞La vida eŶ las ĐáƌĐeles españolas de la époĐa de los Austƌias͟, Historia 16, 
octubre 1978, nº extra, pp. 11-44). 
128 Sobre este punto ahondaremos en el capítulo 5, en el que trataremos algunas iniciativas que se 
dieron el siglo XIX para extraer del dominio privado las cárceles públicas. 




Con la crisis de finales del XVI (peste, crisis económica, subida de los precios de los 
alimentos) el problema de la marginación, el vagabundeo y la delincuencia se 
incrementó, y esto hizo surgir un debate sobre estas problemáticas y la forma de 
solucionarlas. Cristóbal Pérez de Herrera (Discursos del Amparo de los legítimos pobres y 
reducción de los fingidos: y de la fundación de Albergues destos Reynos y Amparo de la 
milicia dellos, Madrid, 1598) propuso un extenso y completo plan de amparo de pobres 
que incluía, entre otras medidas, la creación de albergues nocturnos para los verdaderos 
mendigos y casas de trabajo para las mujeres vagabundas y delincuentes. Magdalena de 
San Jerónimo seƌía la ͞iŶveŶtoƌa͟ de la galeƌa paƌa ŵujeƌes, uŶa espeĐie de ĐeŶtƌo de 
reclusión de mujeres vagabundas, delincuentes o prostitutas, para reeducarlas mediante 
una dura disciplina (Razón y forma de la Galera y casa real que el Rey nuestro señor 
manda hacer en estos Reynos para castigo de las mujeres vagas y ladronas, alcahuetas, 
hechiceras y otras semejantes, Salamanca, 1608).129 
 
Ambas instituciones tenían en común el ideal correctivo para los internos e internas: se 
pretendía fomentar los hábitos de trabajo en los delincuentes y vagos, considerando 
estos hábitos el motor de su posible corrección. La primera propuesta mencionada –las 
casas de trabajo– no se llevó a cabo hasta años después mediante la creación de los 
hospicios (que ampliaban la idea de Pérez de Herrera), pero la institución para féminas 
ideada por Magdalena de San Jerónimo sí pasó rápidamente al plano de la realidad, 
creándose estas particulares galeras en diversos puntos del territorio español. En los 
siglos modernos, las mujeres todavía contaban con poco reconocimiento social, 
ciñéndose sus obligaciones a la casa y los hijos, y considerándose esencial la 
preservación de sus virtudes. El rompimiento de este patrón –con la existencia de 
mujeres vagabundas, prostitutas, delincuentes, alcohólicas, etc. – harían que el discurso 
represivo y correctivo de la Madre Magdalena cuajara bien en la sociedad del momento.  
 
Pérez de Herrera y la Madre Magdalena fueron de los primeros en aportar ideas 
correctivas dentro del mundo marginal. Pero también diseñaron planes de tipo 
preventivo, que fueron mayormente desoídos, dejándose en manos de particulares la 
creación y dirección de centros que podían evitar la conducción temprana a la 
delincuencia, tales como casas para huérfanas y abandonadas, colegios, instituciones 
para la gestión de contratos de aprendices, etc. Estrategias y planes preventivos de la 
delincuencia apenas se hallan durante el Antiguo Régimen. 
 
                                                 
129 Otros de los autores que en la segunda mitad del XVI y comienzos del siguiente mostrarían 
preocupación por el control de los sectores marginales de la población, aunque sin centrarse en el 
colectivo delincuente, serían Juan de Medina, Domingo de Soto, Miguel de Giginta, Francisco de 
Luque Fajardo y Pedro de Guzmán. Véase SANTOLARIA, F.: Marginación y educación. Historia de la 
educación social en la España moderna y contemporánea, Barcelona, Ariel, 1997, especialmente 
pp. 105-152. 
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La galera para mujeres, que pervivió hasta el siglo XIX, pretendió precisamente 
amedrentar a las mujeres de mala vida para que volvieran al sendero de la virtud propio 
de la mujer. Y a la vez que cohibir, corregir. La dedicación al trabajo junto con las 
prácticas religiosas y la severa disciplina eran las bases para el enderezamiento de las 
voluntades femeninas allí congregadas.130 “e ƌeĐuƌƌió al Ŷoŵďƌe de ͞galeƌa͟ 
precisamente porque se pretendía instituir un rigurosísimo castigo adecuado a la 
condición femenina que fuera paralelo a la dureza de la pena de galeras impuesta a los 
hombres. 
 
Con la galera de mujeres se inició en España el proceso de ͞encierro͟ de los sectores 
marginales y no productivos, siguiendo la línea del discurso utilitarista del momento. 
Pero en la galera no sólo se recluían mujeres delincuentes, sino también aquellas que no 
habiendo cometido ningún delito reunían todas las condiciones para cometerlo: carecer 
de trabajo, de domicilio, etc. La pobreza, la vagancia y la mendicidad fueron los puntos 
de mira de los estadistas de la época, que vieron en el encierro la posibilidad de 
controlar a esta población peligrosa e improductiva y de hacerla útil al Estado.131 
                                                 
130 El objetivo de la galera, recogiendo las ideas de su impulsora, era corregir la naturaleza viciada de 
la mujer (prostitutas, delincuentes, vagabundas, etc.). Estas instituciones debían disponer, según su 
promotora, de un dormitorio en común, una sala de trabajo, una capilla y una cárcel secreta para 
castigar a las más rebeldes. A su ingreso, las mujeres eran despojadas de todas sus ropas, y se las 
uniformizaba en su aspecto externo (rapado de pelo, traje burdo para todas). El régimen de vida de 
las galerianas giraba en torno al trabajo, al que dedicaban entre diez y doce horas diarias, y que 
generalmente consistía en coser, hilar, hacer labores de punto, etc. La primera galera que se abrió 
fue la de Madrid, en 1604, a la que siguieron otras que se fueron fundando a lo largo del XVII y XVIII 
en diferentes ciudades españolas (Granada, Barcelona, Zaragoza, Valencia, Burgos...). El 
funcionamiento de las mismas estuvo, en general, alejado del ideal propuesto por su fundadora, por 
los problemas de hacinamiento, promiscuidad y falta de fondos que aquejaron la mayoría de centros; 
durante la segunda mitad del siglo XVIII la situación de las galeras mejoró notablemente, 
especialmente gracias a la intervención y colaboración de diferentes religiosos que impusieron cierto 
orden al régimen interno de las mismas. Sobre el funcionamiento de las galeras y de otras 
instituciones españolas destinadas a la mujer previas al surgimiento de éstas, así como para observar 
el contexto europeo sobre la reeducación femenina en los siglos modernos, véase SANTOLARIA, F.: 
Marginación y educación, op. cit., pp. 153-172. También resulta de interés la consulta de las 
siguientes obras: BARBEITO, I. (ed.): Cárceles y mujeres en el siglo XVII. Razón y forma de la Galera. 
Proceso Inquisitorial de San Plácido (Magdalena de San Jerónimo, Teresa Valle de la Cerda), Madrid, 
Castalia, 1991, pp. 37-60 y especialmente pp. 61-95; MEIJIDA PARDO, M.L.: Mendicidad, vagancia y 
prostitución en la España del s. XVIII: La casa galera y los departamentos de corrección de mujeres, 
Madrid, Universidad Complutense de Madrid, 1992; ALMEDA, E.: Corregir y castigar. El ayer y hoy de 
las cárceles de mujeres, Barcelona, Edicions Bellaterra, 2002; FIESTAS LOZA, A.: ͞Las ĐáƌĐeles de 
ŵujeƌes͟, Historia 16, octubre 1978 (nº extra), pp. 89-99; GÓME) BRAVO, G.: ͞Las pƌisioŶes de Eva. 
Mujeƌ Ǉ ĐáƌĐel eŶ el siglo XIX͟, Taller de Historia dirigido por L.E. Otero Carvajal, Universidad 
Complutense de Madrid [en línea], <http://www.ucm.es/info/hcontemp/leoc/taller/prisiones.htm>, 
[consulta: 5/9/2005].  
131 El encierro de estos colectivos en España se produjo con retraso en relación con el resto de países 
europeos, y se desarrolló de forma lenta y numéricamente poco relevante. Véase SANTOLARIA, F.: 
Marginación y educación, op. cit.; y también el estudio introductorio del mismo autor a la obra de 
GIGINTA, M. de: Tratado de remedio de pobres, Barcelona, Ariel/Edicions Universitat de Barcelona, 
2000, pp. 9-55. 




Precisamente por eso es importante no perder de vista la galera –sus objetivos y su 
forma de funcionamiento– pues lo que se hizo con las mujeres fue lo que se haría más 
adelante con los vagos y mendigos varones, y fue también lo que se deseó realizar en las 
prisiones de hombres del XIX: distribución rigurosa del tiempo entre el trabajo, las 
prácticas religiosas, las comidas y el descanso, y todo ello aderezado con una severa 
disciplina, en la búsqueda del aplacamiento de los instintos perezosos, rebeldes o 
inmorales.  
 
2.2. EL ENCIERRO DE ǲPREDELINCUENTESǳ: LOS POBRES Y VAGOS 
 
Si inicialmente las políticas públicas no se preocuparon apenas por los sectores 
marginales, a medida que los estados precisaron de mano de obra por el auge de sus 
economías y sus industrias, el ojo crítico y utilitario se centró en ellos. También el hecho 
de que este colectivo marginal se fuera ampliando notablemente llamaría la atención de 
los estadistas: la caridad cristiana tradicional resultaba insuficiente para aliviar los 
problemas de los grupos sociales depauperados y sin medios de vida. 
 
La pobreza mendicante y el vagabundeo en el Antiguo Régimen pasaron paulatinamente 
a considerarse prácticamente como una categoría de pseudodelincuente, que constituía 
un peligro social en sí. Trabajar no se consideraba un derecho, sino una obligación; y no 
trabajar (para estos grupos sociales) era observado casi como un delito en si mismo. El 
sin-trabajo se convertía, de hecho, en un delincuente, cuyo delito consistía en no 
introducirse en el mundo normalizado del trabajo.132 
 
El encierro de estos grupos marginales se produjo en toda Europa, aunque a ritmos 
diferentes, en función de la necesidad de la mano de obra necesaria, y también en 
función de la peligrosidad de los mismos, peligrosidad que era medida en función del 
miedo social que provocaban en las capas acomodadas de la sociedad. En aquellos 
países o lugares donde la burguesía estaba bien organizada y establecida era en los que 
más mano de obra era precisa, y también en los que había un sector social más 
influyente y temeroso de perder su forma de vida, de verla atacada y amenazada; en 
estos países, pues, las políticas de encierro fueron más tempranas y más severas. 
 
                                                 
132 Sobre el concepto del trabajo en los siglos modernos y su evolución social y legal resultan de gran 
interés los estudios de MARAVALL, J. A.: "Trabajo y exclusión. El trabajador manual en el sistema 
social español de la primera modernidad", en ROMERO REDONDO, A. (coord.), Les problèmes de 
l'exclusion en Espagne (XVI-XVII siècles): idéologie et discours: Colloque International (Sorbonne 13, 
14 et 15 mai 1982), Paris, Publications de la Sorbonne, 1983, pp. 135-160, y también MARAVALL, J. 
A.: "La crítica de la ociosidad en la época del primer capitalismo", en Homenaje a Pedro Sáinz 
Rodríguez, vol. IV (Estudios teológicos, filosóficos y socioeconómicos), 1986, pp. 521-538. 
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Se justificaron las medidas de encierro ante la necesidad de separar los pobres 
verdaderos de los vagabundos y los pobres fingidos: recogiéndolos en un espacio 
cerrado y obligándoles al trabajo, se daba a los pobres verdaderos una forma de vida 
digna –lo que equivalía a ejercer la caridad sobre ellos– y se obligaba a los fingidos y 
vagos a interiorizar las normas regulares de comportamiento, disciplinándolos mediante 
el duro trabajo.133 En los países protestantes el encierro de estas categorías sociales se 
remarcó todavía más, al no considerar la caridad hacia el pobre como un elemento del 
buen cristiano posibilitador de la salvación.134  
 
En Francia se crearon los Hôpitaux Générales (el primero, en 1656); en Inglaterra, las 
Houses of correction (desde 1756), que después pasarían a denominarse Workhouses; en 
Holanda, las Raspuis y las Spinhuis (las primeras en 1589 y 1597); en Roma, las Casas di 
Laboro; en Estados Unidos, las Houses of refuge.135 En España el proyecto de reclusión y 
aprovechamiento general de la mano de obra de pobres, mendigos y vagos no se 
incitará hasta el siglo XVIII, bajo el paraguas del hospicio. Precisamente en ese siglo se 
produjo un impulso importante en la economía y se perfeccionó la eficacia 
administrativa del Estado. Las políticas sociales se modificaron para dar un impulso a la 
producción, y en este sentido se intentó modificar el comportamiento antiproductivo de 
estos sectores. En general preocupaba la escasez de mano de obra, pues el crecimiento 
de la población era escaso debido a la elevada mortalidad infantil, los problemas 
sanitarios que mermaban la población, etc. La salud, la higiene y el orden de la población 
constituyeron preocupaciones fundamentales ligadas a estas inquietudes de orden 
económico. 
 
                                                 
133 Algunos sectores más conservadores no consideraban adecuadas las instituciones de encierro, 
porque impedían el ejercicio directo de la limosna, acto caritativo propio y obligado para el "buen 
cristiano", y que los nuevos establecimientos no permitían ejercer. De hecho, coexistieron durante 
largo tiempo dos visiones contrapuestas; es bien conocida la controversia surgida a mediados del XVI 
entre Fray Domingo de Soto y Fray Juan de Robles (vid. MAZA ZORRILLA, E.: Pobreza y asistencia 
social en España, siglos XVI-XX. Aproximación histórica, Valladolid, Universidad de Valladolid, 1987, 
pp. 76-114; SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., pp. 65-75). A lo largo del XVIII, si bien 
habían triunfado las tesis intervencionistas hacia el control del pobre y del mendigo, todavía se oían 
voces a favor del ejercicio libre de la mendicidad. 
134 Para profundizar sobre este tema, véase WEBER, M.: La ética protestante y el espíritu del 
capitalismo, Ediciones Istmo, Madrid, 1998, especialmente pp. 230-239. 
135 Para una panorámica sobre el tema del encierro de los colectivos marginales, véase SANTOLARIA, 
F.: Marginación y educación, op. cit.; MELOSI, D. y PAVARINI, M.: Cárcel y fábrica. Los orígenes del 
sistema penitenciario siglos XVI-XIX, México, D.F., Siglo XXI, 1985; SERNA ALONSO, J.: Presos y pobres 
en la España del XIX. La determinación social de la marginación, Barcelona, PPU, 1988; ROTHMAN, 
D.J.: The discovery of the asylum. Social order and disorder in the New Republic, Boston, Little, Brown 
and Company, 1971 (sólo para el caso de Estados Unidos); SPIERENBURG, P. C.: The prison 
experience. Disciplinary institutions and their inmates in early modern Europe, New Brunswick, 
Rutgers University Press, 1991. 




No sólo preocupaba el pobre sino especialmente el ͞vago͟, verdadera plaga social del 
siglo ilustrado.136 Los vagos y malentretenidos inquietaban a los estadistas por su 
desafección al trabajo y por el desorden en la vida que llevaban. Se trataba de una 
pƌeoĐupaĐióŶ poƌ iŶĐƌeŵeŶtaƌ lo Ƌue hoǇ llaŵaƌíaŵos ͞poďlaĐióŶ aĐtiva͟ (y que en los 
teǆtos de la époĐa ĐoƌƌespoŶdeƌía a los ͞vasallos útiles al Estado͟), y por mejorar las 
costumbres de los ciudadanos en aras de asegurar la estabilidad social. Desde 1717 
hasta ϭϳϴϵ se pƌoŵulgaƌoŶ eŶ España, segúŶ Pedƌo TƌiŶidad, ͞alrededor de setenta 
medidas legislativas para recoger a ese grupo social, de fronteras indefinidas, 
denominados vagos, y destinarlos a aquellos lugares donde hacían falta por la 
imposibilidad de fijar a la población libre, bien por su escasez o por la dureza de las 
labores͟.137 Para afrontar el problema de los vagos se tomaron muchas medidas (azotes, 
pƌisióŶ, destieƌƌo…Ϳ, Ƌue iƌáŶ ĐaǇeŶdo eŶ desuso a ŵedida Ƌue se aĐeƌĐa el siglo XVIII, 
durante el cual el destino predilecto que la legislación les deparará será el ejército, la 
marina y las obras públicas; el encierro en hospicios y casas de misericordia se reservará 
sólo para los que no puedan enviarse a los anteriores destinos por estatura, edad o 
                                                 
136 Así se defiŶía al ͞vago͟ eŶ la OƌdeŶaŶza Real de ϯϬ de aďƌil de ϭϳϰϱ, ƌeĐogida eŶ la Novísiŵa 
Recopilación (Lib. XII, Tít. XXXI, Ley VII), y reproducida –entre otros– por GARCÍA BORREGA, J.A.: 
͞Delito Ǉ soĐiedad eŶ Madƌid, eŶ el ƌeiŶado de FeƌŶaŶdo VII͟, Estudios de Historia Social, 1982, 20-
Ϯϭ, p. Ϯϯϴ: ͞Se declara por vagos: el que sin oficio ni beneficio, hacienda o renta vive sin saberse de 
qué le venga la subsistencia por medios lícitos y honestos; el que teniendo algun patrimonio o 
emolumento, o siendo hijo de familia, no se le conoce otro empleo que el de casas de juego, 
compañías mal opinadas, frecuencia de parajes sospechosos, y ninguna demostración de emprender 
destino en su esfera; el que vigoroso, sano y robusto en edad y aún con lesión que no le impida ejercer 
algún oficio, anda de puerta en puerta pidiendo limosna; (...) el hijo de familias que mal inclinado no 
sirve en su casa y en su pueblo de otra cosa que de escandalizar con la poca reverencia u obediencia a 
sus padres y con el ejercicio de las malas costumbres, sin propensión o aplicación a la carrera que le 
ponen; el que anduviere distraído por amancebamiento, juego o embriaguez; el que sostenido por la 
reputación de su casa, del poder o representación de su persona o la de sus padres o parientes, no 
venera como se debe a la justicia y busca las ocasiones de hacer ver que no la teme, disponiendo 
rondas, músicas, bailes en los tiempos y modos que la costumbre permitida no autoriza, ni son 
regulares para la honesta recreación; (...) el que teniendo oficio no lo ejerce lo más del año, sin motivo 
justo para no ejercerlo; el que con pretexto de jornalero, si trabaja un día, lo deja de hacer muchos, y 
el tiempo que había de ocuparse en las labores del campo o recolección de frutos, lo gasta en la 
ociosidad (...); el que sin visible motivo da mala vida a su mujer con escándalo del pueblo; los 
muchachos que, siendo forasteros en los pueblos andan en ellos prófugos sin destino; los muchachos 
naturales de los pueblos que no tienen otro ejercicio que el de pedir limosna, ya sea por haber 
quedado huérfanos, o ya porque el impío descuido de los padres abandona a este modo de vida en la 
que, creciendo sin crianza, sujeción ni oficio, por lo regular se pierden cuando la razón mal ejercitada 
les enseña el camiŶo de la oĐiosidad voluŶtaƌia.͟ La relación de supuestos por los que una persona 
puede seƌ ĐoŶsideƌada ͞vaga͟ es laƌga pues, adeŵás de los Đasos Ƌue heŵos oŵitido, la lista 
ĐoŶtiŶúa. “oďƌe el ĐoŶĐepto de ͞vago͟ Ǉ su evoluĐióŶ, véase PÉREZ ESTÉVEZ, M. R.: El problema de 
los vagos en la España del siglo XVIII, Madrid, Confederación Española de Cajas de Ahorros, 1976, 
pp. 55-78. Para un repaso del tratamiento legal de los vagos y mendigos en España desde el siglo XVI, 
véase MAZA ZORRILLA, E.: Pobreza y asistencia social en España..., op. cit., especialmente pp. 51-71. 
137 TRINIDAD FERNÁNDEZ, P.: La defensa de la sociedad, op. cit., p. 35. María Rosa Pérez ofrece una 
lista de la legislación referente a vagos emanada desde el poder central en el siglo XVIII (PÉREZ 
ESTÉVEZ, M. R.: El problema de los vagos en la España del siglo XVIII, op. cit., pp. 193-195). 
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disposición física. En el setecientos, al vago se le intenta redimir y utilizar, no 
únicamente reprimir o escarmentar.138 
 
Así pues, el hospicio español servirá para el encierro de cierto colectivo de vagos, y 
también para el resto de grupos marginales. De hecho, estaba fundamentalmente 
pensado para la educación y sumisión de mendigos y pobres, pero abrió sus puertas 
para atender otros colectivos minoritarios que requerían también de reclusión forzosa o 
albergue caritativo.139 Así pues, el hospicio sirvió también como hogar para los niños de 
las inclusas que por su edad no podían permanecer en ellas; como centro de 
intimidación para hijos díscolos y rebeldes mandados a petición de sus padres; como 
asilo sanitario para ancianos, inválidos y locos; como centro de expiación para los 
delincuentes condenados por pequeños delitos;140 y como centro de reforma para las 
mujeres prostitutas. El hospicio se constituyó en institución asistencial y correctora, bajo 
un programa reeducador de disciplina, trabajo y religión (para los más jóvenes también 
instrucción elemental). Autores como Jerónimo de Ustariz, Pedro Rodríguez 
Campomanes, Gaspar Melchor de Jovellanos, Bernardo Ward y Valentín de Foronda 
                                                 
138 Vid. PÉREZ ESTÉVEZ, M. R.: El problema de los vagos en la España del siglo XVIII, op. cit., pp. 165-
177, 229-236;  MAZA ZORRILLA, E.: Pobreza y asistencia social en España..., op. cit., pp. 60-67. 
139 Para una visión general sobre los hospicios en España, véase SANTOLARIA, F.: Marginación y 
educación, op. cit., pp. 191-211; TRINIDAD FERNÁNDE), P.: ͞AsisteŶĐia Ǉ pƌevisióŶ soĐial eŶ el siglo 
XVIII͟, eŶ VV.AA.: De la beneficencia al bienestar social. Cuatro siglos de acción social, Madrid, 
Siglo XXI de España Editores, 1988, pp. 89-115 (especialmente pp. 92-96); SERNA ALONSO, J.: Presos y 
pobres en la España del XIX, op. cit., pp. 61-66. 
140 Veaŵos alguŶos ejeŵplos Ƌue ĐoƌƌoďoƌaŶ el uso del hospiĐio Đoŵo iŶstituĐióŶ ͞peŶiteŶĐiaƌia͟. 
Según Soubeyroux, a partir de una ordenanza de 1782 el Hospicio de San Fernando de Madrid se 
convertía en penitenciaría de mujeres de todas las provincias de España, ante la inexistencia de 
ĐeŶtƌos de ƌeĐlusióŶ paƌa ŵujeƌes ;“OUBEYROUX, J.: ͞El eŶĐueŶtƌo del poďƌe Ǉ la soĐiedad: asisteŶĐia 
Ǉ ƌepƌesióŶ eŶ el Madƌid del siglo XVIII͟, Estudios de Historia Social, nº 20-21, 1982, p. 121). Datos 
posteriores, referentes a 1802, indican que 216 personas habían sido condenadas a hospicio en 
Madrid (dato recogido por TRINIDAD FERNÁNDEZ, P.: ͞AsisteŶĐia Ǉ pƌevisióŶ soĐial eŶ el siglo XVIII͟, 
op. cit., p. 93). También Juan Antonio García Borrega testimonia la imposición de penas de ͞hospiĐio͟ 
a pƌiŶĐipios del XIX eŶ su aƌtíĐulo ͞Delito Ǉ soĐiedad eŶ Madƌid, eŶ el ƌeiŶado de FeƌŶaŶdo VII͟, 
op. cit., p. 262. Y un último ejemplo: entre los años 1829 y 1834, el 30% de los internos del hospicio 
de Burgos habían sido remitidos por la justicia acusados mayoritariamente de contrabando 
(vid. CARASA SOTO, P.: Pauperismo y revolución burguesa (Burgos, 1750-1900), Valladolid, 
Universidad de Valladolid, 1987, p. 248; véase también páginas 258-260 y 452-455, sobre el uso del 
hospicio como castigo para los mendigos y malentretenidos). Sin embargo, el destino a hospicio 
paƌeĐía Ŷo ƌespoŶdeƌ eǆaĐtaŵeŶte a uŶa ͞peŶa͟, eŶ el seŶtido estƌiĐto del téƌŵiŶo; así, Caƌlos III 
iŶdiĐaďa Ƌue ͞la aplicación a las Armas, o Marina de los Vagos, ociosos, y mal entretenidos, no es 
pena, y sí un destino precaucional para impedirles que caygan en delitos, y obligarles a que sean 
utiles a la Patria; y lo mismo sucede con los destinados a Hospicios, y Casas de Misericordia; y por 
consiguiente, no debiendo reputarse estas providencias de policía como penas, y sí como 
determinaciones paternas para mejorar las costumbres de los Ciudadanos, no caen baxo el concepto 
de causas criminales͟ ;CORONA“ GON)ÁLE), “., El libro de las leyes del siglo XVIII, Madrid, 1996, 
tomo IV, libro XII, n. 9, pp. 2368-2369, recogido por RAMO“ VÁ)QUE), I.: ͞PoliĐía de vagos paƌa las 
Điudades españolas del siglo XVIII͟, Revista de Estudios Histórico-Jurídicos, nº 31, 2009, p. 248). Pese a 
todo, es indudable el papel punitivo que ejercieron los hospicios, aun teniendo en cuenta que estos 
encierros eran de naturaleza jurídica imprecisa. 




serán los que diseñarán, idearán y regularán el hospicio español, que ofrecerá –como 
decíamos– socorro material (cobijo y alimento) y disciplina (con prácticas religiosas y 
trabajo duro), en la misma línea que lo ofrecido por las instituciones análogas 
extranjeras.  
 
La población encerrada en los hospicios acabó siendo más heterogénea de lo planeado, 
pues las separaciones que teóricamente debían de haber entre los diferentes colectivos 
que albergaban no se respetaron, básicamente, por las limitaciones espaciales de los 
edificios que sirvieron de hospicio (la mayoría de ellos, se erigieron sobre inmuebles ya 
eǆisteŶtes de fiŶalidad dispaƌͿ. Así, el hospiĐio fue uŶ ͞ĐeŶtƌo de ƌeĐogida͟ ;eŶ palaďƌas 
de FƌaŶĐisĐo MiƌaŶda, ͞uŶa eŶsalada del diaŶtƌe͟Ϳ,141 en el que se acabaron 
confundiendo los necesitados, los delincuentes y los niños traviesos.142  
 
Estos centros tenían, de hecho, un carácter semipenal, aunque se erigieran como 
centros caritativos. El pueblo, con gran acierto, confundía las cárceles y presidios con los 
hospicios: encierro, disciplina severa, trabajo duro... había pocas diferencias.143 
                                                 
141 EǆpƌesióŶ ƌeĐogida poƌ “OUBEYROUX, J.: ͞El eŶĐueŶtƌo del poďƌe Ǉ la soĐiedad...͟, op. Đit., p. ϭϭϴ. 
142 Algunas disposiciones del siglo XVIII insistieron en la prohibición, ampliamente incumplida, de 
eŶviaƌ a los hospiĐios Ǉ Đasas de Đaƌidad peƌsoŶas ͞viĐiosas͟ ;léase, peƋueños deliŶĐueŶtes, vagos, 
prostitutas, etc.) si estas instituciones no contaban con departamentos de corrección donde los 
ĐoleĐtivos ͞ŵateƌialŵeŶte ŶeĐesitados͟ Ǉ los ͞ŵoƌalŵeŶte viĐiados͟ Ŷo se ŵezĐlaseŶ. Véase, poƌ 
ejemplo, la Real Cédula de 11 de enero de 1784, la Real Orden  de 21 de marzo de 1784 (para el 
cumplimiento de la disposición anterior), la Real Cédula de Carlos III de 9 de noviembre de 1788 
(recogida en la Novísima Recopilación, Lib. XII, Tít. XL, Ley XIX), y una Real Orden de 6 de septiembre 
de 1817. La situación de mezcolanza se repitió a lo largo del XIX, pese a que las leyes de beneficencia 
recién estrenadas indicaban claramente que las instituciones asistenciales (como el hospicio) sólo 
podían acoger a colectivos materialmente necesitados (véase el capítulo anterior). La falta de fondos 
para establecer las diferentes dependencias dentro del mismo hospicio, así como la inexistencia de 
otros centros más adecuados, haría que los jóvenes rebeldes, los vagos, los pequeños delincuentes, 
etc. siguieran ingresando en los hospicios mezclados con el resto de internos. Vid. PÉREZ 
ESTÉVEZ, M. R.: El problema de los vagos en la España del siglo XVIII, op. cit.; RAMOS VÁZQUEZ, I.: 
͞PoliĐía de vagos paƌa las Điudades españolas del siglo XVIII͟, op. Đit. Para una visión más amplia de la 
población acogida en el hospicio de Madrid en el siglo XVIII, que puede servirnos de ejemplo de lo 
Ƌue fueƌoŶ los hospiĐios eŶ el teƌƌitoƌio español, véase “OUBEYROUX, J.: ͞El eŶĐueŶtƌo del poďƌe Ǉ la 
soĐiedad...͟, op. Đit., pp. ϳ-226. 
143 Justo Serna, que analiza las prácticas de organización y vida interna de las instituciones de 
encierro benéficas y penitenciarias del Antiguo Régimen y, especialmente, las desarrolladas en el 
siglo XIX valeŶĐiaŶo −ĐoŶ ŵás deteŶiŵieŶto, la Casa de BeŶefiĐeŶĐia de ValeŶĐia Ǉ el pƌesidio de esa 
ŵisŵa Điudad− llegaƌía a esta ŵisŵa conclusión: ͞es ŵuǇ difíĐil disĐeƌŶiƌ adeĐuadaŵeŶte aƋuello Ƌue 
es un albergue benéfico, una casa de corrección para vagos o una prisión bien organizada, al menos 
al nivel de funcionamiento y reglamento internos. Estas instituciones participan de una serie de 
elementos comunes basados en los fenómenos de la normalización y de la estigmatización. La regla 
define sus estructuras, diferencia a los individuos, jerarquiza las capacidades y homogeneíza sus 
actos. (...). Al codificar la costumbre formula un cuadro de comportamientos que será el óptimo 
dentro (y fuera) del establecimiento: puntualidad, aplicación laboral, productividad, obediencia, 
subordinación, asco, continencia, etc. (...) a ello unimos la militarización relativa de la vida de los 
internos −obediencia ciega y disciplina−, el eŶĐieƌƌo pƌoloŶgado −pƌóǆiŵo a la ͚ŵueƌte Đivil͛−, Ǉ la 
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Y además, como hemos indicado, los hospicios servían de prisión para los condenados 
por leves infracciones. Otro paralelismo entre los centros penitenciarios y los hospicios 
sería que compartirían los mismos problemas organizativos y sanitarios: aglomeraciones, 
promiscuidad, condiciones higiénicas muy deficientes, escasa implantación y explotación 
de los talleres, etc.144 El hospicio de San Fernando, en Madrid, sería un buen ejemplo de 
ello; el Padre Portillo, refiriéndose a este centro, denunciaba alarmado que ͞eŶ el 
IŶfieƌŶo Ŷo se peĐa taŶto Đoŵo eŶ aƋuella Đasa͟.145 
 
Podríamos decir que el hospicio era una versión un tanto heterogénea de las cárceles y 
presidios del momento. El ilustrado español Valentín de Foronda advertía a finales de 
siglo del peligro de convertir los hospicios en ͞ĐáƌĐeles deĐoƌadas ĐoŶ el heƌŵoso epíteto 
de ƌefugios Đaƌitativos͟.146 Incluso algún autor había llamado a los hospiĐios ͞ĐáƌĐeles 
laďoƌiosas͟.147 Porque, de hecho, lo que se hacía con el vago, es lo que se creía que se 
debía hacer con el delincuente, especialmente después del impulso ilustrado y de que la 
idea de ͞ĐoƌƌeĐĐióŶ͟ se apliĐase soďƌe los ŵalheĐhoƌes Ǉ Đƌiminales. El hospicio 
constituye, pues, el antecedente de las cárceles contemporáneas y de las instituciones 
de reeducación para menores.148 Conviene decir, antes de finalizar este apartado, que el 
hospicio pervivirá en el XIX prácticamente bajo los mismos parámetros de 
funcionamiento que en el siglo anterior.  
 
 
                                                                                                                                                  
ƌeligióŶ Đoŵo teƌapia de ĐoƌƌeĐĐióŶ Ǉ de ƌesigŶaĐióŶ͟. SERNA ALONSO, J.: Presos y pobres en la 
España del XIX, op. cit., p. 281. 
144 Resulta muy reveladora la lectura de Tomás Anzano, conocedor de primera mano del 
funcionamiento de los hospicios; en su obra Elementos preliminares para poder formar un sistema de 
gobierno de Hospicio General (Madrid, 1778), estudia, muy al por menor, los aspectos concretos de 
funcionamiento de los hospicios y ofrece una panorámica muy completa de los problemas que los 
aquejaban. Una síntesis de estas problemáticas la hallamos, por ejemplo, en SANTOLARIA, F.: 
Marginación y educación, op. cit., pp. 199-202. 
145 Citado por SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria en España, Pamplona, Jiménez Gil Editor, 1999, 
vol. I, p. 74. 
146 Valentín de Foronda, Cartas sobre los asuntos más exquisitos de la economía política y sobre las 
leyes criminales, Madrid, 1789, citado por TRINIDAD FERNÁNDEZ, P.: La defensa de la sociedad, 
op. cit., p. 38. 
147 DE MURCIA, P. J.: Discurso político sobre la importancia, y necesidad de los Hospicios, Casas de 
expósitos, y Hospitales, que tienen todos los Estados, y particularmente España, Madrid, Impr. de la 
Viuda de Ibarra, 1798, p. 92. 
148 La cárcel contemporánea se concibe como lugar de expiación de los delitos, y no únicamente 
como lugar de encierro preventivo a la espera de la celebración del juicio, que es como se entendía la 
cárcel del Antiguo Régimen. Y además de la expiación, en la cárcel contemporánea se buscará la 
corrección y reeducación del recluso mediante el trabajo, que es precisamente lo que se pretendía en 
el hospicio. Para el caso español, pues, el origen de la cárcel contemporánea está ligada íntimamente 
con el hospicio; en el resto de países europeos, serán los establecimientos destinados a pobres y 
vagos, análogos al hospicio español, los que servirán de pauta para el establecimiento de la cárcel 
contemporánea. 





2.3. LAS IDEAS ILUSTRADAS Y SU REPERCUSIÓN EN LAS 
INSTITUCIONES DE ENCIERRO 
 
El último siglo que corona el Antiguo Régimen sufrió el impacto intelectual de los 
ilustrados, que removerían las bases de la sociedad estamental y precapitalista, y 
sentarían las bases del cambio que se produciría a finales del siglo XVIII y que se 
consolidaría en el siguiente. En esencia, la Ilustración supuso el paso del culto a Dios al 
culto de la Razón, el eje del pensamiento ya no fue la religión sino el propio hombre y 
sus posibilidades en el mundo terrenal; por ello al siglo XVIII se le denomina Siglo de las 
Luces. Esta fe en el poder de la razón tuvo importantes repercusiones sobre todas las 
disciplinas. EŶ España, auŶƋue ĐoŶ Đieƌtos ƌetƌasos poƌ los ͞aƌaŶĐeles͟ iŶƋuisitoƌiales, las 
ideas de la Ilustración se conocieron y discutieron ampliamente. 
 
El ojo crítico de los ilustrados aterrizó también sobre la administración de justicia y las 
cuestiones penitenciarias. La arbitrariedad del derecho penal de las monarquías 
absolutas, así como la dureza y crueldad de las penas, removieron las conciencias y la 
sensibilidad de los ilustrados, que se lanzaron a sugerir reformas para paliar los males 
que aquejaban a este ámbito. Se empezó a hablar de pacto social, y de necesidad de 
castigo para los que lo rompieran, en la justa medida para poder proteger ese pacto, sin 
extralimitarse. La obra de Montesquieu Del espíritu de las leyes, publicada en 1748, 
impulsó precisamente el debate sobre el concepto y funcionamiento de la justicia, y a él 
le seguiría una pléyade de pensadores que también tratarían con sumo interés el tema 
del pacto o contrato social y el alcance de la ley: Thomas Hobbes (Leviatán, 1651), John 
Locke (Tratados sobre el gobierno civil, 1690), Jean Jacques Rousseau (Contrato social, 
1762), entre los más destacados. En el fondo, se estaba impulsando una nueva 
concepción del poder y de su propia práctica; se trataba de impersonalizar el poder de 
castigar, de convertir la ley en algo omnipresente. El control discreto pero continuo y 
eficaz será el ideal a alcanzar, y la tecnología adecuada de dominación sería 
magistralmente expuesta por el jurista y filósofo británico Jeremy Bentham, como 
veremos más adelante. 
 
Pero fue la obra del italiano Cesare Beccaria, desde el terreno más formal del derecho, y 
la del británico John Howard, desde la vertiente filantrópica, las que prepararon e 
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2.3.1. La influencia de Beccaria y de Howard 
 
La obra de Beccaria De los delitos y las penas (1764) fue la que sintetizó mejor el 
pensamiento iluminista respecto al derecho penal.149 En este tratado, el autor milanés 
sugería un régimen penal más lógico y más respetuoso con la dignidad humana que el 
que hasta el momento regía en todos los países. Sus aportaciones más significativas se 
centran en defender una serie de garantías para eliminar las arbitrariedades judiciales y 
asegurar un funcionamiento de la justicia con total equidad, transparencia y sentido 
͞huŵaŶo͟. Estos son los puntos claves de su obra:  
 
- Igualdad ante la ley. La justicia debe ser igual para todos, sin distinción de clases.  
- Legalidad de los delitos y las penas. Según Beccaria, no se puede penalizar ningún 
acto que no conste como delito en las leyes (nullum crimen sine lege). Asimismo, 
las penas han de estar establecidas por ley, de manera que no se puede imponer 
un castigo que no esté contemplado previamente por la legislación vigente (nulla 
poena sine lege). 
- Proporcionalidad de las penas. Debe existir una relación proporcional entre el daño 
social o personal producido y el castigo imputado. También debe haber inmediatez 
en la aplicación de la medida punitiva.   
- Prevención. Beccaria pone énfasis en la importancia de la prevención de los delitos, 
por encima de la punición de los mismos. 
- Humanización de las penas. Las penas infamantes, la tortura y la pena de muerte 
deben erradicarse del panorama penal, por su ineficacia y dureza inhumana. La 
cárcel debe ser exclusivamente un lugar de custodia, y no de expiación.    
 
Este tratado alcanzó gran popularidad, y mientras unas propuestas rápidamente se 
consideraron adecuadas y necesarias, otras fueron especialmente controvertidas. La 
͞igualdad aŶte la leǇ͟ se peƌĐiďió desde las esfeƌas ilustƌadas Đoŵo un principio 
imprescindible para afianzar la seguridad del Estado. La utopía ilustrada creía que el 
conocimiento por parte de los ciudadanos de que las leyes eran justas (que no había 
privilegios porque afectaban a todos por igual) favorecería la propia defensa de las leyes, 
porque representaban la seguridad de todos; con las medidas de vigilancia y de 
educación se pretendía que el delito fuera cada vez más insólito socialmente.  
 
                                                 
149 En España, la obra se tradujo en 1774, siendo censurada tres años después por la Inquisición, lo 
que no impediría, sin embargo, su difusión entre los círculos de juristas más progresistas. Es 
importante consignar, tal y como lo hace Francisco Tomás y Valiente (Manual de historia del derecho 
español, Madrid, Tecnos, 1987, p. 494) que el pensamiento de Beccaria no era completamente 
nuevo, sino que sintetizaba aquello que ya fluía en el ambiente intelectual de la época, sabiéndolo, 
eso sí, recoger y sintetizar magistralmente. 

























La ͞legalidad de los delitos Ǉ las peŶas͟, también de muy buena acogida entre los 
filósofos y juristas,150 exigía una reformulación de las leyes existentes, de manera que 
todos los países de la Europa ilustrada se lanzaron en la formulación de códigos penales 
coherentes con estos principios; España también se unió a este espíritu codificador, 
aunque con un retraso considerable respecto al resto de países, pues el primer código 
penal que llegó a funcionar fue el sancionado en 1848.151 
 
La búsqueda de ͞proporcionalidad͟ entre la pena y el daño causado fue otra de las ideas 
bien recibidas, porque cuadraba perfectamente con el espíritu racional de la época. El 
ideal ilustrado pretendió aplicar una geometría perfecta entre el daño causado por el 
delincuente y el castigo adecuado al mismo; por tanto, debía haber una diferenciación 
sustaŶtiva, uŶa gƌaduaĐióŶ, eŶtƌe las difeƌeŶtes ͞peŶas͟ a apliĐaƌ, eŶ fuŶĐióŶ de la 
gravedad del mal realizado por el sujeto. 
 
                                                 
150 Este principio se consignaría en la Declaración de los Derechos del hombre y del ciudadano 
de 1789, en cuyo artículo 7 puede leerse: ͞La leǇ sólo puede estaďleĐeƌ peŶas estƌiĐta Ǉ 
evidentemente necesarias y nadie puede ser castigado salvo en virtud de una ley establecida y 
pƌoŵulgada aŶteƌioƌŵeŶte al delito Ǉ legalŵeŶte apliĐaďle͟. 
151 Otros países habían aprobado su primer código penal antes de finalizar el setecientos; es el caso 
de Rusia, que lo aprobó en 1769, el de Prusia, sancionado en 1870, Austria, en 1787, y Francia, 
en 1791. 
Fig. 2.2: Portada del libro BECCARIA, C.: DEI DELITTI E DELLE PENE, VENECIA, 1781, TOMO II (9a ED.). 
Fuente: Reproducción fotográfica facsimilar del original perteneciente al fondo de la Biblioteca de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Sevilla , <http://bib.us.es/derecho/recursos/pixelegis > 
[Consulta: 30/08/2005] 
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Suprimir la pena de muerte y las torturas fueron puntos en los que no hubo consenso.152 
Sin embargo, el espíritu ilustrado sí impulsó un trato más digno para los presos 
preventivos y los sentenciados, especialmente a raíz del gran reclamo realizado por 
Howard en su libro El estado de las prisiones (1776),153 obra que sería considerada por el 
jurista español Francisco Lastƌes Đoŵo uŶ ͞verdadero evangelio de la reforma 
penitenciaria͟,154 pues constituye una denuncia desgarradora de la situación de los 
presos en las cárceles europeas –había visitado personalmente las de varios países–,155 e 
incluye propuestas de necesaria humanidad y urgencia a aplicar en ellas. Esta obra 
supuso una verdadera bofetada en la conciencia de las élites ilustradas, inaugurando así 
una línea de acción y pensamiento de carácter humanitario y filantrópico, una de las 
vertientes que tomará la reforma penitenciaria del XIX. 
 
Beccaria y Howard constituyen el dúo que canalizó las ideas ilustradas hacia el ámbito 







                                                 
152 El debate sobre la abolición o mantenimiento de la tortura en España fue impulsado por la obra 
de Beccaria, aunque ya durante los siglos anteriores se habían levantado fuertes voces en su contra 
(Bernardino de Sandoval, Alfonso de Acevedo, Pedro de Castro, Padre Feijoo). Sería en 1814 cuando 
la tortura en las cárceles españolas quedaría legalmente suprimida. La pena de muerte perviviría 
muchos años más, pues se consideraba eficaz para la inhibición de los actos delictivos más graves. Sin 
embargo, se modificaron las formas de llevarla a cabo, eliminando la espectacularidad y pomposidad 
con que en siglos precedentes se ejecutaba (aunque España sería uno de los países que más 
tardíamente modificaría, por ejemplo, el lugar para cumplir la pena de cadalso, pues todavía a finales 
del XIX las ejecuciones eran públicas, mientras que en la mayoría de países vecinos se realizaban ya 
en el interior de las cárceles). 
153 Su primera edición se publicó en 1776, a la que pronto siguieron nuevas ediciones. En 1788 fue 
traducido al francés, y esta sería la versión que manejarían los ilustrados españoles. 
154 LA“TRE“, F.: ͞IŶfoƌŵe pƌeseŶtado eŶ el CoŶgƌeso PeŶiteŶĐiaƌio de Roŵa de ϭϴϴϱ͟, ƌepƌoduĐido eŶ 
LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, Madrid, Establ. tipográf. de Pedro Núñez, 1887, p. 10. 
155 El viaje emprendido por Howard lo llevó por Holanda, Bélgica, Francia, Alemania, Rusia, Italia, 
Portugal y también España, cuya visita realizó en el año 1783. Las cárceles que visitó padecían más o 
menos los mismos defectos: hacinamiento, mezcla de presos de todas las edades, sexos y 
condiciones mentales, insalubridad, etc. Sólo algunos centros se salvaron de la crítica de este 
filántropo y reformador social, entre ellos, dos españoles: la prisión de Burgos, que había sido 
inaugurada en 1778, y el hospicio de San Fernando de Madrid. Inicialmente sorprende la alusión a 
este último establecimiento, teniendo en cuenta que todos los estudios realizados sobre él aluden a 
su mal funcioŶaŵieŶto ;véase, poƌ ejeŵplo, “OUBEYROUX, J.: ͞El eŶĐueŶtƌo del poďƌe Ǉ la 
soĐiedad...͟, op. Đit., pp. 108-117, o SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria en España, op. cit., vol. I, 
pp. 68-89). Sin embargo, para la época que lo visitó, y en comparación con otros establecimientos, 
cabe decir que era una institución bien acondicionada materialmente (en cuanto a espacios, 
mobiliario y condiciones higiénicas).    




2.3.2. Los ilustrados españoles y la reforma penal 
 
De la reforma penal en España se ocuparon muchos ilustrados, influidos especialmente 
por Beccaria, pero también por las ideas de Montesquieu y las críticas y propuestas de 
Howard. El más destacado de todos ellos sería Manuel Lardizábal –el Beccaria español, 
como algunos lo han denominado–,156 aunque importantes serían también las 
propuestas y discusiones auspiciadas por Gaspar Melchor de Jovellanos, Juan Meléndez 
Valdés, Vicente Vizcaíno Pérez, Valentín de Foronda y José Marcos Gutiérrez. 
 
En el Discurso sobre las penas (1782) Lardizábal recogió gran parte de las aportaciones 
de Beccaria. Aunque su pensamiento no era plenamente ilustrado (fundamenta sus 
propuestas en base a preceptos teológicos, y no defiende el principio de igualdad ante la 
ley), sí recogió buena parte de los principios racionales del Iluminismo. A parte de sus 
ideas sobre la pena de muerte y la tortura (defensor de la primera, refractario de la 
segunda), y de la necesidad de la separación de los presos, es importante consignar 
otras bastante novedosas, como su concepción de la cárcel, que la consideraba 
adecuada como pena para algunos delitos (y no sólo como lugar de custodia de 
presuntos culpables), idea que triunfaría finalmente en la práctica penitenciaria. 
También sobresale su noción acerca de las finalidades de la pena, poniendo en primer 
lugar la corrección del delincuente y la prevención del delito, y en un segundo lugar la 
seguridad ciudadana, cuando durante siglos esta última había sido un objetivo 
fundamental. Y ligado con la idea de corregir y prevenir los delitos, Lardizábal señala la 
ŶeĐesidad de ͞Đasas de ĐoƌƌeĐĐióŶ͟, doŶde los pƌesos no se mantengan ociosos sino que 
trabajen y adquieran hábitos de laboriosidad, esenciales para evitar su introducción en 
el mundo de la delincuencia. Un dato más nos interesa de este ilustrado español, y es su 
perspicacia al señalar la ductilidad de los jóvenes en aras a su reeducación, para los que 
estas instituciones de encierro que giran en torno al trabajo serían especialmente útiles.  
 
El discurso de Lardizábal entronca con nuestra preocupación esencial, la de los jóvenes 
delincuentes, sobre los cuales no hubo inicialmente una inquietud especial, pero que a 
medida que nos acercamos y que transcurre el siglo XIX constituirá uno de los focos 
principales de la problemática penal y penitenciaria; lo primero era, sin duda, llevar un 
poco de orden a las leyes y a las instituciones penitenciarias generales que existían.  
 
 
                                                 
156 Manuel de Lardizábal y Uribe (1739-1820) fue uno de los jurisconsultos más destacados del 
reinado de Carlos III, llegando a desempeñar el cargo de Consejero de éste, y el de Alcalde del Crimen 
y de Hijosdalgo de la Real Chancillería de Granada. Sobre la importancia del Discurso sobre las penas 
puede consultarse cualquier manual sobre la historia penal y penitenciaria española de los ya citados; 
también resulta de interés la lectura del siguiente artículo de Jerónimo Betegón: ͞DisĐuƌso soďƌe las 
peŶas ;Ŷota ĐoŶ ŵotivo de su ƌeediĐióŶͿ͟, Anuario de Derechos Humanos, nº 3 (1985), pp. 669-682. 
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Pero en España las ideas ilustradas aplicadas al derecho penal tuvieron más éxito sobre 
el papel que en la práctica; la inestabilidad política y social reinante ralentizó el 
asentamiento y aplicación de dichas ideas. Desde la traducción de la obra de Beccaria, 
en el estado español se vivió un auge reformista, pero no fue hasta finales del XVIII y 
principios del XIX, con el empuje de la Revolución Francesa, cuando se percibieron las 
primeras señales de verdadero cambio.  
 
En nuestra opinión, una vertiente negativa cabe señalar, sin embargo, con relación a las 
aportaciones de la racionalidad ilustrada dentro del mundo de la justicia y las 
instituciones penitenciarias, al menos para el caso de España. Las ideas ilustradas 
supusieron un gran avance en prácticamente todos los ámbitos, excepto para el caso del 
derecho penal aplicado a la infancia y juventud delincuente. La razón fue que en la 
península las ideas ilustradas se entendieron de una forma rígida y estricta, sin una 
lectura adaptada a las realidades y circunstancias sobre las que había que aplicar las 
leyes. Por ello se legisló de forma tan absurda con relación a la multitud de penas a 
aplicar,157 y por la misma razón se puso freno a las iniciativas que quisieron adaptar los 
procesos penales y las sanciones a las particularidades de los menores. Entre las 
medidas derivadas del pensamiento ilustrado que colisionaron con las particularidades 
necesarias en los procesos y penas aplicados a jóvenes, encontramos las de la publicidad 
de los procesos, la exacta proporcionalidad de las penas, y la legalidad de los delitos y las 
penas: los procesos judiciales eran idénticos para adultos que para menores; los 
comportamientos claramente asociales de los jóvenes, en tanto no constituían delito, 
quedaban al margen de cualquier medida, ya fuera benéfica o penal; los pequeños 
delitos que podía cometer un menor entraban en la rueda penal y penitenciaria, sin 
otras posibilidades reeducativas. En definitiva, que el retraso en las políticas sociales 
harían que lo que no entraba dentro del mundo penal quedara excluido de cualquier 
otro tipo de actuación, y lo que sí entraba en él, no distinguía por cuestión de edad, por 
una idea equivocada de lo que significaba la ͞justiĐia͟ o ͞eƋuidad͟.  
 
2.4. LAS BASES DE LA REFORMA PENITENCIARIA DERIVADAS DE LA 
FILOSOFÍA ILUSTRADA  
 
Entre la segunda mitad del siglo XVIII y la primera parte del XIX se sentaron las 
directrices que habían de seguir las reformas penales y penitenciarias de los países 
europeos y de Estados Unidos, aspectos que de alguna manera ya han ido apareciendo 
en el apartado anterior, pero que conviene sistematizar. 
 
                                                 
157 Hablaremos de ello en el punto 2.5.2 de este capítulo. 




A la reforma contribuyó, no sólo Inglaterra e Italia con las propuestas de Howard y de 
Beccaria, sino también otros muchos autores y países; conviene señalar especialmente 
los Estados Unidos como un lugar de peregrinaje para los reformistas europeos, pues en 
él se gestaron dos modelos penitenciarios que serían objeto de discusión y copia por el 
resto de países (el modelo pensilvánico y el de Auburn), de los que hablaremos en este 
apartado.   
 
En general, la reforma ilustrada buscó la eficacia y la equidad de la justicia, la eficacia de 
las penas impuestas –a partir de la clarificación de las leyes–, la proporcionalidad de las 
penas y el freno a los excesos que se producían en los establecimientos penitenciarios, 
procurando la separación de presos y una mejora de las condiciones materiales. Las 
penas se humanizarían cada vez más: de aplicarse sobre el cuerpo, se buscará el alma, 
eliminando progresivamente el recurso de la tortura –que en algún período anterior ya 
se había hecho por pragmatismo, ante la necesidad de mano de obra. Es en este 
momento histórico cuando se produce el giro copernicano desde la predilección del 
castigo corporal hacia la privación de libertad como pena. Dado que la libertad era el 
valor más preciado para los ilustrados, su ausencia supondrá el mayor castigo, de ahí 
que la pena de privación de libertad (la cárcel, como la entendemos hoy en día) se 
consolidaría como la pena más extendida, porque además facilitaba la gradación de la 
condena (principio de proporcionalidad), fijando un número más o menos elevado de 
tiempo de encierro dependiendo de la gravedad del delito. En síntesis, la Ilustración 
supuso la entrada de la racionalidad dentro del mundo penal (aunque muchas veces sólo 
lo fue a nivel teórico) y la conceptualización de la cárcel como una pena en sí misma.   
 
Los edificios carcelarios, la organización interna, las técnicas correctoras, etc., todo debía 
de reformarse y adaptarse a los nuevos preceptos ilustrados. Las reformas (o las 
intenciones de reforma) se centraron especialmente en estos cuatro ejes:158  
 
a) Finalidad de la prisión: la corrección o regeneración moral del delincuente. 
b) Organización interna: clasificación y aislamiento de los presos. 
c) Método de corrección: el trabajo como elemento clave. 
d) Distribución del espacio de encierro: la cárcel panóptica. 
 
 
a) Finalidad de la prisión: la corrección o regeneración moral del delincuente 
 
Desde la filosofía ilustrada, la delincuencia era el camino que un individuo libremente 
optaba por seguir, haciendo en este sentido un mal uso de su libertad. Recluir a los que 
infringían las leyes no sólo respondía a la necesidad de expiar su culpa, sino también a la 
                                                 
158 Véase el siguiente artículo, en donde se desarrollan muy extensamente: TRINIDAD 
FERNÁNDEZ, P.: ͞La ƌefoƌŵa de las ĐáƌĐeles eŶ el siglo XIX: las ĐáƌĐeles de Madƌid͟, Estudios de 
Historia Social, nº 22-23, 1982, pp. 101-133. 
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de evitar que volviera a cometer un acto ilegal. El internamiento del delincuente se 
justificaba, no sólo porque servía para pagar su deuda con la sociedad, sino también en 
la medida en que el encierro era útil para transformar su conducta, para disciplinarlo, 
para reconstruirlo moralmente. El encierro ya no era sólo expiatorio, sino también 
correctivo, y por ello era preciso asegurar que dentro de las instituciones de encierro se 
dieran las condiciones necesarias para someter y reconducir las voluntades de los 
presos. 
 
Para alcanzar esta finalidad, se debía actuar tanto sobre la parte espiritual del reo 
(mediante la educación y, muy especialmente, la instrucción religiosa) como sobre la 
parte material (a través de la disciplina del trabajo, la gimnasia, la mejora de la higiene y 
de la alimentación, etc.). Esto implicaba un control absoluto del tiempo del preso, 
regulando de forma estricta la vida del mismo mediante horarios fijos y rutinarios, sin 
tiempos muertos dedicados –a su entender– al ocio improductivo y corruptor. Este 
control y fragmentación del tiempo que se buscó dentro del establecimiento 
penitenciario conectaría con las necesidades de la naciente sociedad capitalista o 
precapitalista, en que los ritmos de la fábrica estaban cronometrados y marcaban las 
pautas de vida.159 En definitiva, se trataba de disciplinar la mente y el cuerpo, inclinando 
los pensamientos hacia la religión y, el cuerpo, hacia el trabajo.  
 
 
b) Organización interna: clasificación y aislamiento de los presos 
 
Para cumplir satisfactoriamente con la nueva misión que le correspondía a las prisiones, 
era preciso anular el efecto pernicioso que unos presos podían provocar sobre los más 
ingenuos o los más honrados. La clasificación de los presos dentro de las instituciones de 
encierro debía realizarse en orden al sexo, edad, tipología de crimen cometido, 
experiencia delictiva y situación judicial (separación entre los pendientes de juicio y los 
ya sentenciados). Adeŵás, eŶ aƌas a evitaƌ este ͞ĐoŶtagio ŵoƌal͟, los ƌefoƌŵistas 
también abogaban por el aislamiento, aunque no hubo unanimidad respecto al grado de 
aislamiento óptimo. A partir de las experiencias que se dieron en dos puntos de los 
Estados Unidos y que se difundieron muy ampliamente por el continente europeo, los 
juristas y reformadores sociales se irían posicionando a favor de una u otra:  
 
Aislamiento absoluto (sistema pensilvánico o filadélfico, o solitary system). Este 
sistema se aplicó inicialmente en las cárceles de Filadelfia. Consistía en que el 
recluso permaneciera incomunicado día y noche en una celda individual; los 
únicos contactos del recluido se producían con las diferentes autoridades de la 
prisión, los vigilantes y el sacerdote. El preso también trabajaba dentro de la 
celda en solitario.  
                                                 
159 Véase al respecto las tesis de MELOSI, D. y PAVARINI, M.: Cárcel y fábrica, op. cit. 




Aislamiento moderado (sistema mixto, modelo Auburn, o silent system). Este 
sistema se experimentó por primera vez en la prisión de Auburn en el estado de 
Nueva York en torno a 1823, aplicándose con éxito en otras prisiones, siendo la 
de Sing-Sing una de las más representativas. El recluso debía permanecer aislado 
en su celda de noche, pero de día trabajaba con el resto de presos, aunque en un 
riguroso silencio.  
 
Los dos modelos (solitary system y silent system) habían sido impulsados por los 
cuáqueros, en un intento por trasladar las inquietudes religiosas a la vida penal 
(meditación en soledad, exhaustiva programación del tiempo en cautividad). En Estados 
Unidos ganó gran número de adeptos el sistema de Auburn, pero la vieja Europa quedó 
eclipsada inicialmente por el sistema filadélfico. Hacia finales de siglo, sin embargo, 
había más voces críticas que alabanzas a este sistema: el gran coste económico que 
suponía el aislamiento absoluto de todos los presos, la imposibilidad para implantar 
talleres y trabajo fabril bajo este sistema, y las graves acusaciones sobre los efectos 
perniciosos sobre la salud mental que provocaba la incomunicación total harían que, 
en la práctica, fuese el sistema de aislamiento moderado el que más ampliamente se 
aplicase en las cárceles europeas.160 
                                                 
160 En general, todas las críticas al sistema pensilvánico giraron en torno a la dureza de la 
incomunicación, los efectos perversos que causaba sobre la salud mental, su ineficacia para la 
corrección del penado, y el excesivo coste del diseño arquitectónico. También el hecho de que este 
sistema imposibilitara la explotación de talleres hizo todavía inclinar más la balanza hacia el modelo 
de Auburn, aunque los conflictos con la industria libre por la cuestión de la competencia desleal 
supondría después un freno para la instalación de talleres en las prisiones. Los defensores del 
sisteŵa peŶsilváŶiĐo alegaďaŶ, poƌ ĐoŶtƌa, Ƌue la ͞Đoŵpleta͟ soledad del preso permitía el diálogo 
con uno mismo, y ello le podía llevar a la corrección y la transformación del alma (a lo que también 
debían ayudar las visitas de personas piadosas y honestas, que podían contactar con los reclusos, y 
que hacían que realmente no fuese un aislamiento total); cualquier contacto entre los presos era 
nefasto, fuente de corrupción, y por ello el sistema de Auburn no lo conceptuaban adecuado. Las 
dificultades para mantener el silencio en las prisiones en las que se aplicaba el sistema de Auburn era 
otro punto a favor del pensilvánico; con suma frecuencia se recurría al uso del látigo para asegurar el 
mutismo entre los reos, lo cual se podía observar como una práctica un tanto cruel y alejada de los 
nuevos planteamientos penitenciarios. Sobre las controversias en relación con la aplicación de uno u 
otro sistema, véase especialmente HENRIQUES, U.R.Q.: "The rise and decline of the separate system 
of prison discipline", Past and Present, nº 54 (1972), pp. 61-93, y también HERRERO HERRERO, C.: 
España penal y penitenciaria (historia y actualidad), Madrid, Dirección General de la Policía, División 
de Enseñanza, 1986, pp. 310-324, y ROTHMAN, D.J.: The discovery of the asylum, op. cit., pp. 79-108. 
Para el análisis de las causas del declive de ambos sistemas, véase la tercera obra citada, pp. 240-247. 
España, que se inclinaría inicialmente hacia el sistema pensilvánico, contaría con importantes autores 
contrarios a este modelo: Vicente Boix, Mariano Cubí y Soler, Antonio Aguilar y Correa, Manuel 
Montesinos, José María Canalejas, Pedro Gómez de la Serna, Francisco Lastres, etc. Durante el 
Sexenio, la oposición al sistema pensilvánico continuó. Concepción Arenal inicialmente defendió el 
sistema de aislamiento absoluto, para luego matizar su opinión, señalando la oportunidad del 
aislamiento para la prisión preventiva, y el sistema auburn para el cumplimiento de condena. En el 
Congreso penitenciario de Estocolmo, celebrado en 1878, se discutió la utilidad y aplicación del 
aislamiento absoluto (véase LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., pp. 61-62). A finales del 
siglo XIX, parecía evidente la utilidad del régimen celular (con aislamiento día y noche) para la prisión 




Este principio, el de dividir y clasificar los internos, se haría extensible a otras 
instituciones de encierro (asilos, hospicios, etc.), donde también se consideraba 
necesario introducir mejoras organizativas en aras a conseguir el objetivo correccional 
que perseguían. Para cada grupo precisaban una casa o departamento separado de los 
demás y ajustado a sus características; pero los elevados costes supusieron también un 
freno a la práctica de este planteamiento.  
 
 
c) Método de corrección: el trabajo como elemento clave 
 
La ociosidad de las personas se consideraba la causa y fuente de todos los vicios. El 
trabajo, en consecuencia, era visto como un elemento terapéutico, un remedio contra 
las pasiones, los desórdenes, la inmoralidad, y un bastión para la normalización de las 
costumbres. En conexión con las necesidades de mano de obra del momento histórico 
en que nos basamos, estadistas y filántropos coincidieron en señalar las bondades del 
trabajo. 
 
Así pues, las necesidades disciplinarias del naciente capitalismo llevaron a una apología 
del trabajo que tendría como consecuencias la recogida de los vagos y mendigos que 
pululaban por las ciudades (para encerrarlos y emplearlos en talleres) y la implantación 
del trabajo en las prisiones. En definitiva, se trataba de convertir en trabajadores 
suŵisos Ǉ ĐiudadaŶos ͞útiles͟ a los deseƌtoƌes del tƌaďajo.  
 
 
d) Distribución del espacio de encierro: la cárcel panóptica 
 
Hasta el siglo XIX, lo que se valoraba de los edificios que servían como cárceles era que 
imposibilitaran las evasiones. Pero con la transformación de la cárcel, que dejaba de ser 
lugar de custodia y se convertía en lugar para cumplir la pena impuesta, era preciso que 
el espacio de las mismas permitiera la corrección, para lo cual era necesaria la 
separación de presos, el aislamiento, los talleres para trabajar, y un control y vigilancia 
constante.   
 
El modelo ideal por el que suspirarían la mayoría de tratadistas sería el famoso 
panóptico del utilitarista inglés Jeremy Bentham, que permitía cumplir con los 
requerimientos de encierro de presos con el mínimo de personal y las máximas garantías 
de control y vigilancia.161  
                                                                                                                                                  
preventiva, pero para la ejecución de la condena todavía no se había llegado a ningún consenso 
sobre el sistema más adecuado a aplicar. 
161 Vid. BENTHAM, J.: El panòptic, Barcelona, Edicions 62 / Diputació de Barcelona, 1985. 




El edificio panóptico se 
planteaba con forma 
circular, y consistía 
básicamente en dos 
edificios concéntricos: el 
anillo exterior estaría 
conformado por varios 
pisos con las celdas de los 
presos, y el anillo interior 
sería una torre situada 
justo en el centro, 
cubierta con una celosía 
que impediría ver su 
interior pero que sin 
embargo posibilitaría la 
vigilancia de las celdas del exterior. Esta estructura transmitía a los confinados la 
sensación de estar en todo momento bajo control y vigilancia, gracias a la inspección 
central del diseño arquitectónico.162  
 
El panóptico resumía, así, las ideas sobre el poder y autoridad vigentes en el momento: 
asegurar un control discreto, pero continuo e implacable.163 Pero además de esto, la 
propuesta de Bentham permitía: 
- Confirmar la seguridad interior y exterior del edificio, sin necesidad de 
fortificaciones ostentosas. 
- Clasificar a los presos y mantenerlos aislados entre sí –aunque no de forma 
absoluta, por considerarlo inconveniente. 
- Introducir el trabajo dentro de la prisión, de manera que los presos pudieran 
trabajar en beneficio de su corrección.  
                                                 
162 La idea de la inspección central no era, sin embargo, completamente novedosa. Ya Giginta lo 
proponía en el siglo XVI, antes de que se popularizara el panóptico. Y muchas de las instituciones de 
encierro erigidas antes de la publicación de la obra de Bentham ya consideraban el principio de la 
inspección central. La Cárcel de Corte de Madrid, construida de nueva planta entre 1629 y 1638 es 
taŵďiéŶ uŶ aŶteĐedeŶte Đlaƌo a las ideas paŶóptiĐas, pues el ͞veƌ siŶ seƌ visto͟ haďía sido teŶido eŶ 
cuenta a la hora del diseño arquitectónico (ROLDÁN BARBERO, H.: Historia de la prisión en España, 
op. cit., p. 49). Vid. FOUCAULT, M.: El ojo del poder, Madrid, La Piqueta, 1979 (y el estudio de 
M. J. Miranda publicado conjuntamente con esa obra). Lo realmente novedoso del panóptico de 
Bentham fue la claridad y precisión en la presentación de su propuesta. 
163 El tema concreto del panóptico Ǉ de la ͞Ŷovedad͟ Ƌue pƌesupoŶía BeŶthaŵ lo tƌata FouĐault eŶ El 
ojo del poder, op. cit., y en Vigilar y castigar, op. cit., pp. 199-230. Los debates y revisiones críticas 
sobre los estudios de Foucault también merecen mencionarse, especialmente los de JONES, C. y 
PORTER, R. (eds.): Reassessing Foucault. Power, medicine and the body, London, Routledge, 1994, y la 
recopilación de PERROT, M. (ed.): L'impossible prison: recherches sur le système pénitentiaire au XIXe 
siècle: débat avec Michel Foucault, Paris, Éditions du Seuil, 1980. 
 
 
Fig. 2.3: Panóptica de Bentham  
Fuente: FRAILE, P.: Un espacio para castigar, Barcelona, Edicions del Serbal, 1987,  
p. 134. La imagen corresponde a la aparecida en la obra de VILLANOVA y JORDÁN, J.: 
Aplicación de la panóptica de Bentham, 1834. 
 CAP. 2: Evolución del pensamiento y la legislación penal y penitenciaria 
 
110 
En general, los ilustrados se preocuparon por la distribución de los espacios, para 
asegurar la vigilancia y la salubridad, pero no sólo en cárceles sino en todo tipo de 
instituciones de encierro y donde se reunían o debían convivir gran cantidad de 
personas. A la racionalización del espacio y la fiscalización y control del comportamiento 
de las comunidades daría respuesta el proyecto de Bentham. Por ello el panoptismo 
arquitectónico presidió el sueño del racionalismo ilustrado del XIX. Pero como otras 
ideas y aspiraciones, fueron más las palabras de halago que los proyectos realizados en 
la línea de la propuesta de este insigne jurisconsulto inglés, y no sólo aquí en España, 
sino en toda Europa.  
 
2.5. EVOLUCIÓN DE LA REFORMA PENITENCIARIA EN ESPAÑA 
 
El anhelo de reforma penal y penitenciaria en el XIX se vio materializado en varios 
congresos penitenciarios que se empezaron a celebrar en diversas ciudades del 
continente; el primero de ellos en Frankfurt, en 1846, continuó en Bruselas (1847), 
después nuevamente en Frankfurt (1857), luego Londres (1872), Estocolmo (1878), 
Roma (1885)... España, si bien no ajena del todo a estos encuentros, sí fue un tanto 
perezosa en la materialización de los proyectos reformistas. La legislación fue muchas 
veces con retraso, otras veces avanzada, pero siempre tarde en aplicarse. Como han 
señalado diversos autores, ͞la síntesis doctrinal del sistema penitenciario español es 
propia, y se llama penuria presupuestaria.͟164 La lenta dinámica de la reforma 
penitenciaria en España se explica efectivamente por las condiciones económicas que 
enmarcan el ochocientos, muy ligadas con la delicada situación política y social del 
momento, a la cual hacíamos referencia en el capítulo anterior. Sólo algunas 
experiencias exitosas merecen nombrarse, pero por sus particularidades no se pudieron 
imitar en otros puntos del país. 
 
                                                 
164 GÓME) BRAVO, G.: ͞Caƌtogƌafías peŶales paƌa la España del siglo XIX͟, Taller de Historia dirigido 
por L.E. Otero Carvajal, Universidad Complutense de Madrid [en línea], 
<http://www.ucm.es/info/hcontemp/leoc/taller/cartografias.htm>, [consulta: 5/9/2005]. Para una 
revisión rápida del proceso de la reforma penitenciaria de España, véase LASTRES, F.: Estudios 
penitenciarios, op. cit., pp. 7-30. También resulta de interés, por los comentarios críticos, CANALEJAS, 
J.M.: Cuestiones penitenciarias. Del estado actual de nuestros presidios y de su reforma a favor de los 
intereses materiales del pais y de la moralizacion de los penados, Madrid, Impr. de Manuel Alvarez, 
1855. Más recientemente, puede consultarse el trabajo de FRAILE, P.: Un espacio para castigar. La 
cárcel y la ciencia penitenciaria en España (XVIII-XIX), Barcelona, Edicions del Serbal, 1987; y también 
el de GARCÍA VALDÉ“, C: ͞El desaƌƌollo del sisteŵa peŶiteŶĐiaƌio eŶ España. Histoƌia de uŶa 
tƌaŶsiĐióŶ͟, Revista de Estudios Penitenciarios, nº 249 (2002), pp. 13-20. Este último autor es una 
referencia obligada para situar el mundo penitenciario contemporáneo. También son de obligada 
consulta los trabajos de Francisco Tomás y Valiente, especialmente por su estudio de la reforma 
penal ilustrada y la interpretación del proceso codificador decimonónico. 








La primera mitad del siglo XIX fue fundamental para asentar las reformas que en materia 
penal y penitenciaria se quisieron implantar. Fue el momento en que se crearon las 
primeras asociaciones de socorro a los presos pobres, se conocieron las experiencias 
novedosas extranjeras, se elaboraron expedientes e informes sobre cárceles, se 
publicaron ordenanzas sobre presidios y arsenales... Una preparación del terreno para la 
verdadera reforma, que todavía tardaría en materializarse. La inestabilidad política y 
económica de esta primera mitad de siglo impediría llevar a cabo políticas de 
optimización social, posibilitando casi exclusivamente políticas de mantenimiento social. 
Las causas de esa inestabilidad eran diversas y de gravedad: la guerra del francés con la 
que prácticamente se inauguró el siglo, la sublevación e independencia de buena parte 
de las colonias americanas, el absolutismo y las ideas liberales en pugna constante, con 
un triunfo de los liberales efímero (1820-1823), la represión de los opositores a los 
regímenes vigentes, y las primeras guerras carlistas.   
 
 
a) Las primeras asociaciones filantrópicas 
 
A semejanza de lo que había sucedido en otros países europeos y en Estados Unidos, a 
finales del XVIII y principios del XIX se crearon en España sociedades filantrópicas que 
tenían por objeto la mejora de las condiciones de las cárceles; en algunos casos, estas 
asociaciones propusieron medidas alternativas a las penas existentes o modificaciones 
importantes en las instituciones penitenciarias. 
 
Las sociedades más importantes fueron las asentadas en Madrid capital: la Asociación de 
Señoras (creada en 1787) y la Real Asociación de Caridad (comúnmente conocida como 
Buen Pastor, promovida por el conde de Miranda en 1799, siendo una derivación de la 
anterior). Estas asociaciones –así como otras análogas, bajo el mismo nombre, que 
surgirían en otras ciudades españolas– tenían como objetivo principal mejorar la 
situación en que vivían los presos en las cárceles madrileñas, partiendo de una 
concepción cristiana de caridad, y desde una postura utilitaria de querer hacer útiles a 
los presos para la sociedad. Se dedicaron fundamentalmente a suministrar comida, ropa, 
trabajo y consuelo a los encarcelados.165 Pero fueron más allá de la simple asistencia 
                                                 
165 Con relación al trabajo, Buen Pastor procuró impulsar la instalación de talleres en las prisiones, en 
los cuales debían trabajar los presos agrupados según su edad y la tipología de delito cometido. La 
asociación pagaba un jornal a los presos y comercializaba los productos elaborados, hecho que 
constituyó motivo de queja por parte de los artesanos libres, y el principal inconveniente para el 
desarrollo de los talleres. A la problemática por el trabajo en los centros de encierro y los talleres 
libres ya hemos hecho referencia anteriormente, y nos veremos obligados a volver a hablar de ello en 
otros puntos de este trabajo, pues fue un asunto verdaderamente complejo que confrontaba las 
 CAP. 2: Evolución del pensamiento y la legislación penal y penitenciaria 
 
112 
material y psicológica, pues, entre otras iniciativas, la Asociación de Señoras llegó a crear 
una sala de corrección exclusiva para presas adolescentes de entre diez y dieciséis años 
en la Cárcel de Corte madrileña,166 y la asociación del Buen Pastor llegó a proponer la 
creación de un establecimiento penitenciario nuevo (una "casa de corrección") acorde 
con las ideas más avanzadas del momento, así como pretendió crear un departamento 
para jóvenes presos varones.167   
 
Las aportaciones de ambas asociaciones eran innovadoras en un momento en que 
prácticamente nadie en nuestro país prestaba atención a las cuestiones penitenciarias. 
La concepción correccionalista de la cárcel basada en el trabajo, la educación y la 
separación de presos, así como sus luchas porque esto se materializara en las cárceles 
madrileñas, hacen de estas asociaciones un hito importante en la renovación 
penitenciaria de España.  
 
La asociación del Buen Pastor, analizada en muchos estudios,168 fue el antecedente 
directo (o el modelo) de la Sociedad para la mejora del sistema carcelario, penal y 
correccional de España, fundada también en Madrid en 1840, y de la que hablaremos en 
un capítulo posterior. Esta segunda asociación presenta muchos paralelismos con la 
anterior: ambas sociedades pretendían, entre otras cosas, socorrer e instruir los presos, 
introducir el trabajo en las prisiones, y separar los presos más jóvenes de los adultos. 
Sería la asociación creada en 1840 la que finalmente haría realidad la creación de una 
cárcel para jóvenes.  
 
                                                                                                                                                  
necesidades económicas del centro y los reclusos, y las necesidades disciplinarias de estos segundos, 
con los intereses de los trabajadores libres. 
166 Vid. CADALSO y MANZANO, F.: Instituciones penitenciarias y similares en España, Madrid, José 
Góngora, 1922, pp. 695-696., y DEMERSON, P. de: María Francisca de Sales Portocarrero (Condesa de 
Montijo). Una figura de la Ilustración, Madrid, Editora Nacional, 1975, pp. 184-200. 
167 La acción de esta asociación, así como la de mujeres, quedó frenada a partir de la guerra contra 
los franceses y el regreso de Fernando VII. Los proyectos minuciosamente estudiados y presentados 
no se llevaron a cabo, y las mejoras puntuales no pudieron extenderse como se pretendía: sólo se 
introdujo el trabajo en un pequeño sector de las cárceles, la reforma de los edificios que pretendía 
fue escasa, y la separación de presos (incluso de los jóvenes) no se aplicó hasta mucho más adelante. 
A esta falta de eficacia colaboraron los problemas económicos de la propia asociación, así como la 
inestabilidad política del momento. Sin embargo, logró superar ese período crítico, y por eso 
encontraremos esta asociación en el capítulo 5 cuando hablemos de los orígenes de la Cárcel de 
Jóvenes de Madrid. De hecho, una R.O. de 9 de marzo de 1837 autorizó a Buen Pastor a seguir 
desempeñando sus funciones piadosas en las cárceles, pese a que eran ya los municipios los 
encargados de gestionar estos establecimientos; ello da idea de su relanzamiento tras ese inicio de 
siglo tan poco propicio. Para profundizar sobre la Asociación de Buen Pastor, véase especialmente 
SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria en España, op. cit., vol. I, pp. 239-393; también, TRINIDAD 
FERNÁNDE), P.: ͞La ƌefoƌŵa de las ĐáƌĐeles eŶ el siglo XIX: las ĐáƌĐeles de Madƌid͟, op. Đit., pp. ϴϴ-93; 
BURILLO ALBACETE, F.J.: El nacimiento de la pena privativa de libertad, op. cit., pp. 65-69; y 
DEMERSON, P. de: María Francisca de Sales..., op. cit., pp. 184-200. 
168 Véase nota anterior. 








En las primeras décadas del XIX se realizaron una serie de expedientes y dictámenes 
para conocer el estado de las cárceles en sus diferentes aspectos (forma y estado de los 
edificios, condiciones higiénicas, régimen de funcionamiento, etc.) y también para 
proponer mejoras con relación a los puntos débiles que se detectaran.  
 
El primero de los informes que conocemos, realizado a instancias del gobierno, se 
empezó a elaborar en 1814, y se concluiría cuatro años después, tras una laboriosa e 
insistente recogida de las anotaciones de los propios alcaides de las cárceles españolas. 
El segundo de los informes, que se dio a conocer en 1820, fue el realizado por una 
entidad privada, la Sociedad Económica de Madrid, que ahondó sobre la situación de las 
cárceles de esa ciudad. Un tercer informe, elaborado por una comisión especial 
nombrada por las Cortes en los primeros pasos de la andadura liberal (septiembre de 
1820), marcaría nuevas pautas para el arreglo y mejora de las cárceles en todo el 
territorio español –misión para la cual había sido creada esta comisión–, pero no se 
desmarcaría de lo ya señalado en los expedientes anteriores.169 Y es que los tres 
informes señalaban los mismos problemas, que eran, de hecho, prácticamente los 
mismos que presentaban las cárceles hacía décadas e incluso siglos: condiciones 
higiénico-sanitarias muy deficientes, condiciones estructurales inadecuadas, predominio 
de la ociosidad entre los presos, mezcla de presos, etc.  
 
En definitiva, nos encontramos con unos expedientes e informes elaborados en las 
primeras décadas del XIX que ya dan una idea bastante fiel y real de la situación de las 
cárceles en este periodo histórico, y que ya señalan el camino a seguir. Sin embargo, los 
problemas observados se repetirían a lo largo del XIX. Las soluciones que habían dado 
estos informes serían construir nuevas cárceles, clasificar a los penados, mantener 
ocupados a los internos, y acabar con los abusos de los alcaides. En estas reformas se 




                                                 
169 La comisión estaba formada por Vargas Ponce, Ramón Arispe, Álvarez Guerra, Villanueva y Jordán, 
Priego, Canoval, Francisco Navarro, Serafín Ugarte e Istúriz. Entre las propuestas de esta comisión de 
1820, se encontraban las siguientes: eliminación de las penas aflictivas, prohibición del uso de 
encadenamientos (excepto en casos de furia o demencia), potenciación del trabajo dentro de las 
cárceles (a partir de Juntas de Caridad) por el valor reeducador y el beneficio económico que se podía 
extraer, separación de presos, construcción de nuevas cárceles según el modelo panóptico, supresión 
de las cárceles como propiedad arrendable. Este dictamen venía acompañado por un proyecto de ley 
para su aprobación por las Cortes, que la vuelta al absolutismo truncó. Vid. TRINIDAD FERNÁNDEZ, P.: 
͞La ƌefoƌŵa de las ĐáƌĐeles eŶ el siglo XIX...͟, op. Đit., pp. 95-97; BURILLO ALBACETE, F.J.: El 
nacimiento de la pena privativa de libertad, op. cit., pp. 73-75. 
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c) El conocimiento de experiencias innovadoras 
 
Las nuevas tendencias extranjeras en materia penal y penitenciaria se conocieron en 
España con prontitud. Las ideas de Bentham fueron ampliamente difundidas en el libro 
de Jacobo Villanova y Jordán Aplicación de la panóptica de Bentham, publicado en 
1834,170 y las prácticas penitenciarias llevadas a cabo en diversos países europeos 
también tuvieron eco en territorio español, gracias a la traducción de obras en que se 
explicaba el funcionamiento de instituciones novedosas (como la traducción realizada en 
1801 por Ventura de Arquellada de la obra de La Rouchefoucauld-Liancourt en la que se 
explicaba el funcionamiento del establecimiento de Filadelfia)171 y gracias también a  las 
visitas que, con encargo directo del Rey o por interés propio, llevarían a cabo algunos 
reformistas y estudiosos españoles, como Marcial Antonio López y Ramón de la Sagra.172  
 
 
d) La reforma de la legislación penal y penitenciaria 
 
Las leyes que regían el ámbito de lo penal y penitenciario precisaban una reforma 
urgente, para su adaptación a los nuevos aires racionales procedentes de la Ilustración. 
La legislación vigente hasta el siglo XIX era compleja, desordenada, difícil de conocer y 
                                                 
170 La obra, sin embargo, había sido escrita en 1819. Precisamente en esa fecha este autor 
presentaba a Fernando VII un modelo de cárcel de inspección central basado en el panóptico de 
Bentham. Otros pensadores que ayudaron a difundir las ideas benthamianas fueron Ramón Salas, 
profesor del Colegio de Filosofía de la Universidad de Salamanca, y Toribio Núñez, que en 1835 
publicaba Ciencia social según los principios de Bentham. Vid. ROLDÁN BARBERO, H.: Historia de la 
prisión en España, op. cit., p. 93 y ss.  
171 Des prisons de Philadelphie, publicado originalmente en 1796. La obra de Arquellada llevaría por 
título Noticia del estado de las cárceles de Filadelfia. También José Marcos Gutiérrez aludía, aunque 
brevemente, a los nuevos sistemas penitenciarios norteamericanos en su obra Práctica criminal de 
España, publicada en 1804. 
172 Marcial Antonio López, exdiputado de las Cortes, formó parte de una comisión nombrada por el 
monarca para visitar precisamente los establecimientos extranjeros de más renombre. Fruto de estas 
visitas publicó, en dos volúmenes, la obra que llevaba por título Descripción de los más célebres 
establecimientos penales de Europa y los Estados-Unidos, seguida de la aplicación práctica de sus 
principios y régimen interior a las Casas de Correccion, Fuerza y Reconciliacion que pudieran 
plantearse en España (Valencia, 1832). Previamente a esta experiencia, Marcial Antonio López había 
participado en la elaboración del Código penal, y había formado parte de otra comisión encargada de 
elaborar el reglamento general de presidios (véase nota 345 del capítulo 4). Ramón de la Sagra 
constituye otra de las referencias fundamentales del reformismo penitenciario español del 
ochocientos, y una figura clave en el desarrollo de la primera experiencia de cárcel para jóvenes en 
España (hablaremos de él en los capítulos 5 y 6). La Sagra conoció multitud de instituciones 
extranjeras, gracias a los viajes que por motivaciones personales realizó a diversos países europeos y 
de Estados Unidos. El resultado de sus visitas se materializó en diversos trabajos: Cinco meses en los 
EUA de la América del Norte, Paris, Impr. de Pablo Renouard, 1836; Atlas carcelario ó coleccion de 
laminas de las principales carceles de Europa y de America, Madrid, Impr. del Colegio Nacional de 
Sordo-mudos, 1843; Notas de viage, escritas durante una corta escursion á Francia, Bélgica y 
Alemania, Madrid, Impr. de la Guía del Comercio, 1844; Relacion de los viajes hechos en Europa, bajo 
el punto de vista de la instruccion y beneficencia pública, la represion, el castigo y la reforma de los 
delincuentes, Madrid, Impr. de Hidalgo, 1844, 2 vols. En esta primera mitad de siglo también había 
conocido las experiencias de Estados Unidos el frenólogo catalán Mariano Cubí y Soler.  




de aplicar... Razones de claridad jurídica, viabilidad y eficacia procesal práctica, y hasta 
motivos humanitarios, justificaban la necesidad de un código penal. Pero diversas 
dificultades impidieron su elaboración, optándose por realizar la Novísima Recopilación, 
que salió a la luz en 1805.173 Hasta el trienio liberal no se volvió a retomar la idea de un 
nuevo código penal, y cobró importancia en ese momento por la necesidad imperiosa de 
ajustar las leyes a la constitución reestablecida, la de 1812. En 1822 daría a luz, pues, el 
primer código penal de España, haciéndose eco del ambiente constitucionalista de la 
época al establecer garantías peno-procesales, garantía ejecutiva de las penas, y 
asumiendo los principios de legalidad criminal y penológica.174 La pronta reinstalación 
del absolutismo prácticamente imposibilitó su puesta en práctica, volviendo a quedar 
vigente la Novísima Recopilación; el panorama jurídico-penal iniciaba así un paso atrás, 
contra la corriente cultural dominante. Habría que esperar hasta mediados de siglo para 
la aprobación de un nuevo código. 
 
Y mientras las cuestiones penales se hallaron prácticamente estancadas durante la 
primera mitad del ochocientos, los temas penitenciarios sí se fueron reformando y 
actualizando. Ya en 1804 se aprobaba una ordenanza sobre presidios y arsenales que 
desvertebraba el sistema antiguo,175 a la que siguieron otras iniciativas legislativas de 
importancia por su innovación y ajuste a los nuevos aires ilustrados. Pero la disposición 
más relevante la encontramos en 1834, con la aprobación de la Ordenanza General de 
los Presidios del Reino (aprobada por Real Decreto de 14 de abril de 1834), bajo la mano 
                                                 
173 Tal y como señala Tomás y Valiente, la Novísima Recopilación fue un claro anacronismo para 
aquellos tiempos; este autor ofrece un resumen de los defectos que contenía esta recopilación en 
Manual de historia del derecho español, Madrid, Tecnos, 1987, p. 398. 
174 El código de 1822 contiene elementos claramente novedosos e insólitos para España, por 
aprobarse en un período liberal muy creativo y claramente reivindicativo. Establece, por ejemplo, la 
privación de libertad como la principal condena, y ese mismo precepto será recogido en el código de 
1848 y ya en todos los siguientes. Contiene otros elementos que lo sitúan en el camino de la 
moderna ciencia penitenciaria: contempla la reducción de las penas por arrepentimiento y enmienda 
del culpable (art. 144), la indemnización a los injustamente perseguidos, penas más fuertes para los 
reincidentes, y abolición de los castigos perpetuos. Sin embargo, también presenta elementos 
retrógrados, continuadores de la penalidad del Antiguo Régimen, como la marca de hierro en los 
condenados a cadena perpetua, y la espectacularidad de las ejecuciones de muerte. La naturaleza de 
la pena seguía siendo aflictiva, y la finalidad de la misma, aunque no expresada de forma explícita en 
el código, correspondía a la prevención general (intimidación), aunque el código también incluye 
elementos que corresponderían a la prevención especial (intención de corrección y enmienda de los 
delincuentes). Véase HERRERO HERRERO, C.: España penal y penitenciaria, op. cit.; ÁLVAREZ 
ALON“O, C.: ͞La legitiŵaĐióŶ del sisteŵa. Legisladoƌes, jueĐes Ǉ juƌistas eŶ España ;ϭϴϭϬ-1870 
c.a.) ;IIͿ͟, Historia constitucional, nº 5, 2004, [en línea], <http://hc.rediris.es/05/indice.html> 
[consulta: 14/4/2005]; y VENTAS SASTRE, R.: La minoría de edad penal, 2002. Tesis doctoral dirigida 
por Manuel Cobo del Rosal, Universidad Complutense de Madrid, pp. 31-53. 
175 Real Ordenanza para el gobierno de los presidios arsenales de Marina, de 20 de marzo de 1804. 
Dos de los puntos más novedosos de esta ordenanza son, por un lado, el establecimiento de la 
clasificación interna de los penados y, por otro, la utilización de recompensas, estímulos y castigos 
según el comportamiento de los reos, lo cual es, a todas luces, un claro antecedente al régimen 
progresivo. 
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de Javier de Burgos, ministro que poco tiempo antes había aprobado la división 
territorial de España en provincias. La Ordenanza de 1834 supone todo un 
acontecimiento indiscutible en el avance de la reforma penitenciaria, al reorganizar la 
compleja y diversa estructura penal de España heredada del Antiguo Régimen, y al 
diseñar una administración específicamente penitenciaria, centralizada y de carácter 
civil (aunque con disciplina militar interna). La centralización fue posible gracias a la 
creación de un organismo, la Dirección General de Presidios, que dependía del recién 
estrenado Ministerio de Fomento;176 los presidios quedaron bajo la autoridad de los 
gobernadores civiles. Conviene indicar que esta Ordenanza sólo afectaba a los 
establecimientos para cumplimiento de condena (presidios y arsenales, básicamente), y 
no para los lugares de encierro preventivo (cárceles).  
 
La Ordenanza clasificaba los presidios en tres categorías, en función del tiempo de 
permanencia del recluso, aunque el funcionamiento interno de los mismos fue idéntico 
prácticamente; a pesar del nombre de uno de los establecimientos (͞depósito 
ĐoƌƌeĐĐioŶal͟) la corrección no era un fin primordial ni en ese ni en el resto de 
establecimientos. Como elementos positivos importantes, conviene señalar que 
obligaba a trabajar a todos los reclusos, tenía en cuenta la conducta del reo para rebajar 
la condena (introduciendo así un elemento del llamado sistema progresivo),177 y 
establecía la separación de los menores de 18 años del resto de reclusos, a la vez que les 
obligaba a asistir a la escuela.178 
 
Fig. 2.4:  ORDENANZA GENERAL DE LOS PRESIDIOS DEL REINO  
(Real Decreto de 14 de abril de 1834) 
 
TIEMPO DE CONDENA  
DE LOS RECLUSOS 
TIPO DE 
ESTABLECIMIENTO 
TIPO DE TRABAJO EN 
ESTE ESTABLECIMIENTO 
Menos de 2 años Depósito correccional 
Trabajos dentro del 
establecimiento o de la 
ciudad 
De 2 a 8 años Presidios peninsulares Obras públicas 
Más de 8 años Presidios de África 
Mantenimiento de las 
plazas 
      
     Fuente: elaboración propia 
 
 
                                                 
176 Hasta ese momento, los establecimientos penales habían dependido en gran medida del 
Ministerio de Guerra y de otros ministerios, como el Ministerio de Hacienda. La Dirección General de 
Presidios pervivirá hasta la entrada en el siglo XX, variando su nombre y su dependencia ministerial. 
Véase BURILLO ALBACETE, F.J.: El nacimiento de la pena privativa de libertad, op. cit., p. 96; 
HERNÁNDEZ IGLESIAS, F.: La beneficencia en España, Madrid, Establ. tipográf. de Manuel Minuesa, 
1876, vol. II, p. 742. 
177 El artículo 303 de la Ordenanza de 1834 permitía la reducción de la condena a aquellos que 
hubiesen observado buena conducta. 
178 Los aspectos vinculados al tratamiento diferenciado de los menores los abordaremos con más 
detalle en el capítulo siguiente. 




La Ordenanza de 1834 introdujo elementos de racionalidad en el panorama 
penitenciario, rompiendo así con las prácticas del Antiguo Régimen, aunque mantuvo 
elementos propios del sistema anterior (la disciplina militar interna dentro de los 
presidios, la promiscuidad de los internos, el recurso a la violencia como mecanismo de 
orden interno, y el mantenimiento de algunos castigos claramente lesivos a la dignidad 
de la persona, como la pena de palos, azotes y argolla).  
 
Esta disposición, que muy pronto se completó con tres reglamentos que acabaron de 
matizar el funcionamiento interno de las instituciones, fue el esqueleto legislativo que se 
conservó durante todo el XIX, pese a las múltiples modificaciones y matizaciones que se 
harían con posterioridad, para su adaptación a los códigos penales y a otras 
disposiciones legislativas de importancia.  
 




Fuente: FRAILE, P.: Un espacio para castigar. La cárcel y la ciencia penitenciaria en España (XVIII-XIX), Barcelona, Edicions del Serbal, 
1987, p. 89.  
 
 
En cuanto a las penitenciarías de mujeres, también se avanzó significativamente, 
poniéndolas todas bajo la Dirección General de Presidios en 1846179 y creando cinco 
años más tarde la Inspección General de Casas de Corrección de Mujeres, nombre que 
recibían estos establecimientos por entonces.180 En 1847, y siguiendo la misma línea que 
los presidios, las penitenciarías para mujeres contaron con un reglamento propio. Fue a 
partir del año 1869 cuando las mujeres fueron ubicadas en dependencias anejas a los 
presidios de hombres.  
 
                                                 
179 R.D. 1 abril 1846. 
180 R.O. 22 diciembre 1851. 
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Con relación a las cárceles, en mayo de 
1838 se aprobaban las Bases para el 
arreglo de las cárceles, que habían 
sido elaboradas por una Comisión de 
reforma formada tres meses antes, 
ante la premura de conformar un 
reglamento general para las cárceles 
del territorio español que viniera a 
sustituir las inconexas regulaciones 
particulares existentes.181 Además de 
la separación por sexos y edades, y de 
los talleres, estas bases insistieron en 
otras formas de clasificación que hasta 
entonces no se tenían en cuenta o no 
se respetaban: separación entre 
detenidos y condenados, separación 
entre los que presuntamente habían 
cometido delitos muy graves y delitos 
menores, etc. También estas bases 
señalaban la ubicación que debían 
tener las cárceles: fuera del centro de 
las poblaciones. 
 
Estas Bases vinieron acompañadas de 
una real orden del Ministerio de 
Gobernación182 en que se instaba a los 
jefes políticos provinciales a adaptar 
los edificios que servían como cárceles 
a lo aprobado por la Comisión de Cárceles, y se fijaba un brevísimo plazo (20 días) para 
proponer un convento para instalar en él la cárcel en caso de no poder hacer las 
adaptaciones necesarias. Tal y como critica Carlos García Valdés, esta disposición ͞Ŷo 
pasó de ser un esquemático programa estratégico para llevar a cabo un plan censal y de 
rehabilitación de edificios carcelarios, aprovechando para ello la ocasión de la 
desamortización de los bienes de la Iglesia͟, aunque no por ello deja de ser un hito 
importante, pues, y siguiendo con el autor citado, por primera vez ͞se plaŶteó eŶ España 
                                                 
181 La ͞CoŵisióŶ de ƌefoƌŵa del sisteŵa ĐaƌĐelaƌio͟ fue Đƌeada poƌ R.O. de ϱ de ŵaƌzo de ϭϴϯϴ. El 
presidente de la misma fue Antonio Posada, arzobispo de Valencia, y entre el resto de componentes 
destacan Fermín Gil de Linares, decano de la Audiencia Territorial de Madrid, Juan Miguel Inclán, 
vicepresidente de la Real Academia de San Fernando, Marcial Antonio López, ministro honorario del 
Tribunal Supremo de Justicia, y Ramón de la Sagra, diputado a Cortes por la Coruña y conocedor de 
los sistemas penitenciarios extranjeros (véase nota 172, sobre M. Antonio López y R. de la Sagra). 
182 R.O. de 9 de junio de 1838. 
Fig. 2.6:  LEGISLACIÓN MÁS RELEVANTE DEL SIGLO XIX  
        EN MATERIA PENAL Y PENITENCIARIA 
 
 
1804  Ordenanza para el gobierno de los 
presidios arsenales de Marina  
 
1805  Novísima Recopilación 
 
1807  Reglamento de presidios peninsulares  
 
1822  CÓDIGO PENAL (prácticamente sin 
aplicación) 
 
1834  Ordenanza general de los presidios del 
Reino 
 
1838  Bases para el arreglo de las cárceles 
 
1847  Reglamento para las cárceles de las 
capitales de provincia  
 
1847  Reglamento de las casas de corrección de 
mujeres 
 
1848  CÓDIGO PENAL (reformado en 1850) 
 
1849  Ley de Prisiones 
 
1850  Reforma del CÓDIGO PENAL de 1848 
 
1860  Programa para la construcción de las 
cárceles de provincia y para la reforma de 
los edificios existentes destinados a esta 
clase de establecimientos  
 
1869  Ley de Bases para la reforma y mejora de 
las cárceles y presidios y para el 
planteamiento de un buen sistema 
penitenciario 
 
1870  CÓDIGO PENAL 
 
Fuente: elaboración propia 




y para todo el territorio nacional, una política de construcciones penitenciarias, 
señalando, al menos, dónde y cómo deberían de ser estos establecimientos, y las 
depeŶdeŶĐias Ƌue haďíaŶ de teŶeƌ͟.183 
 
Nueve años después, en 1847, se aprobó el reglamento de funcionamiento interno para 
las cárceles, análogo a lo que se había legislado en 1844 en relación con los presidios. 
Nacía así el Reglamento para las cárceles de las capitales de provincia, el primer gran 
desarrollo normativo carcelario en España, regulando de forma minuciosa todos los 
aspectos del funcionamiento institucional de la cárcel, fundamentándose en el principio 
de separación de reclusos por sexo y edad.184 Sin embargo, este reglamento no fijaba el 
trabajo como una obligación para los encarcelados –excepto para los presos pobres–, y 
la enseñanza de oficios quedaba a cargo de las sociedades locales, si es que las había. 
 
 
2.5.2. La segunda mitad del siglo XIX: el impulso a la legislación  
 
La segunda mitad del siglo XIX se estrenó con un código penal nuevo, que había sido 
aprobado en 1848, y reformado levemente dos años después. Como dice César Herrero, 
este código ͞es fƌuto de una múltiple necesidad histórica, sentida incluso en las etapas 
aďsolutistas de FeƌŶaŶdo VII͟.185 Nacía en el marco de la Constitución de 1845 –de 
carácter liberal-conservador– y seƌía el pƌiŵeƌ Đódigo eŶ ͞apliĐaƌse͟ eŶ España, tras la 
anulación del de 1822. Su ejecución práctica fue, sin embargo, incompleta o imperfecta, 
por eso hemos entrecomillado el verbo: resultó imposible llevar a la práctica todas las 
penas señaladas en el Código, por la falta de establecimientos adecuados en el territorio 
español para hacerlas efectivas –informes críticos de la época señalaban que hacían falta 
más de 2000 tipos diferentes de establecimientos penitenciarios para poderlas cumplir, 
lo que da idea de la irrealidad de las penas propuestas.186 Éstas se agrupaban en tres 
                                                 
183 GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes. (Apuntes de la España del XIX y principios del XX), Madrid, 
Ministerio de Justicia, Secretaría General Técnica, Centro de Publicaciones, 1991, p. 50. 
184 El Reglamento fue aprobado por R.D. de 25 de agosto de 1847, y circulado por R.O. de 7 de 
septiembre de 1847 (BURILLO ALBACETE, F.J.: El nacimiento de la pena privativa de libertad, op. cit., 
p. 186). Conviene señalar que no fue derogado por el código penal de 1848. Este Reglamento se 
encuentra reproducido en TEIJÓN, V.: Colección legislativa sobre cárceles, presidios, arsenales y 
demás establecimientos penitenciarios 1572-1886, Madrid, Establ. tipográf. de J. Góngora, 1886, 
pp. 31-42.  
185 HERRERO HERRERO, C.: España penal y penitenciaria, op. cit., p. 197. Ya en la anterior etapa 
absolutista se habían iniciado procesos para su discusión y elaboración (véase la misma obra, p. 196). 
En 1829 se publicó un proyecto de código, apenas actualmente conocido, que no prosperó por las 
circunstancias políticas cambiantes. También hubo otro intento frustrado en 1836. 
186 En palabras de Francisco Lastres, ͞doŵiŶados sus autoƌes poƌ el sisteŵa de ĐlasifiĐaĐioŶ, Ǉ 
asustados del arbitrio judicial, quisieron detallar tanto, que llegaron á establecer nada ménos que 
treinta y seis especies de penas, doce de ellas de privacion de libertad, verdadero lujo de nombres y 
precepto de imposible ejecucion en la práctica. Con razon afirmaba esto mismo el Colegio de 
Abogados de Madrid, que en un brillante dictámen demostró que para cumplir lo que ordenaba el 
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grandes categorías, en función de la duración del encierro, la dureza del mismo y el 
establecimiento donde se cumplían. La idea de la corrección del delincuente, ya muy 
extendida en el momento de la promulgación del código, no se contemplaba, pese al 
Ŷoŵďƌe de ͞ĐoƌƌeĐĐioŶales͟ Ƌue ƌeĐiďía uŶ gƌupo de ĐoŶdeŶas, Đoŵo se apƌeĐia eŶ la 
figura siguiente.187  
 
 
Fig. 2.7:  TIPOLOGÍA DE PENAS SEGÚN EL CÓDIGO PENAL DE 1850  
(arts. 24 y 25) 
 
 
- Penas aflictivas: muerte; cadena, reclusión, relegación y extrañamiento 
perpetuo o temporales (de 12 a 20 años); presidio, prisión y confinamiento 
mayores (de 7 a 12 años); presidio, prisión y confinamiento menores (de 4 
a 6 años), inhabilitación absoluta o especial de carácter perpetuo o 
temporal (de 3 a 8 años). 
 
- Penas correccionales: presidio y prisión correccional, y destierro (de 7 
meses a 3 años); sujeción a vigilancia; reprensión pública; arresto mayor 
(de 1 a 6 meses); suspensión de cargo público, derecho político, profesión 
u oficio (de 1 mes a 2 años).  
 
- Penas leves: arresto menor (de 1 a 15 días), reprensión privada.  
 
Penas comunes y accesorias a las anteriores: multa, caución, argolla, 
degradación, interdicción civil, pérdida o comiso de instrumentos y efectos del 
delito, resarcimiento de gastos ocasionados por el juicio y pago de gastos 
procesales. 
       






                                                                                                                                                  
Código, eƌaŶ ŶeĐesaƌios dos ŵil ĐieŶto ĐuaƌeŶta Ǉ Đuatƌo EstaďleĐiŵieŶtos peŶales͟. EŶ ͞Meŵoƌia 
presentada en el Congreso Penitenciario de Roma de ϭϴϴϱ͟, ƌepƌoduĐida eŶ Estudios penitenciarios, 
op. cit., pp. 16-17. El marqués de la Vega de Armijo, en 1868, clamaría ante esta situación realmente 
paradójica: ͞Leed, señoƌes, el Código Penal, y hallareis cómo ciertos delitos deben purgarse en 
establecimientos que no existen, ó si existen, no son lo que la ley quiere que sean.͟ ;AGUILAR y 
CORREA, A. [MaƌƋués de la Vega de Aƌŵijo]: ͞NeĐesidad Ǉ uƌgeŶĐia de ŵejoƌaƌ el sisteŵa ĐaƌĐelaƌio Ǉ 
peŶiteŶĐiaƌio eŶ España͟ [Ϯϲ eŶeƌo de ϭϴϲϴ], eŶ Discursos de recepción y de contestación leidos ante 
la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, al dar posesión de sus plazas a los individuos de 
número de la misma. 1860-1875, Madrid, 1875, vol. I, p. 218). 
187 Según César Herrero, refiriéndose a los códigos de 1848 y 1850, ͞La pƌeveŶĐióŶ geŶeƌal estaďa 
presente en las normas de ejecución penal e, indirectamente, en la dureza de muchas de sus 
sanciones. La prevención especial, al establecer penas correccionales. Aunque de corrección (al menos 
algunas de ellas) no tenían más que el nombre.͟ ;HERRERO HERRERO, C.: España penal y 
penitenciaria, op. Đit., p. ϭϵϵͿ. El gƌupo de peŶas deŶoŵiŶadas ͞ĐoƌƌeĐĐioŶales͟ ͞se siguieƌoŶ 
ejecutando como las demás privativas de libertad. Quienes las sufrían se hallaban sujetos al mismo 
tƌataŵieŶto Ƌue los Ƌue ĐuŵplíaŶ afliĐtivas͟, según Fernando Cadalso, Instituciones penitenciarias y 
similares en España, op. cit., pp. 124-125. 




Tras la revolución septembrina y la aprobación de la Constitución de 1869, que llevó a 
cabo la definitiva implantación del Estado más genuinamente liberal, se impulsó la 
redacción de un nuevo código penal cuyo fin primordial fue la preservación del orden 
legal establecido en la constitución. El Código de 1870 no constituye un texto jurídico 
cualitativamente nuevo; asumiendo el posicionamiento de la llamada Escuela Clásica, 
conceptúa el castigo como expiación del delito, y aunque un grupo de sanciones se 
denominen correccionales (las señaladas en el artículo 26), éstas, en su contenido y en 
su ejecución, eran ajenas a tal finalidad, como sucedía en el código anterior.  
 
Con este nuevo marco legal, se hizo necesario reformar lo legislado en materia 
penitenciaria, y por ello la legislación sobre presidios y cárceles se unificaría en la Ley de 
Prisiones, aprobada en 1849, que constituye la primera gran ley sobre cuestiones 
penitenciarias aprobada tras sancionar el Código penal de 1848.188 Esta Ley recogía y 
desarrollaba todos los aspectos impulsados por los reformistas (separación de presos, 
implantación del trabajo, adecuación de locales, etc.). Fue una de las últimas grandes 
disposiciones aprobadas en este siglo que reorganizaron el panorama penitenciario en 
España. Para su puesta en práctica se sancionó, en 1860, un Programa para la 
construcción de las cárceles de provincia y para la reforma de los edificios existentes 
destinados a esta clase de establecimientos.189 Este programa relanzó los esfuerzos por 
la construcción de nuevos edificios, que hasta el momento habían sido escasos                 
–prácticamente los únicos nuevos centros construidos fueron los de Valladolid y Mataró. 
  
 
                                                 
188 A partir de esta Ley de Prisiones, se utilizó el téƌŵiŶo ͞pƌisioŶes͟ paƌa ƌefeƌiƌse a edifiĐaĐioŶes 
construidas con criterios penitenciarios, tanto cárceles como presidios u otros. En septiembre de ese 
mismo año (1849) se publicó un Reglamento para la ejecución de dicha Ley. Conviene señalar que la 
Ley de Prisiones fue derogada en 1869 por la Ley de Bases para la reforma y mejora de las cárceles y 
presidios, aprobada en octubre de 1869, pero volvió a quedar vigente en julio de 1878, al ser la Ley 
de Bases abolida (por una ley de 23 de julio de 1878). Las razones de la invalidación de esta Ley de 
Bases serían la propia imposibilidad de llevarla a cabo, y otra serie de aspectos negativos que muchos 
autores supieron ver en ella. Entre otros, sería criticada por Romero Girón, Francisco Lastres y 
Concepción Arenal. Véase: ROMERO Ǉ GIRÓN, V.: ͞IŶtƌoduĐĐióŶ͟, eŶ ROEDER, C.D.A., Estudios sobre 
derecho penal y sistemas penitenciarios, Madrid, Impr. de T. Fortanet, 1875; LASTRES, F.: Estudios 
penitenciarios, op. cit.; ARENAL, C.: ͞CoŶĐuƌso espeĐial paƌa la ĐoŶstƌuĐĐióŶ de la ĐáƌĐel Ǉ pƌesidio 
ĐoƌƌeĐĐioŶal de Madƌid͟, eŶ Artículos sobre beneficencia y prisiones, Madrid, Libr. de Victoriano 
Suárez, 1900-1901, vol. I, pp. 103-107. 
189 R.O. 27 abril 1860. Este programa sólo afectaba a las cárceles y presidios ubicados en la península. 
El programa optaba por un régimen de aglomeración, ante la imposibilidad económica de implantar 
el sistema celular de día y noche en los establecimientos penitenciarios: se pensaba en salas 
comunes donde se debía respetar la separación por edades y sexos. En las cárceles de partido, en los 
depósitos municipales y en los presidios correccionales, se debía aislar convenientemente del resto 
de reclusos a los hombres menores de 18 años y las mujeres menores de 15, tal y como establecía la 
Ley de Prisiones. La Ley de Bases para la reforma y mejora de las cárceles y presidios de 1869 
abogaría, sin embargo, por el sistema celular en los presidios, con aislamiento nocturno para todos 
los confinados, pero con trabajo diurno en común con separaciones por grupos y clases según sexo, 
edad y gravedad del delito cometido. 
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Más leyes, decretos y proyectos durante el XIX insistieron en la implantación de talleres 
en las prisiones, en el impulso a la enseñanza elemental dentro de las mismas, en la 
creación de bibliotecas en los centros penitenciarios,190 en la mejora de la gestión 
económica de las prisiones, en la creación de juntas para atender y posibilitar la 
reinserción de los delincuentes licenciados,191 en la formación de los empleados en las 
prisiones,192 etc. Se impulsó la reforma de numerosos establecimientos, se crearon 
centros de obra nueva que recibieron el osteŶtoso título de ͞ĐáƌĐeles ŵodelo͟ erigidas 
sobre la base de las últimas tendencias en materia penitenciaria,193 y se dedicó una 
atención especial a la infancia y juventud delincuente. El asentamiento del krausismo en 
esta segunda mitad de siglo en los círculos intelectuales españoles más influyentes, y su 
particular aplicación al derecho penal bajo el nombre de correccionalismo, tuvo una 
incidencia clave.194 Desde la Restauración, el impulso a la reforma penitenciaria se 
agudizó, pues se iniciaba en España una etapa histórica de cierta estabilidad, gracias al 
bipartidismo político y a cierta expansión económica. Este empuje se tradujo en 
disposiciones legislativas, creación de juntas para la reforma penitenciaria,195 y también 
en la reactivación de los trabajos de muchas asociaciones y entidades que habían 
mostrado interés por la temática penitenciaria.196  
                                                 
190 Decreto de 8 de julio de 1873, sobre dotación de bibliotecas en los centros penitenciarios. 
191 Junta de Reforma Penitenciaria, creada por Real Decreto de 31 de enero de 1877. Esta Junta sería 
sustituida por el Consejo Penitenciario (R.D. 24 julio 1881), que ampliaría sus competencias hasta 
transformarlo en el máximo órgano de la Dirección General de Establecimientos Penales. Ambos 
decretos se pueden consultar en TEIJÓN, V.: Colección legislativa sobre cárceles..., op. cit., pp. 94-
101. Las funciones del Consejo Penitenciario serían nuevamente ampliadas por R.D. de 5 de febrero 
de 1886. 
192 En una orden del año 1844 se lanzaba la idea de instaurar un presidio-modelo que sirviera para 
llevar a cabo la primera experiencia sobre formación e instrucción del personal de prisiones. En 1860 
se publicaba la novedosa obra de José María Canalejas, Presidio-escuela (Barcelona, Impr. de Juan 
Tarrés, 1860), donde se proponía la creación de un presidio que sirviera para la formación del 
personal penitenciario. En 1873 se volverían a impulsar decretos en torno a la formación del personal 
de prisiones, pero no sería hasta 1881 cuando se crearía el Cuerpo de Funcionarios de Prisiones. 
Precisamente una de las funciones del Consejo Penitenciario citado en la nota anterior sería el de 
pƌepaƌaƌ ͞los programas y designar los textos á que deban sujetarse en exámenes y oposiciones los 
empleados del Cuerpo especial de Establecimientos penales creado por Real decreto de 23 de Junio 
últiŵo͟ [1881] (art. 2.3), y ͞CoŶstituiƌ ĐoŶ iŶdividuos de su seŶo los TƌiďuŶales de eǆaŵeŶ Ǉ oposiĐióŶ 
de eŵpleados ƌefeƌidos͟ (art. 2.4) (TEIJÓN, V.: Colección legislativa sobre cárceles..., op. cit., p. 99). En 
1903 se crearía en la Cárcel Modelo de Madrid la Escuela de Criminología, que empezaría a funcionar 
tres años más tarde bajo la dirección de Rafael Salillas.  
193 Como la Cárcel Modelo de Madrid, cuyas obras principiaron en febrero de 1877, y concluyeron en 
1884. El edificio, diseñado por Tomás Aranguren, era de tipo radial y de distribución celular. En 1877 
se aprobaría un Programa para la construcción de cárceles de partido, que intentaría homogeneizar 
el dispar panorama penitenciario del país, difundiendo como ejemplo la anteriormente citada Cárcel 
Modelo diseñada para Madrid. 
194 Véanse las notas 107 y 110 del capítulo anterior. 
195 Por ejemplo, la propia Junta de Reforma Penitenciaria creada en 1877 (de la que hemos hablado 
en la nota 191), y las Juntas de reforma de las cárceles que se crearon en todas las cabezas de partido 
judiciales a raíz del Real Decreto de 4 de octubre de 1877. 
196 Por ejemplo, la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas de Madrid, la Real Academia de 
Jurisprudencia y Legislación de Madrid, la Sociedad Económica Matritense, el Ateneo de Madrid, el 






Sin duda, el Estado había ganado mucho en el terreno del orden y el control social. La 
constitución de un cuerpo de seguridad nacional –la Guardia Civil, en 1844–,197 y la 
creación de la Dirección General de Seguridad en 1878 ayudaron en este proceso. 
También la mejora en el registro y control de los presos fue una gran ayuda, gracias al 
establecimiento, también en 1878, de un Registro Central de Penados y Rebeldes –a 
partir del cual se impulsó el uso de cartillas histórico-penales de cada preso–, y al 
perfeccionamiento de los expedientes de los reclusos con la creación de gabinetes 
antropométricos,198 la centralización de la información y la mejora de los datos 
estadísticos. La reordenación del funcionamiento de la Policía en 1886, y el aumento de 
la facilidad de extradición por tratados internacionales también ayudaron al 
mantenimiento del orden social. El toque profesionalizador al conjunto de ideas e 
intuiciones que juristas y filántropos habían ido acumulando en el ochocientos lo daría la 
Criminología, ciencia que llegaría a las aulas universitarias a finales de siglo, y el 
desarrollo y asentamiento de la Psiquiatría. Pero las deficiencias –en su planteamiento o 
en su ejecución– de todos estos mecanismos de control, vigilancia y fiscalización de 







                                                                                                                                                  
Círculo de la Unión Mercantil y Fomento de las Artes. En Barcelona, en 1879 se crearía la Asociación 
General para la Reforma Penitenciaria, de la que hablaremos en la tercera parte de este trabajo. El 
gobierno también impulsó la realización de estudios y visitas a centros extranjeros; el profesor de la 
Universidad de Santiago, Francisco Murube, fue comisionado para visitar algunos establecimientos 
extranjeros, publicando sus observaciones en el Tratado de prisiones y sistemas penales de Inglaterra 
y Francia (Santiago, 1860), y también lo sería Andrés Borrego, que en 1873 publicaría sus Estudios 
penitenciarios, donde describe el estado de los principales establecimientos penales europeos y 
realiza una propuesta de reforma para las cárceles y presidios de España. 
197 La Guardia Civil fue instituida por el gobierno de Luis González Bravo durante el reinado de 
Isabel II, mediante un decreto fundacional de 28 de marzo de 1844, con la finalidad de garantizar el 
orden, especialmente en las zonas rurales, y para paralizar el fenómeno del bandolerismo y las 
agitaciones sociales, tan extendidas en la época. Este cuerpo se convertiría en el pilar fundamental 
del sistema de seguridad del Estado liberal. Vid. LÓPEZ GARRIDO, D.: La Guardia civil y los orígenes 
del Estado centralista, Madrid, Alianza Editorial, 2004. 
198 En una circular del año 1845 ya se había establecido la obligatoriedad de rellenar fichas histórico-
penales de los reclusos, pero el mandato fue ampliamente incumplido. Nuevamente, a partir de 
1886, se hizo obligatorio realizar la cartilla histórico-penal de cada sentenciado; para la realización de 
las mismas, se crearon los Gabinetes de identificación antropométrico y fotográfico, el primero de los 
cuales se estableció en Barcelona en 1895.  
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2.6. BALANCE DE LA REFORMA PENITENCIARIA ESPAÑOLA 
 
Dejar atrás las prácticas del Antiguo Régimen fue costoso; el cambio del color de los 
gobiernos no fue suficiente, como no lo fue tampoco el cambio en las legislaciones: era 
preciso, además, cambiar mentalidades, hábitos y costumbres. Y esto no era cuestión de 
meses, sino de años. 
 
El entramado legislativo del siglo XIX en lo penal y penitenciario era ciertamente 
complejo, por la multitud de disposiciones que completaban, derogaban o modificaban 
aspectos previamente sancionados.199 La base en materia penitenciaria fue la Ordenanza 
de 1834, sobre la cual se cimentó en equilibrio inestable el resto de disposiciones. El 
puzle legislativo transmitió, en general, una imagen de mejora, aunque sólo fuera a nivel 
teórico. Las leyes fijaron la separación de presos según diversos parámetros (sexo, edad, 
etc.), apartaron de la ociosidad a los reos y los obligaron al trabajo, mejoraron la 
distribución de las dependencias de los edificios, introdujeron nuevos servicios 
(escuelas, bibliotecas...), se preocuparon por la atención poscarcelaria de los presos y 
por la preparación y formación del personal al servicio de las prisiones, etc.200 
 
A finales de siglo podemos considerar que se había avanzado en la reforma 
penitenciaria, aunque las prácticas no estaban al nivel de las teorizaciones. Uno de los 
cambios más importantes fue la conversión de la privación de libertad en la principal 
condena para los delincuentes, de manera que la cárcel fue el centro penitenciario por 
excelencia ya a finales de siglo. Como señala Michael Foucault, la cárcel resumía la 
racionalidad del nuevo ejercicio del poder, de ahí la predilección por ella. La legislación 
penitenciaria se clarificó gracias a los códigos penales y las diversas disposiciones que, 
con más o menos acierto, pusieron orden a la maraña legislativa heredada del siglo 
anterior. Aunque el paso del periodo precodificado al codificado no estuvo exento de 
problemas de adaptación.  
 
Los ejes básicos sobre los que descansaba la reforma penitenciaria a nivel europeo, 
comentados en el epígrafe 2.4, no se llegaron a afianzar. Recordaremos cuáles eran y 
haremos un balance sobre ellos:  
 
a) Finalidad de la prisión: la corrección o regeneración moral del delincuente. 
b) Organización interna: clasificación y aislamiento de los presos. 
c) Método de corrección: el trabajo como elemento clave. 
d) Distribución del espacio de encierro: la cárcel panóptica. 
 
                                                 
199 La complejidad del conjunto de disposiciones legislativas del XIX obligaría precisamente a algunos 
autores a realizar compilaciones en materia penitenciaria, como las realizadas por Víctor Teijón, 
Fernando Cadalso y Manzano y Federico Castejón, citadas y referenciadas en este trabajo. 
200 Véase la revisión que ofrece Carlos García Valdés sobre el proceso reformador español en su libro 
La ideología correccional de la reforma penitenciaria española del siglo XIX, Madrid, Edisofer, 2006. 




a) Balance - Finalidad de la prisión: la corrección o regeneración moral del delincuente 
 
La corrección o regeneración moral del delincuente fue casi siempre un posicionamiento 
de filántropos, pero no de los legisladores de la época, como se aprecia en el trasfondo 
de los códigos penales y de las leyes y reglamentos más significativos aprobados en 
el XIX. Los sectores próximos al poder legislaron siempre poniendo mayor énfasis sobre 
los fines expiatorios que sobre los correccionales, haciendo triunfar así los 
planteamientos de la llamada Escuela Clásica, que entendía el delito como producto de 
una opción personal, de forma que el delincuente no requería tratamiento sino 
represión. La Escuela antropológica y la Escuela correccionalista, que rechazaban las 
penas de índole puramente expiatoria –aunque por motivos muy diferentes– serían 
escuchadas sólo hacia finales del ochocientos; la entrada en el siglo XX se producía, 
pues, con un déficit serio en la creencia de la regeneración de los delincuentes, y con 
una escasa práctica en el ejercicio de fórmulas reeducacionales. Las leyes aprobadas y 
los organismos creados trabajaron más en la línea de la represión que de la prevención, 
reeducación o reinserción. 
 
Precisamente el fracaso en la regeneración de los delincuentes fue lo que cronificaría el 
rechazo social del expresidiario, y esto, a su vez, lo que impulsaría a la mayoría de 
exconvictos a la reincidencia como único modo de supervivencia. Así de contundente lo 
expresaba Armengol y Cornet, en una obra publicada en 1873:  
 
Esta sociedad a la que vuelves después de tu condena, te rechazará por todas 
partes, huirá de ti como de un perro rabioso, te cerrará los talleres, las 
manufacturas, el trabajo doméstico, y ante la palabra licenciado de presidio, te 
apartarán como un ser maldito y sin perdón... Fuera de aquí, en la sociedad sólo 
hallarás repulsión, desprecio, abandono.
201 
 
Sobre la atención posinstitucional de los presos apenas se avanzó; aunque se impulsaron 
importantes iniciativas, fue, sin embargo, una de las asignaturas pendientes para el 
siglo XX.  
 
 
b) y d) Balance - Organización interna: clasificación y aislamiento de los presos; y 
Distribución del espacio de encierro: la cárcel panóptica 
 
La reflexión penal y la divulgación de modelos tuvieron un impacto débil sobre la 
realidad de las prisiones: la clasificación y aislamiento de los presos apenas se llevó a 
cabo en los establecimientos penitenciarios de España por las dificultades económicas 
que impedían construir nuevos centros o llevar a cabo reformas estructurales en los 
edificios existentes.  
 
                                                 
201 ARMENGOL y CORNET, P.: La reincidencia, Barcelona, Establ. tip. de Jaime Jepús, 1873, p. 6. 




La idea del panóptico tuvo un fuerte impacto en los intelectuales españoles, como lo 
demuestra la multitud de proyectos –que no llegaron a materializarse– inspirados en 
él.202 Pero se podría afirmar que ningún establecimiento se construyó siguiendo el 
modelo original benthamiano, aunque sí se tuvo en cuenta la idea de la inspección 
central y la del aislamiento individual nocturno de los presos (sistema celular). Muchas 
de las prisiones que se construyeron fueron de tipo radial, que podríamos decir que era 
la versión light del modelo panóptico, por su menor coste y su mayor capacidad para 
albergar presos. Bajo el sistema radial se construyeron las cárceles de Mataró, 
Pontevedra y Loja; con sistema celular –o teniéndolo en cuenta sólo en algunas 
dependencias– se erigirían, entre otras, las de Vitoria (inaugurada en 1861), Bilbao 
(1873), Madrid (1884), Cieza (1887) y Barcelona (1904). 
 
Las cárceles modelo que en diversas partes de España se construyeron en el XIX 
pretendieron recoger los preceptos vanguardistas en materia penitenciaria, pero pese a 
ello, no se libraron de innumerables críticas, por los defectos de fondo y de forma que 
contenían.203 De las veintinueve prisiones celulares que existían en España al despuntar 
el siglo XX, la mitad se habían construido entre 1880 y 1890, lo que da cuenta del retraso 
de la reforma y del despunte que se había dado a finales del ochocientos.204 
 
Los serios problemas de la economía española, así como los avatares políticos, aplazaron 
la deseada política de reformas y nuevas construcciones penitenciarias; como medida 
inicialmente transitoria –que después se convertiría en perpetua– se aprovecharon los 
edificios desamortizados, especialmente conventos, que daban así una solución, aunque 





                                                 
202 Por ejemplo, el proyecto presentado en 1805 por la Asociación del Buen Pastor, en Madrid; los 
proyectos de cárceles modelos que, por Real Decreto de 1847, se pretendían impulsar también en 
Madrid; y los planos para prisiones elaborados por la Dirección General de Establecimientos Penales 
de 1860 (que no se llevarían a cabo, pese a que la ley de 1 de abril de 1859 había concedido créditos 
de 15 millones de reales para la construcción de presidios). 
203 Como ejemplo de ello, el presidio modelo de Valladolid, cuyas obras finalizaron alrededor de 
1847, y que finalmente fue convertido en Escuela Militar de Caballería por el descontento de algunos 
sectores influyentes en aquel momento en torno al sistema celular sobre el cual estaba basado. 
También son especialmente conocidas las controversias sobre la Cárcel Modelo de Madrid. 
204 FRAILE, P.: Un espacio para castigar, op. cit., p. 190.  
205 Ya en una circular del año 1834 (16/11/1834) el gobierno solicitaba noticias a los gobernadores 
para habilitar los exconventos y excolegios liberados por la desamortización para el establecimiento 
de presidios. Dos años después (R.D. 1 marzo 1836) se instaba a que los conventos suprimidos se 
destinasen a establecimientos de utilidad pública. Disposiciones posteriores matizaron el uso que 
había que dar a estos edificios, siendo uno de ellos el de servir de centro penitenciario. 




No es casualidad, como señala Trinidad, que se recurriera a estos edificios pues la 
semejanza entre cárceles y conventos era indudable: 
 
;…Ϳ es el espacio conventual el que más se asemeja al penitenciario. Los 
monasterios poblados por monjes recluidos en sus celdas, paseando en silencio 
por los patios, ajenos al mundo exterior, con actividades rígidamente 
estructuradas a lo largo del día, prefiguran los modernos espacios cerrados. 
También es una institución paréntesis; el monje, encerrado voluntariamente, se 
priva de los placeres de la vida terrenal y se prepara, después de una etapa de 
renuncia, a dar el paso definitivo. La cárcel, igualmente, sería un lugar de 
penitencia de donde los hombres deben salir transformados.
206  
 
La gran mayoría de estructuras penitenciarias del XIX –buena parte de ellas, 
conventuales– no permitieron la separación entre sentenciados y preventivos, ni 
posibilitaron el aislamiento según los diferentes grupos de edad ni según la gravedad de 
los delitos o el tiempo de condena. Según el Anuario Penitenciario de 1888, del total de 
penales existentes (diecinueve), once habían sido anteriormente conventos, y sólo uno 
se había construido ex profeso. En relación con las cárceles, de las 456 existentes, 103 
(el ϮϮ’ϲ%Ϳ eƌaŶ eǆĐoŶveŶtos, Ǉ úŶiĐaŵeŶte ϭϭϵ ;Ϯϲ’ϭ%Ϳ se haďíaŶ ĐoŶstƌuido 
expresamente como cárceles.207 Esta inadecuación de los edificios, unida a la falta de 
inversión en las reformas necesarias, posibilita intuir el panorama desolador de las 




c) Balance - Método de corrección: el trabajo como elemento clave 
 
La legislación del XIX insistió repetidamente en convertir al preso en un laborioso 
trabajador, alegando razones correccionales (se entendía el trabajo como una 
herramienta poderosísima de reforma moral) y económicas (el Estado podía obtener 
beneficios económicos gracias al trabajo de los reos, o visto de otro modo, se evitaba el 
pago de sueldos a trabajadores libres para la realización de determinadas tareas dentro 
de la prisión o para la obtención de algunos productos para los centros 
penitenciarios).209 Las disposiciones legales que regularon el trabajo de los penados 
fueron numerosísimas, y todas ellas partían del marco fijado en la Ordenanza de 1834, 
                                                 
206 TRINIDAD FERNÁNDEZ, P.: La defensa de la sociedad, op. cit., p. 168. 
207 Anuario Penitenciario, Administrativo y Estadístico, Madrid, 1888, pp. 136-155, citado por 
TRINIDAD FERNÁNDEZ, P.: La defensa de la sociedad, op. cit., p. 172. 
208 Véase SANTOLARIA, F.: La obra reeducadora de José Pedragosa y Monclús. Notas para la historia 
de la reeducación social en Barcelona 1900- 1936, 1982. Tesis doctoral dirigida por Buenaventura 
Delgado Criado, Universidad de Barcelona, pp. 85-86. 
209 En las prisiones españolas no cuajó nunca el trabajo improductivo como pena (tipo tread-hand-
wheel, de amplia expansión en las prisiones inglesas), como ya hemos explicado al principio de este 
capítulo. 
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excepto las que afectaban a las cárceles preventivas.210 Pese a todo, el trabajo apenas se 
implantó en las cárceles españolas; las quejas de la industria libre por la competencia de 
sus productos hicieron fracasar muchas iniciativas, de manera que la mayoría de la 
población penal siguió viviendo en plena ociosidad, incluso a final de siglo.211 El taller en 
la prisión constituyó, pues, un fracaso en tres sentidos: como sistema económico, como 
sistema correccional, y como fórmula de reinserción social.212  
 
En la figura 2.8 hemos sintetizado la diferencia entre la cárcel del Antiguo Régimen y la 
cárcel del XIX, diferenciando en este segundo caso entre la cárcel-según-las-leyes y la 
cárcel-real o cárcel-existente. Y lo mismo que se explica para el caso de la cárcel 
decimonónica se puede aplicar, a grandes trazos, para los otros establecimientos 










                                                 
210 El afamado coronel Manuel Montesinos sería el encargado, a mediados de siglo, de impulsar los 
talleres en los presidios españoles, tras su nombramiento como visitador de presidios. 
211 De 19.000 hombres que había encerrados en presidios en 1886, sólo trabajaban unos 4.000, es 
decir, el 21% (TRINIDAD FERNÁNDEZ, P.: La defensa de la sociedad, op. cit., p. 158). La situación se 
había agravado desde que en 1870 se había prohibido trabajar en obras públicas a los reclusos. 
212 Como sistema económico, pues apenas se introdujo el trabajo en las cárceles (las experiencias de 
Abadía y Montesinos fueron una excepción), y en las que sí se instalaron talleres hubo problemas 
para comercializar los productos por las protestas de la industria libre. Como sistema correccional 
también defraudó, porque el trabajo era percibido por los presos como un castigo más, y en 
ocasiones era incluso vejatorio, especialmente el que se realizaba en público, bajo la mirada curiosa 
de cualquier observador. Por ello, desde 1870, tras las críticas vertidas por los correccionalistas, se 
prohibió el trabajo fuera de los establecimientos penales. Y también fue un fracaso como sistema de 
reinserción laboral, porque la mayoría de presos pertenecía al sector agrícola, y apenas había 
industrias donde pedir trabajo una vez liberados. Es por ello que muchos autores (como Ramón de la 
Sagra, Felipe Monlau, José María Canalejas, Andrés Borrego) consideraron las colonias agrícolas 
penitenciarias más adecuadas para el contexto español. Aunque el elemento más inhibidor para el 
encuentro de una ocupación era, como ya habíamos comentado, el estigma de ser expresidiario. Para 
una historia más profundizada sobre el trabajo en las prisiones véase RIVOLA PÉREZ, I.: 
͞ApƌoǆiŵaĐióŶ históƌiĐa al estudio del tƌaďajo peŶiteŶĐiaƌio eŶ España͟, Revista de Estudios 
Penitenciarios, nº 248 (2000), pp. 167-182; ROLDÁN BARBERO, H.: Historia de la prisión en España, 
op. cit., pp. 51-83; CADALSO y MANZANO, F.: Estudios penitenciarios. Presidios españoles, escuelas 
clásica y positiva y colonias penales con un breve compendio de la legislación, costumbres jurídicas y 
prácticas penitenciarias que rigen en los establecimientos, Madrid, Centro editorial de F. Góngora, 
1893 y 1896, 2 vols. 




Fig. 2.8:  COMPARATIVA: ?CÁRCEL DEL ANTIGUO RÉGIMEN? Y ?CÁRCEL DECIMONÓNICA? 
 
CÁRCEL DEL ANTIGUO RÉGIMEN 
CÁRCEL DECIMONÓNICA 
IDEAL REAL 
Cárcel como encierro preventivo Cárcel como pena 
Finalidad expiatoria: venganza y 
provocación de miedo social 
Fin reeducador o correccionalista Fin represivo e ideológico 
Condiciones higiénico-sanitarias 
deplorables 
Aplicación de principios 
higienistas 
Tardía y escasa aplicación de 
principios higienistas 
Cárceles ubicadas en edificios 
pensados para otros fines 
Creación de cárceles según el 
modelo radial y/o panóptico 
Cárceles ubicadas en edificios 
pensados para otros fines 
Cárcel-Modelo llena de defectos 
de forma y de fondo 
Mezcla de presos 
Separación de presos según 
edad, sexo y delito cometido 
Tardía o nula separación de 
presos según edad, sexo y delito 
cometido 
Ociosidad de los presos 
Readaptación del preso 
mediante el trabajo artesano/ 
industrial 
Mínima implantación del trabajo 
Mínima readaptación de los 
presos 
Poco control de presos y 
reincidentes. Nula investigación 
de causas de la delincuencia 
Utilización de la estadística para 
el control de presos y 
reincidentes. Investigación de 
causas de la delincuencia. Uso de 
cartillas histórico-penales 
Estadísticas de poca utilidad por 
su inconstancia y secuencialidad. 
Tardía utilización de las cartillas 
histórico-penales 
Fuente: elaboración propia   
 
Gran parte de la ineficacia de las ideas renovadoras en España fueron debidas, como ya 
habíamos anticipado, al poco apoyo económico que las sustentó, junto con la falta de 
consenso y la poca estabilidad política que provocaron que los avances en un sentido no 
sirvieran más que para dar pasos en falso. También incidiría negativamente la poca 
preparación o competencia de los sucesivos directores generales de establecimientos 
penitenciarios (o del órgano análogo) y del propio personal penitenciario. Lo que resulta 
más paradójico es que las mejoras de los establecimientos penitenciarios tardaron en 
introducirse pese a que los problemas estaban detectados desde antes de iniciarse el 
XIX, y pese a las propuestas de mejora propuestas desde las primeras décadas del 
ochocientos.  
 
Los penalistas más activos de la época no dejarían de quejarse de tan lamentable 
retraso. Así, en el Congreso penitenciario de 1847, en el que por primera vez asistió 
España, Ramón de la Sagra pronunciaba aquella famosa frase que se repetiría en 
multitud de escritos, y en la que daba cuenta del retraso de nuestro país en materia 
penal y penitenciaria.213 El Marqués de la Vega y Armijo también sería otro de los que 
con más ahínco llamaría la atención sobre este retraso, señalando como principales 
                                                 
213 ͞Al ƌevés de “uƌiŶgeƌ ;ƌepƌeseŶtaŶte de los Países Bajos) que empezó diciendo: miembro de una 
pequeña nación, tengo mucho que decir, debo manifestar lo contrario, miembro de una gran nación, 
no tengo nada que decir..." Reproducida, entre otros, por BURILLO ALBACETE, F.J.: El nacimiento de la 
pena privativa de libertad, op. cit., p. 195. 
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causantes los ͞ŵás de ĐiŶĐueŶta años de ƌevoluĐióŶ͟ y el hecho de que ͞los goďieƌŶos 
pasaŶ ĐoŶ la ƌapidez de uŶ ŵetéoƌo͟ [sic].214 El funcionamiento de las cárceles y 
presidios, a los que tilda de ͞veƌdadeƌas esĐuelas de ĐƌiŵiŶalidad͟, eƌa uŶ sigŶo evideŶte 
del atraso:  
 
¿Qué reforma moral se puede esperar de establecimientos como nuestras 
prisiones y presidios, en que los penados están en constante comunicación de día 
y de noche, y en que, si hay talleres, trabajan en comun jóvenes y adultos? 
Ninguna, y de ello es buena prueba el constante acrecimiento de la criminalidad, 
y que nuestro Código sea llamado por los criminales con el gráfico nombre de 
Libro del indulto.215 
 
No se pueden negar verdaderos avances, pero las expectativas puestas sobre la reforma 
penitenciaria fueron excesivamente optimistas, y las dificultades que presentaba la 
realidad práctica hicieron que la mayoría de tratadistas y estudiosos consideraran un 
͞fƌaĐaso͟ la ƌefoƌŵa iŶiciada. Como señala Gómez Bravo, 
 
El ordenamiento jurídico, los vacíos del proceso codificador y el peso de las 
resistencias, manifestado una y otra vez, en la imposibilidad de depurar la vieja 
maquinaria legal absolutista, o en la tan tardía creación de un cuerpo civil de 
prisiones en 1891, remedio y enfermedad de una reforma siempre atrasada, 
señalan la distancia entre lo legislado y lo desarrollado, y entre lo desarrollado y 
su cumplimiento efectivo.216  
 
En materia de justicia juvenil, los avances tampoco habían sido significativos, pero 
precisamente en este siglo XIX se asentaron las bases para una verdadera reforma que 
se iniciaría a finales de ese siglo y principios del siguiente.  
 
                                                 
214 AGUILAR Ǉ CORREA, A. [MaƌƋués de la Vega de Aƌŵijo]: ͞NeĐesidad Ǉ uƌgeŶĐia de ŵejoƌaƌ el 
sistema carcelario y penitenciario...", op. cit., p. 208. 
215 Ibid., p. 217. Francisco Lastres, en un discurso pronunciado en el Círculo de la Unión Mercantil de 
Madrid en abril de 1880, incidiría de nuevo en la idea de fracaso y vergüenza ante la situación del 
panorama penitenciario español: ͞es ďieŶ tƌiste Ƌue Đuando en el extranjero apenas se sabe nada de 
España, se tengan noticias especialísimas, detalles minuciosos, de nuestra detestable organizacion 
penitenciaria, y que en las leyendas, novelas y comedias casi no se habla de nosotros, sino para 
referirse al bandoleƌisŵo Ǉ á la ŵaŶeƌa de seƌ de Ŷuestƌas ĐáƌĐeles Ǉ pƌesidios.͟ Reproducido en 
LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., p. 172. 
216 GÓME) BRAVO, G.: ͞Caƌtogƌafías peŶales paƌa la España del siglo XIX͟, op. Đit. 
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Este tercer capítulo está dedicado a las medidas previstas legalmente para los menores 
delincuentes y para los menores rebeldes a la autoridad parental. Se inicia haciendo un repaso a 
la legislación penitenciaria que en el XIX dedicó una atención especial a los jóvenes, para 
después pasar a detallar las consideraciones que, sobre la edad de los presuntos delincuentes, se 
incluían en los códigos penales que se aprobarían a partir de la segunda mitad de siglo. Tras el 
análisis de los aspectos más críticos de estos códigos penales en relación con el tratamiento 
diferenciador de los menores delincuentes –tanto a nivel teórico como práctico–, se pasa a 
vislumbrar la problemática de los niños y jóvenes rebeldes a la autoridad familiar, y las 
soluciones proyectadas y llevadas a cabo.  
 
 
Esquema del capítulo: 
 
3.1. El menor infractor o rebelde en la legislación del Antiguo Régimen 
3.1.1. La herencia legislativa sobre menores delincuentes del Antiguo Régimen 
3.1.2.  Instituciones del Antiguo Régimen para menores delincuentes 
 3.2. Los menores en la legislación penal y penitenciaria del XIX 
3.2.1. Legislación promulgada antes de la aprobación del Código Penal de 1848  
3.2.2. Legislación promulgada tras la aprobación del Código Penal de 1848  
3.3.  El menor delincuente en los códigos penales  
3.3.1. Principios básicos de la minoría penal 
3.3.2. Análisis pormenorizado de los códigos penales 
3.3.3. Críticas a los códigos penales y a su puesta en vigor 
 3.4. El menor rebelde a la autoridad familiar 
  3.4.1. El hijo rebelde en los códigos penales 
  3.4.2. El hijo rebelde en la legislación civil 
3.5. Necesidad y problemática de las casas de corrección para jóvenes predelincuentes, 
delincuentes y díscolos 
3.5.1. El tratamiento de menores delincuentes y predelincuentes  
  3.5.2. Los menores díscolos, entre paredes penitenciarias o benéficas 
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3.1.  EL MENOR INFRACTOR O REBELDE EN LA LEGISLACIÓN DEL 
ANTIGUO RÉGIMEN 
 
A lo largo del XIX, y fruto de esa percepción por muchos sentida de que las instituciones 
penales de encierro eran corruptoras de la juventud, se dictaron desde muy pronto 
medidas encaminadas a hacer del régimen penitenciario un lugar física y moralmente 
sano para las inteligencias poco maduras y muy influenciables de los menores. La 
pléyade de leyes y decretos que se promulgaron en el ochocientos invocaba 
constantemente a la clasificación de los penados por sexo y edad, como ya veíamos en 
el capítulo anterior. El incumplimiento de estas medidas fue, sin embargo, también una 
constante. Aunque hubo experiencias importantes que señalaremos en este trabajo, en 
la mayor parte de cárceles y presidios no se aplicaron medidas segregadoras entre 
menores y adultos delincuentes.  
 
También los códigos penales aprobados en el XIX tuvieron una especial consideración 
haĐia los ŵeŶoƌes, peƌo el ĐoŶĐepto de ͞disĐeƌŶiŵieŶto͟ Ƌue se iŶtƌodujo, uŶido a 
algunos defectos de la propia legislación, no hizo de su aplicación una herramienta 
verdaderamente útil al seƌviĐio de la ͞ƌeeduĐaĐióŶ͟ de los ŵeŶoƌes.   
 
Por todo lo dicho, se podría pensar que en el ochocientos surgen las primeras 
disposiciones sensibles a las necesidades de los niños delincuentes, pero nada más lejos 
de la realidad; ya en los siglos anteriores encontramos algunas referencias legislativas y 
algunas instituciones (como la de los Toribios) preocupadas por la corrección y 
reeducación de este colectivo marginal. Lo que sí es cierto es que en el XIX el discurso 
protector hacia la infancia se desarrolla vertiginosamente, mientras que en los siglos 
anteriores los menores no tenían un estatuto diferente del adulto. Por ello, el XIX hereda 
inicialmente discursos apenas diferenciadores sobre el niño y el adulto delincuente, 
procesos judiciales idénticos entre unos y otros, y destinos penitenciarios compartidos. 
Pero aunque en las leyes no hubo gran diferenciación, en la práctica muchas veces se 
tenía en cuenta la corta edad para eximir de castigos o para atenuarlos, permitiéndolo la 
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3.1.1. La herencia legislativa sobre menores delincuentes del Antiguo 
Régimen  
 
Según Eugenio Cuello Calón, en nuestra legislación penal no se encuentra una doctrina 
orgánica sobre la punición de los delitos cometidos por menores con anterioridad a las 
Partidas; únicamente existen disposiciones fragmentarias referentes a la infancia en el 
Fuero Viejo de Castilla, en el Fuero Juzgo, en el Fuero Real de España y en los Fueros 
municipales, y tenían por objeto fundamentalmente la protección de los niños en la 
primera edad y la regulación del derecho paterno de educación y corrección. Sólo se 
hallan algunos preceptos relativos a la delincuencia infantil, pero dispersos y sin formar 
doctrina aplicable a delitos o a grupos de delitos.217 
 
Así pues, nada hay especialmente relevante en materia de delincuencia juvenil hasta las 
Partidas de Alfonso X el Sabio, las cuales fijan el concepto de minoría penal (entre 10 
años y medio y 16 años, en función del delito), y someten al menor a un régimen 
penitenciario más suave (por ejemplo, no se les podía dar tormento).218 
 
Diversa –y dispersa– legislación posterior estableció también edades mínimas 
determinadas para cumplir algunas condenas (como la de galeras), y suavizaron algunos 
castigos para el caso de los menores infractores.219 Pero las penas, excesivamente 
                                                 
217 Cfr. CUELLO CALÓN, E.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada eŶ la aŶtigua legislaĐióŶ peŶal 
española͟, Revista Penitenciaria, vol. II (1905), p. 741. En este mismo artículo, el autor reseña algunas 
de las referencias halladas sobre delincuencia infantil antes de las Partidas (véase páginas 742-743). 
Pero los trabajos que más se detienen en estos antecedentes son los de ALEMÁN MONTERREAL, A.: 
͞‘eseña históƌiĐa soďƌe la ŵiŶoƌía de edad peŶal͟, Anuario da Facultade de Dereito da Universidade 
da Coruña, nº11 (2007), pp. 29-32, y el de CÁMARA ARROYO, S.: Internamiento de menores y sistema 
penitenciario, Madrid, Ministerio del Interior, Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, 
2011, pp. 66-75. También se puede consultar ZARANDIETA MIRABENT, E.: La delincuencia de los 
menores y los tribunales para niños, Madrid, Impr. Clásica Española, 1916, pp. 37-54; PALACIOS 
SÁNCHEZ, J.: Menores marginados. Perspectiva histórica de su educación e integración social, Madrid, 
Editoƌial CC“, ϭϵϵϳ; del ŵisŵo autoƌ, ͞La eŶseñaŶza eŶ las iŶstituĐioŶes españolas paƌa la ͚ƌefoƌŵa͛ 
de ŵeŶoƌes ;IVͿ: el siglo XIX Ǉ ͚las esĐuelas de ƌefoƌŵa͛͟, Menores, julio-agosto 1987, pp. 31-48; 
LA“ALA, G.: ͞La ĐáƌĐel Ǉ los Ŷiños duƌaŶte las Edades Media Ǉ ModeƌŶa͟, Revista de la Escuela de 
Estudios Penitenciarios, nº 8 (1945), pp. 64-65; y en la misma revista y del mismo autor, 
͞AŶteĐedeŶtes de la deliŶĐueŶĐia iŶfaŶtil͟, Ŷº ϭϭϰ ;ϭϵϱϱͿ, p. ϲϮ, Ǉ ͞PƌoteĐĐióŶ Ǉ defeŶsa de los 
ŵeŶoƌes, tƌatadistas e iŶstituĐioŶes Ƌue se fuŶdaƌoŶ eŶ España͟, Ŷº ϭϮϰ ;ϭϵϱϲͿ, p. ϲϱϳ. 
218 Vid. CUELLO CALÓN, E.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada…͟, op. Đit., pp. 743-745; y también 
CÁMARA ARROYO, S.: Internamiento de menores..., op. cit., pp. 75-78. 
219 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes. (Apuntes de la España del XIX y principios del XX), 
Madrid, Ministerio de Justicia, Secretaría General Técnica, Centro de Publicaciones, 1991, pp. 23-24. 
Así, por ejemplo, en las Ordenanzas reales de Castilla, los menores de 12 años quedaban exentos de 
las severas penas impuestas a los vagos, y esta medida quedaría recogida en la Novísima 
Recopilación (Lib. XII, Tít. XXXI, Ley II). Otro ejemplo: una pragmática de Carlos I y de doña Juana 
libraba de la pena de galeras a los ladrones menores de 20 años, a los cuales había que imponer una 
pena más benigna (Pragmática de 25 de nov. de 1552, recogida en Nov. Recop., Lib. XII, Tít. XIV, 
Ley I); Felipe II rebajó la edad de exención de galeras a los diecisiete años (Pragmática de mayo de 
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severas en los siglos XVI, XVII e incluso en buena parte del XVIII, siguieron siendo 
también, por ende, duras para los menores, pues lo común fue la aplicación indistinta de 
las leyes, sin apenas tener en cuenta –como eximente o como atenuante– la edad del 
infractor. Sólo durante el reinado de Carlos III puede hablarse de un verdadero avance 
en el tratamiento de la delincuencia de los más jóvenes, pues los duros (e incluso 
bárbaros) castigos se trasmutaron en lo que Cuello Calón califica de procedimientos 
tutelares y educativos.
220 Veamos algunos ejemplos: 
  Obligación de enseñar un oficio, bajo tutela pública, a los menores vagabundos 
huérfanos o de padres también vagos.  
 
͞Estos [los menores de 16 años] aunque sean hijos de familia, serán 
apartados de la de sus padres que fuesen vagos y sin oficio y se les 
destinará á aprender alguno, ó se les colocará en hospicios ó casas de 
enseñanza. Cuidarán de ellos las Juntas ó Diputaciones de caridad, que el 
Consejo hará establecer por parroquias, conforme á lo que me propone y 
se practica en Madrid, asistiendo los párrocos ó los eclesiásticos celosos y 
Đaƌitativos Ƌue destiŶeŶ.͟221  
 
͞;…Ϳ toŵeŶ los Magistƌados polítiĐos las veĐes de ;…Ϳ [sus padƌes], y 
supliendo su imposibilidad ó desidia, reciban en sí tales cuidados de 
colocar con amos ó maestros á los niños y niñas, mancomunando en esta 
obligación, no sólo á la Justicia, sino también á los Regidores, Jurados, 
DiputaĐiſŶ Ǉ “íŶdiĐos del CoŵƷŶ ;…Ϳ͟.222 
 
͞;…Ϳ los ŵuĐhaĐhos de Đoƌta edad Ƌue fueƌeŶ apƌeheŶdidos poƌ vagos, se 
remitirán á los hospicios ó casas de misericordia del partido ó de la capital 
de provincia, para que se les instruya en las buenas costumbres y les 
hagan aprender oficios y manufacturas, dándoles ocupación y trabajo 
pƌopoƌĐioŶado á sus fueƌzas, ſ Ƌue se apliƋue al Ƌue Ǉa supieƌe͟.223 
 
 
                                                                                                                                                  
1566; Nov. Recop., Lib. XII, Tít. XIV, Ley II), edad que mantuvo Carlos II. Véase CUELLO CALÓN, E.: ͞La 
iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada…͟, op. cit., p. 746-747; y también los casos reales que comenta 
Tomás y Valiente sobre la aplicación de las penas sobre los menores delincuentes (El derecho penal 
de la monarquía absoluta (siglos XVI-XVII-XVIII), Madrid, Tecnos, 1992, p. 339-341). 
220 CUELLO CALÓN, E.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada…͟, op. Đit., p. ϳϱϬ. 
221 Pragmática sanción de 19 de septiembre de 1783 (Nov. Recop., Lib. XII, Tít. XVI, Ley XI). 
Reproducida por CUELLO CALÓN, E.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada…͟, op. Đit., pp. 750-751. 
222 Resp. a Consejo de 22 de marzo y cédula del Consejo de 12 de julio de 1781 (Nov. Recop., Lib. XII, 
Tít. XXXI, Ley X; reproducida por CUELLO CALÓN, E.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada…͟, 
op. cit., p. 751). 
223 Real Cédula de 11 de enero de 1784 (Nov. Recop., Lib. XII, Tít. XXXI, Ley XII; reproducida por 
CUELLO CALÓN, E.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada…͟, op. Đit., p. ϳϱϭͿ. 
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 Obligación de educar y enseñar un oficio a vagabundos menores de 17 años de 
padƌes ͞pudieŶtes͟. 
 
͞… Ƌue las JustiĐias aŵoŶesteŶ á los padƌes Ǉ ĐuideŶ de Ƌue éstos, si 
fueran pudientes, recojan á sus hijos é hijas vagos, les den educación 
conveniente, colocándolos con amo ó maestro; en cuya forma, ínterin se 
forman las casas de recolección y enseñanza caritativa, se logrará arreglar 
cuanto antes la policía general de pobres, y apartar de la mendiguez y de 
la ociosidad á toda la juventud, atajando el progreso y fuente perenne de 
la vagancia.͟224  
 
La disposición iba más allá, indicando que, cumplido el tiempo de internamiento 
en los hospicios, las justicias de los pueblos donde fijasen su residencia cuidarían 
de que no volviesen a la vida holgazana y vagabunda. 
 
Estas medidas, donde los influjos de Beccaria se hacían ya notar, se mantendrían 
vigentes hasta mediados del siglo siguiente, pues pasarían a formar parte de la Novísima 
Recopilación. 
 
También resultan interesantes, por su cariz educativo y de reinserción social, algunas 
experiencias dentro de los arsenales, como la que relata Rafael Salillas en su extensa 
obra Evolución penitenciaria en España: la creación de escuelas prácticas de marinería 
en los presidios de Cartagena y El Ferrol en el año 1781.225 Anterior a estas, también se 
consignan determinadas disposiciones de protección hacia los menores en los 
reglamentos de algunos presidios; por ejemplo, en el de Orán y en el de Ceuta, que 
contemplaban medidas para que los jóvenes aprendieran un oficio durante el tiempo de 
reclusión.226  
                                                 
224 Resp. a Consejo de 22 de marzo y cédula del Consejo de 12 de julio de 1781 (Nov. Recop., Lib. XII, 
Tít. XXXI, Ley X; reproducida por CUELLO CALÓN, E.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada…͟, 
op. cit., p. 751). 
225 SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria en España, Pamplona, Jiménez Gil Editor, 1999, vol. II, 
pp. 114-117 y 139-140. (Edición facsímil del original publicado en Madrid, Impr. Clásica Española, 
1918). María Rosa Pérez Estévez también comenta estas experiencias, indicando que las edades de 
los muchachos destinados a estas escuelas prácticas especiales estaban comprendidas entre los 12 y 
los 17 años; según esta autora, en esencia resultaron un fracaso (vid. El problema de los vagos en la 
España del siglo XVIII, Madrid, Confederación Española de Cajas de Ahorros, 1976, pp. 267-268). 
226 Especialmente interesante resulta el reglamento de 1791 del presidio de Ceuta; según afirma 
Fernando Cadalso, en él se demuestra un interés y sensibilidad especial hacia los jóvenes reclusos, 
todavía inaudito en este tipo de establecimientos, especialmente por las fechas de las que se trata. 
En dicho reglamento se consigna que los jóvenes menores de 18 años debían conformar un 
departamento separado completamente del de los adultos, debiendo estar bajo la vigilancia de un 
cabo de los de mejor conducta. Estos jóvenes formarían una brigada de operarios de Maestranzas de 
fortificaciones y artillería en calidad de aprendices y, cuando extinguieran su condena, se les 
expediría un certificado donde se hicieran constar los adelantos y aprendizajes que habían adquirido. 
Vid. CADALSO, F.: Instituciones penitenciarias y similares en España, Madrid, José Góngora, 1922, 
p. 308; y también CÁMARA ARROYO, S.: Internamiento de menores..., op. cit., pp. 140-143. 
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Pero pese a esta legislación más humanitaria, durante los siglos modernos (y buena 
parte del XIX) la realidad penal y penitenciaria de los jóvenes delincuentes fue, en 
general, lamentable. Se les siguió aplicando castigos físicos, ingresaban en las cárceles, y 
las ŵedidas ͞pƌeveŶtivas Ǉ eduĐativas͟ aŶtes ŵeŶĐioŶadas fueƌoŶ eŶ ŵuĐhas oĐasioŶes 
incumplidas, no sólo por desidia sino también por falta de centros (hospicios o análogos) 
donde recoger los menores, o por inadecuación de estos centros.  
 
Así, ante la falta de instituciones, la saturación de éstas, o la no previsión de enviarlos a 
instituciones benéfico-educativas, durante los siglos modernos fue muy común el 
encierro de los menores en las cárceles y, una vez condenados, destinados al servicio de 
arsenales, obras públicas, bajeles o a la marina, siempre que tuvieran la talla y robustez 
suficientes.227 Estas medidas, aplicadas también a adultos convictos, resultaban de gran 
utilidad ante la falta de efectivos en el ejército, especialmente en las guerras del siglo 
XVII y con posterioridad. Así, por ejemplo, y a semejanza de otras disposiciones del 
seiscientos, en 1775 se dictaminó un Real Decreto (7 de mayo de 1775) por el que se 
debía remitir a la milicia a todos aquellos jóvenes sin ocupación conocida que pululaban 
poƌ el país susĐeptiďles de seƌ ĐlasifiĐados Đoŵo ͞vagos͟ y que por falta de residencia fija 
escapaban a las levas del ejército.228  
 
Respecto a las cárceles, la primera disposición legislativa en que se dictamina la 
separación de los jóvenes de los adultos en los dormitorios de las mismas se halla en un 
auto acordado el 29 de octubre de 1785, motivado por haberse producido delitos contra 
el pudor –hecho que testimonia, una vez más, el desorden y la inmoralidad reinante en 
estos establecimientos.229  
                                                 
227 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C: Los presos jóvenes, op. cit., p. 26. Para el caso de los jóvenes vagos, véase 
también CASTEJÓN, F.: La legislación penitenciaria española. Ensayo de sistematización. Comprende 
desde el Fuero Juzgo hasta hoy, Madrid, Hijos de Reus, 1914, p. 395; ‘AMO“ VÁ)QUE), I.: ͞PoliĐía de 
vagos paƌa las Điudades españolas del siglo XVIII͟, Revista de Estudios Histórico-Jurídicos, nº 31 
(2009), pp. 217-258; PÉREZ ESTÉVEZ, M. R.: El problema de los vagos en la España del siglo XVIII, 
op. cit., especialmente pp. 229-272; y CÁMARA ARROYO, S.: Internamiento de menores...¸op. cit., 
pp. 134-147. 
228 La ͞EǆpliĐaĐióŶ Ǉ “upleŵeŶto͟ de ϭϳϲϱ, de las IŶstƌuĐĐioŶes diĐtadas eŶ ϭϳϱϭ Ǉ ϭϳϱϵ poƌ la 
Secretaría de Guerra respecto al destino de los vagos, prevé otra utilización –también pragmática– de 
los menores apresados por vagancia. En concreto, permitía aplicar como jornaleros de sus 
respectivos pueblos a estos jóvenes condenados por vagancia; también se preveía, como medida 
excepcional, que los maestros oficiales o los labradores honrados se llevaran algunos de estos 
jóvenes menores de 18 años para enseñarles un oficio o labor, siempre que se responsabilizaran de 
su crianza y educación. Vid. RAMOS VÁZQUEZ, I.: ͞PoliĐía de vagos paƌa las Điudades españolas...", 
op. cit., p. 241; y PÉREZ ESTÉVEZ, M. R.: El problema de los vagos en la España del siglo XVIII, op. cit., 
p. 272. 
229 Federico Castejón es quien asevera que esta es la primera disposición legislativa española que 
habla de separación, por motivos de edad, en las cárceles (vid. CASTEJÓN, F.: La legislación 
penitenciaria española, op. cit., p. 399). Con relación al auto citado de 1785, hállanse referencias a él 
en el Dictamen de la Sociedad Económica Matritense, en Revista de beneficencia, sanidad y 
establecimientos penales, nº 1 (18 marzo 1876), p. 16. 
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Como es sabido, los hospicios tuvieron entre su clientela los menores que habían 
cometido pequeños delitos, y los condenados por vagancia no aptos para las armas; 
pese a la inexistencia de salas de corrección independientes en muchos de los hospicios, 
los delincuentes de poca trascendencia –ya fueran adultos o jóvenes– no dejaron de 
llegar a esta institución, y de ahí las críticas y las problemáticas que tuvieron que 
afrontar los hospicios, tanto en el XVIII como en el siglo XIX. Precisamente durante el 
reinado de Carlos III hubo un intento serio de recluir a los niños problemáticos en las 
deŶoŵiŶadas ͞Đasas de ĐoƌƌeĐĐióŶ͟, eŶteŶdidas Đoŵo aŶeǆos a los hospiĐios Ǉ Đasas de 
beneficencia, tal y como prescribía un informe fiscal de 1770. Pero la iniciativa fue un 
fracaso, por cuanto los problemas económicos de los hospicios que se habían ido 
fundando por toda la península no hacían viable la instalación de dependencias anexas. 
De ahí que los menores infractores quedaran confundidos con el resto de internos de 
estas instituciones benéficas.  
 
CoŶ ƌelaĐióŶ a los ŵuĐhaĐhos ͞difíĐiles͟ ;los desoďedieŶtes a la autoridad paterna), ante 
la inexistencia de centros específicos, sus destinos fueron los mismos que los apresados 
por vagancia: cárcel, marina, arsenales y, más adelante, hospicios.230  
 
Lo común fue, como venimos diciendo, la indiscriminación de medidas entre adultos y 
jóvenes. Era creencia muy extendida que el ingreso de los jóvenes en los 
establecimientos penitenciarios les servía de escarmiento por sus conductas desviadas o 
rebeldes. Basándose en diversa legislación de finales del XVIII y principios del XIX, García 
Valdés indica que, pese a la dificultad para establecer un límite mínimo de edad por el 
que los niños ingresaban en cárceles, presidios y arsenales, es seguro que, ͞al ŵeŶos, 
desde los ocho años, sea por vía de corrección paterna, sea por la de defensa social, 
iŶgƌesaďaŶ los Ŷiños Ǉ Ŷiñas de aƋuellas époĐas eŶ las ĐáƌĐeles Ǉ pƌesidios͟.231  
 
En resumen, tal y como afirma Pedro Trinidad,  
 
(...) la legislación penal del Antiguo Régimen destaca por la severidad y dureza 
con que castiga al infractor de la ley. El menor que delinque cae dentro del mismo 
ámbito legal que el adulto y sólo excepcionalmente tiene algún tipo de exención. 
No existía un tratamiento específico para los menores delincuentes –sólo 
disminución de la pena–, ni instituciones que tuvieran como fin su castigo y 
corrección. En todos los destinos donde encontramos a los adultos también hay 
                                                 
230 En los casos de corrección paternal, el tiempo de permanencia en esos destinos estaba marcado 
por la voluntad de sus progenitores; en el supuesto de que no hubieran indicado este aspecto en la 
petición de ingreso del muchacho, bastaba una súplica o petición por parte de los familiares para 
conseguir su liberación. Vid. PÉREZ ESTÉVEZ, M. R.: El problema de los vagos en la España del siglo 
XVIII, op. cit., pp. 76-77. Una síntesis sobre el uso del hospicio como centro de reclusión de menores 
infractores y díscolos puede leerse en CÁMARA ARROYO, S.: Internamiento de menores...¸op. cit., 
pp. 156-164. 
231 GARCÍA VALDÉS, C: Los presos jóvenes, op. cit., p. 28. 
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menores, siempre que fueran útiles para la realización de tareas. Cuando la 
legislación establece alguna diferencia es debido más a que el joven es inútil para 




3.1.2.  Instituciones del Antiguo Régimen para menores delincuentes 
 
Diversos autores de principios del XIX señalan algunas experiencias que podríamos 
considerar también antecedentes de las instituciones decimonónicas destinadas a 
menores delincuentes, aunque la falta de estudios detallados sobre ellas nos hace ser 
cautelosos al mencionarlas. Así por ejemplo, Gerardo González Revilla y José Bugallo 
indican que en el año 1537 se fundó en Salamanca una asociación para proteger a los 
niños delincuentes, y posteriormente se formaron con el mismo objeto cofradías y 
sociedades.233 Sergio Cámara, recogiendo el dato de Alonso Morgado, señala que en el 
siglo XVI el Hospital de Niños perdidos de Sevilla acogía también a menores vagos y 
delincuentes.234 Ramón Albó menciona un departamento especial creado en el hospital 
de la Misericordia de Barcelona en 1600;235 Gutmaro Gómez Bravo, siguiendo a Carasa 
Soto, indica que en el año 1797 el obispo de Burgos convirtió el viejo hospital de esa 
ciudad en casa de corrección para mujeres jóvenes.236 En Valencia, la Casa de 
Misericordia –creada en 1679– también tendrá un departamento especial para menores 
delincuentes, en conexión con el Padre de Huérfanos de esa ciudad; precisamente, 
ligada a esta institución (la del Padre de Huérfanos), nacerían otros departamentos o 
secciones de corrección de menores dentro de instituciones existentes destinadas al 
recogimiento de la pobreza.237 Para el colectivo femenino, también hubo departamentos 
                                                 
232 T‘INIDAD FE‘NÁNDE), P.: ͞La iŶfaŶĐia deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada͟, eŶ BO‘‘Á“ LLOP, J.M. ;diƌ.Ϳ, 
Historia de la infancia en la España contemporánea (1834-1936), Madrid, Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales/Fundación Germán Sánchez Ruipérez, 1996, p. 463. 
233 GONZÁLEZ REVILLA, G.: La protección de la infancia abandonada (abandono y criminalidad de los 
niños), Bilďao, Iŵpƌ. de la “oĐiedad AŶóŶiŵa ͞TipogƌáfiĐa Populaƌ͟, 1907, p. 213; BUGALLO SÁNCHEZ, 
J.: Los reformatorios de España en sus relaciones con la corrección de la infancia y de la pubertad 
rebelde y delincuente, Madƌid, Iŵpƌ. de ͞El Día͟, ϭϵϭϲ, p. ϭϳ.  
234 MORGADO, A.: Historia de Sevilla, en la qval se contienen sus antigvedades, grandezas y cosas 
memorables en ella acontecida, desde sv fundación hasta nuestros tiempos, Impr. de Andrea Pescioni 
y Juan de León, Sevilla, 1587, p. 373. Recogido por CÁMARA ARROYO, S.: Internamiento de 
menores..., op. cit., p. 97. 
235 ALBÓ, ‘.: ͞El tƌiďuŶal paƌa Ŷiños de BaƌĐeloŶa Ǉ su aĐtuaĐióŶ eŶ el pƌiŵeƌ seŵestƌe de su 
fuŶĐioŶaŵieŶto͟, ϭϵϮϮ. ‘eĐogido, eŶtƌe otƌos, poƌ “ALDAÑA, Q.: La reforma de los jóvenes 
delincuentes en España, Madrid, Impr. del Asilo de Huérfanos, 1925, p. 22. 
236 GÓME) B‘AVO, G.: ͞Las pƌisioŶes de Eva. Mujeƌ Ǉ ĐáƌĐel eŶ el siglo XIX͟, Taller de Historia dirigido 
por L.E. Otero Carvajal, Universidad Complutense de Madrid [en línea], 
<http://www.ucm.es/info/hcontemp/leoc/taller/prisiones.htm>, [consulta: 5/9/2005]. Este dato lo 
ha recogido de P. CARASA SOTO, Historia de la beneficencia en Castilla-León, 1991, p. 213. 
237 Vid. CÁMA‘A A‘‘OYO, “.: ͞La fiŶalidad eduĐativa de los ĐeŶtƌos de iŶternamiento de menores: el 
hospiĐio Đoŵo aŶteĐedeŶte͟, Anuario de la Facultad de Derecho (Universidad de Alcalá), nº 3 (2010), 
pp. 536-537. 
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especiales en algunas instituciones de educación y beneficencia (entre otras, la Casa de 
la penitencia de Jesús, Valencia, siglo XIII; la Casa de Santa María Magdalena, 1792, 
Madrid; la Casa de niñas perdidas, huérfanas y desamparadas, siglo XVI, Sevilla).238 Más 
experiencias e instituciones son citadas por los autores que tratan estas temáticas, 
aunque casi siempre de forma superficial, quizás por falta de datos que confirmen el 
funcionamiento y vigencia de estas instituciones o departamentos.239 
 
La figura del Padre de Huérfanos constituye un hito importante en el marco de la 
atención diferencial hacia el menor; la experiencia se inició en Valencia en 1338, y se 
extendió en varias ciudades de esa región, de Aragón y de Navarra, hasta finales 
del XVIII, con las funciones de recoger niños y niñas (abandonados, vagos, pillos, 
pequeños delincuentes), buscarles alojamiento y colocarlos en trabajos adecuados o en 
el servicio doméstico, bajo supervisión. Con el tiempo, a estas atribuciones se unió cierta 
potestad judicial sobre los tutelados, de manera que quedaban al margen de los 
complejos y lentos procedimientos judiciales de la época. Esta figura, de alcance 
municipal, se podría considerar, en cierto modo, como un lejano antecedente de lo que 
serán, ya en el siglo XX, los tribunales tutelares para menores.240 
 
Otra institución a destacar, ya no "jurídica" sino "física", que sobresale por encima de 
cualquier otra experiencia dedicada a los menores delincuentes antes del siglo XIX, es el 
asilo de corrección fundado en Sevilla por Toribio de Velasco en el año 1725, 
comúnmente llamado Los Toribios, en honor a su fundador. Este establecimiento fue 
bien conocido gracias a la obra de Fray Gabriel Baca, publicada tras la muerte de 
Toribio.241 La experiencia comenzó con simples recogidas de niños callejeros, a los que el 
fundador entretenía jugando y enseñando doctrina cristiana, para pasar, con los años, a 
la creación de un centro con escuela y talleres propios, donde el rigor y la dulzura en el 
                                                 
238 Vid. LASALA, G.: ͞IŶstituĐioŶes PƌoteĐtoƌas Ǉ ‘efoƌŵadoƌas de Ŷiños Ƌue se fuŶdaƌoŶ eŶ España͟, 
Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº 147 (1960), pp. 2285-2293; CÁMARA ARROYO, S.: 
Internamiento de menores...¸op. cit., pp. 96-97 y 160-162.  
239 Véanse, por ejemplo, las instituciones que cita Gregorio Lasala en ͞IŶstituĐioŶes PƌoteĐtoƌas Ǉ 
Reformadoras de niños...͟, op. Đit., pp. ϮϮϴϱ-2293. 
240 Vid. espeĐialŵeŶte ‘UBIO VELA, A.: ͞IŶfaŶĐia Ǉ ŵaƌgiŶaĐióŶ. EŶ toƌŶo a las iŶstituĐioŶes 
tƌeĐeŶtistas valeŶĐiaŶas paƌa el soĐoƌƌo de los huéƌfaŶos͟ eŶ ‘evista d͛Histžƌia Medieval, nº 1 (1990), 
pp. 111-153; y también SANTOLARIA, F.: Marginación y educación. Historia de la educación social en 
la España moderna y contemporánea, Barcelona, Ariel, 1997, pp. 29-36. 
241 BACA, F.G.: Los Toribios de Sevilla. Breve noticia de la fundación de su hospicio, su admirable 
principio, sus gloriosos progresos, y el infeliz estado en que al presente se halla, Madrid, Impr. de 
Francisco Xavier García, 1766 (1880, Junta Superior de la Asociación de Católicos). En la memoria 
presentada en el Congreso de Roma de 1855, Francisco Lastres dirá de Los Toribios: "modesta 
institucion española, muy anterior á la célebre colonia de Mettray, y otras notabilísimas escuelas de 
reforma. Nos referimos á la Casa-hospicio y Asilo de correccion llamado Los Toribios de Sevilla, 
fundada en aquella ciudad por Toribio de Velasco (...); institucion que durante más de cien años 
prestó el inmenso servicio de educar á la juventud viciosa, sirviendo á la vez para correccion paternal, 
en la forma y con los medios que podian emplearse en la época de su existencia." (Reproducido en 
LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, Madrid, Establ. tipográf. de Pedro Núñez, 1887, p. 10). 
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trato con los niños, gracias al carisma personal del fundador, consiguió apartar de la 
vagancia, las malas compañías y la propia delincuencia a grupos numerosos de menores. 
Llegó a acoger hasta 250 internos, con una sección dedicada a la corrección paternal 
(niños díscolos enviados por sus padres para su enmienda). Los menores permanecían 
en la institución un tiempo indeterminado, hasta su "corrección", y se aplicaba un 
método en cierta manera participativo, en el sentido de que los propios menores 
tomaban parte en el reconocimiento de sus faltas y de las de los demás, y que la 
comunidad de jóvenes, moderados por su director, imponía los castigos a los que 
observaban mal comportamiento. A partir de 1749, la institución cayó en decadencia 
tras el cese del hermano Antonio, el director en aquel momento.242 Esta experiencia 
tuvo su eco en Granada, donde se creó, ya hacia finales del XVIII, una casa de corrección 
a imitación del establecimiento sevillano, pero apenas disponemos de información sobre 
ella.243 
 
3.2. LOS MENORES EN LA LEGISLACIÓN PENAL Y PENITENCIARIA 
DEL XIX 
 
Ya hemos visto algunas disposiciones y experiencias anteriores al ochocientos que 
separaban los menores infractores de los adultos. Durante la primera mitad del XIX el 
discurso legal ya era totalmente favorable a la separación jóvenes-adultos en los 
establecimientos penitenciarios. Pero a la casi unanimidad de las leyes en dictaminar su 
separación, el régimen a que eran sometidos los menores apenas difería del aplicado al 
resto de reclusos. Fue a partir de la segunda mitad del siglo cuando se empezó a hablar 
de tratamiento diferente, de corrección o reeducación. Así lo expresa M. Carmen 
Figueroa Navarro, señalando que la clasificación interna de los distintos tipos de 
penados, entre ellos, por razón de edad, respondía a un intento por dar una respuesta 
más efectiva (obtener mayor nivel de corrección) en los distintos colectivos: 
 
;…Ϳ la idea de que una adecuada clasificación es necesaria para acometer la 
misión de intentar la corrección de los penados, ya se planteaba como algo 
imprescindible en el año 1838. Esta misión correctora se estableció para los 
penados jóvenes, y fue extendiéndose para todos los penados, como norma 
                                                 
242 Para ampliar el tema de Los Toribios, véase JUDERÍAS, J.: La juventud delincuente. Leyes é 
instituciones que tienden á su regeneración, Madrid, Establ. tipográf. de Jaime Ratés, 1912, pp. 146-
148; DE LA FUENTE, V.: ͞Meŵoƌia soďƌe los Toƌiďios de “evilla, leída eŶ la AĐadeŵia de CieŶĐias 
Moƌales Ǉ PolítiĐas͟, ƌepƌoduĐida eŶ Revista Penitenciaria, vol. III (1906), pp. 529-546; LASALA, G.: 
͞Los Toƌiďios de “evilla͟, Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº 2 (1945), pp. 55-57; más 
recientemente, SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., pp. 222-223; y CÁMARA ARROYO, 
S.: Internamiento de menores...¸op. cit., pp. 120-128. 
243 Vid. DE MURCIA, P. J.: Discurso político sobre la importancia, y necesidad de los Hospicios, Casas 
de expósitos, y Hospitales, que tienen todos los Estados, y particularmente España, Madrid, Impr. de 
la Viuda de Ibarra, 1798, p. 92. 
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general. En la primera mitad del siglo XIX, esa separación obedece a razones de 
humanidad y salvaguarda de la integridad de los jóvenes, ya que la separación 
era exclusivamente por la simple razón de edad. Sin embargo, desde el Decreto 
de 5 de diciembre de 1870, ya se considera necesario incidir en la corrección de 




Este cambio de mirada, desde la mera separación por edad hacia un tratamiento 
diferenciador y con objetivo correccional, fue debido en gran medida al triunfo de las 
ideas correccionalistas de las que ya hemos hablado en capítulos anteriores. Pero de 
nuevo debemos consignar que apenas se alcanzaron los objetivos reeducacionales, y 
que las teorías correccionalistas quedaron en papel mojado cuando habían de ser 
aplicadas por un personal penitenciario apenas capacitado y formado para estos fines.  
 
En los apartados siguientes veremos la legislación aprobada para este siglo en que se 
hacía alusión explícita a los jóvenes: algunas disposiciones sólo aluden a la cuestión de la 
separación, pero otros también apuntan algunas fórmulas de corrección o de 
tratamiento. Además de la legislación aprobada, incluiremos algunos proyectos que, por 




3.2.1. Legislación promulgada antes de la aprobación del Código Penal de 
1848 (vigencia de la Novísima Recopilación) 
 
Entre la legislación más relevante aprobada en este periodo, en que se aprecia alguna 
consideración hacia los menores infractores, destacaremos el Reglamento de presidios 
peninsulares de 1807 –que creaba departamentos especiales para los menores en los 
presidios, en los cuales el aprendizaje de un oficio y las prácticas religiosas eran el eje de 
funcionamiento–, y la Ordenanza General de los Presidios del Reino de 1834 –en la 
línea del anterior reglamento, pero sin profundizar en el funcionamiento de los 
departamentos de menores. Los reglamentos aprobados posteriormente en 1844 
(Reglamento para el orden y régimen interior de los presidios del Reino, Reglamento 
para un día en común dentro de un establecimiento, Reglamento sobre escuelas) no 
añadieron nada nuevo, pero sí repitieron las consideraciones sobre la separación por 




                                                 
244 FIGUEROA NAVARRO, M.C.: Los orígenes del penitenciarismo español, Madrid, Edisofer, 2000, 
p. 48. 
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En cuanto a la legislación sobre cárceles, las disposiciones que debemos comentar serán 
las promulgadas a partir del año 1838, que serán las primeras en señalar la obligación de 
establecer separaciones entre los reclusos adultos y los jóvenes. Este aspecto –el de la 
separación– fue prácticamente el único que se incluyó en la legislación relativa a 
ĐáƌĐeles, seguƌaŵeŶte poƌƋue se ĐoŶsideƌaďaŶ espaĐios ͞de paso͟, eŶ los Ƌue Ŷo valía la 
pena invertir ni en enseñanza ni en talleres.  
 
A continuación veremos con cierto detalle lo aparecido en la legislación de esta primera 
mitad de siglo referente a los menores, explayándonos en aquellas disposiciones más 
relevantes por su novedad y/o efectividad en su aplicación.  
 
  Reglamento de presidios peninsulares de 1807 
 
Empezamos citando este reglamento, resultado de las iniciativas de Francisco 
Xavier Abadía en Cádiz (constituye una ampliación del Reglamento particular del 
presidio de Cádiz vigente desde 1805). En él, no sólo se estableció la separación 
de los presos jóvenes de los adultos, sino que señalaba que debía haber un 
departamento especial para los menores bajo un régimen de internamiento 
especial, fundamentado en el aprendizaje de un oficio y en las prácticas 
religiosas. Hablaremos con un poco más de detalle de este novedoso reglamento 
en el capítulo siguiente. Conviene consignar, como lo haremos también en ese 
capítulo, que el reglamento no llegó a aplicarse más que en el presidio de Cádiz, 
en el cual se había inspirado su redactado. Sin embargo, pese a su limitada 
aplicación, es de una relevancia vital, pues constituye un hito legislativo al 
defender la creación de un departamento específico para menores, y al 
pormenorizar su funcionamiento, no habiendo en el siglo XIX otro reglamento 
más completo y mejor pensado que este en materia de menores sentenciados.  
 
  Instrucción de 20 de noviembre de 1833 
 
Esta instrucción, aprobada por Real Decreto de 20 de noviembre de 1833 y 
dirigida a los Subdelegados de Fomento, abordaba la distribución y 
administración general de las provincias españolas, pero su impulsor (el conocido 
Javier de Burgos) incluyó también aspectos relevantes sobre problemas 
penitenciarios relacionados con los edificios y los recursos financieros. La 
instrucción –que, por cierto, no fue derogada por el Código Penal de 1848– 
describía y denunciaba aspectos negativos de las prisiones y cárceles                      
–especialmente la ausencia de recursos estables para la alimentación y 
necesidades básicas de los presos, la mezcla de presos (mezcla de edades, de 
tipos de sentenciados)–, y también abordaba la forma de organizar las casas de 
corrección dependientes de la autoridad administrativa. Incluso se aludía al 
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concepto de rehabilitación social (art. 48). Señalamos, por tanto, su importancia, 
pues indica la necesaria separación a razón de edad en las prisiones y enuncia 
este concepto de recuperación social.  
 
  Ordenanza General de los Presidios del Reino de 1834 
 
Esta ordenanza constituye uno de los preceptos legales más importantes en 
materia penitenciaria de los dictados en la primera mitad del XIX, y también uno 
de los que tuvo más vigencia –con ligeras reformas, pervivió hasta principios del 
novecientos. La incluimos aquí porque especifica pormenorizadamente el trato a 
los menores en las prisiones (sección segunda del título III).  
 
Estableció la separación de los jóvenes menores de 18 años de los de mayor 
edad, fijó en qué debían emplear el tiempo de reclusión (escuela, talleres, 
enseñanza y prácticas religiosas), y consignó una serie de preceptos para su 
mejor vigilancia y corrección. Es especialmente relevante el hecho de que fijara la 
separación por edades y que hiciera obligatorio el aprendizaje de las primeras 
letras y de un oficio. 
 
En los artículos 82 y 123 se señalaba la separación entre mayores y menores de 
18 años.245 Como medida subsidiaria, en caso de imposibilidad de establecer un 
departamento aparte para los jóvenes presidiarios, el artículo 109.20 indicaba 
que se podían albergar en los departamentos de adultos pero cerca del 
departamento de los cabos de vara, para facilitar así su vigilancia.  
 
Los jóvenes debían recibir enseñanza de primeras letras en una escuela dentro 
del presidio y también debían aprender un oficio (art. 125). Los maestros de los 
talleres debían ser los presos adultos de mejor conducta de cada profesión 
(art. 127). En el artículo 128 se indicaba, aunque de forma muy vaga, la 
posibilidad de recompensas para aquellos menores que destacaran en un oficio. 
 
La educación y prácticas religiosas también debían formar parte de la vida 
presidiaria de los muchachos (art. 126). La ordenanza encargaba al capellán un 
especial cuidado por los jóvenes, imbuyéndoles máximas de religión y moral, 
imprescindibles para su corrección (art. 165.7). 
 
                                                 
245 Art. 123: ͞Paƌa la ĐoƌƌeĐĐioŶ de los desgƌaĐiados jſveŶes á ƋuieŶes la oƌfaŶdad, el aďaŶdoŶo de los 
padres ó la influencia de malas compañías, lanzó en la carrera de los crímenes antes de que la 
experiencia les haya revelado los males que causan á la sociedad y á sí mismos, mando que todos los 
presidiarios menores de diez y ocho años que haya en cada presidio vivan reunidos en una cuadra ó 
departamento con total separacion de los de ŵaǇoƌ edad͟. DIRECCIÓN GENERAL DE 
ESTABLECIMIENTOS PENALES: Coleccion legislativa de presidios y casas de correccion de mujeres, 
Madrid, Impr. Nacional, 1861, vol. I, p. 33. Este artículo también aparece reproducido en NAVARRO 
DE PALENCIA, A.: El reformatorio de jóvenes delincuentes, Alcalá de Henares, Impr. del Reformatorio, 
1907, p. 122. Reproducida toda la ordenanza en TEIJÓN, V.: Colección legislativa sobre cárceles, 
presidios, arsenales y demás establecimientos penitenciarios 1572-1886, Madrid, Establ. tipográf. de 
J. Góngora, 1886, pp. 440-515. 
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Son desde luego preceptos innovadores ante el desierto de propuestas y la 
experiencia que pesaba sobre los presidios. Pero no alcanza, desde luego, lo 
preceptuado en materia de jóvenes en el Reglamento de 1807 antes señalado. 
De hecho, la propia ordenanza señalaba en el artículo 124 la necesidad de 
ampliar los aspectos de organización y régimen del departamento de jóvenes, 
encargando al Director General de Presidios la realización de una instrucción 
particular sobre este punto.246 Pero dicha instrucción nunca llegó a realizarse, y 
su lugar la ocupó una Real Orden de 5 de septiembre de 1844 del Ministerio de 
Gobernación que aprobaba los reglamentos y formularios relativos, entre otras 
cosas, al régimen de orden interno de los presidios y al funcionamiento de las 
escuelas.247  
 
  Real Ordenanza de las Audiencias de 1835 
 
Esta ordenanza, aprobada el 20 de diciembre de 1835, aborda de forma un tanto 
tangencial cuestiones relativas a cárceles. La incluimos aquí porque indica la 
necesidad de separación de jóvenes y adultos en las cárceles (art. 180). 
 
  Bases para el arreglo de las cárceles de 1838, Real Orden de 9 de junio de 1838, y 
Real Orden de 28 de enero de 1840 
 
Las Bases, aprobadas el 30 de mayo del año citado, fijaban la separación por 
edades dentro de las cárceles. Asimismo, las reales órdenes indicadas (relativas a 
la adecuación de cárceles y a la mejora de los presidios, respectivamente) 
también señalaban la necesidad de separación por edad. 
 
  Reglamentos sobre presidios aprobados en 1844 
 
El Reglamento para el orden y régimen interior de los presidios del Reino de 
1844248 volvía a incidir en la necesaria separación entre jóvenes y adultos, y fijaba 
la obligación de que aprendieran un oficio y de que asistieran diariamente a la 
escuela. A los menores se les daba a escoger el taller donde trabajar, pero sólo se 
les permitía un cambio de taller siempre que fuera solicitado en los primeros 
quince días de su ingreso. La permanencia en esta sección se prolongaba hasta 
                                                 
246 Art. 124: ͞El DiƌeĐtoƌ geŶeƌal de pƌesidios ŵe pƌopoŶdƌá uŶa iŶstƌuĐĐiſŶ paƌtiĐulaƌ paƌa el 
departamento de jóvenes presidiarios, y los medios de establecer escuelas de primeras letras, y las 
demás enseñanzas necesarias para reformar la educación de esta clase de coŶfiŶados.͟  
247 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, op, cit., pp. 41-42. 
248 El apartado referido a la sección de jóvenes se halla reproducido en GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos 
jóvenes, op. cit., pp. 43-44, y también en NAVARRO DE PALENCIA, A.: El reformatorio de jóvenes 
delincuentes, op. cit., p. 123. Todo el reglamento se puede consultar en TEIJÓN, V.: Colección 
legislativa..., op. cit., p. 527 y ss. 
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los 20 años, pese a que en su ingreso inicial sólo se aceptaban los menores de 18; 
cumplidos los 20 años, pasaban a la brigada, pero con obligación de continuar 
asistiendo a la escuela y los talleres. Los jóvenes de la sección quedaban exentos 
de llevar hierro (cadenas, grillos), excepto para casos de resistencia u 
obstinación. 
 
En este reglamento se indicaba que, ante la imposibilidad de fijar la separación 
por edades en los talleres y la escuela, se debían establecer mecanismos para 
que el contacto entre unos y otros fuera mínimo (como por ejemplo, colocar a 
los jóvenes al inicio de las filas de formación, colocarlos en una determinada 
porción del aula, etc.). 
 
La preocupación por los jóvenes se aprecia también en las consideraciones que 
se incluyen acerca de las funciones de los comandantes de presidios: el 
reglamento insta a éstos a tener una vigilancia más cautelar hacia ellos, 
controlando las escuelas y talleres.249 
 
Nada nuevo hay en esta disposición en relación con los menores presidiarios que 
no se hubiera ya perfilado en la Ordenanza de 1834; no se avanza en el 
establecimiento de un régimen interno diferente al de los adultos (pues éstos 
también podían ir a la escuela y debían trabajar en los talleres, dos novedades 
importantes que afectaban, pues, a todo el colectivo de presidiarios 
indiferentemente de su edad). En la misma línea ͞Ŷo-Ŷovedosa͟ se situaƌía el 
Reglamento para un día en común dentro de un establecimiento, aprobado 
también en 1844, que fijaba idéntico régimen de vida para los jóvenes que para 
los adultos, pero siempre con la debida separación entre unos y otros.250 El 
Reglamento sobre escuelas,251 que también complementaba la Ordenanza de 
1834, impulsaba la instalación de escuelas de instrucción primaria en los 
presidios donde no las hubiera, a la par que instaba a la mejora de las ya 
existentes, como forma básica no sólo para instruir sino también para moralizar y 
adoctrinar en la religión católica a los penados de todas las edades. No se hacía 
mención específica a los jóvenes, pero está claro que todo lo dicho les afectaba 





                                                 
249 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, op. cit., p. 44. 
250 TEIJÓN, V.: Colección legislativa..., op. cit., pp. 540-547. 
251 Ibid., pp. 304-305. También aparece reproducido en GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, 
op. cit., pp. 45-47. 
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Puntos esenciales que recoge el Reglamento de Escuelas de 1844: 
 
- Obligación de establecer en todos los presidios de España escuelas de instrucción 
primaria (según lo preceptuado por la R.O. de 10 marzo de 1844). 
- La escuela ocupará un local ex profeso, con las condiciones de luz y ventilación 
necesarias (art. 3). 
- Ejercerá como maestro el capellán, y como pasante, el preso más preparado (art. 2). 
- Deberán asistir ͞todos los peŶados Ƌue poƌ su edad Ǉ disposiĐiſŶ seaŶ a pƌopſsito 
paƌa ƌeĐiďiƌ esta Đlase de eŶseñaŶza͟ (art. 9). 
- Días de escuela y horario: habrá escuela todos los días –excepto los domingos y 
festivos– en el horario y duración que establezcan los Comandantes (arts. 10-11). 
- Enseñanzas a impartir: lectura (método Vallejo), escritura (modelo Iturzaeta), 
aritmética (las cuatro operaciones básicas, dibujo lineal y religión católica (arts. 1 
y 13). 
- La mesa del maestro se situará frente a la de los alumnos, y éstas últimas deberán 
ser largas y con cierta inclinación (arts. 5-6). Los tinteros serán compartidos por cada 
dos alumnos (art. 7). 
- En las paredes del local se fijarán carteles que muestren lecciones, el abecedario, 
tablas de multiplicar, etc. (art. 8). En frente de todos los alumnos se situará una 
imagen de Jesucristo (art. 4). 
 
  Reglamento para las cárceles de las capitales de provincia de 1847 
 
Este reglamento, referido exclusivamente a las cárceles, fijaba la separación de 
hombres y mujeres en departamentos separados y, dentro de cada uno de ellos, 
debía haber subdepartamentos para menores de 15 años, para el caso de los 
varones, y menores de 12 años en el caso de las féminas (cap. I, art. 1). Sin 
embargo, no se establece ninguna otra reglamentación específica respecto al 
tratamiento de los jóvenes.252  
 
 
A raíz de lo analizado, se observa que, hasta mediados del siglo XIX, prácticamente todas 
las disposiciones legales sobre presidios y cárceles iban al unísono en cuanto a la 
observancia de la edad como parámetro de separación interna en los establecimientos 
penitenciarios. El criterio concreto era, sin embargo diferente: para los presidios, el 
límite entre los presos jóvenes y los adultos eran los 18 años y, en el caso de las 
cárceles, 15 para varones y 12 para mujeres. El código penal que se aprobaría en 1848 
no haría diferencias entre hombres y mujeres en cuanto a la edad de responsabilidad 
penal, y fijaría precisamente en 15 la edad límite de la responsabilidad dudosa, y los 18 
años como edad máxima de responsabilidad atenuada. En cuanto al tratamiento 
rehabilitador, la legislación no fijó sistemas específicos para los menores, aunque 
impulsó la regeneración de todos los penados (los ya sentenciados) a partir del trabajo y 
la escuela. 
                                                 
252 La única mención especial que se hace respecto a ellos es relativa a la función del capellán: 
͞EjeƌĐitaƌá adeŵás á los jſveŶes de aŵďos seǆos eŶ el ĐateĐisŵo de la doĐtƌiŶa ĐƌistiaŶa͟ (art. 28). 




Además de la separación, algunas disposiciones atenuaban las penas impuestas a los 
menores, como ya se había hecho en siglos anteriores. Fernando J. Burillo recoge 
diversas ordenanzas que desde 1834 prescribían que los delincuentes menores de 
18 años fueran enviados a los departamentos de corrigendos de los presidios, y no a los 
buques de guerra, denegando las peticiones que pudiera haber al respecto.253 Asimismo, 
y para evitar la picaresca de algunas familias que maquinaban para que sus hijos 
ingresaran en los presidios para asegurarles la manutención en épocas difíciles como el 
invierno, otras disposiciones pedían rigidez en el ingreso en los presidios (entrada sólo 
vía judicial) y dictaminaban que los sentenciados menores de 17 años fueran encerrados 
en hospicios ͞paƌa ĐoŶteŶeƌ sus viĐios Ǉ ŵejoƌaƌ sus Đostuŵďƌes͟.254 
  
Es importante consignar aquí que sí existieron departamentos de menores en algunos 
presidios que funcionaron bastante bien (en Cádiz, Barcelona y Valencia, como veremos 
en el capítulo siguiente), y que en este período es cuando se creará la primera cárcel 
exclusiva para menores (Cárcel de Jóvenes de Madrid, 1840, que analizaremos en la 
segunda parte de este trabajo). 
 
 
3.2.2. Legislación promulgada tras la aprobación del Código Penal de 1848 
 
En esta segunda mitad de siglo, prácticamente no hubo disposición alguna que no 
hiciera referencia a la distinción por edades en los establecimientos penitenciarios. La 
primera gran ley que se aprobó tras el Código Penal de 1848 sería la Ley de Prisiones de 
1849, que consolidó –a nivel legislativo– la existencia de departamentos separados por 
razón de sexo y edad en todos los establecimientos penitenciarios, ya fueran presidios o 
cárceles. Pero por encima de esta ley y de las disposiciones a ella vinculadas, conviene 
resaltar la Ley de Bases para la reforma y mejora de las cárceles y presidios y para el 
planteamiento de un buen sistema penitenciario de 1869, que habla de una 
diferenciación verdadera en el tratamiento correccional de los jóvenes delincuentes y 
señala, por primera vez, la necesidad de establecer una institución penitenciaria 




                                                 
253 R.O. de 2 de julio de 1834; Ordenanza de 1834 (art. 82); R.O. de 3 de febrero de 1836. Vid. 
BURILLO ALBACETE, F.J.: El nacimiento de la pena privativa de libertad, Madrid, Edersa, 1999, p. 258. 
254 R.O. de 30 de septiembre de 1836, reproducida en CADALSO y MANZANO, F.: Instituciones 
penitenciarias y similares..., op. cit., pp. 509-510, y también en GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos 
jóvenes, op. cit., p. 52. 
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Hasta los años ochenta del siglo XIX, el marco legislativo en España estableció la 
separación entre adultos y jóvenes en las cárceles y presidios, y señaló la obligación del 
trabajo y el estudio para los jóvenes ya sentenciados. Pero todavía no se había avanzado 
en el tratamiento diferenciador, ni se habían establecido instituciones particulares para 
los menores. Sería en el año 1883 cuando se daría el paso definitivo para poder fundar 
asilos correccionales para jóvenes delincuentes y para jóvenes díscolos desobedientes a 
la autoridad paternal, a través de la Ley de 4 de enero de 1883 mediante la cual se 
autoƌizaƌía la ĐƌeaĐióŶ de la ͞pƌiŵeƌa͟ esĐuela de ƌefoƌŵa paƌa ŵeŶoƌes vagaďuŶdos, 
para los desobedientes a la autoridad paternal, y para los menores delincuentes 
declarados irresponsables. 
 
Veamos toda esta legislación con cierto detalle. 
  Ley de Prisiones de 1849255 y legislación relacionada 
 
En esta ley no hay apenas novedades respecto a lo establecido anteriormente, 
pero sí se asegura la existencia de departamentos separados por razón de sexo y 
edad en todos los establecimientos penitenciarios: los límites de edad serán de 
18 años para los hombres y 15 para las mujeres, ampliando así los términos 
establecidos en el Reglamento para las Cárceles de las Capitales de Provincia de 
1847.256 La intención de los legisladores parecía rotunda, por cuanto en la 
posterior Real Orden del Ministerio de Gobernación de 13 de septiembre de 
1852, que coordinaba el Código Penal reformado de 1850 y la Ley de Prisiones de 
1849 que estamos comentando, se dispuso en la regla quinta que ͞EŶ las ĐáƌĐeles 
cuyo compartimiento interior no permita establecer desde luego los 
departamentos de que trata el artículo 11 de la ley, se procederá inmediatamente 
á la formacion del plano, proyectos y presupuestos de las obras absolutamente 
iŶdispeŶsaďles paƌa la sepaƌaĐioŶ de los pƌesos segƷŶ los seǆos Ǉ edades͟.257 
Precisamente, a raíz de las necesarias reformas de la mayoría de edificios 
existentes, en 1860 el ministro Posada Herrera aprobaba un programa para la 
construcción y mejora de las cárceles existentes, donde evidentemente, se aludía 
a estos aspectos de separación por edades.258 
                                                 
255 Las cuestiones relativas a los jóvenes se hallan parcialmente reproducidas en NAVARRO DE 
PALENCIA, A.: El reformatorio de jóvenes delincuentes, op. cit., p. 123. Totalmente reproducidas las 
encontramos en TEIJÓN, V.: Colección legislativa..., op. cit., pp. 610-616. 
256 La Ley de prisiones de 1849 concretamente establecía que en las cárceles de partido y en la de las 
capitales de provincia debía existir un departamento para menores dividido por sexos (art. 11 del 
título III), en el que ingresarían los hombres menores de 18 años y las jóvenes menores de 15, como 
hemos dicho en el texto. Exactamente lo mismo se repetiría en el artículo 25.2 para el caso de los 
establecimientos penales. 
257 TEIJÓN, V.: Colección legislativa..., op. cit., pp. 616-618. 
258 Nos ƌefeƌiŵos al Ǉa ĐoŵeŶtado ͞Pƌogƌaŵa para la construcción de las cárceles de provincia y para 
la ƌefoƌŵa de los edifiĐios eǆisteŶtes destiŶados a esta Đlase de estaďleĐiŵieŶtos͟ ;véase Ŷota ϭϴϵ 
del capítulo anterior).  
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  Ley de Bases para la reforma y mejora de las cárceles y presidios y para el 
planteamiento de un buen sistema penitenciario de 1869259  
 
Esta ley va más allá de la mera separación por edad, sexo y gravedad de los 
delitos (establecido en la base quinta), pues se posiciona por vez primera a favor 
de establecer una institución penitenciaria únicamente para jóvenes, lo que 
implica, de hecho, dar un verdadero trato diferente al joven y al adulto recluso. 
En la base decimocuarta se preveía la redacción de una ley para la organización 
particular de los presos jóvenes; de forma interina, a la espera de la aprobación 
de esta ley –que, lamentablemente, nunca vería la luz–, se autorizaba a 
establecer una colonia penitenciaria en San Fernando (Madrid) para los 
sentenciados menores de 21 años, que habrían de dedicarse a las faenas 
agrícolas.  
 
Es, como decimos, especialmente novedosa esta ley al hablar de colonias 
penitenciarias para jóvenes delincuentes. Pero en San Fernando no se llegó a 
fundar ningún establecimiento penitenciario; la idea de la prisión exclusiva para 
jóvenes quedaría en letargo hasta que, diecinueve años más tarde –en 1888–, 
renacía la idea y se llevaba a efecto, pero esta vez en el penal de Alcalá de 
Henares ya existente, y sin constituir una prisión exclusiva para menores, pues la 
población penal adulta no se trasladó a otra prisión. Sería a principios del siglo XX 
cuando nacería la conocida Escuela de Reforma de Alcalá de Henares, creada 
por Real Decreto de 17 de junio de 1901. 
 
   Reglamento para las cárceles de Madrid de 1874 
 
Pese a que el ámbito de influencia de este reglamento fue limitado –se ciñe 
exclusivamente a las cárceles de Madrid– resulta de interés comentarlo, pues 
dedica apartados específicos al tema de los y las jóvenes encarcelados (títulos VIII 
y IX), a la par que otros artículos demuestran sensibilidad hacia este colectivo (el 
artículo 17, que trata sobre el fomento de los talleres; el 19, exigiendo que en la 
Memoria anual se haga distinción numérica de los mismos; el 100, relativo a su 
participación en actos litúrgicos; el 104, donde se encomienda el cuidado de los 
jóvenes a los capellanes).260 Lo que resulta también especialmente llamativo es 
que en su artículo 2, el Reglamento expone el propósito político de erigir una 
cárcel especial para muchachos menores de dieciocho años, añadiendo con 
posterioridad (art. 4) que mientras no se fundara, había que procurar la máxima 
separación entre adultos y jóvenes, tanto de un sexo como de otro. 261 
                                                 
259 Reproducida en TEIJÓN, V.: Colección legislativa..., op. cit., pp. 619-124. 
260 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, op. cit., p. 61. 
261 El Reglamento había sido impulsado por una comisión de la Junta Auxiliar de Cárceles de Madrid. 
El proyecto fue suscrito el 18 de mayo de 1872, siendo aprobado por el Gobierno el 22 de enero de 




Este reglamento, inspirado en la Ley de Bases de 1869 antes comentada, 
señalaba que el departamento para jóvenes varones debía acoger todos los 
presos, detenidos y penados menores de 18 años, estableciendo tres secciones 
internas: por un lado, los penados indistintamente de su edad, por otro lado, los 
presos y detenidos menores de 14 años, y en la tercera sección, los presos y 
detenidos mayores de esa edad (art. 342). Estas tres secciones debían 
mantenerse aisladas unas de otras en la medida de lo posible (arts. 342 y 356).  
 
Los jóvenes estaban obligados a ir a la escuela y, si no contaban con recursos 
económicos para sufragarse la estancia, también debían trabajar en los talleres y 
colaborar con la limpieza del departamento (arts. 350 y 354). 
 
La distribución del tiempo, en los días laborables, era como sigue: 
 
Fig. 3.1: HORARIO DE UN DÍA LABORABLE 










Aseo personal  
Revista de aseo 
7.00 h 
Levantarse 
Aseo personal  
Revista de aseo 
6.00 h Escuela 8.00 h Taller 
8.00 h Taller 14.00 h Escuela 
13.00 h 
Rezo del rosario 
Descanso 
16.00 h Recreo 
15.00 h Taller 17.30 h Rezo del rosario 
19.00 h Recreo  18.00 h Descanso 
20.30 h Dormir 19.00 h Dormir 
 
Fuente: elaboración propia 
 
Estaba prohibido asomarse a las rejas, comunicarse con los otros presos de los 
patios, beber alcohol, fumar y dedicarse a juegos de azar, así como proferir 
blasfemias, juramentos o palabras obscenas (arts. 362-364, 365). 
 
                                                                                                                                                  
1874 (podemos consultarlo parcialmente en TEIJÓN, V.: Colección legislativa..., op. cit., pp. 286-300). 
Dicho proyecto había sido presentado bajo la rúbrica del gobernador-presidente (José Luis Albareda), 
el vicepresidente (Manuel Vicente García) y varios vocales (José Teresa García, Antonio Parra, Tomás 
Aranguren, Miguel Mathet, Juan Miguel Martínez, José Ruiz de Quevedo, Manuel Feito y Martín, 
Isidro Rodríguez, Manuel Torres y López). Vid. GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, op. cit., p. 59. 
Dos nombres de los mencionados nos deben llamar la atención: el arquitecto Tomás Aranguren, que 
había participado en el diseño de una cárcel celular para jóvenes en 1856, y Manuel Feito y Martín, 
que había presentado al gobierno, en 1868, un proyecto de colonia penitenciaria o casa correccional 
moralizadora. Haremos referencia a ellos en capítulos posteriores. 
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La actitud hacia los jóvenes y el tono del reglamento advierte claras tendencias 
paternalistas, como se puede observar en los siguientes fragmentos de 
determinados artículos: 
 
Art. 365: ͞El EŶĐaƌgado pƌoĐuƌaƌá ĐoŶ el ejeŵplo Ǉ ĐoŶ el ĐoŶsejo 
inspirarles amor al trabajo, horror al vicio y que tengan buenos modales, é 
iŶĐulĐaƌles el ƌespeto á los supeƌioƌes.͟ 
Art. 366: ͞;...Ϳ [el encargado] los tratará con compasión y cariño, 
persuadiéndose de que son séres desgraciados que por abandono ó por 
mal ejemplo son conducidos al crímen, y necesitan quien les ayude á 
separarse del abismo á donde su mala suerte los conduce.͟262 
Art. 369: ͞El Jefe de la CáƌĐel fijará muy particularmente su atención en 
este Departamento (...) y adoptará las disposiciones (...) para la mejor 
condición moral y material de los jóvenes reclusos. Los tratará con dulzura 
y afabilidad, oirá sus reclamaciones y atenderá las que sean fundadas.͟ 
Art. 370: ͞TaŵďiéŶ es el DepaƌtaŵeŶto Ƌue ŵás eǆige los Đuidados Ǉ 
asistencia del Capellan, y que por lo tanto debe visitar con más frecuencia, 
animando á los que le ocupan á separarse de la senda del mal y á 
emprender decididamente el camino de la virtud por medio de la 
aplicación y amor al trabajo.͟263 
 
Las consignas que se repiten eran inspirar amor al trabajo, inspirar e instar al 
ejercicio de la virtud y al camino de la honradez, y siempre bajo una dirección 
afable y dulce. En este proceso de mejora que habían de llevar a cabo los 
jóvenes, tres figuras eran esenciales: la primera, el capellán, seguida del profesor 
de instrucción primaria, y, en tercer lugar, el jefe de la cárcel. Para el caso del 
departamento de presas jóvenes, la figura principal será la Inspectora (art. 418), 
y el repartimiento del tiempo de reclusión debía hacerse bajo las mismas 
consignas que para el caso de los varones. 
 
Las penas disciplinarias que se podían aplicar eran las siguientes, según el 
artículo 378: 
- Servicios mecánicos. 
- Privación de recreo (de 1 a 8 días). 
- Privación de comunicación: de 1 a 4 días para los que la tuvieran diaria 
(los mantenidos a expensas de sus familias) y de 1 día para los que 
tuvieran comunicación semanal (los presos pobres).  
- Privación de las raciones de pan de la mañana y de la noche. 
- Encierro (de 1 a 8 días, con obligación de asistir a escuela, taller y 
misa). 
                                                 
262 Reproducido en GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, op. cit., p. 68. 
263 Ibid., p. 69. 
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La escuela tendría, como significativamente señala el artículo 374, el mismo 
carácter que cualquier otra escuela pública o privada de enseñanza, y por tanto 
el maestro designado –que debía contar con el título de Maestro superior 
(art. 376), siendo además el encargado de redactar precisamente el reglamento 
para la escuela (art. 373)– podía aplicar los castigos y correcciones que 
generalmente se aplicaban en ellas.  
 
Este reglamento, tal y como indica Carlos García Valdés, tuvo una gran 
repercusión en los juristas, siendo una fuente de inspiración fundamental para la 
elaboración del Proyecto de reglamento provisional de la prisión celular de 
Madrid hasta la promulgación del definitivo.264   
 
  Real Decreto de 31 de enero de 1877, por el cual se crea la Junta de Reforma 
penitenciaria e institución de patronatos en beneficio de los penados cumplidos y de 
los niños abandonados (más adelante, en 1881, se tornaría en Consejo Penitenciario).  
 
En el preámbulo de este Real Decreto se indicaba la necesidad de medidas 
paralelas a la prisión para los jóvenes, en aras a su reinserción social posterior: 
 
Todo el aparato de la pena sería insuficiente para evitar la reincidencia, o 
amenguarla cuando menos, sin la institución de asociaciones 
patrocinadoras del presidiario licenciado, y sin la fundación de esas otras 
sociedades que recogen al joven abandonado y vagabundo, convirtiendo a 
uno y otro en hombres útiles para la vida de la libertad y del derecho. 265  
 
Si el planteamiento de una institución penitenciaria particular para los jóvenes 
era un hito importantísimo, no lo era menos el de instaurar patronatos de presos 
licenciados y de instituciones preocupadas especialmente por el problema de los 
niños abandonados. Precisamente, entre las funciones de la Junta, se incluía la de 
establecer bases para la creación y fomento de asociaciones patronales en 
beneficio de los penados cumplidos y los niños abandonados (art. 3).266 En 
nuestra opinión, y siguiendo a García Valdés, se cometió el error de dejar a la 
iniciativa privada la labor poscarcelaria, a la que tanta importancia se daba.267 
 
                                                 
264 Vid. ibid., p. 76. 
265 Preámbulo del R.D. 31 enero 1877, reproducido por GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, 
op. cit., p. 107. También en TEIJÓN, V.: Colección legislativa..., op. cit., p. 95. 
266 La sección cuarta de la Junta se dedicaría precisamente a los patronatos de jóvenes, casas de 
corrección y hospicios-escuelas para niños abandonados. Esta sección estaba formada por 
Campoamor (presidente), Álvarez Bugallal, Fermín Hernández Iglesias, Vizconde de la Villa de 
Miranda, Francisco Lastres, Isidro Aguado y Mora, Luis Silvela (Universidad Central), Borrajo, y Elías 
López González. 
267 Vid. GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, op. cit., pp. 107-108. 




El valor de la Junta se podría medir en función de la legislación posterior, pues de 
ella debían surgir las iniciativas conducentes a mejorar las cuestiones penales y 
penitenciarias relativas a los menores. Ya desde su fundación, la Dirección 
General de Establecimientos Penales le hacía una serie de consultas para 
redefinir las leyes vinculadas con lo penal y penitenciario.268 La Junta se situaba 
ideológicamente al lado de los planteamientos que se seguían con cierto éxito en 
otros países europeos: cárceles para jóvenes, con escuelas y talleres, colonias 
agrícolas penitenciarias para jóvenes de origen rural (en agrupamientos 
ƌeduĐidos tipo ͞faŵiliar͟Ϳ Ǉ estaďleĐiŵieŶtos iŶdustƌiales paƌa los de pƌoĐedeŶĐia 
urbana. Merece la pena destacar la consideración sobre el sistema celular, que lo 
conceptuaban adecuado pero sólo para asegurar el aislamiento nocturno para 
todos los jóvenes, tanto los preventivos como los penados, pero desterrándolo 
como opción para la vida diurna, que debía transcurrir en comunidad.269 
 
 
                                                 
268 En ese año (1877) la Dirección General de Establecimientos Penales dirigiría una batería de 
preguntas a esta nueva Junta. Entre ellas, las más relevantes para el caso de los jóvenes delincuentes 
son las siguientes: nº 23, 45-47, 94-101, 172, 219-220, 241-250, 260, 264. Pueden encontrarse en 
JUNTA DE REFORMA PENITENCIARIA É INSTITUCION DE PATRONATOS EN BENEFICIO DE LOS PENADOS 
CUMPLIDOS Y DE LOS NIÑOS ABANDONADOS: Reales decretos de 31 de enero y de 20 de febrero de 
1877. Secciones en que la Junta se divide. Interrogatorio presentado a la Junta por la Dirección 
General de Establecimientos Penales, Madrid, Impr. Central á cargo de Víctor Saiz, 1877. Sus 
correspondientes respuestas aparecen reproducidas, aunque no en su totalidad, en varios números 
de la Revista de beneficencia, sanidad y establecimientos penales: nº 50 (marzo, 1878), pp. 809-811; 
nº 51 (abril, 1878), pp. 824-825; nº 52 (abril, 1878), p. 839; nº 53 (mayo, 1878), pp. 855-856; nº 54 y 
55 (2ª quincena de mayo y 1ª de junio 1878), pp. 873-878; nº 57 (julio, 1878), pp. 917-918. Por su 
relevancia, resumimos las respuestas de algunas de esas consultas: En las cárceles debe haber 
escuela y talleres para los jóvenes, aunque hayan de pasar poco tiempo en ella (pregunta 23). Es 
conveniente la creación de colonias agrícolas penitenciarias para jóvenes (preg. 43), pero no todos 
los jóvenes deberán ir a ellas, sólo los que procedan del campo. Los demás, deberán ir a centros 
industriales (lo repiten en la respuesta a la pregunta 47). Dichas colonias no deben pasar de 200 
penados, deben dividirse en familias o grupos de 20, con aislamiento nocturno absoluto. La finalidad 
básica (preg. 44) es su educación: enseñanza religiosa, instrucción primaria y aprendizaje de un oficio 
(preg. 45). Son convenientes las recompensas concedidas al grupo que más se distinga en la colonia 
por su laboriosidad y buenas costumbres, y así como recompensas a los individuos de cada grupo. Las 
colonias agrícolas no deben limitarse a constituirse en escuelas de capataces para corrigendos 
menores de 16 años (preg. 46). Concepción Arenal respondería, por su cuenta, a estas preguntas 
formuladas a la Junta de Reforma penitenciaria. Sus respuestas se hallan recogidas en el volumen IV 
de Artículos sobre beneficencia y prisiones, Madrid, Libr. de Victoriano Suárez, 1900-1901, pp. 5-93.  
269 El régimen celular absoluto se consideraba contraproducente aplicarlo sobre jóvenes reclusos, 
entendiéndose que este sistema perjudicaba la salud física y moral del menor. En el Congreso 
penitenciario de Estocolmo, celebrado en 1878, se confirmó la inconveniencia de aplicarlo con los 
jóvenes, y se discutió su utilidad en el caso de los adultos, pues algunos estudiosos de la materia lo 
consideraban también inapropiado en los países meridionales debido al carácter de sus habitantes. 
En España un colectivo significativo de criminalistas y juristas se había mostrado contrario a su 
aplicación en ambos colectivos, adultos y jóvenes, aludiendo precisamente al carácter vivo del tipo 
español (véase nota 160 del capítulo anterior). 
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 Ley de 4 de enero de 1883270  
 
Esta ley autorizaba a una Junta de Patronos a instalar una escuela de reforma 
para menores de 18 años vagabundos y viciosos, para hijos desobedientes a la 
autoridad paternal, y para los jóvenes delincuentes declarados irresponsables 
(situados entre los 9 y los 15 años). La ley, de hecho, reglamentaba todos los 
establecimientos de reforma que crease la iniciativa privada y autorizaba, en su 
artículo 7, la fundación de reformatorios en todas las capitales de provincia. Bajo 
el amparo de esta ley surgirían los asilos de Santa Rita (Carabanchel Bajo, 
Madrid), Asilo Toribio Durán (Barcelona, 1890), Casa de Familia (Barcelona, 
1897), San Hermenegildo (Dos Hermanas, Sevilla, 1899) y los provinciales de 
Córdoba (1910), Tarragona (1912) y Valladolid (1912). 
 
La Ley de 1883 supuso, como se puede deducir a partir de lo expuesto, un viraje 
trascendental en materia de tratamiento educativo y correccional de los jóvenes 
predelincuentes (vagabundos, irresponsables, etc.) y los rebeldes en el seno 
familiar. Pese a la invariabilidad del Código Penal, se abrió un nuevo camino en el 
tratamiento de los menores iniciados en el camino de la trasgresión social. Lo 
que sí se aprobaría, unos años más tarde –concretamente en 1888– sería un 
nuevo Código Civil, o dicho más exactamente, el primer Código Civil de España, 
que modificaría los aspectos relativos a la corrección paternal, simplificando los 
procedimientos y facilitando el internamiento de los hijos desobedientes en 
instituciones destinadas al efecto. La Ley de 1883 y el Código Civil de 1888 se 
sancionarían en un momento histórico en que la forma de proceder con los 
jóvenes predelincuentes y los menores díscolos se estaba ya uniformizando en 
todos los países occidentales, como lo demuestran las conclusiones aprobadas en 
el Congreso Penitenciario celebrado en Roma en 1885: 
 
Que el Juez debe tener la facultad para ordenar que el jóven, absuelto por 
haber obrado sin discernimiento, sea colocado en una casa de educacion ó 
en una escuela de reforma. El tiempo de permanencia en el 
establecimiento lo fijará el Juez, que tendrá siempre el derecho de 
levantar la reclusion, cuando las circunstancias que la motivaron hayan 
cesado. La estancia en el establecimiento podrá abreviarse, concediendo 
la libertad provisional á los jóvenes, quedando éstos sujetos á la vigilancia 
de la Direccion del asilo ó escuela.
271 
 
El juez debe tener tambien facultades para ordenar que la pena privativa 
de libertad pronunciada contra un jóven delincuente sea extinguida en un 
establecimiento de educacion ó en una escuela de reforma. El 
                                                 
270 Reproducida en GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, op. cit., pp. 81-83. 
271 Reproducido por LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., pp. 92-93. 
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  Real Decreto de 11 de agosto de 1888 
 
Todavía quedaba irresoluto el asunto de los jóvenes delincuentes sentenciados, 
que hasta el momento las leyes españolas simplemente los separaban de los 
adultos en los establecimientos penales. El tema quedaría encauzado cuando 
este Real Decreto de 1888 dictaminó que las penas impuestas a jóvenes menores 
de 20 años (y las impuestas a mujeres, excepto las de arresto mayor y prisión 
correccional) se cumpliesen en el penal de adultos ya existente en Alcalá de 
Henares.273 Este fue el primer paso en el camino de la especialización de los 
centros penitenciarios a razón de edad, aunque el ensayo no fue del todo 
satisfactorio.274 El presidio de Alcalá se constituiría en Escuela central de reforma 
y corrección penitenciaria para jóvenes delincuentes en 1901.275 Se cumplía así, 
el anhelado deseo de una cárcel para jóvenes y un establecimiento para 
                                                 
272 Ibid., p. 93. 
273 Concretamente, el artículo 4 decía lo siguiente: ͞Las peŶas iŵpuestas á vaƌoŶes Ƌue Ŷo haǇaŶ 
cumplido veinte años de edad al declararse firme la sentencia, ó caso de haberse interpuesto recurso 
de casación, en la fecha en que reciba el Tribunal sentenciador la certificación á que se refiere el 
art. 986 de la ley de Enjuiciamiento criminal, se extinguirán en el establecimiento de Alcalá de 
Henares. Una vez estinguidos por cada uno de dichos penados doce años de su respectiva condena, el 
Director del establecimiento lo pondrá en conocimiento del Ministerio de Gracia y Justicia, 
informando al propio tiempo y en cada caso, sobre la buena ó mala conducta del reo á fin de que por 
el referido Ministerio se resuelva si este debe seguir en Alcalá, ó ser por el contrario, trasladado al 
establecimiento que, sin consideración á su edad, le corresponda por su pena. Lo dispuesto en este 
artículo se aplicará igualmente á los penados que en la actualidad estingan sus condenas en el citado 
establecimiento, y se entenderá, en todo caso, sin perjuicio de lo prevenido en el art. 106, del Código 
peŶal.͟ [Se refiere a las penas de cadena perpetua o temporal que debían cumplirse en África]. 
NAVARRO DE PALENCIA, A.: El reformatorio de jóvenes delincuentes, op. cit., pp. 124-125. 
274 Navarro de Palencia señala dos errores que se cometieron en dicho Real Decreto; el primero, no 
establecer nada en relación con el régimen interior del establecimiento, y el segundo, el mantener en 
él a su población adulta. Así se malogró, tal y como afirma Félix Santolaria, ͞el Ƌue huďieƌa podido seƌ 
el pƌiŵeƌ ƌefoƌŵatoƌio ofiĐial de España͟ (SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., p. 294). 
Cadalso señala que la institución funcionó pésimamente ͞poƌ peƌŵaŶeĐeƌ [los jóvenes] en el 
estaďleĐiŵieŶto hasta Ƌue eǆtiŶguíaŶ las peŶas, auŶ ĐuaŶdo fueƌaŶ peƌpetuas͟ de foƌŵa Ƌue ͞la 
mezcla y confusión de edades seguía, el número de reclusos era mayor que el doble de los que podía 
contener el penal, los abusos tradicionales seguían también, constituyendo con frecuencia verdaderos 
delitos, Ǉ todo ello ĐoŶveƌtía al pƌesidio eŶ ĐeŶtƌo Đoƌƌuptoƌ de los ƌeĐluídos eŶ él͟. Cadalso continúa 
denunciando que los propios presos contaban con armas blancas e incluso armas de fuego, lo cual 
demuestra la organización caótica que presentaba el establecimiento (CADALSO y MANZANO, F.: 
Instituciones penitenciarias y similares..., op. cit., pp. 514-515). Navarro de Palencia, que sería su 
director años más tarde, describiría los graves problemas disciplinarios que padeció la institución en 
los años posteriores a 1888 a causa de la heterogénea población penal que se hallaba allí reunida.  
275 R.D. 17 junio 1901. Sobre la transformación del presidio en Escuela central de reforma véase, por 
ejemplo, GÓMEZ BRAVO, G.: Los delitos y las penas. La ciudad judicial y penitenciaria: Alcalá de 
Henares, 1800-1900, Alcalá de Henares, Ayuntamiento de Alcalá de Henares / Fundación Colegio del 
Rey, 2006, pp. 99-110. 
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corrección paternal –a tenor de la facultad concedida a la patria potestad en el 
párrafo 2 del artículo 156 del Código Civil.   
 
3.3.  EL MENOR DELINCUENTE EN LOS CÓDIGOS PENALES  
 
Hasta ahora, hemos abordado fundamentalmente la legislación penitenciaria del 
ochocientos, obviando los códigos penales que se aprobaron en España en este siglo. En 
este apartado los analizaremos con sumo detalle, pues las consideraciones hacia los 
menores que en ellos se incluyen constituyen un hito más hacia la protección del menor, 
aunque limitado; las dificultades y controversias levantadas por el concepto del 
͞disĐeƌŶiŵieŶto͟, así Đoŵo poƌ los defeĐtos de foŶdo Ǉ foƌŵa Ƌue ĐoŶteŶíaŶ las Đaƌtas 
magnas de lo penal, supondrán serios frenos al desarrollo de una legislación penal más 
educativa que punitiva.  
 
 
3.3.1. Principios básicos de la minoría penal 
 
Veíamos en el capítulo anterior que en España, a lo largo del siglo XIX, se aprobaron tres 
códigos penales (cuatro, si contabilizamos la reforma aprobada en 1850). También 
hemos apuntado el momento político en que se gestaron y sancionaron, la vigencia que 
tuvieron y las novedades significativas que introdujeron. En este apartado, sin embargo, 
nos centraremos en analizar la situación y tratamiento que merecieron los niños y 
jóvenes de ambos sexos en estas disposiciones legales. 
 
Para empezar, cabe señalar que, por vez primera, los menores empiezan a ser objeto de 
una responsabilidad penal diferente a la exigida al adulto infractor; con estos códigos 
penales nace, pues, la categoría jurídica del menor, con el objeto de valorar su posible 
imputabilidad ante los delitos cometidos. Dos son los parámetros sobre los cuales gira el 
derecho penal en relación con los ŵeŶoƌes: ͞edad͟ Ǉ ͞disĐeƌŶiŵieŶto͟. A la hoƌa de 
estimar la culpabilidad de los jóvenes y la pena correspondiente, los códigos penales 
aprobados durante este siglo se fijaban en la edad concreta del delincuente y en si había 
obrado con o sin discernimiento. El esquema que se siguió para los tres códigos penales 
fue el de fijar diferentes períodos de responsabilidad penal que se establecían en 
función de la edad del delincuente: 
 
- Completa irresponsabilidad penal hasta una edad-barrera (7 o 9 años). Los 
niños situados en esta franja de edad que cometieran actos tipificados como 
delitos ƋuedaďaŶ iŵpuŶes, pues Ŷo se les ƌeĐoŶoĐía ͞ĐapaĐidad de 
Đulpaďilidad͟ ;iŵputaďilidadͿ. 
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- Responsabilidad dudosa. En estos casos, se debía averiguar si los jóvenes que 
habían cometido los actos tipificados como delitos habían obrado con 
discernimiento o sin él. En caso de obrar con discernimiento, se entendía que 
había responsabilidad penal, y se les imputaba la pena correspondiente 
según la ley, que era la misma que para el caso de los adultos pero mitigada 
en atención a la corta edad de los sujetos.  
 
- Responsabilidad atenuada. A los menores se les reconocía su imputabilidad 
en los delitos cometidos, pero la pena que se les aplicaba estaba aminorada, 
comparada con la pena que, en caso de ser adultos, les correspondería.  
 
El fundamento de los primeros códigos penales españoles con relación al tratamiento de 
los jóvenes (y en otras muchas materias) no era insólito en el contexto europeo del 
momento, pues otros países vecinos ya estaban siguiendo directivas parecidas. 
Debemos prestar atención a un concepto que se repite en toda esa legislación 
extranjera –legislación que, sin duda, sirvió de modelo para la que se estableció en 
España– y que es un elemento novedoso en la legislación penal española, y exclusivo del 
ochocientos, a la vez que supone un elemento clave en el análisis de la imputabilidad del 
delito a los jóvenes: el discernimiento.276 
 
La cuestión del discernimiento había sido tomada del artículo 66 del Código Penal de 
Napoleón del año 1810.277 Era un concepto problemático, por la dificultad misma de 
determinar su significado, y por la complejidad, una vez acotada su significación, de su 
                                                 
276 El ĐoŶĐepto del ͞disĐeƌŶiŵieŶto͟ iƌía aƌƌiŶĐoŶáŶdose deŶtƌo del Derecho Penal, desapareciendo 
paulatinamente de las leyes penales de los países europeos. Ello fue motivado, entre otros factores, 
por el desarrollo de la psicología, que recomendaba el estudio personal de cada implicado. En el 
Congreso de Antropología Criminal celebrado en Turín en abril de 1906 se concluyó, entre otras 
cosas, que ͞la distiŶĐiſŶ tƌadiĐioŶal segƷŶ la foƌŵa teſƌiĐa del discernimiento deberá ser 
abandonada y reemplazada por una selección racional de fin práctico según un régimen de 
individualizaĐiſŶ.͟ Se añadiría que ͞Todo tƌataŵieŶto deďeƌá seƌ iŶauguƌado Ǉ doŵiŶado poƌ uŶ 
servicio especial de observación psicológica, ĐoŶ desĐƌipĐiſŶ sisteŵátiĐa, ƌepetida peƌiſdiĐaŵeŶte.͟ 
(Reproducido por GONZÁLEZ REVILLA, G.: La protección de la infancia abandonada, op. cit., p. 356). 
Entre otras conclusiones aprobadas en este congreso, merece la pena destacar la referente a que 
todas las medidas penales y penitenciarias deberían ser de tipo educativo, y modeladas sobre la 
disciplina doméstica, así como que la autoridad judicial que dictaba la medida y la autoridad 
administrativa que la ejecutaba deberían tener amplios poderes para poder aplicar la medida 
adecuada a cada individuo. En España, el Código Penal de 1928, que fue el primero en nuestro país 
en aprobarse dentro del siglo XX –suplantando así, el de 1870, que todavía estaba vigente– el criterio 
del discernimiento ya no se contempló como mecanismo para determinar la imputabilidad de los 
menores; únicamente se estableció el criterio cronológico, fijando en 16 años el límite de la 
irresponsabilidad penal. 
277 Artículo 66 del Código Penal de Napoleón de 1810: ͞LoƌsƋue l͛aĐĐusé auƌe ŵoiŶs de seize aŶs, s͛il 
est déĐidé Ƌui͛il a agi saŶs disĐeƌŶeŵeŶt, il seƌá aĐƋuitté; ŵais il seƌa, seloŶ les ĐiƌĐoŶstaŶĐes, ƌemis à 
ses parents, ou conduit dans una maison de correction pour y être élévé et détenu pendant tel 
Ŷoŵďƌe d͛aŶŶées Ƌue le jugeŵeŶt déteƌŵiŶeƌa, et Ƌui toutefois Ŷe puƌƌa eǆéĐedeƌ l͛epoƋue oƶ il auƌa 
aĐĐoŵpli sa viŶgtiéŵe aŶŶé.͟ Reproducido en HIGUERA GUIMERÁ, J.F.: Derecho penal juvenil, 
Barcelona, Bosch, 2003, p. 107. 
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averiguación en cada caso en concreto. La palabra discernimiento era sumamente vaga, 
pues no hacía referencia exclusivamente a la ausencia de inteligencia o al hecho de 
obrar con intención; el concepto iba más allá.278 Y a lo etéreo del concepto se unía, 
como hemos dicho, su dificultad para comprobarlo en cada caso, de manera que un 
dictamen acerca de la existencia de discernimiento o ausencia de él en un joven podía 
no ser realizado con completa certeza y objetividad. Estos dictámenes eran realizados 
generalmente por los profesionales de la medicina, sirviendo su opinión de base para 
que el juez resolviera de forma definitiva sobre este punto.279  
 
Determinar el discernimiento de un joven se consideraba esencial para dictaminar sobre 
su culpabilidad. Se daba por supuesto que había franjas de edad en que no había 
discernimiento nunca, y otra franja de edad en que sí lo había siempre, quedando entre 
estas dos un área en que era preciso averiguar si la había o no. En el fondo, de lo que se 
trataba era de dictaminar si la persona había obrado con completa libertad y sin 
ĐoŶdiĐioŶaŶtes ͞ďio-psicológicos͟ Ƌue la huďieƌaŶ podido liŵitaƌ. Se consideraba que 
sólo se podía imputar un delito si la persona había obrado en libertad (se corresponde a 
la perspectiva de la escuela clásica del derecho penal); obrar sin discernimiento 
implicaba, en cierta medida, una limitación de esa libertad.280   
                                                 
278 El término latino discerno significa separar, dividir, distinguir, decidir, reconocer. 
Etimológicamente, pues, discernir significa distinguir una cosa de otra, señalando la diferencia que 
hay entre ellas. El discernimiento, en el lenguaje penal, sería entonces el juicio por cuyo medio la 
persona percibe y declara la diferencia existente entre varias cosas, y estaría muy vinculada a la 
inteligencia del menor (vid. HIGUERA GUIMERÁ, J.F.: Derecho penal juvenil, op. cit., p. 112). Las 
iŶteƌpƌetaĐioŶes eŶ toƌŶo al ĐoŶĐepto se ŵoveƌíaŶ eŶtƌe la idea de ͞disĐeƌŶiŵieŶto juƌídiĐo͟ 
(inteligencia de la antijuricidad del acto, conciencia necesaria para el conocimiento de su punibilidad, 
noción de responsaďilidad peŶal Ǉ de sus ĐoŶseĐueŶĐiasͿ Ǉ la de ͞disĐeƌŶiŵieŶto ŵoƌal͟ ;seŶtido de 
inteligencia suficiente para diferenciar el bien del mal, lo justo de lo injusto, en el concepto de 
moralidad y de responsabilidad penal). Véase una interesante síntesis sobre las diferentes 
interpretaciones del término en los juristas del XIX, y las dificultades de su aplicación, en VENTAS 
SASTRE, R.: La minoría de edad penal, 2002. Tesis doctoral dirigida por Manuel Cobo del Rosal, 
Universidad Complutense de Madrid, pp. 105-132. 
279 A partir de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882, y fruto de una visión más amplia del 
problema del discernimiento, se tuvieron en cuenta otras opiniones, a parte de la de los médicos, a la 
hora de dictaminar el discernimiento de un joven. Así, en su artículo 380 esta ley indicaba que se 
tendría en cuenta también la información proporcionada por personas cercanas al joven, o en su 
defecto, por dos profesores de instrucción primaria. Es la primera vez que se toma en verdadera 
consideración, dentro del mundo penal juvenil, la opinión de los profesionales de la educación, lo 
que marca un claro viraje en el sentido que estaba adoptando a finales de siglo la legislación penal y 
penitenciaria respecto a los jóvenes. Sin embargo, no dejó de ser un concepto problemático en su 
aplicación, que seguiría vigente aún después de la aprobación de la primera Ley de Tribunales para 
niños en España. Véase MO‘EU, A.C.: ͞La ƌeĐepĐióŶ de las doĐtƌiŶas ĐoƌƌeĐĐioŶalistas eŶ España. 
Políticas educativas y metodologías psiĐopedagógiĐas͟, Revista de Educación, nº 340 (mayo-agosto 
2006), especialmente pp. 760-762. 
280 Concepción Arenal sería muy crítica con el concepto del discernimiento. Según ella, no se debería 
tener en cuenta la edad, sino las circunstancias del delito y las circunstancias personales (familiares, 
económicas, etc.), y en función de ello derivar al joven a un centro benéfico o de corrección. La 
pensadora ferrolana consideraba prácticamente inviable que los jóvenes delincuentes obraran con 
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3.3.2. Análisis pormenorizado de los códigos penales 
 
El Código Penal de 1822 establecía en el artículo 23 que el menor de 7 años cumplidos 
no podía ser inculpado en procesos penales; para los comprendidos entre 7 y 17 años 
que cometieran algún delito o culpa (léase, un delito imprudente) se debía determinar si 
habían obrado con o sin discernimiento y malicia. Si había obrado con discernimiento y 
malicia, se le imponía la pena correspondiente al delito cometido, pero atenuada, por la 
corta edad del reo. En el caso de que hubiese obrado sin discernimiento y malicia, el 
joven debía entregarse a los padres o tutores para su corrección, o podía ser enviado a 
una casa de corrección por el tiempo que el juez lo considerase conveniente.281 No se 
podía imponer, en ningún caso, penas de muerte, trabajos perpetuos, deportación, 
presidio, obras públicas, infamia ni destierro a los menores de 17 años (art. 64), estos 
castigos debían ser conmutados por uno, dos o tres años en una casa de corrección. El 
artículo 107 indicaba expresamente como circunstancia atenuante de la pena la 
corta edad del delincuente o su falta de instrucción. 
 
El Código Penal de 1850282 señalaba, en el artículo 8, que quedaban exentos de 
responsabilidad criminal los menores de 9 años, y los mayores de 9 pero menores de 15 
años que hubieran obrado sin discernimiento. Si había obrado con discernimiento, se le 
imponía una pena discrecional inferior como mínimo en dos grados a la señalada por la 
ley al delito que hubiera cometido (art. 72, párrafo primero). Los mayores de 15 pero 
menores de 18 se les consideraba responsables, pero se les aminoraba la pena: se les 
debía aplicar la pena inmediata inferior a la que correspondería según el Código (art. 72, 
párrafo segundo), circunstancia que impedía la imposición de la pena de muerte a 
cualquier menor de 18 años. Como circunstancia atenuante, nuevamente se señalaba la 
de la edad (ser menor de 18 años, según el artículo 9.2).   
                                                                                                                                                  
completa ignorancia del mal que producían. Así, en su informe enviado al Congreso de Estocolmo 
celebrado en 1878 señalaba que ͞sſlo poƌ eǆĐepĐiſŶ, los Ŷiños deliŶĐueŶtes lo soŶ siŶ disĐeƌŶiŵieŶto, 
es deĐiƌ, siŶ saďeƌ Ƌue haĐeŶ ŵal͟, es deĐiƌ, ͞Que el niño no sepa todo el mal que hace, es posible; 
que no sepa nada, Ŷo es pƌoďaďle͟. Repite la idea nuevamente al afirmar que ͞uŶa Đosa es Ƌue eŶ la 
edad de los cambios el mal no imprima carácter, y otra que se realice sin distinguirle del bien; esto, 
sólo por rara excepción lo adŵitiƌeŵos.͟ (Reproducido en ARENAL, C.: Informes presentados en los 
congresos penitenciarios de Estocolmo, Roma, San Petersburgo y Amberes, Madrid, Libr. de 
Victoriano Suárez, 1896, en Obras completas, vol. XIV, p. 47 y p. 51). 
281 Art. 24 del Código de 1822: ͞si estos [padres, abuelos, tutores, curadores] no pudieren hacerlo 
[corregir y cuidar del menor], o no merecieren confianza, y la edad adulta del menor y la gravedad del 
caso requiriesen otra medida al prudente juicio del juez, podrá éste ponerle en una casa de corrección 
por el tiempo que crea conveniente, con tal que nunca pase de la época en que cumpla los veinte años 
de edad.͟  Es prácticamente una copia del artículo del código francés que hemos reproducido en la 
nota 277 de este capítulo.  
282 Haremos referencia al Código Penal de 1850, y no al de 1848, puesto que en esencia constituyen 
el mismo código; el de 1850 introduce sólo pequeños cambios respecto al aprobado dos años antes, 
y su prevalencia en el tiempo fue mucho mayor, de ahí que nos hallamos decantado por aludir 
únicamente éste.  




Este código dejaría irresoluto el asunto de la acción que debía realizarse sobre los 
delincuentes menores declarados exentos de responsabilidad; a ello apenas dará 
respuesta la reforma de 1870. 
 
El Código Penal de 1870283 emana como consecuencia de la revolución de 1868. Su 
planteamiento con relación a los jóvenes delincuentes era muy semejante a lo 
establecido en el Código de 1822, también germinado en un contexto liberal. Establecía 
que quedaban exentos de responsabilidad criminal los jóvenes que reunían las 
siguientes condiciones (art. 8):   
 
- Ser menor de 9 años. 
 
- Ser mayor de 9 y menor de 15 años, a no ser que haya obrado con 
discernimiento. Si el menor era declarado irresponsable, ͞seƌá eŶtƌegado a su 
familia con encargo de vigilarlo y educarlo. A falta de persona que se 
encargue de su vigilancia y educación, será llevado a un establecimiento de 
beneficencia destinado a la educación de huérfanos y desamparados, de 
donde no saldrá sino al tiempo y con las condiciones prescritas para los 
aĐogidos͟. Con esta medida, por fin se cubría el vacío que habían dejado los 




En el artículo 9, apartado 2, se indicaba como circunstancia atenuante la de ser culpable 
menor de 18 años. 
 
En el artículo 86, se indicaba que los jóvenes declarados culpables de delitos, se les 
impondría una pena menor a la que correspondería a un adulto (a los comprendidos 
entre 9 y 15 años declarados culpables y obrando con discernimiento, la pena era como 
mínimo dos grados inferior, y a los comprendidos entre 15 y 18 años, se les impondría la 







                                                 
283 Los artículos relativos a delincuentes menores de edad aparecen reproducidos en CADALSO y 
MANZANO, F.: Instituciones penitenciarias y similares..., op. cit., pp. 562-563; y también en NAVARRO 
DE PALENCIA, A.: El reformatorio de jóvenes delincuentes, op. cit., pp. 121-122. 
 CAP. 3: El menor ante la ley penal, penitenciaria y civil 
 
162 
Veamos, esquemáticamente, cómo quedaba el marco punitivo para los menores en cada 
código penal, en función del grado de culpabilidad:  
 
 
Fig. 3.2: TRATAMIENTO DE LA MINORÍA PENAL EN LOS CÓDIGOS PENALES DEL XIX 
 
  
CÓDIGO DE 1822 
CÓDIGO DE 1848  
y su reforma de 1850 
















 Irresponsabilidad penal [caso A] < 7 años < 9 años < 9 años 
Responsabilidad dudosa (es 
preciso establecer si hay 
discernimiento)  
[caso B] 
7 a <17 años 9 a <15 años 9 a <15 años 
Responsabilidad cierta pero con 
atenuación de la pena [caso C] 










Medidas en caso de 
irresponsabilidad penal [caso A] 
- - - 
Medidas en caso de no haber 
discernimiento [caso B1] 
Entregado a su familia. A 
falta de ella, o en caso 
de no merecer 
confianza, o ser el delito 
muy grave, el joven 
ingresa en casa de 
corrección 
- 
Entregado a su familia. A 
falta de ella, ingreso en 
establecimiento de 
beneficencia 
Pena impuesta en caso de haber 
discernimiento [caso B2] 
Pena entre una cuarta 
parte a la mitad de la 
que corresponda por ley 
según el delito cometido 
Pena dos grados inferior 
a la que corresponda por 
ley según el delito 
cometido 
Pena dos grados inferior 
a la que corresponda por 
ley según el delito 
cometido 
Pena impuesta en caso de 
culpabilidad cierta [caso C] 
Pena que corresponda 
según el delito cometido 
Pena inmediata inferior 
a la que corresponda por 
ley según el delito 
cometido 
Pena inmediata inferior 
a la que corresponda por 
ley según el delito 
cometido 
Fuente: elaboración propia 
 
Como se aprecia en la figura anterior, la irresponsabilidad penal se fijó inicialmente en 
los 7 años, edad que no era fortuita, pues ya desde antiguo se entendía que a partir de 
ese momento el joven adquiría verdadera inteligencia o capacidad de raciocinio. 
Asimismo, el Derecho canónigo y la praxis pastoral habían servido en cierta manera de 
base para fijar esa edad fronteriza: tradicionalmente la Iglesia señalaba los 7 años como 
la barrera para considerar imputables los delitos y los pecados.284 En los códigos de 1850 
y 1870 se alargó un poco más esta área de irresponsabilidad, alcanzando los 9 años.285 
                                                 
284 Pero pese a la tradición griega y romana, y al derecho canónigo medieval, que no tenían en cuenta 
a nivel penal al menor de siete años, sí hubo debate y disconformidad con la fijación de esta edad 
límite en el Código de 1822, tal y como recoge Rosa Ventas en su tesis doctoral, pues en Las Partidas 
la edad penal se iniciaba a los diez años y medio (VENTAS SASTRE, R.: La minoría de edad penal, 
op. cit., pp. 44-49). 
285 Los códigos penales vigentes en Europa en el siglo XIX no diferían en demasía con la 
reglamentación española. Se podían distinguir tres sistemas jurídicos diferentes: 
a) Legislaciones que aceptaban el punto de vista clásico en toda su integridad, fijando edades-
barrera que marcaban la irresponsabilidad penal (en torno a los 9 años), la responsabilidad 
penal mitigada previa averiguación del discernimiento (de 9 a 15 años) y la responsabilidad 
atenuada (de 15 a 18 años). Era el caso de Alemania, Italia, Portugal, Dinamarca, Rumanía, 
Hungría y algunos cantones suizos. 
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El límite de los 18 como edad a partir de la cual se consideraba a la persona con plena 
responsabilidad penal presentaba cierta incoherencia, teniendo en cuenta que la edad 
en que se reconocían los plenos derechos civiles y políticos era posterior (en 1875, por 
ejemplo, los jóvenes de 18 años estaban todavía sometidos a la patria potestad o a la 
curatela, y hasta los 23 años tenían que pedir consentimiento para casarse). Esta 
incongruencia fue observaba por algunos autores que, como Francisco Lastres, pedían la 
confluencia de los deberes y los derechos a partir de una misma edad.286  
 
La edad, que a primera vista podría parecer un elemento ecuánime a la hora de fijar los 
límites diferentes de la responsabilidad penal de los menores, era, sin embargo, también 
un tanto arbitraria, en la medida en que muchas veces las edades manifestadas eran 




3.3.3. Críticas a los códigos penales y a su puesta en vigor 
 
Lo consignado en los códigos penales en relación con los jóvenes (especialmente el de 
1850 y el de 1870, que fueron los que efectivamente se aplicaron) no estuvo exento de 
crítica por muchos juristas, filántropos y criminólogos. De forma esquemática, éstos 
fueron los puntos problemáticos que presentaron los códigos y la forma de aplicarlos: 
 
a) Muchas familias eran un contramodelo a seguir, de manera que 
responsabilizarlas del cuidado del joven delincuente (caso B1 de la figura 3.2) 
resultaba contraproducente. 
                                                                                                                                                  
b) Legislaciones que establecían una edad-barrera de responsabilidad penal dudosa, de manera 
que cualquier acción delictiva cometida con anterioridad a esa edad debía establecerse el 
discernimiento. Con posterioridad a esa edad, se pasaba a un período de responsabilidad 
penal atenuada (faltaba, pues, un período de irresponsabilidad absoluta). Aquí encontramos 
a Francia, Bélgica y Luxemburgo. 
c) Legislaciones con un sistema brusco de cambio entre un período de irresponsabilidad penal 
a otro sistema de responsabilidad penal dudosa, y después a un período de responsabilidad 
plena (no hay período de responsabilidad atenuada). Era el caso de Austria, Noruega, Grecia 
y algunos cantones suizos.  
Para una visión general de lo preceptuado en los códigos penales en los países europeos a finales 
del XIX, véase JUDERÍAS, J.: La juventud delincuente, op. cit., pp. 47-54; CUELLO CALÓN, E.: 
Criminalidad infantil y juvenil, Barcelona, Bosch Casa Editorial, 1934, pp. 93-94; e HIGUERA 
GUIMERÁ, J.F.: Derecho penal juvenil, op. cit., p. 120. 
286 ͞Lo justo seria señalar una época, los veinte años por ejemplo, y en esa edad autorizar el ejercicio 
de todos los derechos civiles y políticos, y solo entonces seria justo pedir por completo la 
responsabilidad criŵiŶal.͟ LASTRES, F.: Estudios sobre sistemas penitenciarios. Lecciones 
pronunciadas en el Ateneo de Madrid, Madrid, Libr. de A. Duran, Impr. de Enrique Vicente, 1875, 
p. 165 [Lección novena]. 
 CAP. 3: El menor ante la ley penal, penitenciaria y civil 
 
164 
b) Las instituciones benéficas no estaban pensadas ni preparadas para acoger 
jóvenes delincuentes o conflictivos (caso B1 de la figura 3.2); la ley confundía 
necesidad de socorro material con necesidad de corrección y educación.  
 
c) No se planteaba la realización de juicios en formato diferenciado del de los 
adultos, de manera que los jóvenes pronto se habituaban al aparato judicial y 
quedaban socialmente estigmatizados como verdaderos delincuentes.  
 
d) El joven ingresaba en la cárcel, ya fuera preventivamente (a la espera de la 
realización del juicio o del dictamen acerca del discernimiento), o por habérsele 
impuesto la pena de encierro. La entrada del joven en el establecimiento 
penitenciario suponía el contacto con los reos adultos y, por consiguiente, la fácil 
corrupción de estos menores.  
 
Analicemos cada uno de estos puntos. 
 
a) La responsabilidad educativa de la familia 
 
En caso de irresponsabilidad penal por falta de discernimiento (caso B1) el menor era 
liberado. A partir del Código de 1870, se dictaminó que debía ser entregado a su familia, 
entendiéndose que sería ésta la que se encargaría de la educación y corrección del joven 
delincuente. Esta medida era, a todas luces, ineficaz, por cuanto la mayoría de veces la 
propia familia de estos chicos era un contramodelo a seguir. Precisamente muchas veces 
era el desinterés y descuido en la educación de los hijos lo que había llevado a éstos a la 
delincuencia; incluso había jóvenes que se habían iniciado en el mundo marginal 
instigados por sus propios progenitores. Muchas familias, por tanto, no estaban 
preparadas para asumir la función educativa que se les presuponía.287  
 
Desde mediados de siglo se sucedieron multitud de críticas respecto a la medida que 
debía ser aplicada en los jóvenes que habían obrado sin discernimiento. Si inicialmente 
estas críticas iban en la línea de lamentarse ante la falta de medidas a aplicar en estos 
casos, desde la aprobación del Código de 1870 las quejas se centrarían en señalar la 
inadecuación de la medida señalada: la entrega del menor a su familia era tanto como 
no determinar nada. Como mínimo, a esta disposición le faltaba el diseño de 
intervenciones educativas en el propio espacio familiar y social del menor. Sin duda, 
evitar la institucionalización temprana del joven podía ser positivo, pero sin ningún 
seguimiento o intervención socioeducativa, la medida quedaba sin sentido. A finales de 
siglo, y ya con datos y experiencia acerca de la ineficacia de este precepto, se insistiría 
                                                 
287 Adeŵás, tal Ǉ Đoŵo señala HoƌaĐio ‘oldáŶ, eǆistía uŶa ͞cierta incoherencia en la política 
legislativa de conjunto. El Código penal aspiraba a recolocar a ciertos menores delincuentes en sus 
familias. Y el Código civil concedía, por contra, a los padres la facultad de solicitar el internamiento de 
su hijo insumiso en pƌesidio.͟ (ROLDÁN BARBERO, H.: Historia de la prisión en España, Barcelona, 
PPU/Publicaciones  del Instituto de Criminología de Barcelona, 1988, p. 132). 
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en la necesidad de establecer otro tipo de medida para los menores infractores que 
habían obrado sin discernimiento.288  
 
Entre las posibilidades que se proyectaron, ante la experiencia de otros países europeos 
que ya las ensayaban con éxito, se hallaba el internamiento de estos menores en centros 
no estrictamente penitenciarios, sino educativo-correctivos. Pero la sustracción del 
joven de su familia y su posterior colocación en una institución de este tipo presentaba 
serios problemas legales en nuestro país, además de que parecía no tener lógica dentro 
del marco legal vigente. Como señalaba muy acertadamente Concepción Arenal, si no 
había discernimiento, no había culpa, y por tanto, efectivamente no se podía recluir al 
joven, ni siquiera con finalidades educativas. Si se le recluía en una institución, fuera del 
tipo que fuera, era preciso reconocer que sí había, en cierta medida, responsabilidad y 
entendimiento por parte del menor. Pero como los dos códigos penales del XIX partían 
de la base de que ͞había͟ o ͞no había͟ discernimiento, en caso de dictaminar lo 
seguŶdo Ŷo se podía apliĐaƌ ŶiŶguŶa ͞peŶa͟ eŶ el seŶtido liteƌal del téƌŵiŶo.289 
 
 
b) Confusión entre beneficencia y corrección 
 
A falta de familia, el joven delincuente que había obrado sin discernimiento (caso B1) 
podía ingresar en un establecimiento de beneficencia, de manera que la ley confundía 
así la necesidad de socorro material con la de corrección y educación. Francisco Lastres 
señalaría con claridad la injusticia e inconveniencia de mezclar en una misma institución 
al huérfano o desamparado con el menor delincuente declarado irresponsable: 
 
Esa mezcla constituye una ofensa, y además se infringen las disposiciones 
administrativas que, con más acierto que el Código, prohiben expresamente esa 
reunion. Es inconveniente, porque debe tratarse de muy distinta manera al 
desvalido, y al que ha dado el primer paso en el camino del vicio; el primero 
                                                 
288 Pedro Armengol y Cornet (Ensayo de estudio de derecho penal, Barcelona, Establ. tip. de Jaime 
Jepús, 1894), Manuel Silvela (en un discurso en el Senado en la sesión de 20 de mayo de 1882, 
reproducido en LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., p. 242) y Álvaro Navarro de Palencia 
(El reformatorio..., op. cit.) serán algunos de los autores que analizarían y criticarían seriamente el 
papel que se otorgaba a las familias con hijos delincuentes que habían obrado sin discernimiento. 
Este último autor, y en la obra citada, señalaría que ͞eŶĐoŵeŶdaƌ ŶuevaŵeŶte á esos ŵisŵos padƌes 
ó tutores la misión que no quisieron ó supieron cumplir, cuando sobradamente fué demostrado asi 
por actos delictuosos del tutelado, resulta una conminación repetida del deber, completamente vácua 
é iŶefiĐaz.͟ (p. 9). 
289 Concepción Arenal, que creía muy improbable la falta total de discernimiento de los menores a la 
hora de cometer actos delictivos (véase nota 280 en este capítulo), sí consideraba necesario recluir 
en una institución aparte a los jóvenes que la ley vigente consideraba que habían actuado sin 
discernimiento. En esta institución, que en su opinión debía ser preferentemente de tipo agrícola, los 
ŵeŶoƌes deďíaŶ tƌataƌse ĐoŶ Đieƌta suavidad, Ǉ teŶieŶdo altas eǆpeĐtativas de ͞ĐuƌaĐióŶ͟, peƌo 
͞ĐƌeǇeŶdo Ƌue hay realŵeŶte eŶfeƌŵedad͟, Ƌue huďo voluŶtad Đulpaďle͟ (ARENAL, C.: Informes 
presentados en los congresos penitenciarios..., op. cit., p. 51). 
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Las ͞disposiĐioŶes adŵiŶistƌativas͟ a las Ƌue se ƌefieƌe eŶ el teǆto aluden a la Ley de 
Beneficencia de 1849 comentada en el primer capítulo de este trabajo. Como decíamos 
allí, los centros benéficos no podían acoger colectivos para disciplinarlos, pues su 
función debía ser exclusivamente asistencial, y no correctiva; sin embargo, hospicios y 
otros centros benéficos atendieron, a veces separadamente y otras veces sin distinción 
alguna, población penada de todas las edades.  
 
Las dificultades de disciplina que podían producirse al mezclar los jóvenes de estas dos 
condiciones aconsejaban, desde luego, su separación. El establecimiento más adecuado 
sería una casa de corrección específica para jóvenes conflictivos, de manera que así se 
salvaban los obstáculos de esta mezcolanza.  
 
Adeŵás, Đoŵo señalaďa Miguel BlaŶĐo Heƌƌeƌo eŶ uŶa oďƌa puďliĐada eŶ ϭϴϲϵ, la ͞ŵala 
faŵa͟ de los iŶteƌŶos eŶ Đasas de ďeŶefiĐeŶĐia ;eŶ paƌte, poƌ esta ŵezĐlaͿ iŵpedía la 
colocación laboral posterior de los jóvenes, de manera que éstos se convertían en 
perpetuos clientes de las instituciones benéficas. Para evitarlo, proponía precisamente 
una casa de corrección paterna "que sirviese al mismo tiempo que de asilo benéfico, de 
correccional y de colonia agrícola; pues deberia fundarse en un punto aislado y lejano de 
poblaciones de alguna importancia, y serviria, tanto para los acogidos díscolos [para 
desamparados de mala conducta acogidos en asilos benéficos], como para los jóvenes á 
quienes sus familias tuvieran necesidad de sujetar á esta correccion, satisfaciendo al 
estaďleĐiŵieŶto uŶa ŵſdiĐa peŶsioŶ͟.291  
 
 
                                                 
290 LASTRES, F.: Estudios sobre sistemas penitenciarios, op. cit., p. 166 (lección novena). Utilizando 
idénticos razonamientos en contra de la mezcla de las tipologías de jóvenes se situaría Pedro 
Armengol y Cornet (Ensayo de estudio de derecho penal..., op. cit.), y Álvaro Navarro de Palencia 
(El reformatorio..., op. cit.). Ya el Marqués de la Vega de Armijo, en un discurso pronunciado en 1868, 
señalaba la importancia de distinguir entre prisiones y establecimientos de beneficencia (AGUILAR y 
CO‘‘EA, A. [MaƌƋués de la Vega de Aƌŵijo]: ͞NeĐesidad Ǉ uƌgeŶĐia de ŵejoƌaƌ el sisteŵa ĐaƌĐelaƌio Ǉ 
peŶiteŶĐiaƌio eŶ España͟ [26 enero de 1868], en Discursos de recepción y de contestación leidos ante 
la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, al dar posesión de sus plazas a los individuos de 
número de la misma. 1860-1875, Madrid, 1875, vol. I, p. 220). Un dictamen de la Sociedad Económica 
Matritense emitido el 22 diciembre de 1875 hacía la misma petición de separación de los jóvenes 
pobres y desamparados de los delincuentes o presuntos delincuentes. Autores como Moreau 
Christophe y C.D. Randall ya habían planteado la necesidad de distinguir entre las finalidades de estas 
diferentes instituciones. El establecimiento necesario para los jóvenes se situaría en un intermedio 
entre castigar-reprimir, educar-moralizar y proveer (techo y comida). A todas luces, era necesaria una 
nueva institución diferente de las cárceles, presidios, asilos, casas de caridad u hospitales. 
291 BLANCO HERRERO, M.: De la beneficencia publica en España. Su actual organización y reformas 
que reclama, Madrid, Impr. de José María Pérez, 1869, p. 70. 
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c) Procedimientos judiciales sin distinción entre adultos y menores  
 
Este era otro de los problemas que se observó en relación con los jóvenes infractores: el 
hecho de que no se tuviera ninguna consideración sobre su condición de menores, y que 
fueran juzgados bajo los mismos parámetros y formas que en el caso de los adultos. A 
finales de siglo fue cuando se hizo sentir más la crítica hacia esta situación, señalando la 
necesidad de preservar la identidad del joven y otras cuestiones relativas a la forma de 
enjuiciamiento, de manera que no quedara estigmatizado como verdadero delincuente 
por el sólo hecho de acudir al juzgado en calidad de inculpado, y para evitar, en otros 
casos, la vanagloria que el asistir ante un juez podía suponer para algunos, tal y como 
explica González Revilla en una obra publicada ya a principios del siglo XX: 
 
Al menor delincuente, vicioso ó criminal, no ha de ponérsele, cualquiera que sea 
su culpa, enfrente del aparatoso y terrorífico Tribunal de justicia, que le deprime, 
ó lo que es peor, le glorifica y envanece. Porque ser perseguido en justicia, no es 
sólo comparecer durante un cuarto de hora ante un hombre distinguido, muy 
bueno en el fondo, persiguiendo la verdad y dispuesto á la benevolencia, sino 
estar cogido en el engranaje de toda la maquinaria represiva social, cuyo sólo 
contacto es mortal. 
292 
 
La publicidad de las leyes y de los procesos, impulsada desde el pensamiento ilustrado, 
suponía un freno, nuevamente, para el progreso en el tratamiento judicial de los 
jóvenes. La transparencia era un requisito de la nueva legalidad, en contraposición con 
el oscurantismo y arbitrariedades sucedidas bajo el Antiguo Régimen. La propia prensa 
de la época, recelosa ante el funcionamiento de la justicia a la que consideraban en 
general corrupta o propensa a la corrupción, no era ningún aliado en la defensa de los 
menores delincuentes, porque la explotación de noticias sensacionalistas (en las que, 
por ejemplo, se destacaba la corta edad de los autores de determinados delitos) suponía 
un incremento de las ventas de los periódicos.293  
 
La necesidad de un proceso judicial diferenciado ya había sido advertida e incluso 
practicada siglos antes, mediante la institución del Padre de Huérfanos, a partir de la 
reforma impulsada en 1407 que le otorgaría potestad judicial sobre los menores 
tutelados;294 la puesta en marcha de los Tribunales Tutelares de Menores, ya en el 
siglo XX, daría respuesta nuevamente a la necesidad de un poder judicial adaptado a las 
necesidades de la tutela y corrección de los menores.295 
                                                 
292 GONZÁLEZ REVILLA, G.: La protección de la infancia abandonada..., op. cit., p. 367. 
293 Sobre el tratamiento de la prensa de las noticias vinculadas a crímenes y delincuencia, véase 
TRINIDAD FERNÁNDEZ, P.: La defensa de la sociedad. Cárcel y delincuencia en España (siglos XVIII-
XIX), Madrid, Alianza editorial, 1991, pp. 236-247. 
294 Véase apartado 3.1.2 de este capítulo. 
295 Estos tribunales para menores nacían inspirados en los que se habían creado en Estados Unidos; 
el primero de ellos se fundó en Chicago, Illinois, en 1899; en Europa, el primer tribunal para menores 
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d) Niños y jóvenes en la cárcel 
 
El ͞eŶgƌaŶaje de toda la ŵaƋuiŶaƌia ƌepƌesiva soĐial͟, como leíamos antes en la cita, 
implicaba también el paso de los menores por la cárcel, ya fuera de forma preventiva (a 
la espera de celebración de juicio o de la determinación de su discernimiento) o como 
delincuente condenado. 
 
La extrema lentitud que caracterizó la justicia durante todo el siglo XIX haría que un 
joven que ingresara de forma preventiva en la cárcel pudiera pasar una larga temporada 
en ella, simplemente a la espera de juicio o de sentencia. Esto significaba, por ejemplo, 
que un niño podía pasar en la cárcel unas cuantas semanas o meses (¡incluso años!)296 y 
después ser liberado por considerarse que había obrado sin discernimiento, o por 
resultar inocente de las acusaciones. La corrupción de la cárcel, lamentablemente, ya 
había tenido tiempo suficiente de manchar su inocencia.  
 
Los discursos y las leyes que destinaban alos jóvenes a departamentos separados de los 
adultos no pasaron muchas veces de ser un mero ideal. A lo largo del ochocientos, sí 
hubo aportaciones a favor de la dignidad de todos los presos, incluidos los de corta 
edad, pero quedaron incumplidas: ni buenas condiciones higiénicas, ni separación entre 
presos, y mucho menos escuelas y talleres. El problema no se centraba, pues, en la 
inobservancia de los preceptos penitenciarios relativos a los menores, sino en el 
quebrantamiento de la mayor parte de disposiciones penitenciarias, porque su 
cumplimiento exigía una inversión imposible de realizar en los edificios existentes, la 
mayoría de veces por verdadera precariedad económica. 
 
                                                                                                                                                  
se creó en 1907, en Colonia. En agosto de 1918 las Cortes españolas aprobaban la Ley de bases de los 
Tribunales Tutelares para menores, tras varios proyectos infructuosos presentados desde 1912; los 
primeros tribunales que entraron en funcionamiento en España fueron los de Bilbao y Tarragona 
(1920), seguidos de los de Barcelona y Zaragoza (1921) y San Sebastián (1922). Estos tribunales 
trataban los delitos y faltas cometidos por los menores de quince años. Su funcionamiento debía ser 
seŶĐillo Ǉ ͞faŵiliaƌ͟, deďía pƌotegeƌ la iŶtiŵidad del eŶjuiĐiado, Ǉ las ŵedidas a iŵpoŶeƌ al ŵeŶoƌ 
debían tener fundamentalmente carácter preventivo y educador. Sobre la problemática del 
procedimiento judicial aplicado en menores y la creación de los primeros tribunales tutelares de 
menores en los países extranjeros y en España, véase por ejemplo JUDERÍAS, J.: La juventud 
delincuente, op. cit., pp. 73-91; SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., pp. 276-277, 301-
303; GON)ÁLE) FE‘NÁNDE), M.: ͞Los tƌiďuŶales paƌa Ŷiños. CƌeaĐióŶ Ǉ desaƌƌollo͟, Historia de la 
educación, nº 18 (1999), pp. 111-125; VENTAS SASTRE, R.: La minoría de edad penal, op. cit., pp. 351-
363; ROCA CHUST, T.: Historia de la Obra de los Tribunales Tutelares de Menores en España, Madrid, 
Consejo Superior de Protección a la Infancia, 1968. 
296 La lentitud de los procedimientos judiciales fue una constante que la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal de 1882 quiso combatir. A lo largo del XIX no era raro que el sumario de un juicio durase 
ocho o más años, y era frecuente que no durara menos de dos, prolongándose en ocasiones por todo 
este tiempo la prisión preventiva de los acusados, tal y como indica Manuel Alonso Martínez en la 
͞PƌeseŶtaĐióŶ de la LeǇ de EŶjuiĐiaŵieŶto CƌiŵiŶal͟ puďliĐada eŶ la Gaceta, nº 260 (17/9/1882), 
citado por HERRERO HERRERO, C.: España penal y penitenciaria (historia y actualidad), Madrid, 
Dirección General de la Policía, División de Enseñanza, 1986, p. 248. 
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Fernando Cadalso sería uno de los autores que se lamentaría del desolador panorama 
penitenciario español:  
 
Los unos viven en promiscuidad completa con todos los recluídos, sea cual fuere 
la edad de los delincuentes, el delito que se les imputa ó la pena que sufren; en 
otros tienen departamento separado, pero ó no salen de él, ni aun de dia para 
respirar, ó tienen que mezclarse con toda clase de malhechores por no tener más 
que un patio la Prisión; en los más carecen de lecho en que acostarse y de ropas 
con que cubrirse, no teniendo más que el suelo para el descanso, falto el local de 
ventilación, sobrado de humedad, quizá inmediato á una letrina; sin escuela en 
que aprender, ni culto religioso á que asistir, ni taller en que trabajar... Y cuenta 
que el número de jóvenes así tratados, asciende en el día á unos 500. 
 
Los jóvenes son menos, pero su situación, más desventurada si cabe, se empeora 
por razón del sexo. Sabido es que en las Cárceles ingresan no pocas prostitutas. Y 
como hacen vida en común y pasan el tiempo en continua ociosidad, tienen 
ocasión (...) para convencer á aquéllas [las jóvenes] de que sigan su suerte en la 
vida libre, halagándolas con seguro hospedaje en el lupanar y seduciéndolas con 
las ventajas de comerciar con los atractivos de la juventud.
297 
 
Los datos son difíciles de precisar, pero lo cierto es que en los establecimientos 
penitenciarios del XIX lo común continuó siendo la mezcla de reclusos sin distinción de 
edad, y la inexistencia de talleres y escuelas en los mismos. En una obra publicada en 
1893 se señalaba que únicamente había 13 cárceles en toda España con departamentos 
para niños y jóvenes.298 Quizás la cifra no sea del todo exacta, pero lo cierto es que el 
número de establecimientos que cumplían la tan aludida separación debía de ser muy 
bajo.299 Y en el Anuario Penitenciario de 1904 los datos indicaban que en las más de 450 
                                                 
297 CADALSO, F: Diccionario de legislación penal, procesal y de prisiones, Madrid, 1896-1908, vol. II, 
pp. 664-665, reproducido por GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, op. cit., pp. 104-105. 
298 GUILLÉN ANDREU, N. y LÓPEZ CAMIO, A.: Las cárceles de España: coleccion de datos descriptivos y 
estadísticos de los establecimientos carcelarios seguida de una recopilación de disposiciones 
legislativas en vigor y referentes al régimen de los mismos y modelación de los documentos 
necesarios en estos establecimientos, Sabadell, Impr. de J. Comas, 1893. Las ciudades que tenían 
establecimientos carcelarios y penitenciarios donde había algún departamento para niños y jóvenes 
eran las siguientes: Barcelona, Cañete (provincia de Cuenca, en la cárcel de partido, con sistema de 
aglomeración), Huesca (en la cárcel de partido y de audiencia, con sistema de aglomeración 
también), Jaén (en la cárcel de partido y correccional), Murcia (en la cárcel de partido y correccional, 
habilitado para cárcel en 1852), Pamplona (en la cárcel de partido y correccional), Sevilla (en la cárcel 
de partido y correccional, habilitado en 1841), Reus (cárcel de partido, con sistema de aglomeración), 
Tarragona (en la cárcel de partido y correccional, con sistema de aglomeración), Zaragoza (en la 
cárcel de audiencia y correccional, con sistema de aglomeración), Las Palmas de Gran Canaria (en la 
cárcel de partido y correccional, habilitado en 1842, pero con espacio sólo para albergar cuatro 
jóvenes), Madrid (en la prisión celular, con tres celdas para jóvenes menores de 15 años; tiene 
maestro y maestro auxiliar), Valencia (cárcel de partido y correccional). 
299 En la Revista de beneficencia, sanidad y establecimientos penales hay indicaciones, por parte de 
los propios alcaides y dirigentes de las cárceles, de que otras muchas cárceles contaban con 
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cárceles, penales y presidios en España, sólo existían locales destinados a escuela en 34 
cárceles, de los cuales 12 eran malos y precarios.300 
 
Álvaro Navarro de Palencia sintetizará los intentos por separar a jóvenes de adultos en 
los establecimientos penitenciarios como de fracaso, con las siguientes palabras: 
 
;…Ϳ del ŵisŵo ŵodo Ƌue los ͚depaƌtaŵeŶtos͛ Ǉ ͚seĐĐioŶes͛ de jſveŶes de los 
presidios, prevenidos en la Ordenanza general y el Reglamento de 1844, apenas 
tuvieron realidad disciplinar en la vida interna de los mismos, el pensamiento 
diferenciador del tratamiento separado y absolutamente independiente de 
aquellos ;…Ϳ se olvidó por completo ;…Ϳ.  
 
Los jóvenes condenados, continuaron ingresando segun la naturaleza y extensión 
de sus condenas en las penitenciarías de adultos ;…Ϳ.301 
 
Repetidas advertencias por parte de muchos filántropos y reformadores insistieron a lo 
largo del siglo XIX en la necesidad de evitar que los niños pasaran por la cárcel, ya fuera 
como prevención o como condena. La razón era bien simple: la cárcel era portadora de 
los gérmenes de la corrupción. La mezcla de menores y adultos en las mismas fue la 
tónica habitual, de manera que se producía la perdición de los más jóvenes por las malas 
habitudes que aprendían de los mayores. Incluso era muy común no hacer separaciones 
entre los presos preventivos y los ya sentenciados. El menor, ante un panorama así, se 
perfeccionaba y salía convertido en un verdadero criminal, gracias a la perniciosa 
enseñanza delictiva que adquiría. Atravesaba así, la barrera entre una delincuencia o 
desviación primaria (meramente externa, conductual) a una desviación secundaria, en 
que la identidad del joven pasaba a constituirse en torno a los hechos criminales. Como 
afirmaba Gerardo González Revilla, en el presidio el joven pasaba a ͞gƌaduaƌse de doĐtoƌ 
especialista en todas las fechorías contra la moral, contra la propiedad y contra la vida 
de los ĐiudadaŶos͟.302 La cárcel era la mejor universidad del crimen, según repetían 
otros múltiples autores, y la peor opción para dirimir las pequeños infracciones o vicios 
que podían presentar estos jóvenes, como magistralmente lo expresa esta frase, 
ampliamente conocida, que no nos resistimos a reproducir: ͞El Ŷiño eŶ la cárcel viene a 
seƌ lo aŶálogo a uŶ eŶfeƌŵo de fieďƌes palƷdiĐas eŶviado a uŶ paŶtaŶo͟.303 Pues el 
estado de los jóvenes en las cárceles era lamentable en todos los sentidos. Así describe 
su situación Álvaro López Núñez: 
                                                                                                                                                  
departamentos para jóvenes, e incluso escuelas (véase, por ejemplo, el nº 12, 31/8/1876, y el nº 13, 
15/9/1876). Pero la fiabilidad de esta revista también queda en entredicho, dado que era una 
publicación un tanto acrítica y complaciente con el Gobierno, hecho que llevaría a Pedro Armengol y 
Cornet, por ejemplo, a criticarla muy duramente.  
300 Cfr. SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., p. 294. 
301 NAVARRO DE PALENCIA, A.: El reformatorio de jóvenes delincuentes, op. cit., pp. 18-19. 
302 GONZÁLEZ REVILLA, G.: La protección de la infancia abandonada..., op. cit., p. 367. 
303 Revista Penitenciaria, 1906, IV, p. 15, reproducido por T‘INIDAD FE‘NÁNDE), P.: ͞La iŶfaŶĐia 
deliŶĐueŶte Ǉ aďaŶdoŶada͟, op. Đit., p. ϱϭϬ. 




Sucios, andrajosos, cuando no completamente en cueros, comidos de la miseria y 
de las macas [sic] cutáneas, extenuados por los vicios solitarios, ignorantes e 
incultos, depravados en su sentido moral y aleccionados en todas las artes de la 
delincuencia por los criminales con quienes viven en infame promiscuidad; sin 
honrada ocupación que los entretenga, ni mano que los socorra, ni voz que los 
aleccione, ni corazón que los consuele, ni espíritu que los esperance, los jóvenes 
que se encierran en la mayoría de nuestros establecimientos penitenciarios son 




La realidad señalaba que ͞Poƌ poĐos días Ƌue peƌŵaŶezĐa uŶ Ŷiño eŶ la ĐáƌĐel, poƌ 
mucha que sea la vigilancia, saldrá con el cuerpo manchado y el alma pervertida͟.305 Y 
después de que esto sucediera, y aunque el juez, por ejemplo, declarara que el niño 
había obrado sin discernimiento, y por tanto, que era irresponsable, ya se ponía añadir  
–como apunta con cierto sarcasmo Concepción Arenal– que también era ya incorregible. 
 
Pese a este panorama nada halagüeño, cabe mencionar algunas iniciativas que 
intentaron convertir la prisión en un espacio de educación y trabajo para los jóvenes, 
alejado de la corruptela generalizada de las instituciones penitenciarias españolas; lo 
veremos en el capítulo siguiente, donde daremos una pincelada sobre las experiencias 
de Francisco Xavier Abadía en Cádiz, la de Antonio Puig y Lucá en Barcelona, y la de 
Manuel Montesinos en Valencia, y en el capítulo 6, que dedicaremos a analizar la Cárcel 
de Jóvenes de Madrid, la única exclusivamente para menores que tenemos 
conocimiento que funcionara en la España del ochocientos –sin contar las experiencias 
que se iniciaron a finales de siglo y que fructificaron a principios del novecientos.  
 
Pero la presencia en las cárceles, a parte de como prisión preventiva (a la espera de 
juicio) o como procesados (para cumplir el arresto o condena), también entraban por los 
llaŵados ͞aƌƌestos guďeƌŶativos͟ Ǉ ͞aƌƌestos ŵuŶiĐipales͟, uŶa pƌáĐtiĐa de deteŶĐióŶ Ǉ 
arresto de 15 días, en el caso gubernativo y de hasta 30, en el caso municipal, ante 
cualquier indicio de peligrosidad o para castigar conductas predelictivas y pequeñas 
raterías de vagabundos y pandillas juveniles. No era una sanción para aplicar medidas 
reeducadoras sino para sancionar pequeñas faltas, y a menudo solía responder a 
ŵedidas de ͞liŵpieza͟ de los lugaƌes púďliĐos, opeƌaĐioŶes de ͞pƌofilaǆis soĐial͟ paƌa 
mejorar la imagen de la ciudad, cuando abundaban jóvenes vagabundos y niños 
callejeros que aumentaďaŶ el ͞íŶdiĐe de peligƌosidad͟ Ǉ podíaŶ ͞peƌtuƌďaƌ el tƌáfiĐo͟, o 
simplemente cuando alguna personalidad extranjera debía visitar la ciudad o se 
                                                 
304 LÓPEZ NÚÑEZ, A.: Los inicios de la protección social a la infancia en España, Madrid, CEPE, 1992 
(1ª ed. 1908), pp. 92-93. 
305 Manuel Gil Maestre, El niño en la cárcel, citado por ARENAL, C.: El visitador del pobre, Madrid, 
Libr. General de Victoriano Suárez, 1946, pp. 72-73. 
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preparaba alguna conmemoración importante.306 En las revistas profesionales de la 
época, y en los diarios, se criticaba con frecuencia esta práctica, considerada del todo 
abusiva, y especialmente perniciosa para los jóvenes, que sabían que el retorno a la 
cárcel era cuestión de días, o incluso horas.307 
 
3.4.  EL MENOR REBELDE A LA AUTORIDAD FAMILIAR  
 
Análisis aparte merece el tema de los jóvenes rebeldes a la autoridad paternal, colectivo 
que también era contemplado en los códigos penales decimonónicos, y que el Código 
Civil aprobado en 1888 también abordaría de forma específica. 
 
Las leyes reconocían el deber de obediencia de los hijos e hijas hacia sus progenitores o 
tutores, bajo el amparo de la patria potestad. El concepto de patria potestad, originario 
de la ley romana imperial, fue elaborado para el contexto español en los códigos de Las 
siete partidas en el siglo XII.308 Se trata de un concepto que remite a la relación paterno 
filial que tiene por núcleo el deber del padre de criar y educar a sus hijos. El castigo, 
frente a la desobediencia del hijo, es contemplado dentro de los deberes –e incluso 
obligaciones– del padre. En el Derecho romano, se trataba de un poder casi absoluto del 
padre sobre su descendencia, e incluso sobre su mujer y sus criados, incluyendo 
facultades tan absolutas como la de dar fin a la vida del propio hijo, por ejemplo.  
 
En el siglo XIX, la corrección paternal se contempló también como una obligación de la 
propia familia para con sus descendientes, pero de una forma suavizada.309 Se entendía 
que los castigos impuestos a los hijos debían ser moderados y fundamentados. Ya 
estamos lejos de la arbitrariedad de siglos atrás. Pero la patria potestad inicialmente 
sólo la podía ejercer la figura masculina (el padre); más adelante se reconoció esa 
potestad también a las madres.310 
                                                 
306 Cfr. SANTOLARIA, F.: Marginación y educación, op. cit., pp. 271-272. 
307 Véase una crítica a estos arrestos gubernativos, muy frecuentemente realizados bajo acusaciones 
falsas, en LÓPEZ NÚÑEZ, A.: Los inicios de la protección social... op. cit., pp. 133-134. 
308 Véase la defiŶiĐióŶ Ǉ aŶálisis del ĐoŶĐepto de ͞patƌia potestad͟ Ƌue ofrece el siguiente autor, 
teniendo que contextualizar su definición fuera del marco del Código Civil de 1888, que todavía no 
había sido aprobado: MARTÍNEZ ALCUBILLA, M.: Diccionario de la administración española, 
peninsular y ultramarina: compilación ilustrada de la novísima legislacion de España en todos los 
ramos de la administración pública, Madrid, 1869, p. 712. 
309 Ya eŶ las LeǇes de Paƌtidas se haďlaďa de Đastigos ŵodeƌados ;ĐoŶ ͞ŵesuƌa͟ Ǉ ĐoŶ ͞piedad͟Ϳ haĐia 
los hijos (Ley XVIII, Tít. XVIII, Partida IV; Ley IX, Tít. VIII, Partida VII). En el artículo 147 de la propuesta 
de Código Civil de 1851 también se hace mención a la necesidad de moderación en el castigo de los 
hijos indisciplinados. La Ley de matrimonio civil de 18 junio de 1870 concedía al padre, y en su 
defecto a la madre, por derecho de potestad, el de corregir y castigar a sus hijos, pero 
moderadamente (art. 65). El artículo 155 del Código Civil de 1889 habla de castigar 
͞ŵodeƌadaŵeŶte͟. 
310 Véase el artículo 156 del Código Civil de 1889.  




Pero la desobediencia filial reiterada –el hijo díscolo que no se atenía de forma 
insistente a los preceptos paternos– presentaba un problema que iba más allá de las 
fronteras del hogar. Por ello desde las instancias públicas se dio alguna solución para 
ayudar a reconducir la voluntad extraviada de estos menores. A lo largo del XIX                
–también anteriormente– se llevó a cabo la detención del joven indócil, generalmente 
en cárceles y hospicios, para reprimir sus tendencias rebeldes y para disciplinarlo.311 
 
 
3.4.1. El hijo rebelde en los códigos penales 
 
Los códigos penales que hemos analizado en apartados anteriores contemplan al hijo 
desoďedieŶte Đoŵo uŶ ͞deliŶĐueŶte͟, de ŵaŶeƌa Ƌue ĐoŶ él se pƌoĐede Đoŵo ĐoŶ los 
Ƌue huďieƌaŶ Đoŵetido algúŶ heĐho ilíĐito. El ͞esĐaƌŵieŶto͟ o la ͞leĐĐióŶ͟ Ƌue ƌeĐiďíaŶ 
los jóvenes consistía casi siempre en sufrir las penalidades de una institución de 
encierro, generalmente la cárcel o una institución de tipo benéfico. 
 
El Código Penal de 1822 señala que ͞Hijo e hija Ƌue se auseŶtaƌe de su Đasa siŶ liĐeŶĐia 
de su padre, o cometiese exceso grave, o notable desacato contra su padre o su madre, 
al demostrarle malas inclinaciones que no bastasen para corregir las amonestaciones y 
moderados castigos domésticos, podrá ser llevado por el padre ante el alcalde para que 
lo reprenda y le haga ĐoŶoĐeƌ sus deďeƌes͟ (art. 561). En caso de reincidencia, ͞podƌá el 
padre ponerlo, con conocimiento y auxilio del alcalde, en una casa de corrección por un 
año͟ (art. 562).312 
 
El Código Penal de 1850 señalaba que se podía castigar al hijo o pupilo que cometiese 
desacato contra la autoridad de los padres y tutores (art. 483, apartados 4 y 5). El de 
1870 señalaba que se castigaba con faltas de 5 a 15 días de arresto los hijos de familia 
que faltasen al respeto y sumisión debidos a sus padres, y a los que cometieran igual 
falta hacia sus tutores. El artículo 119 de este último código señalaba en qué lugares se 
podía llevar a cabo el arresto menor: en las casas del ayuntamiento o en las del mismo 
penado. En el caso de que se efectuara en la del ayuntamiento, el lugar destinado al 




                                                 
311 Ya antiguamente tenemos constancia de que la corrección paternal podía ayudarse de medios 
oficiales, ingresando al joven díscolo en la cárcel u otras instituciones análogas. Gregorio Lasala 
recoge algunos ejemplos en ͞AŶteĐedeŶtes de la deliŶĐueŶĐia iŶfaŶtil͟, op. Đit., pp. 64-65. 
312 Los artículos del Código Penal de 1822 referidos a la corrección paternal y el auxilio de la 
autoridad local se recogen en el Título VII (De los delitos contra las buenas costumbres) y en el 
Capítulo V (Del desacato de los hijos contra la autoridad de sus padres, y de los menores de edad 
contra sus tutores, curadores o parientes que estuvieran a su cargo). 
 CAP. 3: El menor ante la ley penal, penitenciaria y civil 
 
174 
Fig. 3.3:  CORRECCIÓN DE JÓVENES DÍSCOLOS SEGÚN LOS CÓDIGOS PENALES DEL S. XIX 
 
 CÓDIGO DE 1822 CÓDIGO DE 1850 CÓDIGO DE 1870 
Castigo que se 
prevé para el 
joven díscolo 
- Reprensión del propio 
alcalde 
- Encierro (sólo si es 
reincidente)  
- Arresto de 3 a 15 días  
- Reprensión privada 
- Arresto de 5 a 15 días  




Casa de corrección (sólo 
en caso de reincidencia) 
Casas del ayuntamiento 
(cárceles, etc.) o 
domicilio del propio 
joven  
Casas del ayuntamiento 
(cárceles, etc.) o 
domicilio del propio 
joven 
 
Fuente: elaboración propia 
 
 
El hijo díscolo se comparaba, como hemos dicho, a un delincuente, y por ello en el 
ochocientos se procedía de forma análoga a un presunto culpable a la hora de llevar a 
Đaďo la aveƌiguaĐióŶ de su ͞ƌeďeldía͟ o ͞desoďedieŶĐia͟. El padƌe debía acudir al juez 
municipal; éste había de dictar una sentencia en juicio contradictorio (poniendo, por 
tanto, al mismo nivel de credibilidad al padre que al hijo), partiendo, sin embargo, de la 
inocencia del menor. La situación del padre era ciertamente delicada, por cuanto el hijo 
podía ser declarado inocente de las acusaciones (resultaba difícil demostrar sus faltas), y 
el padre quedaba así totalmente desautorizado.   
 
En el extranjero no se precisaba la sentencia de ningún juez para que el hijo irrespetuoso 
fuera destinado a corrección en alguna institución pública.313 Pero en España, con una 
legislación todavía un tanto inmadura y unas prácticas todavía sin consolidar, se veía 
necesario asegurar la veracidad de los hechos, evitando así cualquier conato de abuso 




3.4.2. El hijo rebelde en la legislación civil 
 
El primer Código Civil español se hizo esperar hasta 1888, fecha de su aprobación, 
aunque con suma frecuencia se hace referencia a él señalando la fecha de 1889, pues 
fue rectificado y vuelto a aprobar en dicho año. Se trata de una fecha tardía, si tenemos 
en cuenta que el primer código civil francés se había aprobado en 1804, sirviendo éste 
precisamente de inspiración para componer el español. Hasta finales de siglo, pues, ͞la 
                                                 
313 Véase “CHNAPPE‘, B.: ͞La ĐoƌƌeĐtioŶ pateƌŶelle et le ŵouveŵeŶt des idées au diǆ-neuvième 
siècle (1789-ϭϵϯϱͿ͟, Revue historique, CCLXIII, nº 534, 2 (1980), pp. 320-349. 
314 Ya en el siglo XVIII se tenía constancia de que algunos de los jóvenes enviados a hospicio por 
rebeldes y/o irrespetuosos con la autoridad paternal, en realidad habían sido enviados por sus 
padres por motivos bien diferentes y peregrinos; así lo constata, por ejemplo, Tomás Anzano, en su 
conocido informe que lleva por título Elementos preliminares para poder formar un sistema de 
gobierno de Hospicio General, de 1778 (véase nota 144 del capítulo anterior). 
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historia de la codificación civil fue una sucesión de numerosos y frustrados intentos de 
ƌefoƌŵa͟;315 entre ellos, cabe remarcar los proyectos presentados en 1821, en 1836 y, 
muy especialmente, el de 1851.316 
 
Tal y como afirma Marta Santos Sacristán, 
 
La inexistencia de un Código Civil durante la mayor parte del siglo XIX, no 
significaba que no hubiese Derecho civil. Las normas civiles fueron las contenidas 
en Las Partidas, en las Leyes de Toro o en algunas otras leyes recopiladas en la 
Novísima de 1805. Las sentencias del Tribunal Supremo anteriores a 1890 
aplicaban, en plena sociedad burguesa, leyes contenidas en esas arcaicas fuentes. 
Y fuera de Castilla continuaban en pleno vigor las fuentes consuetudinarias de sus 
respectivos ordenamientos jurídicos forales. La presencia de los derechos forales 
en Cataluña, Mallorca, Aragón, País Vasco y en menor medida Galicia, fue la 
principal razón para explicar la tardanza en la codificación civil, y sobre todo, de 
por qué se realizó sin imponer, en toda España, un único ordenamiento civil.
317 
 
En el artículo 156 del Código Civil de 1889 se establecía que el padre, o en su caso la 
madre, podían demandar el auxilio de la autoridad gubernativa para apoyar su autoridad 
sobre sus hijos no emancipados, ͞Ǉa eŶ el iŶteƌioƌ del hogaƌ doŵéstiĐo, Ǉa paƌa la 
detención y aun para la retención de los mismos en establecimientos de instrucción o en 
institutos legalmente autorizados que los recibieren. Asimismo, podrán reclamar la 
intervención del juez municipal para imponer a sus hijos hasta un mes de detención en el 
establecimiento correccional destinado al efecto, bastando la orden del padre o madre, 
con el visto bueno del juez, para que la retención se realice.͟318 El juez sólo oiría al hijo en 
el caso de que éste fuera hijo de un anterior matrimonio, o que el muchacho contara 
con un cargo u oficio (art. 157). 
 
                                                 
315 “ANTO“ “AC‘I“TÁN, M.: ͞Los ŵalos tƌatos a la iŶfancia: juristas reformadores y el debate sobre la 
patria potestad en el Código Civil español (1889-ϭϵϯϲͿ͟, Cuadernos de Historia Contemporánea, 
vol. 24 (2002), p. 216. 
316 Este último proyecto, de gran importancia pues sirvió de fundamento para el que se aprobaría en 
1888, se halla ampliamente comentado en GARCÍA GOYENA, F.: Concordancias, motivos y 
comentarios del Código Civil español, Madrid, Impr. de la Sociedad Tipográfico-Editorial a cargo de 
F. Abienzo, 1852, 4 vols. También en SÁNCHEZ ROMÁN, F.: La codificación civil en España en sus dos 
períodos de preparación y de consumación, Madrid, Establ. Tipográf. Sucesores de Rivadeneyra, 
1890. 
317 “ANTO“ “AC‘I“TÁN, M.: ͞Los ŵalos tƌatos a la iŶfaŶĐia...͟, op. Đit., p. Ϯϭϳ. Paƌa aŵpliaƌ este teŵa, 
véase BROCÀ i DE MONTAGUT, G. M. de: Historia del derecho de Cataluña, especialmente del civil y 
Exposición de las instituciones del derecho civil del mismo territorio en relación con el Código civil de 
España y la jurisprudencia, [Barcelona], Generalitat de Catalunya, Departament de Justícia, 1985-
1987, especialmente pp. 424-463, y también BARÓ PAZOS, Juan: La codificación del derecho civil en 
España (1808-1889), Santander, Universidad de Cantabria, 1993. 
318 Reproducido en CADALSO y MANZANO, F.: Instituciones penitenciarias y similares..., op. cit., 
p. 563. 
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Lo consignado en este código fue matizado por una Real Orden posterior que indicaba 
los establecimientos en que podía cumplirse la corrección paternal según lo manifestado 
en el artículo 156 del Código Civil:319 los jóvenes debían ingresar en los departamentos 
existentes en los centros benéficos donde eran ingresados los asilados de conducta 
rebelde (es decir, en los denominados departamentos de corrección de los hospicios, 
casas de misericordia, etc.). En caso de que no hubiera estas salas especiales, se debía 
destinar un local a propósito para poder enmendar al joven (se indicaba que, a ser 
posible, fuera en las casas consistoriales de los propios ayuntamientos). Sólo en dos 
situaciones se podía ingresar al joven en cárceles o presidios: en caso de que no hubiera 
institución de beneficencia ni otro local disponible para retener al joven, o cuando los 
padres lo pidieran expresamente; de ser efectivo el ingreso en establecimientos 
penitenciarios, se debía asegurar la separación de los menores díscolos con el resto de 
personas recluidas, y se eximía de su anotación en cualquier libro o registro 
penitenciario. Con esta orden se trataba de evitar, tal y como se aprecia en su 
preámbulo, la arbitrariedad de destinos a los que los jóvenes díscolos eran enviados por 
los diferentes jueces, y se pretendía no manchar la reputación de los menores (evitando, 
como queda dicho, su vinculación con los registros penitenciarios).320 
 
No contamos con estadísticas generales sobre la magnitud del problema de los hijos 
contestatarios, ni tampoco del uso de los recursos o espacios públicos para su 
corrección; Álvaro López Núñez, sin embargo, nos aporta algunos datos que, aunque 
tardíos (hacen referencia a principios del siglo XX), pueden dar una idea aproximada de 
lo que pudo producirse en las décadas anteriores. Así, habla de unos 100 reclusos vía 
corrección paternal en todas las cárceles españolas, y de más de 400 en total en las 
escuelas de reforma existentes entonces (la de Santa Rita de Carabanchel, la del Asilo 





                                                 
319 Real Orden de 12 marzo 1891, del Ministerio de Gracia y Justicia (Gaceta de Madrid, nº 85, 
26/3/1891). 
320 Conviene indicar que, a la vez que el Código Civil favorecía la corrección paternal, aportando un 
auxilio externo para los casos de rebeldía incontrolable en el seno familiar, también el mismo código 
establecía casos por los cuales los padres perdían la patria potestad de los hijos: por ejemplo, en caso 
de malos tratos, de dar ejemplos corruptores, etc. (art. 169 y siguientes). Sin embargo, tal y como se 
criticó muy ampliamente, el código no tuvo la previsión de establecer las medidas a adoptar hacia los 
menores que habían quedado sin padres por habérseles sustraído a éstos la patria potestad. Véase, 
por ejemplo, el análisis que se ofrece en A‘MENGOL Ǉ CO‘NET, P.: ͞UŶa gƌaŶ defiĐieŶĐia del Đódigo 
Đivil͟, Revista Jurídica de Cataluña, nº 1 (1895), pp. 20-25. Resulta de interés también, por la 
contextualización histórica que ofrece, el artículo siguiente: “ANTO“ “AC‘I“TÁN, M.: ͞Los ŵalos 
tƌatos a la iŶfaŶĐia...͟, op. Đit., pp. ϮϬϵ-232. 
321 LÓPEZ NÚÑEZ, A.: Los inicios de la protección..., op. cit. p. 91. 
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3.5. NECESIDAD Y PROBLEMÁTICA DE LAS CASAS DE CORRECCIÓN 
PARA JÓVENES PREDELINCUENTES, DELINCUENTES Y DÍSCOLOS 
 
A la vista de lo expuesto en el apartado anterior, era evidente la necesidad de una 
institución intermedia entre la cárcel y el asilo benéfico, en el que poder cobijar, educar 
y corregir a los jóvenes –con o sin familia– declarados penalmente irresponsables (la 
remisión a su propia familia o a instituciones benéficas no era una solución óptima) y 
también los declarados culpables (pues el internamiento en los establecimientos para 
adultos era inadecuada también). En la mayoría de casos, la comisión de los delitos 
respondía al abandono moral y social en que se encontraban estos menores, a la escasa 
instrucción y educación recibida, a la corrupción del ambiente familiar y social... No tenía 
demasiado sentido aplicar el rigor penitenciario, pero sí acciones educativas 
potenciadoras de las habilidades sociales y profesionales. 
 
La necesidad de este tipo de instituciones era patente, reivindicada ya desde la 
aprobación del Código de 1850. Pero el propio marco jurídico, como decíamos antes, 
sería el primer impedimento para impulsarlas; era preciso introducir nuevas categorías 
no estrictamente jurídicas para conceptualizar a esta infancia y darle el tratamiento 
reeducativo necesario. La extensión de las instituciones de reeducación para menores se 
haría esperar hasta prácticamente finales de siglo; durante el XIX, la única que funcionó 
fue la experiencia barcelonesa, aunque los intentos por establecer otras fueron 
numerosos (lo veremos en el capítulo siguiente).   
 
 
3.5.1. El tratamiento de menores delincuentes y predelincuentes  
 
Para empezar, estaba el colectivo de los menores declarados irresponsables, que según 
los códigos penales debían ser atendidos por sus familias o, en su defecto, por centros 
benéficos. Ya hemos comentado que la sustracción del joven de su familia y su posterior 
colocación en una institución educativa presentaba problemas legales en el marco 
vigente. 
 
Precisamente un informe elaborado por el Consejo de Estado en 1862322 señalaba que, 
al amparo de la ley vigente –el Código Penal de 1850–, resultaba ilegal recluir a jóvenes 
                                                 
322 El dictamen fue emitido el 11 de junio de 1862. Intervinieron en su elaboración Istúriz 
(presidente), Ruiz de la Vega, Infante, Quesada, Tames Hevia, Caveda, Caballero, Sierra, Olañeta, 
Escudero, Mayans, Valgornera, Guillamas, Lafuente, Eugenio Moreno López, Lorenzana, González, 
Sánchez Silva, Chinchilla, Otera y Villar y Salcedo. Puede consultarse un resumen del dictamen del 
CoŶsejo de Estado eŶ el aƌtíĐulo ͞Casa de ĐoƌƌeĐĐióŶ paƌa jóveŶes ;histoƌia de uŶ pƌoǇeĐtoͿ͟, 
publicado sin firma en la Revista Penitenciaria, tomo I (1904), pp. 215-217. También en HERNÁNDEZ 
IGLESIAS, F.: La beneficencia en España, Madrid, Establ. tipográf. de Manuel Minuesa, 1876, vol. I, 
pp. 357-363. 
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de esta tipología en casas de corrección o educación. Y que, además, no resultaba 
necesario ni beneficioso que se legislara a favor de conceder esta facultad educativa-
correctiva a la administración pública. Los motivos que se alegaban eran diversos. Para 
empezar, se temía que si se otorgaba la facultad de corrección a otras instancias 
diferentes de la familia, ésta quizás se desentendiera paulatinamente de su misión 
correctora respecto a los hijos. Los lazos de familia eran muy estrechos en España            
–según reza el informe– en contraposición a lo que sucedía en otros países, que la 
debilidad de los mismos había obligado a muchos a legislar a favor de instituciones 
ajenas a la familia para ejercer la corrección. Este mismo arraigo que presuponían a la 
familia española era lo que les llevaba a justificar que, en caso de ser cierto que el 
descuido de los padres era lo que había llevado al menor por el sendero de la 
trasgresión social, confiaban en que sólo por el hecho de que el joven fuera detenido y 
juzgado, y aunque se dictaminara su no discernimiento, la familia sí se haría cargo y 
vigilaƌía de ĐeƌĐa al joveŶ. “e eŶteŶdía Ƌue sufiĐieŶte ͞Đastigo͟ teŶía el padƌe ĐoŶ veƌ 
procesado a su hijo y con la responsabilidad civil subsidiaria que el Código le imponía, lo 
que le motivaría a controlarlo de una forma más estrecha. 
 
Otro motivo que se señalaba en el dictamen para justificar la no necesidad o 
inconveniencia de establecer casas de corrección dependientes de la administración era 
la dificultad que una medida así podría significar para los jueces; en concreto, 
preocupaba el hecho de que, a priori, éstos debían determinar el tiempo que cada joven 
necesitaba para corregirse en la institución, lo cual consideraban de muy difícil precisión.  
 
Lo cierto es que el marco legal no era favorable a la creación de instituciones de 
educación y corrección no penitenciarias para jóvenes delincuentes que hubiesen 
obrado con o sin discernimiento, ni tampoco para los menores que presentaran 
conductas asociales que fácilmente podían llevarles a la exclusión social y a la 
delincuencia. Este mismo dictamen del Consejo de Estado indicaba precisamente que 
instituciones de este tipo eran ilegales bajo los parámetros vigentes. El hecho de que en 
Barcelona funcionara la Casa de Corrección y de que en Madrid se practicaran 
detenciones de este tipo en el Hospicio y en San Bernardino no hacía variar, sin 
embargo, la opinión del Consejo. Tampoco lo hizo el conocimiento de que este tipo de 
instituciones estaban sancionadas y funcionaban en Francia, Bélgica, Alemania, 
Inglaterra, Suiza, Italia, Holanda y Estados Unidos.323 
 
El Derecho Penal, en este siglo y para España, castigado por el lastre de los años de 
arbitrariedad judicial, no se atrevió apenas a fijar medidas correctoras ante la 
inexistencia real de delitos. El principio de tipicidad penal del hecho, según el cual una 
persona sólo puede ser acusada si ha cometido un hecho tipificado como delito o falta 
                                                 
323 “egúŶ el aƌtíĐulo ;siŶ fiƌŵaͿ titulado ͞Casa de ĐoƌƌeĐĐióŶ paƌa jóveŶes ;histoƌia de uŶ pƌoǇeĐtoͿ͟, 
op. cit., p. 215. 
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en el Código Penal o las leyes penales especiales, fue un obstáculo para el caso de los 
menores. En el caso de los adultos, representó todo un avance, símbolo de racionalidad 
y justicia; para los jóvenes, como decíamos, significó una barrera que impidió el 
desarrollo de medidas cautelares ante indicios de conductas irregulares, inadaptación 
social, abandono, etc.324 Las reclusiones preventivas suponían la anulación de una serie 
de derechos para los menores, y en ese momento histórico en que esos derechos se 
habían conquistado, parecía difícil hacerlos sólo extensivos a los adultos. La justicia 
penal se fundamentaba en las garantías jurídicas; sólo se penaban hechos fácticos, 
consumados, pero no intenciones, caracteres, estados, grado de peligrosidad, etc. El 
ĐoŶĐepto de ͞peligƌosidad͟, auspiĐiado poƌ la esĐuela positivista eŶ el últiŵo teƌĐio de 
siglo, ayudaría a justificar la acción sobre los individuos con conductas irregulares; las 
medidas de seguridad predelictuales no tenían por qué contravenir la idea de Estado de 
Derecho y, por tanto, el poder judicial no debía actuar sólo tras la comisión de un hecho 
delictivo, sino ante un estado individual indicativo de una inminente violación 
normativa. 
 
El principio de proporcionalidad entre la gravedad de la infracción penal cometida y la 
naturaleza y extensión de la medida sancionadora, que también era fruto de la 
Ilustración, significó también una barrera para establecer medidas cautelares o de 
protección para la infancia. En estos casos, prevaleció la legalidad sobre el interés 
superior del menor. 
 
Precisamente en 1877, la Dirección General de Establecimientos Penales dirigiría una 
ďateƌía de pƌeguŶtas a la Ŷueva ͞JuŶta de ‘efoƌŵa peŶiteŶĐiaƌia e institución de 
PatƌoŶatos eŶ ďeŶefiĐio de los peŶados Đuŵplidos Ǉ de los Ŷiños aďaŶdoŶados͟, Ǉ eŶtƌe 
las cuestiones planteadas, se hallaba ésta (ĐoƌƌespoŶde a la pƌeguŶta ϵϰͿ: ͞¿Puede la 
Administración del Estado fundar casas de corrección para jóvenes que no han cometido 
falta de delito, pero cuya vida relajada, cuyo abandono ó cuya vagancia pueden ser al 
Đaďo Đausa de delito?͟. Concepción Arenal, que respondió por su cuenta todas las 
preguntas planteadas a esta Junta, afirmaba rotundamente que sí: ͞La ley debe autorizar 
                                                 
324 Cabe matizar la afirmación del texto, puesto que, como afirma Clara Álvarez Alonso, todos los 
códigos penales decimonónicos potenciaron y favorecieron al varón independiente (es decir, al 
propietario y rentista), de manera que la rigurosidad no significó siempre, ni siquiera para los adultos, 
verdadera igualdad ante la ley: ͞No oďstaŶte la ͚pƌoŵesa de igualdad͛ Ƌue las deĐlaƌaĐioŶes de 
derechos ambiguamente incorporan, lo cierto es que las mujeres (...), los trabajadores asalariados, 
por no hablar ya de los oficialmente declarados pobres, e incluso las minorías religiosas y étnicas, 
fueron sistemáticamente marginados (...) por una legislación burguesa que, a este respecto, aplicó 
rigurosamente la teoría del pacto social en su versión ilustrada. (...) Se trata, en definitiva, de 
desigualdades sociales y económicas que toda la legislación del Ochocientos sanciona y convierte en 
auténticas discriminaciones legales (...). (...) [la] incontestable finalidad [de las leyes] es precisamente 
la ͚pƌeveŶĐiſŶ de la igualdad͛͟. ÁLVA‘E) ALON“O, C.: ͞La legitiŵaĐióŶ del sisteŵa. Legisladoƌes, 
jueces y juristas en España (1810-ϭϴϳϬ Đ.a.Ϳ ;IIͿ͟, Historia constitucional, nº 5, 2004, [en línea], 
<http://hc.rediris.es/05/indice.html> [consulta: 14/4/2005]. 
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la creación de casas en que sean recluídos, conforme ella disponga, los jóvenes que sus 
padres (si son honrados) entreguen con este objeto, y aquellos cuya vagancia y relajación 
de Đostuŵďƌes deďe ĐoŶstituiƌ uŶa falta justiĐiaďle.͟ 325 
 
Los Tribunales Tutelares de menores que empezarían a funcionar en España en 1918 
abrirían una salida a esta situación paradójica. Estos tribunales partían de principios 
paternales, benéficos, protectores. Recogían los principios de las teorías positivistas, en 
que lo importante era el grado de peligrosidad del joven, sus tendencias anormales, y no 
tanto el delito cometido. Las garantías penales pasan así a un segundo plano. 
 
Todas estas razones explican por qué, a diferencia de muchos otros países europeos y 
norteamericanos, las instituciones educativo-correctivas no prosperaron. La única que 
conocemos es la Casa de Corrección de Barcelona, que abordaremos ampliamente en 
este trabajo, y que precisamente tuvo que enfrentarse en alguna ocasión a acusaciones 
de ilegalidad –por recluir menores que no habían cometido delito alguno según las leyes 
vigentes. A finales de siglo, la situación cambiaría, y se legislaría a favor de la creación de 
esta clase de establecimientos.  
 
Precisamente en el Congreso penitenciario internacional celebrado en Estocolmo en el 
año ϭϴϳϴ se deďatió aŵpliaŵeŶte la ĐuestióŶ de los jóveŶes ͞deliŶĐueŶtes, viĐiosos Ǉ 
aďaŶdoŶados͟, apoƌtaŶdo Đada país su opiŶióŶ Ǉ su eǆpeƌieŶĐia eŶ ƌelaĐióŶ con el tipo 
de institución y de tratamiento más adecuado para estos colectivos.326 Entre las 
conclusiones del congreso, destacamos la siguiente: 
 
;…Ϳ el mejor procedimiento para corregir y educar  á los jóvenes viciosos, consiste 
en colocarlos en una honrada familia, donde cambiarán sus malos instintos con la 
vista del trabajo á que están dedicados sus patronos, y los consejos y ejemplos de 
moralidad que recibirán de los mismos; pero como no siempre se encuentran 
personas dispuestas á recibir dichos jóvenes, es indispensable que existan 
establecimientos destinados á recogerlos, en los que debe seguirse la 
organizacion de familias, formando grupos de jóvenes que, bajo la vigilancia de 
un Inspector, habiten una casita separada de la que ocupan los otros grupos, 
como se ejecuta en Mettray, con tan brillantísimos resultados.
327
   
 
                                                 
325 ARENAL, C.: Artículos sobre beneficencia y prisiones, op. cit., vol. IV, p. 37. 
326 A este congreso asistieron varios españoles; entre otros, Francisco Lastres y Pedro Armengol, 
representantes de España y de la Diputación de Barcelona, respectivamente. Pero también se 
presentaron trabajos de varios españoles que no asistieron personalmente al congreso, destacando 
el de Concepción Arenal y el de Vicente Romero Girón. Un resumen de los debates habidos en el 
congreso se halla en LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., pp. 67-73. 
327 LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., p. 70. 
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A lo largo del ochocientos se alzaron muchas voces a favor de la instalación de 
instituciones correctoras, y de que estas instituciones se erigieran como colonias 
agrícolas, a imitación de la famosa institución francesa de Mettray, tal y como se 
concluyó en el congreso.328 La justificación que se daba por la preferencia de la familia 
antes que la institucionalización queda ya explicada en el párrafo anterior. Y con relación 
a la predilección por las instituciones agrícolas sobre las industriales, se debía al carácter 
rural de la mayoría de población española, pero en el fondo latía también y con fuerza 
esa idea bucólica (y burguesa) del campo como lugar perfecto, alejado de las miserias 
morales que se generaban en las grandes urbes; el leŵa de ͞mejorar la tierra por el 
hoŵďƌe Ǉ el hoŵďƌe poƌ la tieƌƌa͟, auspiĐiado poƌ Frédéric Auguste Demetz, el impulsor 
de la conocida y venerada colonia de Mettray, había cuajado entre los filántropos y 
estudiosos españoles.329 
                                                 
328 Partidarios de las colonias agrícolas se mostrarían José María Canalejas (Cuestiones penitenciarias. 
Del estado actual de nuestros presidios y de su reforma a favor de los intereses materiales del pais y 
de la moralizacion de los penados, Madrid, Impr. de Manuel Alvarez, 1855), el Marqués de la Vega de 
Armijo (͞NeĐesidad Ǉ uƌgeŶĐia...͟, op. Đit., p. ϮϭϵͿ, Francisco Lastres (en una conferencia pronunciada 
en el Ateneo de Madrid, reproducida en LASTRES, F: Estudios sobre sistemas penitenciarios, op. cit., 
p. 176), José María Barnuevo (Discurso pronunciado en la Universidad Central por Don Jose Maria 
Barnuevo, en el acto solemne de recibir la investidura de Doctor en Derecho Civil y Canonico, Madrid, 
Iŵpƌ. de ͞El siglo XIX͟, a Đaƌgo de C. Juaƌez , ϭϴϲϯͿ, CoŶĐepĐióŶ AƌeŶal ;Informes presentados en los 
congresos..., op. cit., p. 51). 
329 La colonia de Mettray, situada cerca de Tours (Francia), fue fundada en 1839 por el filántropo y 
jurista F. A. Demetz y por el vizconde de Bretiginières de Courteilles (este último, además de 
cofundador, aportó las tierras sobre las que se fundó la colonia). Basada en el sistema de familias, la 
colonia de Mettray trataba de regenerar a los jóvenes sentenciados por la justicia mediante el 
contacto con la naturaleza y el trabajo manual. Los internos se organizaban en grupos de unos 40 
internos de edades similares, bajo la dirección de un jefe de familia y dos asistentes o "hermanos 
mayores"; cada familia vivía de forma independiente, y dedicaba el tiempo al trabajo agrícola o los 
talleres, la instrucción escolar elemental y la educación física, bajo una estricta disciplina paramilitar 
y un estilo de vida austero y sacrificado, sin descuidar también los actos piadosos y religiosos. Pese a 
la rigidez de los horarios y la actividad constante, el afecto y la confianza eran los valores 
fundamentales sobre los que se trataba de impregnar la vida diaria. La colonia se erigía sobre una 
basta extensión de terreno, sin muros ni vallas; no se recurría a los castigos físicos, y los premios eran 
de tipo psicológico/moral (aparecer en el "cuadro de honor", ser nombrado "hermano mayor" o "jefe 
de sección"), y también materiales (obtención de pequeños objetos, suplemento de alimentación); 
los premios también consistían en la obtención de puntos (en forma de tarjetas), de múltiples 
utilidades (podían canjearse para redimir o evitar castigos propios o de compañeros, por ejemplo). 
Mettray acogió a sus primeros colonos en 1840, pero un año antes ya se había abierto la institución 
para preparar al personal que habría de encargarse de los muchachos; en 1854 abrió una sección 
para acoger a los muchachos enviados por sus padres (vía corrección paternal). A la formación del 
personal educador y a la acción posasilar (tutela de los colonos tras su liberación y colocación) debe, 
en parte, el gran éxito que obtuvo Mettray: pocas evasiones y un nivel de reinserción de los 
muchachos por encima del 70%. A partir del año 1870, cuando la institución pasó a formar parte del 
engranaje de la administración penitenciaria francesa, la colonia comenzaría su lento declive, 
acentuándose éste a partir del año 1890; el centro cerraría sus puertas finalmente en 1939. Mettray 
constituyó, hasta las décadas finales del siglo XIX, el paradigma de colonia agrícola para la 
regeneración y reinserción social de jóvenes delincuentes. Sobre la colonia de Mettray y el auge del 
modelo agrícola en los centros de reclusión de menores europeos en el siglo XIX, pueden consultarse 
los siguientes trabajos: DUPONT-BOUCHAT, M-S. et PIERRE, E. (dirs.): Enfance et justice au XIXe siècle. 




Veremos en el capítulo siguiente todos los proyectos frustrados que se gestaron en 
España durante el XIX para erigir instituciones reeducativas-correctivas para menores 
delincuentes, vagos, mendigos y rebeldes a la autoridad paternal. Sobre los proyectos 




3.5.2. Los menores díscolos, entre paredes penitenciarias o benéficas 
  
Las medidas instauradas para proceder a la ayuda en la corrección paternal –el 
procedimiento establecido de verificación de la rebeldía del hijo, y el encierro en 
cárceles o en instituciones de beneficencia– no dejarían silenciados a los reformadores y 
juristas más progresistas, que veían, a raíz de la experiencia, que los padres no se 
atrevían a denunciar a sus hijos desobedientes por miedo al ridículo (a que el juez 
dictaminara en su contra) o por miedo a que el hijo empeorase sus costumbres al ser 
encerrado en la cárcel, por todos conocida como lugar de pésimos aprendizajes                
–recordemos que hasta la aprobación del Código Civil de 1889, destinar al menor 
rebelde a la cárcel no era decisión de la familia. Así lo expresó Francisco Lastres ya a 
finales de siglo, en un discurso pronunciado en el Congreso penitenciario de Roma en 
noviembre de 1885: ͞la ŵaǇoƌ paƌte de las veĐes es iŵposiďle deŵostƌaƌ la falta 
cometida por el hijo, porque ocurre en secreto, en lo íntimo del hogar, donde ningun 
testigo lo ha presenciado. Hay que creer al padre honrado por su palabra y no desconfiar 
de su veracidad, como por desgracia hacen algunas leyes.͟ Añadía que era 
imprescindible ͞liďƌaƌ al padƌe de la gƌaŶ veƌgüeŶza de detallaƌ Ǉ pƌoďaƌ la ƌeďeldía, Ǉ 
algunas veces el delito del hijo; es urgente reconocer que la autoridad del padre es el 
único poder absoluto que debe existir sobre la tierra.͟330. Sólo de esta manera, apunta, 
será utilizada la corrección paternal. Como ya habían repetido muchos otros autores, la 
corrección paternal debía de tener siempre carácter privado, familiar y secreto, sin que 
el correctivo que se aplicase tuviera consecuencias penales o penitenciarias.331  
                                                                                                                                                  
Essais d͛histoiƌe Đoŵpaƌée de la pƌoteĐtioŶ de l͛eŶfaŶĐe ϭ8ϮϬ-1914. France, Belgique, Pays-bas, 
Canada, Paris, Presses Universitaires de France, 2001 (especialmente pp. 171-196); y GAILLAC, H.: Les 
maisons de correction 1830-1945, París, Cujas, 1971 (especialmente pp. 69-110, y 149-155). Una 
síntesis sobre el tema la encontramos en SANTOLARIA, F.: ͞El Đaŵpo eduĐadoƌ. El ƌetoƌŶo a la tieƌƌa Ǉ 
al hogar como respuesta a la infancia en riesgo social: algunas notas históricas (siglos XIX-XXͿ͟, eŶ 
BERRUEZO ALBENIZ, R. y CONEJERO LÓPEZ, S. (coords.), El Largo camino hacia una educación 
inclusiva: la educación especial y social del siglo XIX a nuestros días, Pamplona, Universidad Pública 
de Navarra, 2009, vol. II, pp. 357-370. 
330 Discurso pronunciado en el Congreso penitenciario de Roma el 23 de noviembre de 1885, 
reproducido en LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., apéndice 3, pp. 225-226. 
331 Francisco Lastres llegaría a desautorizar a los jueces para juzgar en estos asuntos relativos a la 
desobediencia de los hijos hacia sus padres o tutores: ͞le Ŷiego [al juez] la facultad de averiguar 
nada, ni decidir nada, que no sea con acuerdo absoluto del padre ó madre que pida la reclusion del 




A la vista de lo expuesto, es fácil observar que era necesaria una institución, diferente de 
la cárcel, para imponer castigos por desobediencia paterna. La cárcel, como ya hemos 
visto, suponía una influencia muy negativa para los menores; las instituciones de 
beneficencia tampoco eran adecuadas para albergar los hijos díscolos por las mismas 
razones que alegábamos para el caso de los delincuentes declarados irresponsables.332 
 
Hasta donde sabemos, la única institución que desde mediados del XIX acogió a jóvenes 
vía corrección paternal –sin ser cárcel, ni presidio ni establecimiento benéfico– fue la 
Casa de Corrección de Barcelona;333 pero esta institución rayaba los límites de la 
ilegalidad. Intentos de crear instituciones específicas sí las hubo, y de ello hablaremos en 
el capítulo siguiente. 
 
El hecho de que no hubiera otras instituciones análogas se explica, en primer lugar, por 
falta de recursos económicos para establecer instituciones específicas, falta de voluntad 
política (los diversos problemas económicos y políticos del siglo arrinconaron las 
cuestiones menos perentorias) y también las dificultades que presentaba a nivel legal 
confeccionar un marco legítimo para autorizar este tipo de detenciones y su regulación. 
Estas mismas causas fueron las que impidieron la creación de cárceles exclusivas para 
jóvenes. 
 
No debemos desdeñar otro factor que, sin duda, también pondría freno a la creación de 
nuevas instituciones. Hemos examinado la postura favorable de Francisco Lastres, como 
también se mostrarían fervientes partidarios de casas de corrección para hijos rebeldes 
Concepción Arenal y otros filántropos y juristas.334 Sin embargo, algunas voces, aunque 
minoritarias, las consideraban innecesarias e incluso negativas. Es el caso de Fermín 
Hernández Iglesias que, en su extensa obra publicada en 1876, veía un peligro en la 
apertura de este tipo de establecimientos, pues consideraba que podían abrir muchas 
                                                                                                                                                  
hijo.͟ (Discurso pronunciado en el Congreso penitenciario de Roma el 23 de noviembre de 1885, 
reproducido en LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., apéndice 3, p. 228). 
332 Este nuevo tipo de institución era reclamado también para poder fortalecer la patria potestad de 
la madre: se consideraba que ésta, cuando asumía la plena responsabilidad sobre los hijos por falta 
del progenitor varón (art. 65 de la Ley de matrimonio civil aprobada en 1870), estaba privada de la 
͞Ŷatuƌal͟ foƌtaleza paƌa iŵpoŶeƌse a los hijos. Así lo afiƌŵaďa uŶ diĐtaŵeŶ de la “oĐiedad EĐoŶóŵiĐa 
Matritense de 22 de diciembre de 1875, ya citado (pp. 30-32). 
333 Las casas de caridad también solían acoger jóvenes remitidos por corrección paternal; es así, por 
ejemplo, para el caso de la Casa de Caridad de Barcelona. 
334 Tenemos más noticias acerca de autores que se mostraron partidarios de erigir una institución de 
este tipo en España. Así por ejemplo, estaría José García Jove, que como director general del ramo 
penitenciario elevó al Ministro de Gobernación el 12 de enero de 1863 una Memoria sobre los 
establecimientos penales de España donde se mostraba partidario de casas de corrección para 
jóvenes díscolos (véase HERNÁNDEZ IGLESIAS, F.: La beneficencia en España, op. cit., vol. I, p. 368). 
Veremos más autores y propuestas concretas en el capítulo siguiente. 
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puertas a los padres y tutores desnaturalizados y que, además, la buena influencia del 
hogar la consideraba irreemplazable para la mejora del hijo extraviado:  
 
;…Ϳ el prestigio y los consejos del padre: la indulgencia, los halagos y hasta las 
lágrimas de la madre: el cariño de ambos, de ordinario hasta heróico: los lazos de 
natural y fuerte afecto entre todos los demás indivíduos de la familia. Nada de 
esto puede existir en los directores y empleados de las casas de correccion, 




Este mismo autor señalaba que la existencia de casas para la corrección paternal 
existentes en otros países se explicaba porque ͞allí desgƌaĐiadaŵeŶte estáŶ ŵás 
ƌelajados los víŶĐulos de faŵilia͟, razonamiento que coincide con el expuesto en el 
informe elaborado por el Consejo de Estado en 1862 –que hemos desarrollado en el 
apartado anterior – cuando señalaban la oportunidad de devolver a su familia al joven 
delincuente que había obrado sin discernimiento. Esta visión, sin duda, era un tanto 
anacrónica y sesgada, y más que una realidad, lo que parece que estaba expresando era 
un deseo. 
 
Ya a finales de siglo, sin embargo, habían triunfado las posturas favorables a las casas de 
corrección, y por ello se reformularían las leyes vigentes y sería posible la instalación de 
instituciones específicas para la corrección paternal. El tiro de salida lo daría la ya 
comentada Ley de 4 de enero de 1883, autorizando la instalación de una casa de 
corrección paterna y una escuela de reforma para menores de 18 años. 
                                                 
335 HERNÁNDEZ IGLESIAS, F.: La beneficencia en España, op. cit., vol. I, p. 367. 
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En este cuarto capítulo se analizan algunas experiencias y se reseñan algunos proyectos 
novedosos y de interés por el tratamiento especial hacia la infancia en riesgo social. Estas 
experiencias y tentativas ayudan a configurar el marco en que nacerán y se desarrollarán las 
instituciones que se abordarán en los capítulos siguientes.   
 
En primer lugar, se examinan tres experiencias españolas relevantes en el tratamiento de los 
menores delincuentes condenados. Los escenarios de estas prácticas fueron los presidios de 
Cádiz, Barcelona y Valencia, y sus artífices, Francisco Xavier Abadía, Antonio Puig y Lucá, y 
Manuel Montesinos, respectivamente. En segundo lugar, se abordan los intentos por erigir 
instituciones no penales para la corrección y educación de los menores delincuentes y 
predelincuentes, las cuales no pasaron de la condición de proyecto. 
 
 
Esquema del capítulo: 
 
4.1. Experiencias ejemplares en el tratamiento de los menores delincuentes: los 
presidios de Cádiz, Barcelona y Valencia 
  4.1.1. Francisco Xavier Abadía y el presidio de Cádiz 
  4.1.2. Antonio Puig y Lucá y el presidio de Barcelona  
  4.1.3. Manuel Montesinos y el presidio de Valencia  
 4.2. Intentos frustrados de casas de corrección para menores 
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4.1. EXPERIENCIAS EJEMPLARES EN EL TRATAMIENTO DE LOS 
MENORES DELINCUENTES: LOS PRESIDIOS DE CÁDIZ, BARCELONA Y 
VALENCIA  
 
Dentro del mundo de lo penal, y acogiéndose unas veces a los vacíos legales existentes 
en la reglamentación penal y penitenciaria, y otras, a las novedades introducidas en 
dicha reglamentación, se llevaron a cabo interesantes experiencias de separación en las 
prisiones entre adultos y jóvenes, ofreciendo, además, un trato más educativo que 
puramente represivo para el caso de este segundo colectivo. En este apartado 
recogemos tres de estas experiencias, siendo conscientes de la posibilidad de que 
existieran otros ensayos realizados en otros puntos de la geografía española en el XIX.  
 
En este apartado, pues, se ha pretendido recoger estas tres experiencias de una forma 
sintética; si no habláramos de ellas, podría pensarse que la Cárcel de Jóvenes de Madrid 
fundada en 1840 –que estudiaremos más adelante–, fue una experiencia 
completamente novedosa y extraordinaria dentro del mundo penal, hecho que 
resultaría del todo exagerado. Conviene, pues, reseñar aunque sea sucintamente,336 las 
prácticas llevadas a cabo en los presidios de Cádiz, Barcelona y Valencia, para conocer 
con más propiedad los impulsos que en materia de tratamiento diferenciador hacia la 






                                                 
336 Resulta necesario advertir, aunque pueda resultar obvio, que dos de las experiencias que 
pasaremos a reseñar requerirían de un estudio más profundo y detallado, especialmente a partir de 
fuentes primarias de archivo, pero ello desbordaría los objetivos de este trabajo; la tercera 
experiencia, la de Montesinos, ya ha sido ampliamente estudiada desde diversos enfoques, y aquí 
nos hemos dedicado a realizar una breve síntesis de su labor, centrándonos en el tema de los jóvenes 
presos. Por otro lado, conviene enfatizar, aunque ya se haya dicho más arriba, que no dudamos de la 
existencia de otras experiencias de interés en otros presidios diferentes de los tres comentados en 
este apartado. Sin embargo, su localización y la búsqueda de información sobre ellas requeriría de un 
esfuerzo investigador aparte. A modo de ejemplo, tenemos constancia de la existencia una 
experiencia interesante en el presidio de Ceuta (hemos hablado de ella en la nota 226 del capítulo 3). 
Otra experiencia de interés la hallamos, por ejemplo, en el presidio de Granada, en torno al año 
1840, ligada a la experiencia madrileña que relataremos en la segunda parte de este trabajo (véase la 
nota 487 del capítulo 5). 
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4.1.1. Francisco Xavier Abadía y el presidio de Cádiz337 
 
A principios del siglo XIX, Cádiz era una ciudad especialmente cosmopolita y populosa, 
por haber sucedido a Sevilla –a partir del año 1720– en el monopolio del comercio 
ultramarino con las colonias. La atracción que una ciudad de estas características 
suponía para todo tipo de gentes, hizo de ella un territorio abonado para los pequeños y 
no tan pequeños delincuentes. Ante la amenaza para el orden público que suponía 
albergar el crecido número de gentes de mal vivir, el capitán general de la región, Tomás 
Morla, propuso la creación de un presidio que sería muy bien aceptado por las 
autoridades.338 El establecimiento se ideó con fines un tanto diferentes al resto de 
presidios que había ya establecidos en España, pues la actividad predominante de éste 
no sería el trabajo en obras públicas sino el trabajo en talleres, aprovechando el marco 
socio-económico que ofrecía la ciudad.339 Es por este motivo por el que con frecuencia 
se ha defiŶido este estaďleĐiŵieŶto Đoŵo ͞pƌesidio iŶdustƌial͟. 
 
La importancia del funcionamiento de este presidio para la temática de la reeducación 
de jóvenes viene determinada por la particularidad con que se trató a éstos, y el carácter 
marcadamente resocializador que se quiso dar a la estancia de los jóvenes en el presidio, 
fijados en los propios reglamentos que regían la vida interna del mismo. El primero de 
ellos, publicado en 1802 y atribuido al propio Morla,340 tuvo una duración corta por su 
carácter provisional, ratificándose uno nuevo en 1805341 sobre la base de la experiencia 
adquirida; es en este segundo reglamento donde se asienta y desarrolla el principio de la 
corrección de menores en toda su extensión. En el artículo 11 se diría lo siguiente: 
 
La reforma de estos jóvenes debe ser el primer objeto de este establecimiento. 
Sobran mazmorras, cepos y potros, donde parece que la sociedad se venga más 
que castiga, y ella gana más con un descarriado que encamina al bien, que en 




                                                 
337 Fuentes para la elaboración de este apartado: SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria en España, 
Pamplona, Jiménez Gil Editor, 1999, vol. II, p. 170 y ss., y 447-495 (Edición facsímil del original 
publicado en Madrid, Impr. Clásica Española, 1918); CADALSO, F.: Instituciones penitenciarias y 
similares en España, Madrid, José Góngora, 1922, pp. 332-346; BURILLO ALBACETE, F.J.: El 
nacimiento de la pena privativa de libertad, Madrid, Edersa, 1999; SANZ DELGADO, E.: El 
humanitarismo penitenciario español del siglo XIX, Madrid, Edisofer, 2003 (esta última obra se basa 
en las fuentes anteriores). 
338 R.O. de 23 de julio de 1802. 
339 Rafael Salillas indica que, ya desde finales del XVIII, existían determinadas manufacturas en la 
cárcel de Cádiz, experiencia que probablemente fuese aprovechada por Morla. (SALILLAS, R.: 
Evolución penitenciaria en España, op. cit., vol. II, p. 174). 
340 Aprobado por R.O. de 26 de agosto de 1802. 
341 Aprobado por R.O. de 26 de marzo de 1805. 
342 Reproducido en CADALSO, F.: Instituciones penitenciarias y similares..., op. cit., p. 334. 
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Según Rafael Salillas, este presidio llegó a contar con 45 jóvenes desde 8 hasta 12 años, 
dedicados a la zapatería, carpintería, herrería, talabartería y sillería.343 En el buen 
desarrollo de la experiencia cabe citar, aparte del capitán Tomás Morla, a Francisco 
Xavier Abadía, teniente coronel, sargento mayor de aquella capital y más tarde teniente 
general; Miguel de Haro, capitán del regimiento de infantería de Jaén y coronel después; 
y más tarde, el marqués de Solana, sustituto de Morla en la Capitanía general.344  
 
Los buenos resultados que ofreció esta institución hicieron pensar en copiar el modelo 
de presidio e implantarlo en el resto de la península, hecho que exigía la elaboración de 
otro reglamento, mucho más general, que sirviera de marco a todos los presidios, sin 
perjuicio de que después se establecieran los particulares de cada institución en 
concreto. Así surgiría el Reglamento de 12 de septiembre de 1807, para la formación de 
presidios correccionales en las Capitales y pueblos grandes del Reino, que recogía las 
propuestas de Tomás Morla, Miguel de Haro y, muy especialmente, las de Francisco 
Xavier Abadía, que era, a la sazón, el que había dirigido el presidio de Cádiz desde su 
fundación.345 
  
El reglamento establecía que los jóvenes corrigendos debían permanecer internados en 
un departamento exclusivo para ellos, coincidiendo con los adultos sólo en los talleres y 
en las prácticas religiosas (Título XXI, arts. 1 y 6). Asimismo, y rompiendo en cierta 
manera con la legalidad vigente, debían estar recluidos un mínimo de seis años, pese a 
que sus condenas fueran más cortas, asegurándose así que los jóvenes salieran con el 
título de oficial o maestro en un oficio.346 Otra novedad importante, y que desdibuja en 
                                                 
343 SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria en España, op. cit., vol. II, p. 196. 
344 CADALSO, F.: Instituciones penitenciarias y similares..., op. cit. Según Eugenio Cuello Calón 
(La moderna penología, Barcelona, Bosch Casa Editorial, 1974, p. 368), Abadía se haría cargo del 
presidio de Cádiz en 1802. 
345 Francisco Xavier Abadía (Barcelona 1770-¿1860?) contaba con cierta formación teórica y práctica 
sobre las instituciones de reclusión, pues era buen conocedor de la literatura penitenciaria del 
momento y además contaba con experiencia práctica por haber estado destinado en Ceuta (donde 
también se había desarrollado una experiencia interesante de tratamiento al menor delincuente, 
véase la primera nota de este capítulo) y en los presidios menores de África. En 1822 (Orden de 21 
diciembre) sería nombrado miembro de una comisión para elaborar un reglamento general de 
presidios, junto con Marcial Antonio López (sobre él hablamos en la nota 172 del capítulo 2), José 
Serrano (presbítero) y Antonio Puig y Lucá. Ocho años más tarde, en virtud de la R.O. de 30 de 
septiembre de 1831, volvería a formar parte, como presidente, de una junta en la que se retomarían 
los trabajos realizados anteriormente y que habían quedado paralizados por la invasión francesa, 
unos trabajos que desembocarían en la Ordenanza General de Presidios de 1834. La presidencia de 
esta última comisión sólo la ostentó hasta octubre de 1832 (en que fue nombrado Comandante 
general en comisión del Campo de Gibraltar); cesaría en el cargo, siendo ocupado por Juan José 
Delicado Díaz.  
346 Para ello, eran examinados antes de salir del presidio, constando la titulación obtenida en sus 
licencias. Los que tras los seis años no merecían ser puestos en libertad ͞poƌ iŶeptitud, desidia o poƌ 
Ŷo estaƌ Đoƌƌegidos͟, tenían que ingresar en el ejército (CADALSO, F.: Instituciones penitenciarias y 
similares..., op. cit., p. 346). 
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Đieƌto seŶtido el ĐaƌáĐteƌ puƌaŵeŶte ͞pƌesidial͟ de la iŶstituĐióŶ, eƌa el heĐho de Ƌue eŶ 
ella se podían admitir a jóvenes díscolos, mantenidos a expensas de particulares; en ello 
tenían potestad, tal y como marca el artículo 3 (Tít. XXI) los prelados, municipalidades, 
padres o parientes.347 Los jóvenes presidiarios que hubiesen observado buena conducta 
y tuviesen condiciones físicas adecuadas, y siempre que el tipo de delito que habían 
cometido no lo desaconsejara, podían ser destinados a las plazas coloniales de África o 
América una vez cumplida una parte de la condena (Tít. XVII, art. 6; Tít. XV, art. 33). 
 
Los jóvenes debían estar al cuidado de un cabo de brigada de buenas costumbres, que 
podía ser auxiliado con tres o más cabos de vara. A estos jóvenes no se les podía aplicar 
castigo de calabozo, ni ayuno, ni cepo, porque les impediría seguir trabajando y, 
además, les podía hacer enfermar. 
 
Además del aprendizaje de oficios, los jóvenes debían recibir instrucción moral por parte 
de un capellán. Y a pesar de que el tiempo de reclusión estaba bien pautado, los jóvenes 
disponían de ratos de recreo. En el reglamento se hacía referencia expresa a que, en 
dichos momentos de esparcimiento y en los días festivos, los jóvenes dedicaran tiempo 
a ejercicios de fuerza y agilidad, en aras al robustecimiento de su cuerpo.  
 
Las circunstancias políticas de la España de principios del XIX imposibilitaron que dicho 
reglamento entrara efectivamente en vigor en el año 1808, debido a la inestabilidad 
creada por el levantamiento contra las tropas francesas que tendría lugar por esas 
fechas.  
 
La figura de Francisco Xavier Abadía es importantísima en cuanto a antecesor de Manuel 
Montesinos, muy conocido este último dentro del mundo penitenciario por su labor en 
el presidio valenciano; cabe remarcar que las realizaciones de Abadía se sitúan unos 
treinta años de antelación a lo experimentado en el presidio de Valencia. De la labor de 
Abadía sólo nos hemos interesado en la temática de los jóvenes, pese a su importante 
labor en materia legislativa y también en cuanto a diversos éxitos dentro del propio 
presidio de Cádiz (organización exitosa del trabajo fabril, buenos ingresos económicos 
en aras a la autonomía económica del presidio, utilización del estímulo de la rebaja de 
las condenas, etc.).348 Todo parece indicar que el sistema aplicado en el presidio de Cádiz 
                                                 
347 Para los jóvenes recluidos por esta vía, también eran preceptivos los seis años de condena en el 
establecimiento, a no ser que se pagara una cantidad suplementaria (4 escudos por cada mes que 
hubiesen estado recluidos) por querer liberarlos antes de este espacio de tiempo. 
348 Resulta de interés reproducir el fragmento de una carta escrita por el marqués de Solana al 
Príncipe de la Paz el 20 de diciembre de 1805, donde alaba sobremanera la labor de Abadía: 
͞FƌaŶĐisĐo Xavieƌ Aďadía ;...Ϳ se eŵpapó taŶto del espíƌitu de Moƌla Ǉ ŵío, Ǉ ha saďido poŶeƌlo eŶ 
ejecución y ordenar la economía interior y el sistema de aquella casa de corrección, ilevando [sic] a un 
grado de perfección tal, que sin exageración ni alucinamiento del amor propio, y sin miedo de que se 
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cayó en decadencia a partir del año 1807, coincidiendo con la marcha de Abadía del 
presidio, que se había incorporado a la Guerra de la Independencia. Fernando Cadalso 
dirá: ͞Los saŶos pƌiŶĐipios de ŵoƌal, de adŵiŶistƌaĐióŶ Ǉ de ƌégiŵeŶ peŶiteŶĐiaƌio 
contenidos en el reglamento de 1807, se relajaron profundamente y sus meditadas 
previsiones y prácticos preceptos cayeron en desuso͟.349 Muy probablemente en esta 
decadencia no influyó únicamente el hecho de que Abadía dejara el presidio, sino 
también, y muy especialmente, la situación de guerra y posguerra que se viviría a partir 
de esos años.  
 
 
4.1.2. Antonio Puig y Lucá y el presidio de Barcelona350 
 
4.1.2.1. La figura de Antonio Puig y Lucá (1779 - 1848) 
 
Antonio Puig y Lucá (1779-1848) fue un militar hijo y nieto de catalanes, poco conocido 
tanto en España como fuera de ella,351 pero que, sin embargo, llevó a cabo una 
importante labor de renovación penitenciaria en el presidio de la Ciudadela de 
                                                                                                                                                  
ŵe pueda ĐoŶtƌadeĐiƌ, aseguƌo Ƌue Ŷi lo Ƌue he visto eŶ Euƌopa...͟. Reproducido por SALILLAS, R.: 
Evolución penitenciaria en España, op. cit., vol. II, p. 213. 
349 CADALSO, F.: Instituciones penitenciarias..., op. cit., p. 347.   
350 Fuentes para la elaboración de este apartado: BUXERES, A.: Elogio del difunto coronel Don Antonio 
Puig y Lucá, Barcelona, Impr. de José Tauló, 1849 [como su título indica, este escrito tiene un carácter 
muy apologético, pero posee la virtud de haberse escrito al poco de producirse su muerte, con los 
datos más cercanos]; TORRES AMAT, F.: Memorias para ayudar a formar un diccionario crítico de los 
escritores catalanes y dar alguna idea de la antigua y moderna literatura de Cataluña, 
Barcelona/Sueca, Curial, 1973, p. 504. (Edición facsímil del original publicado en Barcelona, Impr. de 
J. Verdaguer, 1836) [se centra en su labor como publicista y literato, pero incluye un comentario 
laudatorio sobre su labor en el presidio de Barcelona]; LASALA, G.: ͞DoŶ AŶtoŶio Puig LuĐá. 
CoŵaŶdaŶte del Pƌesidio CoƌƌeĐĐioŶal de BaƌĐeloŶa͟, Revista de la Escuela de Estudios 
Penitenciarios, nº 5 (1945), pp. 28-29 [muy breve, y basado en las obras anteriores]; RAMÓN LACA, J. 
de: Antonio Puig y Lucá, un eximio patricio español inédito. (Estudio biográfico, histórico y 
penológico-crítico), Madrid, Universidad Complutense, Facultad de Derecho, Sección de 
Publicaciones, 1973 [es la biografía más extensa y elaborada, pero no se libra de cierto carácter 
laudatorio, especialmente por contraposición al famoso Montesinos, del que se hablará en el 
apartado 4.1.3]; SÁENZ-RICO URBINA, A.: La educación general en Cataluña durante el Trienio 
Constitucional (1820-1823), Barcelona, Universidad de Barcelona, Facultad de Filosofía y Letras, 1973, 
pp. 470-484; SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria en España, op. cit., vol. II, pp. 552-566; CADALSO, 
F.: Instituciones penitenciarias y similares..., op. cit., pp. 508-509; GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos 
jóvenes. (Apuntes de la España del XIX y principios del XX), Madrid, Ministerio de Justicia, Secretaría 
General Técnica, Centro de Publicaciones, 1991, pp. 29-37. 
351 De ello se lamenta especialmente su biógrafo Julio de Ramón Laca. Este autor indica que sólo 
Rafael Salillas y Fernando Cadalso lo citan, y éste último sólo de pasada, como componente de 
determinadas comisiones preparatorias de disposiciones legales sobre cuestiones penales (RAMÓN 
LACA, J. de: Antonio Puig y Lucá..., op. cit., pp. 93 y 98). La labor de Puig y Lucá fue, sin embargo, 
rescatada en el Congreso Nacional Penitenciario que, bajo la presidencia de Roig y Bargadá, tuvo 
lugar en mayo de 1920, donde junto a su nombre también resurgió el de Abadía, del que hemos 
hablado anteriormente. 
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Barcelona que dirigió durante más de quince años, prestando una especial atención a los 
presos de corta edad. 
 
Su biografía nos muestra un personaje dedicado a la carrera militar –en la que se inició a 
los 17 años, llegando a alcanzar el grado de teniente coronel–,352 pero con intereses más 
allá de lo puramente castrense, pues sus actividades fueron polifacéticas al abarcar 
también, y con éxito, la literatura, la música, el arte, la paleografía353 y, lo que nos 
interesa a nosotros, las cuestiones penitenciarias.354  
 
Desde su cargo como sargento mayor de la Ciudadela de Barcelona (nombrado en 1820) 
y teniente de rey de la misma (junio 1822), del que fue cuatro veces destituido por 
motivos políticos –y vuelto a restituir–, es desde donde hay que entender todas las 
mejoras que introdujo en el presidio de dicha Ciudadela.355 Su labor dentro del mismo 
sería bien valorada, como lo demuestra el hecho de que fuera designado por el 
Gobierno en dos ocasiones (en 1822 y en 1831) para formar parte de comisiones 
estatales que debían estudiar el tema de la reforma de las cárceles, presidios y casas de 
                                                 
352 Puede consultarse una reproducción de su expediente militar (el original se conserva en el Archivo 
Militar de Segovia), en RAMÓN LACA, J. de: Antonio Puig y Lucá..., op. cit., pp. 199-202. Para una 
revisión más extensa sobre su quehacer militar, véase, en la misma obra, las pp. 19-39 y 55-74. 
353 Vid. RAMÓN LACA, J. de: Antonio Puig y Lucá..., op. cit., la más completa biografía escrita sobre 
Puig y Lucá. En ella se indica que colaboró en el Diario de Barcelona entre los años 1815-1820, 
escribiendo sobre temas de carácter técnico-militar, sobre mejoras urbanas, publicando poesías, etc. 
Aparte de esta labor como publicista y poeta, también fue compositor y compilador de canciones 
catalanas y realizó investigaciones históricas de importancia (véase también la reseña que incluye 
Fèlix Torres Amat sobre Puig y Lucá (Memorias para ayudar a formar un diccionario crítico de los 
escritores catalanes..., op. cit.). Formó parte sucesivamente de diversas asociaciones y comisiones 
barcelonesas de tipo cultural y benéfico: la Academia de Buenas Letras (en la comisión que había de 
establecer la Sociedad Económica de Amigos del País), la Junta Municipal de Beneficencia, la 
comisión encargada de instalar el Instituto Barcelonés, la comisión de propietarios urbanos para 
formar el Reglamento de Seguros Mutuos, etc. Véase especialmente pp. 40-52 y pp. 81-82 de la obra 
citada al inicio de esta nota. Con relación a las obras que Puig y Lucá publicó, cabe mencionar las 
siguientes: Cartilla liberal para los honrados artesanos (1831), Diálogo para los jóvenes (1831), 
Memoria sobre las posesiones españolas de Oceanía (1835), Diálogos instructivos del Estatuto Real de 
España (1835), Tratado de táctica de caballería, Memoria sobre cruceros marítimos, Establecimiento 
de bibliotecas militares, Proyectos, memoria y apéndices penitenciarios (de 1820, 1821-22, 1834). 
Vid. RAMÓN LACA, J. de: Antonio Puig y Lucá..., op. cit., pp. 41, 112 y 116. 
354 Ramón Laca indica que Puig y Lucá tratará de forma especial ͞la ĐieŶĐia peŶológiĐa ;...Ϳ apƌeŶdida 
en las más avanzadas prédicas de ilustres autores europeos y americanos y, además, propugnando su 
inmediata implantación en España mediante las indispensables reformas legislativas y anticipándose 
a aplicar por sí misŵo sus huŵaŶitaƌios pƌiŶĐipios eŶ la pƌisióŶ ďaƌĐeloŶesa Ƌue ƌigieƌa͟ (Ibid., pp. 48-
49). 
355 Su labor en la Ciudadela barcelonesa se extiende aproximadamente entre los años 1820 y 1822, 
durante varios meses del año 1824, de 1825 a 1836, y de 1836 a 1840; cabe indicar que en dos 
ocasiones estuvo destinado durante largos meses a comisiones estatales para discusión de temas 
penitenciarios –tal y como se explicita en el texto– que le obligaron a dejar Barcelona e instalarse en 
la capital española. 
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corrección en España –precisamente las mismas comisiones de las que formó parte 
Francisco Xavier Abadía.356 
 
Nuevamente nos encontramos 
con un militar que llevó a cabo 
importantes mejoras e 
innovaciones dentro de un 
presidio, y que han quedado 
sepultadas por la fama de las 
realizaciones de Montesinos, 
pese a ser éstas posteriores. El 
estudio de Julio de Ramón Laca 
sobre la vida y obra de Puig y 
Lucá intenta dilucidar las 
iniciativas precursoras de Lucá, 
realizadas con muchos años de 
antelación a la labor de 
Montesinos.357 
 
Desde su nombramiento en 1820 
como sargento mayor de la 
Ciudadela, Puig y Lucá comienza 
su labor reformadora 
proponiendo el establecimiento 
de un presidio correccional en la 
misma, y presentando diversas memorias a las autoridades sobre el funcionamiento que 
había de seguir.358 Estableció reglas generales para el aseo, vestuario y manutención de 
los presos, e implantó y reglamentó gran variedad de talleres para el ejercicio de 
diferentes oficios, a escoger según la inclinación de cada penado. Según Buxeres y 
                                                 
356 Sobre ellas, véase la nota 345 de este capítulo. Cabe añadir que Puig y Lucá, no contento del todo 
con el trabajo de la ordenanza de 1834, vio necesario ampliarlo con un apéndice donde se indicaba 
un método para poner en práctica la nueva ordenanza. (BUXERES, A.: Elogio del difunto coronel..., 
op. cit., p. 17). 
357 En este sentido, Julio de Ramón Laca destaca que Puig y Lucá fue el precursor en España de la 
pena indeterminada, de la conveniencia de mezclar los penados buenos con los malos, del sistema 
correccional, disciplinario pero humano, etc. (RAMÓN LACA, J. de: Antonio Puig y Lucá..., op. cit., 
pp. 92-93). En esta misma obra, el autor realiza una interesante línea cronológica comparativa entre 
la vida y obra de Puig y Lucá y la de Manuel Montesinos (pp. 106-112). Ramón Laca se cuestiona 
realmente si Montesinos desconocía la labor de Puig y Lucá, llegando a afirmar que lo considera una 
inverosímil coincidencia (p. 106), y que ͞la aĐtuaĐióŶ de MoŶtesiŶos Ŷo fue ;...Ϳ siŶo la Đopia eǆaĐta 
de la labor anterioƌ de LuĐá͟ (p. 149), aseveración que no nos atrevemos a secundar. 
358 La primera memoria la presentó el mismo año 1820 al capitán general Villacampa; una nueva 
memoria fue elaborada y presentada entre 1821-1822 a petición del nuevo capitán general que 
sustituyó al anterior, marqués de Campo Sagrado. 
Fig. 4.1: ANTONIO PUIG Y LUCÁ 
Fuente: RAMÓN LACA, J. de: Antonio Puig y Lucá, un eximio patricio español 
inédito. Madrid, Universidad Complutense, Facultad de Derecho, Sección de 
Publicaciones, 1973, entre p. 48 y 49. 
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Ramón de Laca, intentó inculcar en el espíritu de los reclusos el amor al trabajo y a la 
moralidad, estimulando a los dóciles y castigando a los díscolos con penas, más que 
corporales, ͞espirituales͟ o que simplemente mortificasen su amor propio.  
 
Una de las inquietudes que nos interesa destacar de Puig y Lucá es su preocupación por 
la delincuencia infantil y juvenil. Cuando en 1820 empezó a funcionar el presidio, se 
hallaban unos quince jóvenes reclusos en la Ciudadela, entre 12 y 18 años, sentenciados 
por la Sala del Crimen de la Audiencia, y que lejos de corregirse en el establecimiento 
penitenciario, se corrompían en contacto con el resto de presos. Por ello estableció una 
sección de jóvenes para menores de 18 años.359 
 
 
4.1.2.2. El departamento de jóvenes de la Ciudadela 
 
Para normalizar la vida de los jóvenes en el departamento que creó para ellos, Puig y 
Lucá elaboró un proyecto de reglamento, que fue aprobado por el capitán general Pedro 
Villacampa el Ϯϰ de juŶio de ϭϴϮϬ, ďajo el título de ͞ReglaŵeŶto paƌa la EsĐuela de 
jóveŶes pƌesidiaƌios͟, que no sólo hacía referencia a la escuela sino también a otros 
aspectos del régimen organizativo del departamento.360 
 
La rutina diaria de los jóvenes se iniciaba al salir el sol, hora en que habían de levantarse 
y asearse, para pasar luego a la escuela, a la que dedicarían unas horas por la mañana y 
otro par de horas por la tarde. El trabajo dentro de los talleres también se fraccionaría 
en dos partes, por la mañana y por la tarde, siendo dos también el número de ranchos 
que tomarían los jóvenes a lo largo de la jornada, tal y como se puede apreciar en la 








                                                 
359 El interés de Puig y Lucá por los jóvenes lo demuestra también el hecho de haberles dedicado 
algunas obras, que serían utilizadas en la propia escuela del presidio de la Ciudadela (véase la 
nota 353 en este capítulo). Una de ellas es la titulada Diálogos instructivos del Estatuto Real de 
España; se trata de un pequeño libro donde, a modo de catecismo (pregunta-respuesta) se pretende 
explicar la importancia y los principios que contiene el Estatuto Real de 1834 (se puede consultar en 
la biblioteca de la RAH de Madrid). Según Ramón Laca, también habría publicado, con anterioridad 
(en 1831), otra obra dirigida al público juvenil con un título semejante, Diálogo para los jóvenes; su 
localización ha sido, sin embargo, imposible.  
360 Dicho reglamento aparece íntegramente reproducido en GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes..., 
op. cit., pp. 30-37, y también en SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria en España, op. cit., vol. II, 
pp. 554-565.  
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Fig. 4.2: RUTINA DIARIA DEL DEPARTAMENTO DE  





DONDE SE ESPECIFICA 
~ 6.30 h 
(después de salir 
el sol) 
Levantarse 




Revisión de limpieza por 
parte del maestro 
Art. 4 
8.00 h Escuela Art. 5 
11.00 h Primer rancho Art. 6 
~ 12.00 h Taller Art. 7 
16.00 h Escuela Art. 8 
18.00 h Segundo rancho Art. 9 
~ 19.00 h Taller Art. 10 
~ 20.30 h 
Rezo del rosario 
Dormir 
Art. 10 
FueŶte: elaďoƌaĐióŶ pƌopia a paƌtiƌ del ͞ReglaŵeŶto paƌa la EsĐuela de jóveŶes pƌesidiaƌios͟, 1820 
 
Conviene indicar que el reglamento preveía ratos de recreo para los jóvenes todos los 
días (art. 21), los cuales seguramente tenían lugar después de las comidas.  
 
Los domingos la rutina variaba, pues el comandante pasaba revista de ropa (art. 14), y 
los jóvenes debían asistir a misa (art. 15), separados por completo del resto de reclusos. 
 
Los ejes sobre los que giraba, pues, la corrección de los jóvenes, consistía en la 
instrucción elemental, educación religiosa y trabajo en los talleres, todo ello bajo una 
estricta y justa disciplina ajustada a la corta edad de los reclusos. 
 
La figura primordial dentro del departamento era el maestro, pero también colaboraban 
otros reclusos adultos distinguidos por su buena conducta, que ejercían como cabos, 
cuarteleros y vigilantes (art. 23). El cargo de maestro del departamento de jóvenes, tal y 
como designaba el Reglamento, recaía sobre el cabo de vara interino Casimiro 
Mombelio (art. 1). Estaba encargado, no sólo de la instrucción elemental, sino también 
de las cuestiones de limpieza de los jóvenes (era el que les pasaba la revista diaria, según 
el artículo 4), y también de la dirección moral e incluso religiosa. El trato que se esperaba 
Ƌue huďieƌa eŶtƌe él Ǉ los ŵuĐhaĐhos, deďía seƌ ͞dulĐe͟, adoptando una actitud 
paternal, tal y como se desprende del artículo 12:  
 
El maestro procurará, con trato dulce, dar a estos jóvenes una educación 
cristiana, procurando imbuirles bien en los principios de la Constitución (...), 
infundiéndoles amor al trabajo y aplicación al estudio, manifestándoles las 
ventajas que ha de acarrearles el ser hombres de buena conducta y tener recursos 
para ganarse la vida en cualquier circunstancia, sin riesgo de degenerar en 
malhechor y de exponerse a los grandes castigos que las leyes mandan. En una 
palabra: los tratará como hijos, interesándose por su bien, como si efectivamente 
lo fueran. 
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De este mismo artículo se deduce que se atribuía a la acción y actitud del maestro hacia 
los jóvenes su regeneración; se esperaba de él ciertamente no sólo un maestro de 
primeras letras sino todo un director espiritual, moral e incluso político.  
 
 
4.1.2.3. La escuela del presidio barcelonés    
 
Como hemos indicado anteriormente, los jóvenes pasaban tres horas por la mañana en 
la escuela (de ocho a once), y dos horas por la tarde (de cuatro a seis). El método 
empleado en la misma era el de enseñanza mutua (art. 2). Los jóvenes eran divididos en 
clases según su grado de instrucción y, dentro de cada clase, se subdividían en tutores y 
pupilos, procurando la misma cantidad de unos y de otros. Los dos jóvenes más 
adelantados de cada clase ejercían como pasante (distinguido con un galón verde en el 
brazo derecho) y como ayudante, ejerciendo asimismo de preceptores. El maestro 
designaba a jóvenes suplentes, escogidos entre los de mayor instrucción, para que 
ejercieran de delegados y ayudantes suyos, supliéndolo en sus momentos de ausencia, 
llevando registros y ayudando en la inspección de la escuela.  
 
La función de los tutores consistía en explicar a su pupilo aquello que él entendía mejor, 
pues esto ͞lisoŶjea a los tutoƌes Ǉ estiŵula a los pupilos, liďƌa al ŵaestƌo ĐoŶ el leŶguaje 
de su edad lo Ƌue se les eŶseña͟. El encargo que los pasantes y ayudantes era el de ͞Ŷo 
apartar la vista de los discípulos mientras que estudian y mandarles repetir las lecciones, 
corregirles cuando yerran, animar a los débiles, reprender a los perezosos y procurar que 
todos adelaŶteŶ͟.  
 
El reglamento se halla lleno de buenas observaciones pedagógicas,361 pues se indica que 
no todos los jóvenes son aptos para ejercer de pasantes, pues los hay que están muy 
adelantados en instrucción, pero sin embargo no tienen aptitudes para enseñar a los 
demás. Asimismo se insiste en que las lecciones sean cortas, pues su recuerdo es más 
sencillo que las largas. También se halla muy detallado el funcionamiento de las clases, 
como se puede apreciar en la siguiente cita, donde se describe el funcionamiento de las 
mismas:  
 
Luego que los jóvenes hayan permanecido en sus asientos el tiempo necesario 
para estudiar la lección señalada, se colocarán en círculo para repetirla, y el 
                                                 
361 Puig y Lucá se nos muestra, tal y como ya habíamos advertido, como una figura plenamente 
polifacética. Remarcamos, en esta ocasión, su interés y acierto por las cuestiones pedagógicas 
reflejadas en este reglamento, a la vez que, como un apunte más para diseñar su perfil, añadiremos 
que dentro del propio presidio había actuado como director y maestro de las Escuelas de Instrucción 
de los Cuerpos de la Plaza, explicando matemáticas, geografía, gramática y otras materias (BUXERES, 
A.: Elogio del difunto coronel..., op, cit., p. 18; RAMÓN LACA, J. de: Antonio Puig y Lucá..., op. cit., 
p. 81). Su amplia formación en el Colegio Episcopal o Seminario Tridentino de Barcelona, tal y como 
detalla Ramón Laca, explicaría su vasta cultura y su preparación para la impartición de clases. 
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pasante ocupará el centro. A la señal que éste haga por el puntero, todos los 
muchachos de un círculo se dispondrán a repetir la lección. El primero a quien el 
pasante señalará, dirá las primeras palabras de la lección, hasta que el pasante 
diga ͚Al siguieŶte͛; Ǉ el joveŶ siguieŶte ĐoŶtiŶuaƌá hasta otƌa voz de ŵaŶdo del 
pasante. (...) El pasante puede invertir el orden como guste y preguntar la lección 
al muchacho que quiera (...). Cuando algún muchacho se equivoque en la lección 
podrá ser corregido por el inmediato de su izquierda, o el que le siga 
sucesivamente (...). Repetida la lección, si se supiese bien, esto es, si no han caído 
en falta más de tres muchachos, la clase vuelve a sus bancos para aprender otra. 
Pero, si pasan de tres los que hubiesen faltado, vuelve otra vez a estudiar la 
misma. Así todos caminarán a un mismo paso y ninguno sale de la escuela que no 




El reglamento establecía la realización periódica de exámenes, donde los jóvenes debían 
mostrar sus adelantos en caligrafía, lectura, aritmética, memorización de los principios 
de la Constitución y doctrina cristiana. A los dos jóvenes que destacaran más por sus 
adelantos se les concedía una cédula de mérito, firmada por el comandante, visada por 
el director y aprobada por el gobernador, indicando en ella el mérito del que se habían 
hecho dignos; asimismo, se les distinguía con una estrella encarnada que llevarían en el 
lado derecho sobre la chaqueta y en el pecho, y, además, estarían exentos de realizar 
trabajos muy duros ;͞de fatiga͟Ϳ duƌaŶte uŶ ŵes ;aƌt. ϮϬͿ. 
 
 
4.1.2.4. El uso de los premios y castigos 
 
En el reglamento se indica que era preciso poner más empeño en precaver las faltas de 
los jóvenes, que en castigarlas, ͞aŶtes a estimular para lo bueno, que a reprimir lo malo; 
aŶtes a aŶuŶĐiaƌ Ǉ faĐilitaƌ el estudio, Ƌue a eǆigiƌ de los jóveŶes uŶa apliĐaĐióŶ teŶaz͟. 
En definitiva, prevenir en vez de reprimir, y para ello se consideraba necesaria una 
vigilancia extrema de los jóvenes que hiciera difícil la ocasión para hacer el mal. 
 
Si los jóvenes se aplicaban en el trabajo (tanto de la escuela como en el taller), el 
comandante podía gratificarles permitiéndoles salir de paseo por la muralla de la 
fortaleza, acompañados por su maestro y una escolta, u otro tipo de gratificación 
(arts. 13 y 22). El comandante también debía de llevar un libro para escribir los nombres 
de los jóvenes de mejor comportamiento en la escuela, que sería publicado en 




                                                 
362 Reglamento de 1820, reproducido en GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes..., op. cit., pp. 34-35. 
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El maestro debía reprender a aquellos que no se aplicasen y, si no se corregían, daba 
parte al comandante (art. 16). 
 
Los castigos por faltas leves en la escuela (como presentarse desaseado, ser perezoso, 
hablador, etc.) consistían  en descenso a clases inferiores o quedarse solo en la clase 
después de haber salido los demás. Los castigos físicos estaban expresamente 
prohibidos en la escuela, pero se podían aplicar cualquiera de estos otros para el caso de 
faltas graves (como blasfemar, mentir, maltratar a los compañeros, hacer apuestas, 
robar): cepo, calabozo, un solo rancho al día, a pan y agua, privación de paseo (art. 17). 
Las faltas graves se anotaban en un Libro negro a cargo del comandante.  
 
Sin embargo, más que los castigos, lo que se pretendía era impulsar los buenos hábitos a 
partir de los premios, entre los que se encontraban el ascenso a las clases superiores en 
la escuela, el nombramiento de pasante, regalos pecuniarios y de otros tipos.  
 
El reglamento es enormemente rico en detalles, pues también apunta otra iniciativa de 
interés, cual es la de un Tribunal de censura, reunido de forma mensual. Lo 
conformarían, como vocales, los suplentes, los pasantes y los premiados con la estrella 
de aplicación, y sería presidido por el maestro, y al que asistiría también el director o el 
comandante del presidio. La función de dicho Tribunal era el de discriminar la 
responsabilidad por faltas de los menores. 
 
Los vocales tenían que indicar si había algún joven de mala conducta o aplicación, y en 
caso de que algún vocal señalase alguno, éste debía presentarse ante el Tribunal y ser 
juzgado por todos, quedando la penúltima palabra para el maestro, tras su dictamen 
sobre el castigo que hallase más adecuado conforme al reglamento, y después se votaría 
si se debía o no aplicar o aminorar. El maestro ejecutaría lo que la mayoría de votos 
dictaminase. En el reglamento se aprecian valoraciones sobre esta forma de proceder, 
que se ha adelantado en mucho a experiencias en que a los niños y jóvenes se le otorgan 
dosis de responsabilidad:  
 
La experiencia ha enseñado que los niños proceden en estos casos con una 
justicia y discernimiento que no les aventajan más de cuatro adultos y todos estos 
medios los despejan, los limpian y los estimulan a obrar bien. También con esto se 







                                                 
363 Ibid., p. 37. 
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4.1.2.5. Balance de resultados 
 
Disponemos de pocos datos acerca del funcionamiento real de este departamento de 
jóvenes. Algunas referencias en los diarios de la época constatan el buen 
funcionamiento del departamento en torno a 1821.364 Contamos, sin embargo, con poca 
información, especialmente en fechas posteriores. 
 
Fernando Cadalso se muestra pesimista respecto a los resultados de esta experiencia, 
señalando que las intenciones y el reglamento chocaban de lleno con una realidad 
presidial nada favorable para la corrección de los jóvenes, que pese a todo lo 
reglamentado, se hallaban en constante contacto con los adultos:  
 
;…Ϳ los laudables propósitos de sus autores encontraban como obstáculo 
insuperable la realidad del presidio, dentro de cuyos muros se hallaban y 
convivían menores y adultos y habían de juntarse en la iglesia, en el taller, en los 
patios, en todos los locales y en todos los actos de servicio general, y a todos 




Sin embargo, otros autores, como Antonio Buxeres y Fèlix Torres, aparte de su biógrafo 
Ramón Laca, hacen alarde de su buen funcionamiento, asegurando, el primero de los 
citados, que ͞el pƌesidio ĐoƌƌeĐĐioŶal eƌa uŶa casa de familia dirigida por un padre celoso 
y experimentado, con unos hijos que aprendían a ser buenos en el amor e inclinación que 
Puig saďía iŶspiƌaƌles͟.366 Este mismo autor indica que, por lo novedoso de su 
funcionamiento como institución reformadora, algunos extranjeros interesados en la 
materia la visitaron y elogiaron.367 Asegura que el presidio funcionó bien incluso cuando 
                                                 
364 Véase Diario Constitucional, 13/11/1821, pp. 2-3. Y también SÁENZ-RICO URBINA, A.: La educación 
geŶeƌal eŶ Cataluña…, op. cit., pp. 476-478. 
365 CADALSO, F.: Instituciones penitenciarias y similares..., op. cit., p. 509. 
366 BUXERES, A.: Elogio del difunto coronel..., op, cit., p. 18. Fèlix Torres indica que ͞Mas Ƌue estas 
producciones de su pluma, le dieron un justo derecho á la estimacion pública sus desvelos y singular 
acierto en el arreglo del presidio de Barcelona; que convirtió en una casa de educacion, y de 
verdadera correccion. Jóvenes y viejos todos trabajaban de manos: muchos aprendian á leer, escribir 
y contar. Se veia alli palpablemente la coŶveƌsioŶ de todos á la ďueŶa vida, Ǉ al aŵoƌ al tƌaďajo.͟ 
(TORRES AMAT, F.: Memorias para ayudar a formar..., op. cit., p. 504). Carlos de Arenaza, en una 
obra en la que hace referencia a los avances realizados en materia de menores delincuentes en la 
España del ochocientos, señala la escuela del presidio de Barcelona y la Cárcel de Jóvenes de Madrid 
como las únicas experiencias significativas (ARENAZA, C. de: Menores abandonados y delincuentes. 
Legislacion e instituciones en Europa y América, Buenos Aires, Liďƌ. Ǉ ed. ͞La FaĐultad͟, ϭϵϯϰ, vol. II).  
367 Valoraciones positivas se encuentran también en el Diario de Barcelona en 1840: ͞El pƌesidio 
correccional de la Ciudadela, que casi sin el menor recurso creó el coronel D. Antonio Puig y Lucá, será 
un monumento eterno de su ilustrada decision, asi como ya en el dia es la admiracion de los 
estƌaŶgeƌos.͟ (Diario de Barcelona, nº 62, 2/3/1840, p. 981). El Diario de Beneficencia, publicado 
también en Barcelona, ya contenía juicios positivos sobre el presidio cinco años antes, aunque no 
concretaba nada con relación al departamento de jóvenes: "presidio correccional ó mas bien una 
escuela donde se aprende á desarraigar el vicio y plantar un semillero de virtudes. Su aseo asegura la 
salubridad; la continua y útil ocupacion desarrolla el ingenio y acalla las pasiones; el estudio bien 
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ya no estuvo bajo su mando, de manera que los métodos y fórmulas empleadas se 
fueron ampliando y perfeccionando. 
 
 
4.1.3. Manuel Montesinos y el presidio de Valencia368 
 
4.1.3.1. La figura de Manuel Montesinos y Molina (1792-1862) 
 
Montesinos se perfila como un militar369 que, tras dejar las armas, y presumiblemente 
sin especial vocación inicial, pasa a servir dentro del sector penitenciario. Destaca, 
principalmente, por su labor ingente en el presidio de Valencia, en el cual estuvo 
destinado desde 1832 –ejerciendo como pagador de ese presidio–, pasando después a 
ser nombrado comandante interino (septiembre de 1834) y después comandante en 
propiedad (julio de 1837), cargo que no abandonaría pese a sus nombramientos como 
visitador de presidios meridionales del reino (febrero 1839), visitador general (enero de 
1841) e inspector general de presidios (noviembre de 1852). Su labor en el ramo de 
presidios finalizaría en marzo de 1854, año de su voluntaria jubilación. 
 
Pese a lo que tradicionalmente se ha repetido acerca de la originalidad de las ideas de 
Montesinos (propagado por su máximo biógrafo y hagiógrafo, Vicente Boix, con las 
palabras tan difundidas de ͞Ŷo tuvo Ŷada eŶ Ƌue iŶspiƌaƌse Ŷi Ŷadie Ƌue le adiestƌase eŶ 
taŶ difíĐil Đoŵetido͟), es necesario matizarlo. Sí tuvo fuentes de inspiración, como otros 
muchos autores han señalado y como el propio Montesinos confiesa en una carta 
                                                                                                                                                  
dirigido dispone á los presidarios [sic] á seƌ útiles ŵieŵďƌos de la soĐiedad͟ (Diario de Beneficencia, 
nº 62, 1/7/1835, p. 494). 
368 Las fuentes más importantes utilizadas para elaborar este apartado han sido las siguientes: BOIX, 
V.: Sistema penitenciario del presidio correccional de Valencia, Valencia, Impr. del Presidio, 1850 
[constituye la obra más completa realizada sobre el presidio valenciano y sobre su impulsor, aunque 
con un carácter un tanto apologético]; MORO RODRÍGUE), A.: ͞La peƌsoŶalidad Ǉ la oďƌa de 
Montesinos ante el juicio de sus contemporáneos en España, y a la luz de los documentos originales 
ĐoŶseƌvados͟, Revista de Estudios Penitenciarios, nº 159 (1962), pp. 325-495; RICO de ESTASEN, J.: El 
Coronel Montesinos. Un español de prestigio europeo, Alcalá de Henares, Imprenta de los Talleres 
Penitenciarios de Alcalá de Henares, 1948 [incluye aspectos de relevancia sobre su vida militar, 
política y penitenciaria]; CUELLO CALÓN, E.: ͞MoŶtesiŶos pƌeĐuƌsoƌ de la Ŷueva peŶología͟, Revista 
de Estudios Penitenciarios, nº 159 (1962), pp. 43-66; y SERNA ALONSO, J.: Presos y pobres en la 
España del XIX. La determinación social de la marginación, Barcelona, PPU, 1988, pp. 221-277. 
369 Su carrera militar se extiende desde 1808 hasta 1830, participando en diversas contiendas de la 
Guerra de la Independencia, viviendo personalmente la experiencia de la reclusión en prisiones galas. 
Posteriormente colaboró en la Milicia Urbana de Caballería de Valencia, ocupando diversos cargos y 
participando también directamente en diversas acciones. En su carrera militar activa alcanzó el grado 
de capitán de Caballería, pero con posterioridad se le otorgó el grado de Comandante de Caballería 
(R.O. 23 julio de 1838) y finalmente Coronel de Caballería (R.O. 19 octubre 1840). Obtuvo también 
diversos honores y condecoraciones. Véase su hoja de servicios, reproducida en la Revista de 
Estudios Penitenciarios, nº 159 (1962), pp. 497-515. 
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fechada en agosto de 1839;370 la propia normativa de carácter militar (como la 
Ordenanza de Presidios y Arsenales de 1804 y la Ordenanza General de Presidios de 
1834) le serviría de inspiración, así como algunas obras de autores españoles y 
extranjeros que abordaban la temática penitenciaria.371   
 
 
4.1.3.2. Su sistema en el presidio de Valencia 
 
Vicente Boix sintetiza magistralmente el 
método seguido por Montesinos en el 
presidio valenciano: 
 
Todo el sistema correccional de la 
Penitenciaría de Valencia está basado: 
primero, en conservar separados entre sí los 
buenos de los malos: segundo, en no alterar 
jamás la disciplina: tercero, en la ocupacion 
contínua sujeta á toda clase de deberes: 
cuarto, en la constante vijilancia sobre los 





Montesinos trataba de disminuir el rigor y 
ganar en la eficiencia, mediante un sistema 
individualizador, en tanto se basaba en el 
conocimiento directo del penado, y 
rehabilitador, por cuanto capacitaba 
laboralmente a los penados que, tarde o 
temprano, habían de salir del presidio y volver a la sociedad.373 Su mérito fue debido, en 
parte, a los ͞ƌeĐuƌsos psiĐológiĐos ĐoŶsisteŶtes eŶ despeƌtaƌ eŶ los ƌeĐlusos el 
sentimiento del amor propio, de la dignidad personal y el sentido de la responsabilidad y 
los estímulos sobre su propia regeneración y sobre la ĐoŶfiaŶza eŶ sí ŵisŵos͟.374  Y 
también en el ͞ƌégiŵeŶ de disĐipliŶa ƌígida e iŶƋueďƌaŶtaďle, peƌo huŵaŶa Ǉ ĐoŶ 
                                                 
370 Reproducida en FRANCO DE BLAS, F.: ͞FoƌŵaĐióŶ peŶiteŶĐiaƌia del ĐoƌoŶel MoŶtesiŶos Ǉ su 
Đéleďƌe sisteŵa͟, Revista de Estudios Penitenciarios, nº 159 (1962), p. 105. 
371 CUELLO CALÓN, E.: ͞MoŶtesiŶos pƌeĐuƌsoƌ de la Ŷueva peŶología͟, op. Đit., p. 63; SANZ DELGADO, 
E.: El humanitarismo penitenciario español..., op. cit., p. 182; SERNA ALONSO, J.: Presos y 
pobres...¸op. cit., pp. 223-225. Según Rico de Estasen, Montesinos contaba en su biblioteca con 
ejemplares de la obra de Marcial Antonio López Descripción de los más célebres establecimientos 
penales de Europa y Estados Unidos (Valencia, 1832), escritos de Ramón de la Sagra, y opúsculos de 
Macanochie (véase RICO de ESTASEN, J.: El Coronel Montesinos, op. cit., p. 204). 
372 BOIX, V.: Sistema penitenciario del presidio correccional de Valencia, op. cit., p. 181. 
373 Cfr. SANZ DELGADO, E.: El humanitarismo penitenciario español..., op. cit., p. 174. 
374 MORO RODRÍGUE), A.: ͞La peƌsoŶalidad Ǉ la oďƌa de MoŶtesiŶos...͟, op. Đit., p. ϰϴϰ. 
Fig. 4.3: MANUEL MONTESINOS  
Fuente: RICO de ESTASEN, J.: El Coronel Montesinos. Un 
español de prestigio europeo, Alcalá de Henares, Imprenta 
de los Talleres Penitenciarios de Alcalá de Henares, 1948, 
entre p. 84 y 85 
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tendencia reformadora, basada en un respeto profundo a la personalidad del recluso y 
en la firme creencia de la posibilidad de su regeneración͟.375 El elemento-llave de su 
sistema, como afirma Rico de Estasen, fue el binomio Voluntad y Trabajo.376  
 
La confianza en el reo fue uno de los puntales de su sistema, pues a partir de ella se 
podían desarrollar procesos de responsabilidad en los penados. En este sentido, 
permitió y fomentó las relaciones del presidio con la población civil, concediendo 
permisos de salida y fomentando la asistencia de los reclusos a talleres de la ciudad.377  
 
La corrección del penado se llevaba a cabo mediante una intensa preparación 
profesional, en la que se trabajaba paralelamente la habilidad manual, los hábitos de 
laboriosidad y los principios de honradez y virtud. En definitiva, Montesinos impulsó un 
presidio bajo tres premisas: suave disciplina, atención paternal y el recurso de la fuerza 
moral.378 La conocida frase ͞La pƌisióŶ sólo ƌeĐiďe al hoŵďƌe. El delito se Ƌueda a la 
pueƌta͟, sintetiza muy bien el planteamiento de este militar.379 
 
Entre las novedades o innovaciones de Montesinos, cabe añadir la exclusión del uso de 
la violencia (Montesinos consideraba un deshonor el empleo de castigos denigrantes y/o 
violentos), la reducción al mínimo del número de subalternos (los propios penados eran 
los que vigilaban a sus compañeros) y la introducción de elementos de lo que hoy se 
entiende por sistema progresivo (la buena conducta y la asiduidad en el trabajo llevaban 
a la reducción de la pena).380  
                                                 
375 Ibid., p. 485. 
376 RICO de ESTASEN, J.: El Coronel Montesinos, op. cit., p. 114. 
377 Este contacto con la población civil, así como su postura contraria respecto al sistema celular, 
tiene su fundamento en su consideración de que ͞PeƌfeĐĐioŶaƌ al hoŵďƌe es haĐeƌlo ŵas soĐiaďle: 
todo lo que tienda á destruir ó entorpeĐeƌ su soĐiaďilidad, iŵpediƌa su ŵejoƌaŵieŶto.͟ MONTESINOS, 
M.: ͞Bases eŶ Ƌue se apoǇa ŵi sisteŵa peŶal͟, ƌepƌoduĐido eŶ Revista de Estudios Penitenciarios, 
nº 159 (1962), p. 290. 
378 EŶ aƌas de Ƌue el pƌopio edifiĐio peŶiteŶĐiaƌio ejeƌĐieƌa Đieƌta pƌesióŶ ͞ŵoƌalizadoƌa͟, eŶ las 
paƌedes del pƌesidio se esĐƌiďieƌoŶ ŵáǆiŵas ŵoƌales Đoŵo las siguieŶtes: ͞QuieŶ uŶ ŵal háďito 
adƋuieƌe, esĐlavo de él vive Ǉ ŵueƌe͟, ͞No uses palaďƌas soeĐes, Ƌue a ti pƌopio te eŶvileĐes͟, 
͞VeŶeƌa a los ƌeĐtos jueĐes, Ƌue de Dios haĐeŶ las veĐes͟, ͞La ŵodestia ŵás ƌesalta, eŶ ƋuieŶ 
ĐoŶfiesa su falta͟, ͞“i pƌeŵio Ƌueƌéis, teŵed, tƌaďajad Ǉ oďedeĐed͟, ͞Aŵa a tu patƌia Ǉ a tu ƌeǇ Ǉ sé 
oďedieŶte a la leǇ͟. Véase RICO de ESTASEN, J.: El Coronel Montesinos, op. cit., donde aparecen 
reproducidas algunas de las inscripciones en la p. 70, nota 1; también pueden leerse en el diario 
El Heraldo (nº 715, 2/10/1844) y en El Cisne (julio, 1840); reproducido en MORO RODRÍGUEZ, A.: ͞La 
personalidad y la obra de Montesinos...͟, op. Đit., p. ϯϲϲ. 
379 Así lo afirma Salillas, citado por RICO de ESTASEN, J.: El Coronel Montesinos, op. cit., p. 109. 
380 La reducción de condena estaba prevista en la Ordenanza de presidios (art. 303 y ss.). Montesinos 
también contemplaba el caso contrario: la prolongación del tiempo de condena si el penado no había 
logrado aprender un oficio con que asegurar su subsistencia o, si lo había hecho, no ofrecía garantías 
de vida honrada. Es importante consignar que Montesinos no fue el creador del régimen de libertad 
condicional, aunque sí un gran impulsor de él. Como indica Cuello Calón, este régimen ͞Ŷo fue oďƌa 
de uŶ solo Đƌeadoƌ siŶo Ƌue ŵás ďieŶ se foƌŵó eŶ el aŵďieŶte de aƋuella époĐa͟ (CUELLO CALÓN, E.: 
͞MoŶtesiŶos pƌeĐuƌsoƌ de la Ŷueva peŶología͟, op. Đit., p. 45). Este autor señala que ya había 
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4.1.3.3. Escuela y talleres del presidio de Valencia 
 
Entre el año 1838 y 1839, Montesinos organizó la escuela, reorganizándola nuevamente 
en 1840. En ella se enseñaba, de la mano del eclesiástico del presidio,  lectura, escritura, 
principios de aritmética, historia, geografía, dibujo y doctrina cristiana. Según Rico de 
Estasen, la escuela estaba dotada de mesas, bancos, cuadros sinópticos, dibujos, libros y 
material de enseñanza acorde con las corrientes de la época.381 La asistencia era 
obligatoria para los jóvenes reclusos y abierta libremente a los adultos que deseasen 
concurrir a ella. Desconocemos con exactitud el método empleado en dicha escuela, 
aunque conceptuamos como muy probable la aplicación del método lancasteriano.382  
 
Precisamente uno de los encargos expresos que desde el Ministerio de Gobernación se 
hizo a Montesinos al nombrarle visitador general en 1841 fue el establecimiento de 
escuelas de instrucción primaria en los establecimientos peninsulares y 
correccionales.383 
 
Así como la escuela era opcional para los adultos, no era así para los talleres. 
Montesinos se enzarzó en una verdadera cruzada contra la ociosidad en los presidios, 
pues la vagancia la considerada la madre de todos los vicios, siendo el trabajo el 
antídoto contra los mismos.384 Llegó a establecer hasta cuarenta talleres, para que el 
penado pudiera escoger el de más agrado. El trabajo, pues, había de ser obligatorio, 
formativo, útil, remunerado, para conseguir la reforma y rehabilitación del recluso, 
dejando en un plano secundario el lucro del establecimiento: 
 
Jamás un establecimiento presidial debe equipararse á una empresa de comercio, 
ni administrarse por los mismos principios que esta, porque el término de ambos 
es diferente. El acrecentamiento de fondos, es el objeto de la segunda, y el 
designio esencial del primero, debe ser siempre la enseñanza y moralizacion de 
sus individuos; conciliando, sí, en lo posible el interés de la casa con la educacion 
                                                                                                                                                  
aplicado el régimen de la libertad condicional Maconochie en 1840 en la isla de Norfolk, en la Petite-
Roquette de París en 1832, introduciéndolo Montesinos en el Presidio de Valencia en 1835. 
Anteriormente, sigue diciendo este autor, ya en 1817 en las colonias inglesas de América del Norte se 
ƌeĐuƌƌía a la ͞paƌole͟ o ͞liďeƌtad ďajo palaďƌa͟, uŶa ŵodalidad taŵďiéŶ de liďeƌtad ĐoŶdiĐioŶal, 
basada en la reducción de la duración de la pena en base al buen comportamiento del recluso. 
381 RICO de ESTASEN, J.: El Coronel Montesinos, op. cit., p. 70. 
382 Se hace referencia a él en una carta del director general de Presidios, José Mª Pérez, dirigida a 
Montesinos, el 4 de agosto de 1837 (reproducido en MORO RODRÍGUE), A.: ͞La peƌsoŶalidad Ǉ la 
obra de Montesinos...͟, op. Đit., p. ϰϯϲͿ. 
383 Vid. Base 7ª de la Circular del Ministerio de Gobernación publicada en la Gaceta de Madrid el 12 
de enero de 1841 (nº 2277). Reproducida en MORO RODRÍGUE), A.: ͞La peƌsoŶalidad Ǉ la oďƌa de 
Montesinos...͟, op. Đit., p. ϯϰϰ. 
384 MONTE“INO“, M.: ͞Bases eŶ Ƌue se apoǇa ŵi sisteŵa peŶal͟, op. Đit., p. 291. 
 CAP. 4: Realidades y proyectos para el tratamiento diferenciador del menor delincuente y rebelde 
204 
industrial de sus moradores, pero sacrificando aquello á esto, en el caso de un 
conflicto entre los dos.
385 
 
Las ganancias obtenidas en los 
talleres se repartían en cuatro partes 
iguales, de la siguiente forma: dos 
partes ingresaban en el fondo 
económico del presidio, una parte se 
entregaba en mano al preso, y otra 
parte se ingresaba en la caja de 
ahorros, cantidad que pasaría al 




4.1.3.4. El éxito del sistema de 
Montesinos 
 
El éxito del presidio de Valencia se 
ha medido, tradicionalmente, por el 
escaso índice de reincidencias de los 
presos (alrededor del 1%).386 Pero 
hay más indicadores, como el que 
señala el Ministro de Gobernación 
en 1845: ͞el Pƌesidio de ValeŶĐia es 
un establecimiento Correccional, que 
en mi concepto peca ya por 
extraordinariamente bien montado, 
                                                 
385 MONTESINOS, M.: Reflecsiones sobre la organizacion del presidio de Valencia, reforma de la 
Dirección General del ramo, y sistema economico del mismo, Valencia, Impr. del Presidio, 1846. 
Citado por SANZ DELGADO, E.: El humanitarismo penitenciario español..., op. cit., p. 170. 
386 En el año 1836 sólo hubo 31 penados reincidentes, reduciéndose estos durante los años 
siguientes a una cifra situada entre 1 y 5 (BOIX, V.: Sistema penitenciario del presidio correccional de 
Valencia, op. cit., p. 232, citado por CUELLO CALÓN, E.: ͞MoŶtesiŶos pƌeĐuƌsoƌ de la Ŷueva 
peŶología͟, op. Đit., p. 65). El propio Montesinos, en un oficio de 1847, indicaba que las reincidencias 
se habían reducido, desde el 35% al 1% (vid. oficio de Montesinos enviado al Director de Corrección, 
27/11/1847, reproducido en MONTESINOS, M.: Exposiciones dirijidas al Escmo. Sr. Ministro de la 
Gobernacion de la Peninsula, y al Sr. Director de Correccion, Valencia, Impr. del Presidio, 1847, 
reproducido a su vez en Revista de Estudios Penitenciarios, nº 159, 1962, p. 280). En la obra de Justo 
Serna (Presos y pobres..., op. cit., p. 247) podemos consultar una tabla donde se detallan las 
reincidencias desde 1836 a 1847, concretando el número total de presos por año, el número de 
reincidentes y el porcentaje que esta cifra supone sobre el total de la población reclusa del año en 
concreto. 
Fig. 4.4: Reos trabajando en el presidio de Valencia 
 
Fuente: RICO de ESTASEN, J.: El Coronel Montesinos. Un español de 
prestigio europeo, Alcalá de Henares, Imprenta de los Talleres 
Penitenciarios de Alcalá de Henares, 1948, entre p. 98 y 99. La imagen 
apareció originalmente publicada en la obra de BOIX, V.: Sistema 
penitenciario del presidio correccional de Valencia, Valencia, Impr. del 
Presidio, 1850. 
 CAP. 4: Realidades y proyectos para el tratamiento diferenciador del menor delincuente y rebelde 
 
205 
y prueba de ello es que hay confinados, que después de cumplir su condena, no quieren 
saliƌ del estaďleĐiŵieŶto͟.387  
 
Según Eugenio Cuello Calón, tal nivel de éxito fue debido, fundamentalmente, ͞a su 
extraordinaria personalidad, a su firmeza, a su espíritu de justicia, a la severa disciplina 
que implantó al mismo tiempo que al sentido humano que siempre presidió su actividad 
peŶiteŶĐiaƌia͟.388 Y sigue diciendo: ͞MoŶtesiŶos, adeŵás de poseeƌ las ŵás altas dotes 
intelectuales y morales, una voluntad inflexible y firmeza de carácter, tuvo una excelsa 
cualidad, fue un formidable sugestionador de muchedumbres, un conductor de 
hoŵďƌes.͟ 389 Este militar tenía un sentido misional de su labor, entendida no como un 
trabajo sino como un servicio a la patria.390 
 
Pero no debemos obviar que parte del renombre que adquirió el presidio y su 
comandante fue debido, no sólo a la efectividad de su sistema, sino también a la 
inteligente propaganda que hizo de él. Montesinos supo ͞veŶdeƌ su oďƌa͟, Đoŵo iŶdiĐa 
Fernando J. Burillo,391 a través de la importante labor publicista realizada desde la 
imprenta del propio presidio, y también por las magníficas exposiciones que organizó 
para mostrar los productos elaborados en el presidio valenciano. Montesinos tenía 
conciencia del valor de su obra y por ello quiso y supo darla a conocer.392  
 
Los elogios a su labor se encuentran tanto en autores extranjeros que lo visitaron 
(ŵuĐhos iŶgleses −iŶĐluido el propio Herbert Spencer− y el príncipe ruso Anatol 
Nicolajewitsch Demidoff, entre otros) y españoles, como el frenólogo catalán Mariano 
Cubí y Soler (que visitó el presidio de Valencia en 1849) y Ramón de la Sagra. Este 
último, quedó tan gratamente impresionado de la visita que realizó en octubre de 1840 
al presidio valenciano, que llegó a afirmar lo siguiente: 
 
He salido del presidio de Valencia lleno de satisfacción y con un nuevo 
convencimiento, a saber, que la reforma del sistema carcelario y correccional no 
encontrará en España los obstáculos casi invencibles que hacía temer el carácter 
de nuestros criminales. En mi opinión reformada también con este notable 
ejeŵplo ͞la ƌefoƌŵa se ĐoŶseguiƌá eŶ ĐuaŶto Ƌuieƌa el goďieƌŶo iŶtƌoduĐiƌla͟.393 
                                                 
387 Intervención del Ministro de Gobernación en la sesión del día 29 de enero de 1845 en el Senado 
(Diario de las Sesiones de Cortes. Senado, nº 36, reproducido en MORO RODRÍGUE), A.: ͞La 
personalidad y la obra de Montesinos...͟, op. Đit., p. ϯϴϳͿ. 
388 CUELLO CALÓN, E.: ͞MoŶtesiŶos pƌeĐuƌsoƌ de la Ŷueva peŶología͟, op. Đit., p. 64. 
389 Ibid., p. 66. 
390 Vid. MORO RODRÍGUE), A.: ͞La peƌsoŶalidad Ǉ la oďƌa de Montesinos...͟, op. Đit., p. ϰϵϰ. 
391 BURILLO ALBACETE, F.J.: El nacimiento de la pena privativa de libertad, op. cit., p. 219. 
392 Vid. CUELLO CALÓN, E.: ͞MoŶtesiŶos pƌeĐuƌsoƌ de la Ŷueva peŶología͟, op. Đit., pp. 65-66. 
393 Publicado en El Corresponsal, nº 515 (28/10/1840). En el estudio que José Rico dedica a 
Montesinos criticará este escrito de Ramón de la Sagra, pues según él ͞da la iŵpƌesióŶ de Ŷo haďeƌ 
captado lo que nosotros denominaríamos el fondo moral y filosófico del Sistema español; así su 
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Pero tampoco podemos ignorar que fue duramente criticado desde algunos sectores,394 
e ignorado por los legisladores españoles. Pese al éxito de su sistema y a las buenas 
consideraciones con las que inicialmente contaría, Montesinos quedó relegado a cierto 
olvido institucional (no completo, por su cercana relación con Espartero), y su 
experiencia no se vio materializada en la legislación penal posterior, por cuanto el 
Código penal de 1848 fue muy rigorista. Su sistema dignificador, humanitarista, con 




4.1.3.5. Jóvenes presos y jóvenes corrigendos 
 
Todo el sistema explicado anteriormente, y su éxito, se puede hacer extensivo al 
departamento de jóvenes presos con que contaba el presidio valenciano. Tal era la 
buena reputación del mismo, que el presidio preparó un local especial para albergar, a 
partir de 1840, a los jóvenes abandonados y vagabundos de la ciudad valenciana 
recogidos por el Ayuntamiento (enviados correccionalmente por las autoridades civiles) 
y también a jóvenes díscolos enviados por sus padres.396 Unos y otros debían asistir a 
escuela y aprender oficio, como el resto de presos jóvenes, pero con entera separación 
                                                                                                                                                  
trabajo ŵás paƌeĐe siŵple eŶsaǇo liteƌaƌio Ƌue eŶjuŶdioso estudio ĐieŶtífiĐo.͟ (RICO de ESTASEN, J.: El 
CoƌoŶel MoŶtesiŶos…, op. cit., p. 245). 
394 Algunas de las críticas que se vertieron sobre Montesinos fueron las siguientes: se le recriminó por 
utilizar un fuerte control social, y también por su interés desmesurado en la maximización económica 
(véase al respecto, lo que Enrique Sanz indica en su obra El  humanitarismo penitenciario..., op. cit., 
pp. 168-169, nota 533, y también lo consignado por Justo Serna en Presos y pobres..., op. cit., 
pp. 248-258). En 1877, el propio director de establecimientos penales, Federico Villalva, criticó a 
Montesinos el hecho de que sólo enseñaba a los que visitaban su presidio lo que era digno de 
enseñar, y que los holgazanes, los incorregibles, los enfermos, los sacaba de la prisión de Valencia, de 
manera que los resultados eran visiblemente extraordinarios. Véase Revista de beneficencia, sanidad 
y establecimientos penales, nº 43 (diciembre 1877).  
395 Cfr. SANZ DELGADO, E.: El humanitarismo penitenciario español..., op. cit., p. 170. A partir del 
Código de 1848, las propuestas de Montesinos fueron relegadas (de ahí que este comandante 
presentara su dimisión, al ver que la nueva legislación aprobada iba contra los principios que habían 
regido en su presidio, lo cual significaba prácticamente su desmantelamiento). Su sistema quedó 
completamente anulado en 1852 (R.O. de Gobernación de 1 de agosto), por el que se suprimía un 
Real Decreto de 26 de marzo de 1852 sobre trabajos a que podían ser dedicados los presos, y 
rectificando otras medidas legislativas anteriores respecto a la aplicación de hierros. Como afirma 
Eugenio Cuello Calón, es muy probable que fueran las desavenencias políticas el motivo que causó el 
menosprecio por su obra, origen de su dimisión y de su fin en la actividad penitenciaria (CUELLO 
CALÓN, E.: ͞MoŶtesiŶos pƌeĐuƌsoƌ de la Ŷueva peŶología͟, op. Đit., pp. 62-63). 
396 ͞Hoja de seƌviĐios de MoŶtesiŶos͟ ƌepƌoduĐida eŶ Revista de Estudios Penitenciarios, nº 159 
(1962), p. 508; El Cisne (julio de 1840), publicado en Valencia, reproducido en MORO RODRÍGUEZ, A.: 
͞La peƌsoŶalidad Ǉ la oďƌa de MoŶtesiŶos...͟, op. Đit., pp. ϯϲϰ-367. A ello alude también Ramón de la 
Sagra, en un artículo publicado en El Corresponsal, nº 515 (28/10/1840). 
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de los demás reclusos. Según los datos con que contamos, en el primer año se 
admitieron a 85 jóvenes de estas categorías.397 
 
Por su extraordinaria labor reformadora respecto a los jóvenes corrigendos recogidos al 
borde de la carrera del crimen, el Ayuntamiento valenciano daba sus expresivas gracias 
en diciembre de 1853 en un oficio dirigido a Montesinos tras una visita realizada al 
presidio: 
 
(...) ha quedado gratamente sorprendida al ver la metamorfosis operada en 
dichos jóvenes así física como moralmente, puesto que en el corto tiempo que 
llevan de reclusión, es difícil conocerlos ya por su aseo y cambio de modales y 




No tenemos datos que lo corroboren, pero es muy posible que, por su condición de 
visitador, Montesinos tuviera ocasión de visitar la Cárcel de Jóvenes de Madrid erigida 
por la Sociedad Filantrópica –sobre todo si tenemos en cuenta que Ramón de la Sagra, 
uno de los organizadores de la Cárcel de Jóvenes madrileña, conoció a Montesinos poco 
después de haber establecido dicha cárcel, lo cual hace pensar que La Sagra le hablara 
de la misma a Montesinos en la visita que realizó, y que Montesinos aprovechara alguno 
de sus viajes a Madrid para verla in situ. También es posible que Montesinos conociera 
bien la experiencia del presidio barcelonés (nos consta que lo visitó, como mínimo, 
en 1842).  
 
Resulta importante reseñar la impronta que Manuel Montesinos dejaría en otros 
presidios españoles, a través de su cargo como visitador. Centrándonos en el tema de 
los jóvenes reclusos, cabe señalar las siguientes novedades o mejoras organizativas: 
 
- Presidio de Sevilla: en 1838 Montesinos organizó salas de jóvenes penados 
independientes del resto, y con escuela.399 Todavía funcionaba perfectamente 
cuando Montesinos lo volvió a visitar en 1843.400  
- Presidio de Toledo: en 1841 estableció una escuela de instrucción primaria, 
según el método de José Mariano Vallejo.401 
                                                 
397 Según su hoja de Servicios, reproducida en la Revista de Estudios Penitenciarios, op. cit. 
398 Oficio de felicitación de la Alcaldía Constitucional de Valencia a Montesinos, 6 de diciembre de 
1853. Reproducido en MORO RODRÍGUE), A.: ͞La peƌsonalidad y la obra de Montesinos...͟, op. Đit., 
p. 394. 
399 Véase el informe del Jefe Político de Sevilla al Ministerio de Gobernación sobre la gestión de 
Montesinos en el Presidio de Sevilla, 2 de julio de 1838 (reproducido en MORO RODRÍGUEZ  A.: ͞La 
personalidad y la obra de Montesinos...͟, op. Đit., pp. ϰϬϭ-403). 
400 Según RICO de ESTASEN, J.: El Coronel Montesinos, op. cit., p. 131 y 173. 
401 Vid. ͞Hoja de seƌviĐios de MoŶtesiŶos͟, op. Đit., p. ϱϬϴ Ǉ taŵďiéŶ la ĐoŵuŶiĐaĐióŶ del Jefe PolítiĐo 
de Toledo al Ministerio de Gobernación de 28 de abril de 1841 (reproducida en MORO RODRÍGUEZ, 
A.: ͞La peƌsoŶalidad Ǉ la oďƌa de MoŶtesiŶos...͟, op. Đit., pp. ϰϭϯ-415). El método de lectura de 
Vallejo se dio a conocer en 1825, popularizándose al poco tiempo, y recomendándose su uso de 
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- Presidio de Granada: en 1841 organizó salas de jóvenes penados independientes 
del resto, y metodizó la escuela de primera educación.402 
- Depósito de Cartagena: en 1842 organizó salas de jóvenes penados 
independientes del resto, y con escuela para adultos y jóvenes (con obligada 
asistencia hasta los 20 años). 
- Presidio de Ceuta: en 1843 organizó salas de jóvenes penados.403 
- Presidio modelo de Alcalá de Henares: en 1852 organizó la escuela.404 
 
Las largas ausencias durante sus visitas a otros presidios, hacen pensar que Montesinos 
contó con colaboradores de extraordinaria valía que ayudaron a que el sistema 
implantado en el viejo convento de San Agustín –donde se hallaba el presidio 
valenciano– no flaqueara.405  
 
 
4.2. INTENTOS FRUSTRADOS DE CASAS DE CORRECCIÓN PARA 
MENORES 
 
Hemos visto tres experiencias en el tratamiento de jóvenes delincuentes que 
funcionaron bien en el XIX, y que sirven de marco para encuadrar la Cárcel de Jóvenes 
madrileña. En este segundo apartado, reseñaremos los proyectos de casas de corrección 
para menores de los cuales tenemos noticia. No se trata de proyectos puramente 
penitenciarios –como los tres analizados hasta ahora–, sino principalmente de carácter 
Đivil: paƌa aĐogeƌ Ǉ tƌataƌ los ŵeŶoƌes vagos Ǉ ͞ŵoƌalŵeŶte desviados͟. Es ŵuǇ posiďle 
que a lo largo del XIX se proyectaran algunos más de los que aquí se dejan consignados, 
pero su búsqueda y su análisis rebasarían los objetivos de este apartado.406  
                                                                                                                                                  
forma oficial en 1833 en las escuelas de instrucción primaria; un año después, el ministro de Guerra 
recomendaba este mismo método para la instrucción de la tropa (R.O. 6/5/1834). Sobre J.M. Vallejo 
y la implantación de su sistema de lectura puede consultarse HERNANZ PÉREZ, C. y MEDRANO 
SÁNCHEZ, J.: "José Mariano Vallejo: notas para una biografía científica", LLULL, vol. 13 (1990), 
pp. 427-446. También resulta fácil examinar la obra original del autor, accesible vía web: VALLEJO, 
J.M.: Teoría de la lectura ó método analítico para enseñar y aprender a leer, Madrid, Impr. 
Garrasayaza, 1843 (3ª ed. corregida). Edición digitalizada consultada en <http://books.google.es> 
[consulta: 25/5/2012]. 
402 Vid. Informe del Jefe Político de Granada al Ministerio de Gobernación sobre los méritos de 
Montesinos en la organización de los Presidios de Málaga y Carretera de Motril (reproducido en 
MORO RODRÍGUE), A.: ͞La peƌsoŶalidad Ǉ la oďƌa de MoŶtesiŶos...͟, op. Đit., pp. ϰϭϬ-411). 
403 Vid. Informe de la Comandancia General de Ceuta y Junta Económica del Presidio de Ceuta al 
Director General de Presidios sobre la labor de Montesinos, 24 de noviembre de 1843 (reproducido 
en MORO RODRÍGUE), A.: ͞La peƌsoŶalidad Ǉ la oďƌa...͟, op. Đit., pp. 426-427). 
404 Da noticias de ello el diario madrileño El Nuevo Observador (Diario administrativo y Mercantil de 
la tarde) con fecha 13/7/1852 (recogido por ibid., pp. 429-431). 
405 Rico de Estasen especialmente destaca, de entre sus colaboradores, a Tomás Martín y al teniente 
coronel de infantería Tomás Cano (RICO de ESTASEN, J.: El Coronel Montesinos, op. cit., p. 158). 
406 Poƌ ejeŵplo, teŶeŵos ŶotiĐias de uŶa ͞Casa ĐoƌƌeĐĐioŶal de jóveŶes͟ Ƌue sí fuŶĐioŶó eŶ los años 
centrales del siglo XIX, situada en el edificio del hospital de dementes de Sevilla; contaba sólo con un 




Pretendemos en este espacio mostrar que la casa de corrección barcelonesa 
posiblemente fue única, pero no por inexistencia de otras tentativas. De entre todos los 
proyectos que reseñaremos, sólo uno se llevaría efectivamente a cabo (el impulsado por 
Francisco Lastres), aunque tardíamente.  
 
  Proyecto de Muñoz y López (1847) 
 
El 15 de marzo de 1847 Mariano Muñoz y López407 presentó al Gobierno un proyecto de 
establecimiento de protección, educación y corrección, que nunca se llevaría a cabo.408 
El proyecto planteaba la construcción de una institución con tres secciones o 
departamentos independientes para tres colectivos diferenciados a razón del grado de 
iŶdigeŶĐia Ǉ del gƌado de ͞ŵoƌalidad͟. No estaďa espeĐífiĐaŵeŶte peŶsado para 
menores, pero se intuye que la idea de su autor era la de separar unos de otros. Una 
seĐĐióŶ, deŶoŵiŶada ͞Casa de “eñoƌes Ǉ “eñoƌas͟, estaďa destiŶada a aƋuellos Ƌue, de 
procedencia social media o media-alta, se hallaban en situación de indigencia o 
desaŵpaƌo. El seguŶdo depaƌtaŵeŶto, ͞Casa de Viƌtudes͟, estaďa peŶsado paƌa 
albergar las personas de ambos sexos de cualquier edad que se hubieran iniciado o 
teŵieƌaŶ pƌostituiƌse. Y eŶ el teƌĐeƌo, ͞Casa de eduĐaĐióŶ Ǉ ĐoƌƌeĐĐióŶ͟, teŶdƌíaŶ 
acogida las personas enviadas por las autoridades administrativas o los tribunales 
ordinarios, por vía de corrección, por vagancia o prostitución.409   
 
El proyecto, como hemos indicado, no se llevó a cabo. Fermín Hernández Iglesias, que es 
quien nos lo da a conocer, señala acerca de él que es ͞uŶ tƌaďajo poĐo pƌeĐiso eŶ las 
cuestiones de forma y de recursos, que son las más interesantes bajo el punto de vista 
práctico, pues se limita á encarecer la necesidad del establecimiento, probando cuánto 
aventaja el sistema preventivo al represivo, y pintando con negros colores la vagancia, la 
                                                                                                                                                  
empleado (el alcaide), que mantenía encerrados e incomunicados por unos días a los niños y jóvenes 
rebeldes que se remitían a instancias de sus familias, que habían de pagar su estancia (vid. MADOZ, 
P.: Diccionario geográfico-estadístico-histórico de España y sus posesiones de ultramar, Madrid, Impr. 
del Diccionario geográfico-estadístico-histórico de D. Pascual Madoz, 1849, vol. XIV, p. 383). Respecto 
a los proyectos vinculados a la ciudad de Cervera, donde se pretendió instalar una casa de corrección 
en diversas ocasiones (en concreto, en torno a 1847 y 1860), los hemos omitido expresamente. Estos 
proyectos, al hallarse conectados con la problemática que presentaba la Casa de Corrección de 
Barcelona –de la que se habla en la tercera parte de este trabajo–, se han preferido abordar junto a 
la institución barcelonesa. 
407 Mariano Muñoz era abogado de los Tribunales Nacionales en torno a esas fechas. Vinculado a la 
política, entre otros destinos tuvo el cargo de gobernador civil en Murcia y en Burgos. 
408 Según Fermín Hernández, el proyecto figuraba en el expediente sobre arreglo de los 
establecimientos de beneficencia en que se expidieron las Reales Órdenes de 3 de abril y de 22 de 
octubre de 1846 (HERNÁNDEZ IGLESIAS, F.: La beneficencia en España, Madrid, Establ. tipográf. de 
Manuel Minuesa, 1876, vol. I, p. 356). 
409 Ibid., p. 356. 
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miseria, la prostitución y la mendicidad. De otra parte aquí se proyecta un 
estaďleĐiŵieŶto de oďjetos vaƌios Ǉ de difíĐil eŶgƌaŶaje.͟410 
 
  Proyecto de correccional de mujeres jóvenes en Madrid (1857) 
 
En solicitud de 6 de diciembre de 1857, la Hermana mayor de la Congregación de la 
Doctrina Cristiana en la cárcel de mujeres –situada entonces en la calle del Barquillo de 
Madrid–, expuso la necesidad de establecer cárceles correccionales para jóvenes de 
ambos sexos. Para este fin, pidió se levantase un piso destinado a correccional de 
mujeres jóvenes, enviando al efecto un proyecto –elaborado por el influyente arquitecto 
Jerónimo de la Gándara– cuyo presupuesto ascendía a 41.120 reales y 10.000 más para 
gastos de instalación. Dicho proyecto fue aprobado por Real Orden de 17 de enero de 
1858 para conmemorar, según se proponía, el natalicio del Príncipe de Asturias. Sin 
embargo, no tenemos noticias de que finalmente se ejecutase. 
 
   Proyecto de casa de corrección para jóvenes en la Casa de Pabellones de Madrid 
(1852, 1859)  
 
En junio de 1852 el gobernador civil de Madrid, Melchor Ordóñez, indicó al Ministerio de 
Gobernación la necesidad de crear un establecimiento intermedio entre la escuela y la 
cárcel para acoger a los niños vagabundos y rateros y a los que sus padres quisieran 
enviar por vía de corrección.411 El proyecto tuvo buena acogida, siendo aprobado por 
Real Orden de 8 de noviembre. El Ayuntamiento de Cervera ofreció las aulas de su 
universidad para albergar este establecimiento, pero el edificio finalmente elegido fue la 
llamada Casa de Pabellones, propiedad de la villa madrileña, pues la institución debía 
tener carácter municipal o provincial. Este edificio ya había sido elegido por otras 
comisiones previas para instaurar en él cárceles de diversa naturaleza.412 
 
 
                                                 
410 Ibid., p. 356. 
411 Comunicación del Gobierno civil de Madrid al Ministerio de Gobernación, de 26 de junio de 1852 
(según la Revista Penitenciaria, 1904, tomo I, p. 212). También recoge el dato BUGALLO SÁNCHEZ, J.: 
Los reformatorios de niños. Lo que son y lo que deberían ser, Madrid, Castro, 1932, p. 25. 
412 En 1840 la Casa de Pabellones había sido solicitada por la Sociedad para la mejora del sistema 
carcelario, correccional y penal para instalar una cárcel para jóvenes; en 1847, a instancias del Jefe 
Superior político de Madrid, sería propuesta para instalar en ella una casa de reclusión para mujeres 
(AV, Corregimiento, secc. 2, leg. 103, nº 1). Tres años más tarde, una comisión nombrada por la Junta 
Carcelaria de Madrid la proponía para instalar en ella una cárcel exclusiva para jóvenes. Más 
adelante, en 1855, sería nuevamente designada para instalar en ella la cárcel de mujeres. En ninguno 
de esos casos se llegó a realizar obra alguna en dicho edificio. 
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La idea de erigir una casa de corrección quedó paralizada hasta que fue eficazmente 
reivindicada en noviembre de 1859 por el entonces gobernador civil de la provincia, el 
marqués de la Vega de Armijo,413 que recibió un amplio apoyo mediático.414 El proyecto 
fue presentado al entonces Ministro de Gobernación, Posada Herrera, que dio su 
aprobación.415.  
 
Según los planos proyectados, realizados por el arquitecto Bruno Fernández de los 
Ronderos, el edificio se dividiría en dos departamentos, uno para varones y otro para 
mujeres, y en cada uno, los dormitorios, escuelas y talleres serían distintos para mayores 
y menores de 14 años. 
 
La institución había de funcionar a semejanza de la que existía en Barcelona. Se 
pretendía que el nuevo establecimiento cubriera dos necesidades: por un lado, las 
reclamaciones de los padres y tutores, sin autoridad para contener a sus hijos o pupilos, 
                                                 
413 Antonio Aguilar y Correa (marqués de la Vega de Armijo y conde de la Bobadilla, 1824-1908) era 
un abogado afiliado a la Unión Liberal. Participó en la revolución de julio de 1854 y ejerció como 
diputado de 1854 a 1856. Fue gobernador de la provincia de Madrid de 1858 a 1861, para pasar 
después a ser ministro de Fomento (desde diciembre de 1861 hasta enero de 1863). Con 
posterioridad, ocupó otros ministerios y otros cargos públicos de importancia. Un dato que podría 
parecer anecdótico, pero que en realidad nos parece de relevancia, es su amistad con Francisco de 
Paula Canalejas, hijo de José María Canalejas, uno de los primeros directores –y quizás el más 
relevante– de la Casa de Corrección de Barcelona. Para profundizar sobre la vida y labor pública del 
marqués de la Vega de Armijo, véase NAVEROS BURGOS, J.M.: El Marqués de la Vega de Armijo. 56 
años de política de un hombre liberal, Madrid, Purcalla, 1947. Resulta también de interés el trabajo 
de SALVADOR y RODRIGAÑEZ, A.: Necrología del Excmo. Sr. D. Antonio Aguilar y Correa, Marqués de 
la Vega de Armijo presidente de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas leída ante la misma 
en su sesion del día 19 de octubre de 1909 por el Excmo. Señor Don Amós Salvador y Rodrigañez 
académico de número, Madrid, Establ. Tipográf. de Jaime Ratés Martín, 1909. 
414 Algunos periódicos interesados en la temática penal y penitenciaria se hicieron eco de la 
necesidad de un establecimiento de este tipo y apoyaron la iniciativa del marqués de la Vega de 
Armijo, como el caso de El Faro Nacional, nº 247 (17/8/1861), pp. 219-220 y La Correspondencia, 
nº 1061 (21/8/1861). Desde la revista El Faro Nacional, dirigida por Francisco Pareja Alarcón, y en el 
que colaboraba J. F. Antequera, se criticó la situación penitenciaria en España, se recogieron las 
inquietudes, las ideas y los proyectos novedosos en estas materias (el de Isidro Vilarasau, el de José 
María Canalejas...), se publicaron estadísticas y también se apoyó la causa de la necesidad de 
instituciones especiales para los menores delincuentes y rebeldes.   
415 Fue aprobado por Real orden de 29 septiembre 1860. Las obras de habilitación de la Casa de 
Pabellones se autorizaron por R. O. de 19 de febrero de 1861, presupuestadas inicialmente en 
200.000 reales. El coste real no podemos asegurarlo, pues las fuentes consultadas indican cifras 
contradictorias: 73.150 reales según el marqués de la Vega de Armijo (AGUILAR y CORREA, A.: 
͞ApuŶtes soďƌe el estaďleĐiŵieŶto de uŶa Đasa de eduĐaĐioŶ ĐoƌƌeĐĐioŶal de jóveŶes eŶ Madƌid eŶ 
ϭϴϲϭ͟ [ϭϭ feďƌeƌo de ϭϴϴϬ], eŶ Memorias de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, 
Madrid, Tip. Gutenberg, 1884, vol. V, pp. 321-327) y según Álvaro Navarro (NAVARRO DE PALENCIA, 
A.: El reformatorio de jóvenes delincuentes, Alcalá de Henares, Impr. del Reformatorio, 1907, p. 15); 
hasta 400.000 reales según Fermín Hernández Iglesias (La beneficencia en España, op. cit., vol. I, 
p. 357), y algo más de 500.000 reales según la Revista Penitenciaria, nº 1 (1904), pp. 460-464.  
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y por otra, encaminar a la multitud de chicos más o menos abandonados por sus familias 
que estaban en víspera de convertirse en verdaderos criminales.416 
 
Se estableció que los jóvenes recluidos por indicación de los padres habrían de pagar 
una determinada cuota por su estancia. La detención de estos jóvenes debía durar un 
máximo de seis meses, bajo un régimen celular, con una separación completa entre los 
reclusos. Dentro de la celda los jóvenes díscolos recibirían instrucción elemental, 
educación moral y educación religiosa, a la vez que se reservaría tiempo para la práctica 
de la gimnasia y para la enseñanza de un oficio. 
 
El régimen para los jóvenes vagabundos, reincidentes o pendientes de juicio se 
planteaba de forma ligeramente diferente. Las limitaciones del local en que se iban a 
instalar hacían inviable la reclusión celular para ellos también, por lo cual se pensó en 
aislarlos únicamente durante la noche, compartiendo durante el día la escuela y el 
trabajo, aunque clasificados según las edades y también en relación con la falta 
cometida. El silencio en los espacios de tiempo comunes se preceptuaba como 
fundamental. 
 
La Sección de Gobernación del Consejo de Estado manifestó, en un interesante dictamen 
emitido en 1862 sobre el que hemos hablado en el capítulo anterior,417 que no estaba 
claro que ningún organismo tuviera potestad para aplicar una pena en un joven que en 
realidad no había cometido delito alguno. Así pues, uŶ ͞esĐƌúpulo juƌídiĐo͟, Đoŵo 
algunos lo han llamado, fue lo que impidió la materialización del proyecto. 
 
Sin embargo, el dictamen realizado por el Consejo de Estado no deja de ser interesante y 
bien fundamentado. La institución que se pretendía erigir estaba en los márgenes de la 
legalidad; era necesario, previa su instalación, la modificación de las leyes penales y 
civiles. En previsión de la tardanza en los cambios legislativos necesarios, el dictamen 
incluía un tímido proyecto de ley, acorde con la legalidad vigente, por el que se 
establecían casas de corrección paterna para varones menores de edad. Se trata de un 
proyecto que intentaba, en lo posible, establecer garantías y guardarse las espaldas de 
posibles abusos y malas interpretaciones.418 
                                                 
416 AGUILAR Ǉ CORREA, A.: ͞ApuŶtes soďƌe el estaďleĐiŵieŶto de una casa de educacion 
ĐoƌƌeĐĐioŶal...͟, op. Đit., p. 324. 
417 Hemos hecho referencia a este dictamen y a su importancia en el punto 3.5.1. del capítulo 
anterior. Véase especialmente la nota 322. 
418 Además de este tímido proyecto, el Consejo de Estado se preocuparía, entre los años 1867 y 1868, 
de elaborar otro proyecto de ley para la reclusión de jóvenes. En el período transitorio hasta que se 
aprobara dicha ley, este organismo disponía la continuación de los asilos destinados a recoger 
jóvenes y educarlos, moralizarlos y darles amparo (véase AMAB, serie A, sección 2, nº 4196, fols. 46-
47). Consideraban que esta medida no iba contra la legislación, sino que se amparaba en lo 
ĐoŶsigŶado eŶ el Código PeŶal: ͞CuaŶdo el ŵeŶdigo Ŷo pudieƌe pƌopoƌĐioŶaƌse el sustento con su 
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El hecho de que el dictamen no fuera resolutorio –era modificable e incluso 
prescindible– y que, sin embargo, el proyecto impulsado por el marqués de la Vega de 
Armijo quedara paralizado, es un indicio de que faltaron fuerzas y apoyos para llevarlo a 
Đaďo tƌas la ďƌeĐha aďieƌta poƌ los ͞legalistas͟.419 Como hemos indicado en el capítulo 
anterior, el dictamen del Consejo de Estado resulta importantísimo, en la medida que 
resume y analiza las causas por las cuales en España no se podían crear escuelas de 
corrección en el XIX, ejerciendo este mismo dictamen de freno para iniciativas 
posteriores. 
 
Mientras todo esto se discutía, las obras en el edificio que había de servir de casa de 
corrección se ultimaban. Finalmente, sin embargo, el inmueble se destinó a cuartel de la 
Guardia Civil por Real Orden de 27 de mayo de 1863, como amargamente lamenta José 
Bugallo:  
 
El edificio que había de servir para albergar niños delincuentes se destinó, 
andando el tiempo, a cuartel de la Guardia civil, ironía sangrienta de la 
casualidad que parece buscada para satirizar nuestra política penal, la cual se 
atiene siempre a reprimir y castigar, no a prevenir y corregir.
420 
 
  Proyecto de Díaz de Sonseca (1861) 
 
Lázaro Díaz de Sonseca, director del Asilo de San Bernardino en torno a aquellos años, 
propuso en 1861 a la Junta municipal de Beneficencia de Madrid la creación de un 
departamento como asilo de corrección paterna. Este pensamiento era coincidente con 
el del gobernador civil, el marqués de la Vega de Armijo, de habilitar la casa de 
Pabellones para correccional; aunque el objeto era distinto, la Junta creyó que el 
proyecto de Díaz de Sonseca ͞podƌia susĐitaƌ eŶ su apliĐaĐioŶ uŶa ĐoŵpeteŶĐia eŶtƌe 
ambas autoridades, y nada se hizo, por más que tampoco el proyecto del gobernador se 
realizase, destinándose la casa de Pabellones á un servicio militar.͟421 
 
                                                                                                                                                  
trabajo, ó fuere menor de 14 años, la Autoridad adoptará las disposiciones que prescriban los 
ƌeglaŵeŶtos.͟ ;aƌt. Ϯϲϯ, páƌƌafo seguŶdoͿ. 
419 Fermín Hernández Iglesias insinúa que, además de este proyecto del marqués de la Vega de 
Armijo, también se tenía preparado un correccional en la Universidad de Cervera, y que a raíz del 
dictamen negativo, ni uno ni otro se llevarían a cabo (La beneficencia en España, op. cit., vol. I, 
p. 357). Sobre los intentos de erigir un correccional en la Universidad de Cervera, véase la tercera 
parte de este trabajo. 
420 BUGALLO SÁNCHEZ, J.: Los reformatorios de España en sus relaciones con la corrección de la 
infancia y de la pubertad rebelde y delincuente. Condiciones que deben reunir estos institutos para 
que respondan a su objeto, Madrid, Imprenta de "El Día", 1916, p. 18. 
421 Esta iŶfoƌŵaĐióŶ la heŵos hallado eŶ el ͞DiĐtaŵeŶ de uŶa ĐoŵisióŶ de la “oĐiedad EĐoŶóŵiĐa 
MatƌiteŶse de ϮϮ de diĐieŵďƌe de ϭϴϳϱ͟, ƌepƌoduĐido eŶ la Revista de beneficencia, sanidad y 
establecimientos penales, nº 2 (31/3/1876), p. 31. 
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 Proyecto de Granja modelo de los Trapenses (1868)422 
 
También hubo un intento de los trapenses de fundar en España una penitenciaría de 
jóvenes delincuentes bajo el mismo régimen que las que tenían establecidas en el 
extranjero. En 1868, al solicitar fray María Nager en nombre de la Orden el 
restablecimiento de la orden de la Trapa en España, manifestó que su intención era 
crear una Granja modelo, para aplicar nuevos métodos e instrumentos de cultivo, y que 
posteriormente añadirían a su monasterio una penitenciaría para jóvenes penados, que 
se dedicarían a los trabajos del campo. Pero los sucesos revolucionarios de aquel año 
impedirían la realización de estos propósitos. 
 
   Proyecto de Feito y Martín (1868) 
 
Un proyecto que tampoco pasó del papel lo constituye el presentado por el capitán 
Gabriel Feito y Martín al Gobierno provisional en octubre de 1868, planteando la 
instalación de una colonia penitenciaria o casa correccional moralizadora a la que 
destinar a jóvenes menores de 25 años condenados por los tribunales a reclusión de uno 
a seis años. En dicha colonia, los muchachos aprenderían las faenas del campo y 
adquirían instrucción elemental y moral, a la par que tendrían que trabajar en la 
imprenta nacional que debía instalarse en dicha colonia y que serviría 
fundamentalmente para proveer de libros a las bibliotecas municipales que sería 
necesario establecer en todas las poblaciones.423   
 
  Proyecto de Concepción Arenal (1887)  
 
La conocida Concepción Arenal publicaba en el Boletín de la Institución Libre de 
Enseñanza un proyecto de su cosecha en el que fijaba las bases para la creación de 
͞Đasas de eduĐaĐióŶ ĐoƌƌeĐĐioŶales͟ paƌa los Ŷiños ŵeŶdigos Ǉ dísĐolos.424 Consideraba 
que estas instituciones debían ser de ámbito provincial, pero sostenidas por los 
ayuntamientos en función del número de niños que cada municipio enviara. La duración 
de la estaŶĐia del ŵeŶoƌ deďía iƌ eŶ fuŶĐióŶ de si estaďa o Ŷo ͞Đoƌƌegido͟, Ǉ eŶ todo 
                                                 
422 La iŶfoƌŵaĐióŶ soďƌe este pƌoǇeĐto la heŵos hallado eŶ el ͞DiĐtaŵeŶ de uŶa ĐoŵisióŶ de la 
“oĐiedad EĐoŶóŵiĐa MatƌiteŶse de ϮϮ de diĐieŵďƌe de ϭϴϳϱ͟, op. Đit., p. ϯϭ. 
423 Vid. FEITO y MARTÍN, G.: Colonia penitenciaria ó casa correccional moralizadora. Memoria 
presentada al gobierno provisional, Madrid, Impr. de Manuel Minuesa, 1868 (se encuentra en la 
BHM, bajo la signatura M/692); parcialmente se halla reproducida en la Revista de beneficencia, 
sanidad y establecimientos penales, nº 3 (15/4/1876), pp. 45-46. 
424 BILE, nº 261 (1887), pp. 369-374 y nº 262 (1888), pp. 1-6. Reproducido parcialmente en PALACIO, 
I. y RUIZ RODRIGO, C.: Asistencia social y educación. Documentos y textos comentados para una 
Historia de la Educación Social en España, Valencia, Departamento de Educación Comparada e 
Historia de la Educación, Universitat de València, 1996, pp. 167-187.  
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caso, Arenal estipulaba una permanencia mínima de dos años. Como decíamos, este fue 
un proyecto sin aplicación. 
 
  Proyecto de Francisco Lastres (Madrid, 1875) 
 
Los intentos frustrados a lo largo del XIX para edificar cárceles y de casas de corrección 
destinadas a jóvenes fueron numerosos, como hemos tenido ocasión de mostrar. Pero 
aún faltaría un proyecto, que detallamos ahora, que también estuvo a punto de 
naufragar, pero que consiguió salir a flote, aunque de forma muy diferente a su 
planteamiento inicial. 
 
Según Gerardo González Revilla, este nuevo intento que comentaremos respondía a una 
campaña iniciada en 1870 por Antonio Guerola425, y que retomaría Francisco Lastres 
cinco años después;426 éste último, invocando en su apoyo a la opinión pública, se puso 
de lado la prensa madrileña; y cuando el proyecto estuvo bien respaldado y contó ya con 
reglamentos, planos, recursos personales y materiales, entonces Lastres solicitó el apoyo 
                                                 
425 Antonio Guerola y Peyrolón nació en Valencia en 1817. Con formación en Leyes, ejerció como 
gobernador civil en diversas provincias de España (Huelva, Zamora, Oviedo, Málaga, Cádiz, Sevilla, 
Granada, Barcelona); llegó a desempeñar los cargos de director general de administración local, 
director general de Beneficencia y Sanidad, subsecretario, y miembro del Consejo de Estado. Su 
figura resulta de interés no sólo por los cargos ocupados, sino también por su labor y preocupación 
por los temas penitenciarios y asistenciales, como lo demuestra la abundancia de escritos sobre estos 
temas en La Voz de la Caridad –periódico que dirigía Concepción Arenal, y del que el propio Guerola 
fue cofundador–, y como se refleja en sus Memorias, en las que da cuenta de los problemas 
relacionados con las prisiones y los asilos de las provincias en las que trabajó, señalando asimismo los 
intentos de mejora impulsados en las mismas. A título de ejemplo, puede consultarse el largo 
epistolario de quejas y reclamaciones que plantea a la Dirección General de Establecimientos 
Penales, entre 1876 y 1877, siendo gobernador de la provincia Sevilla, donde se constata que conocía 
bien los problemas de hacinamiento, falta de personal, escasez y deficiencia de las comidas y 
vestuario para los presos, etc., y donde se aprecia también la lentitud de las respuestas de la 
Dirección General, cuando no su silencio (GUEROLA, A.: Memoria de mi administración en la 
provincia de Sevilla como gobernador de ella por segunda vez, desde 1 de marzo de 1876 hasta 5 de 
agosto de 1878, Sevilla, Fundación Sevillana de Electricidad, 1993, pp. 135-175). Un dato más, a 
modo de curiosidad: conocía bien la labor de Montesinos en el presidio valenciano, y se confiesa 
amigo de él (GUEROLA, A.: Memoria de mi administración en la provincia de Málaga como 
gobernador de ella desde 6 de diciembre de 1857 hasta el 15 de febrero de 1863, Sevilla, Fundación 
Sevillana de Electricidad, 1995, vol. II, p. 423).  
426 Francisco Lastres es una de las figuras clave dentro del movimiento reformista penitenciario 
español de la segunda mitad del XIX. De profesión abogado, fue diputado a Cortes y miembro del 
Consejo Penitenciario. Su participación en los congresos penitenciarios internacionales es una buena 
muestra de su interés por estas temáticas: en 1878 representó a España en el Congreso Internacional  
de Estocolmo, donde presentó un proyecto de Registro Central de Penados; en 1885 participó en el 
Congreso Penitenciario de Roma y, en 1890, en el de Amberes (este último estuvo dedicado 
monográficamente al estudio de las cuestiones relativas al patronato de reclusos y protección de los 
niños moralmente abandonados). 
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oficial.427 La voluntad era levantar un edificio, subvencionado por donativos particulares 
y suscripciones de todo tipo, que sirviese de cárcel de menores, penitenciaría de jóvenes 
y asilo de corrección paternal, suprimiendo así el departamento de jóvenes de la cárcel 
de Madrid.428  
 
No faltaron críticas al proyecto, que lo calificaban de interesante pero con problemas de 
aplicación por falta de planificación y excesiva premura en la realización del mismo (se 
criticaron los planos, la pretendida independencia respecto al Estado de la penitenciaría, 
las dificultades económicas que se avistaban, algunos aspectos de la organización 
interna prevista para los jóvenes, etc.).429  
                                                 
427 Francisco Lastres desconfiaba de la iniciativa oficial, pues el proyecto antes comentado del 
marqués de la Vega de Armijo había sido paralizado precisamente desde instancias públicas. Por ello, 
a finales del año 1875 (concretamente el 21 de noviembre) Lastres convocaba a los directores de los 
periódicos de Madrid, haciéndoles partícipes de la urgente necesidad de la Escuela de reforma para 
jóvenes. Fueron invitados los directores de la Gaceta de Madrid, La Correspondencia de España, La 
Política, El Imparcial, El tiempo, El Solfeo, La Patria, La Nueva Prensa, El Eco de España, La Ilustración 
Española y Americana, El Diario Español, El Popular y El Globo. De entre los asistentes a la reunión se 
nombró una comisión encargada de emprender una campaña en pro de la reforma penitenciaria, 
poniendo énfasis en la juventud delincuente; la comisión nombrada por los periodistas designó una 
Junta de Patronos y una Comisión Ejecutiva. La Junta de Patronos la presidió el marqués de 
Salamanca, y contó además con el conde de Morphy como vicepresidente y Manuel María Álvarez 
como secretario. La denominada "Comisión ejecutiva para la construcción del Correccional de 
Jóvenes" contó con los siguientes miembros: Francisco Lastres (presidente), José de Cárdenas y 
Uriarte, José María de Campo y Navas, Francisco de Asís Pacheco, Lorenzo Álvarez Capra y Javier 
Galveta. El resto de personas que impulsaron o animaron el proyecto fueron el duque de Fernán-
Núñez, el marqués de Vallejo, el marqués de Mudela, el marqués de Irún, el marqués de Viesca 
Sierra, el barón del Castillo de Chirel, Manuel María Álvarez, Práxedes Mateo Sagasta, Valeriano 
Casanueva, Manuel Silvela, Estanislao Figueras, Antonio Hernández, José G. Villanova, Enrique Ziburu, 
Eduardo Gasset y Artime, Ignacio J. Escobar, Agustín Pascual, José Reus y García, José Carvajal y Güe, 
Carlos Prast, Matías López, Eugenio Montero Ríos, Fernando Cos Gayón, Buenaventura Abarzuza, 
Bruno F. de los Ronderos, Felipe Ibarra y Domingo de Rolo y Angulo. Véase LASTRES, F.: Estudios 
penitenciarios, Madrid, Establ. tipográf. de Pedro Núñez, 1887, pp. 234-235. A partir de este 
momento, ͞la pƌeŶsa de Madƌid aďƌió uŶa eŶéƌgiĐa Đaŵpaña eŶ pƌo de la ƌefoƌŵa peŶiteŶĐiaƌia͟, tal 
y como diría el propio Lastres. Conviene recordar que el impulso de Lastres enlazaba con el propósito 
expuesto en el Reglamento para las Cárceles de Madrid aprobado en 1874; tal y como hemos 
analizado en el apartado 3.2.2. del capítulo anterior, en el artículo 2 de este Reglamento se exponía 
la necesidad y el propósito de construir una cárcel especial para menores de dieciocho años. 
428 Véase AV, Secretaría, sección 5, legajo 146, nº 70, y también HERNÁNDEZ IGLESIAS, F.: La 
beneficencia en España, op. cit., vol. I, p. 363. Ya en 1856 se había intentado impulsar la creación de 
una cárcel exclusiva para jóvenes en Madrid; en ese año, el arquitecto Tomás Aranguren presentaba 
ante la Junta de Cárceles madrileña el proyecto de cárcel celular para jóvenes; la iniciativa, sin 
embargo, no llegaría a prosperar. Esta intentona de 1856 nos la da a conocer Fernando J. Burillo (El 
nacimiento de la pena privativa de libertad, op. cit., p. 196) y Patricio Cuesta (La cárcel de Madrid, 
Madrid, Tip. de Manuel G. Hernández, 1884, p. 33); este último autor señala que Pedro Sirgado 
escribió una memoria sobre el régimen interior que debía regir en dicha penitenciaría, pero concluye 
diciendo que ͞Ŷada llegó a edifiĐaƌse, Ǉ Ƌue hasta la Meŵoƌia ha desapaƌeĐido͟ (p. 33). 
429 Véase al efecto las críticas que vierte sobre el proyecto la Sociedad Económica Matritense, en el 
Dictamen emitido el 22 de diciembre de 1875, ya citado, reproducido en Revista de beneficencia, 
sanidad y establecimientos penales, nº 1 (18/3/1876), pp. 14-16, y nº 2 (31/3/1876), pp. 30-32. 
También se muestra crítico el mismo Gabriel Feito, que había presentado años atrás un proyecto 
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Sería el 29 de noviembre de ese mismo año –1875– cuando Lastres dirigiría una 
exposición al Ministerio de Gobernación pidiendo autorización para erigir la institución 
que tenía proyectada. Inicialmente la petición no fue atendida, por los diversos 
problemas legales y logísticos que presentaba,430 pero tras unas remodelaciones en el 
proyecto inicial, y el asentamiento de unos requisitos determinados, el gobierno le dio 
luz verde pocas semanas después.431 Nuevas trabas volverían a surgir, al dictaminarse 
que los terrenos donde inicialmente se tenía pensado realizar las obras no eran aptos 
para urbanizar, al no estar previstos en el plan de ensanche de la ciudad. Tras el cambio 
de ubicación, y con el nuevo proyecto arquitectónico adaptado al nuevo terreno –cuyo 
autor había sido el arquitecto Lorenzo Álvarez Capra–,432 el Ayuntamiento daría el visto 
                                                                                                                                                  
semejante (véase nota 88), indicando los puntos débiles del proyecto en una carta publicada en la 
revista citada, nº 4 (30/4/1876), pp. 55-56. Encontramos más críticas en un artículo publicado por 
E. LloƌeŶte Ǉ “alazaƌ, eŶ la ŵisŵa ƌevista, ďajo el título de ͞La peŶiteŶĐiaƌía de jóveŶes deliŶĐueŶtes͟, 
nº 9 (15/7/1876), pp. 130-132, que tiene continuación en el nº 10 (1/8/1876), pp. 166-167. 
430 Para la construcción de la cárcel, era preciso un acuerdo con el Ayuntamiento madrileño, y para el 
levantamiento de los otros dos departamentos, la modificación de las leyes vigentes. Por ello, en R.O. 
de 16 de diciembre de 1875 se desestimó el proyecto de Lastres. Vid. HERNÁNDEZ IGLESIAS, F.: La 
beneficencia en España, op. cit., vol. I, p. 364.  
431 La comisión de periodistas reiteró la petición inicial y la amplió, en un oficio del 18 de diciembre 
(de 1875). El Gobierno aprobó este proyecto modificado mediante una Real Orden con fecha de 29 
diciembre de 1875, pero bajo las siguientes condiciones (vid. AV, Secretaría, secc. 5, leg. 146, nº 70):  
1. El edificio constará de tres departamentos completamente separados entre sí: uno 
destinado a cárcel de jóvenes menores de 18 años, otro a presidio de jóvenes menores de 21 
años y un tercero destinado a asilo de corrección paternal. 
2. En todo lo relativo a la cárcel y al asilo de corrección, que será de carácter municipal, 
deberán obrar los exponentes, de acuerdo con el Ayuntamiento. 
3. Los planos del edificio deberán ser sometidos a la aprobación del Ministerio. 
4. Los exponentes deberán reunir todos los requisitos que exigen las ordenanzas municipales 
5. El Ministerio se ocupará, en cuanto pueda, de la modificación del Decreto de 16 julio 1873, a 
fin de que puedan ser destinados al nuevo presidio los jóvenes menores de 21 años que no 
hayan de extinguir condenas graves.  
6. Mientras no se prepare el proyecto de ley para el planteamiento de asilos de corrección 
paternal, podrá irse edificando el tercer departamento o suspenderse la construcción del 
mismo, hasta que aquel sea aprobado. 
432 La inicial manzana 201 (a la derecha del nuevo Paseo de la Castellana) tuvo que ser sustituida por 
la 274 en el plano de ensanche, en el barrio de Salamanca, al lado izquierdo de la carretera de 
AƌagóŶ. “oďƌe el Ŷuevo pƌoǇeĐto aƌƋuiteĐtóŶiĐo, véase ͞Meŵoƌia desĐƌiptiva del ĐoƌƌeĐĐional de 
jóvenes delincuentes que se solicita construir en terreno sito en esta capital en la manzana 274 del 
plano de ensanche propiedad de la Junta de Patronos autorizada por Real Orden fecha 29 diciembre 
ϭϴϳϱ͟ ;AV, “eĐƌetaƌía, seĐĐ. ϱ, leg. ϭϰϲ, Ŷº ϳϬͿ. Resumimos los aspectos más relevantes del proyecto: 
- Terreno a edificar: área plana de 13.635 m2 y 90 dm2  
- Distribución del edificio: tres departamentos independientes. El recinto se separará de las 
vías públicas y un muro rodeará la manzana. Los tres departamentos serán iguales en 
medidas. El edificio tendrá forma de tridente. 
- SÓTANO. Con dos alas. Da acceso a la cocina, lavadero, dos calabozos, sala de repaso y 
plancha. Cuenta con almacenes, dos calabozos, baños, piezas de fumigación, almacén o 
depósito de víveres, guardarropas, escusados, habitación del cocinero, fregadero, cuarto de 
combustible, ascensor o torno que comunica verticalmente con el refectorio, comedor de 
dependientes, fuente. 
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bueno a las obras en julio de 1876 y el día 20 de ese mes se ponía la primera piedra, en 
un acto presidido por el propio rey Alfonso XII.  
 
Pero los problemas económicos debilitaron el proyecto hasta dejarlo prácticamente 
abandonado. Los donativos particulares, que inicialmente fueron cuantiosos y variados 
(no sólo se recaudó dinero, sino también ropas, muebles, etc.), resultaron ser 
claramente insuficientes para tirar adelante el proyecto.433 Eso hizo pensar en vender el 
solar donde se iba a construir, pues se había revalorizado considerablemente, y comprar 
otros terrenos en un punto más barato. Pero no hizo falta, pues la donación de una 
importante finca denominada Santa Rita, situada en Carabanchel, y de unos terrenos 
próximos a la misma, sirvieron de lugar adecuado para ubicar la institución.434  
 
 
                                                                                                                                                  
- PLANTA BAJA. Vestíbulo, portería, escaleras, oficinas o registros, habitación provista de un 
baño para el aseo y cambio de traje de los que ingresen. Rastrillos que comunican con la sala 
de exposición de trabajos, locutorios y sala de declaración, galería general de 
comunicaciones. Corredores soleados y con ventilación. En los locutorios, habrá dos series 
de rejas dejando un paso entre ambas para el paso del vigilante. Sala de magistrados, 
escusados, refectorio. 
- PLANTA PRINCIPAL. Habitación del director, sala de reunión, despacho, tres gabinetes, 
dormitorios (algunos con lavabos), comedor, cocina, despensa, escusado. Sastrerías, 
depósito de ropas, dormitorio del encargado o vigilante, enfermería, cocina para 
medicamentos (que servirá de botiquín, escusado y cuarto del enfermero). Dos habitaciones 
más, que pueden destinarse a servicios del establecimiento, como el de farolero.  
- ÁTICO. Habitación del capellán y del encargado de las oficinas, compuestas de: sala, tres 
dormitorios, comedor, cocina y escusado, y una gran habitación para los empleados 
subalternos, con su escusado. 
433 A finales del año 1878, la Junta de patronos sólo contaba con 20.000 duros, siendo necesarios 
100.000 para llevar a cabo el proyecto. Por este motivo, la propia Junta había decidido su disolución 
por esas fechas. Informa de todo ello Concepción Arenal en un artículo publicado en La Voz de la 
Caridad, recogido en su libro Artículos sobre beneficencia y prisiones, vol. IV, pp. 509-515. Resulta 
interesante la observación realizada por Manuel Tolosa Latour en relación con el fracaso en la 
recaudación: ͞estaŵos vieŶdo fƌaĐasaƌ poƌ falta de susĐƌitoƌes [sic] (¡en el país de las loterías y rifas!) 
uŶ pƌoǇeĐto taŶ uƌgeŶte Đoŵo la PeŶiteŶĐiaƌía paƌa jóveŶes, iŶiĐiado ďajo pƌóspeƌos auspiĐios͟. 
TOLO“A LATOUR, M.: ͞Bases ĐieŶtífiĐas paƌa la eduĐaĐioŶ físiĐa, intelectual y sentimental de los 
Ŷiños. IX. Pueƌilidades͟, Revista Europea, nº 304 (21 diciembre 1879), p. 784. 
434 Fue el marqués de Casa-Jiménez quien donó una substancial suma en metálico y la finca Santa 
Rita. También se recibió vía donación particular unos terrenos próximos a esa finca, para el 
establecimiento de un pequeño campo de instrucción agrícola. En este caso, el donativo vendría de la 
mano de Jaime Girona. El nuevo proyecto arquitectónico fue encargado a Eduardo de Adaro; sus 
planos fueron exhibidos en el Congreso Penitenciario de Roma, tal y como explica Francisco Lastres 
en Estudios Penitenciarios, op. cit., p. 237. La descripción detallada de lo que se pretendía hacer lo 
recoge Lastres en la obra citada (pp. 237-238): el edificio tendría forma de polígono irregular, de once 
lados, de unos 15.000 m2; en él se hallarían repartidos los edificios destinados a las diversas 
dependencias en diversos cuerpos de construcción, capaces de albergar 200 acogidos gratuitos y 20 
de pago o vía corrección paternal; los pabellones estarían aislados, separando en todas las 
dependencias a estos dos grupos: los gratuitos y los de pago –los que venían vía corrección paternal. 
El edificio contaría con capilla propia, escuela, biblioteca, gimnasio y piscina.  
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Aún tardaría en materializarse el proyecto; el impulso de Manuel Silvela, que había sido 
nombrado presidente de la Junta, sería clave para superar las barreras legales y 
económicas en que se hallaba. Su intervención en el Senado en mayo de 1882435 llevaría 
finalmente a la Ley de 4 de enero de 1883, que reglamentaba todos los establecimientos 
de reforma que crease la iniciativa privada y autorizaba, en su artículo 7, la fundación de 
reformatorios en todas las capitales de provincia.436  Francisco Lastres, que participaría 
activamente del proyecto, y muchos otros compañeros que habían colaborado con él en 
                                                 
435 La intervención de Manuel Silvela en el Senado tuvo lugar concretamente el 20 de mayo de 1882 
(se halla reproducida en LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., pp. 239-245). En ella, Silvela 
señala cómo se había iniciado el proyecto, en qué punto se hallaba, las dificultades económicas para 
su continuación (sólo se contaba con recursos para construir uno de los doce pabellones 
proyectados), señalaba su importantísima necesidad, y por fin pedía, no dinero para el proyecto, 
pero sí que se le diera al pƌoǇeĐto ͞vida legal͟, de ŵaŶeƌa Ƌue se autoƌizase el eŶĐieƌƌo de jóveŶes 
remitidos por la autoridad paterna. También pedía un inspector para que fiscalizase la institución, y 
que se les eximiese del pago de tributos a Hacienda cuando recibiesen donativos. La proposición de 
Silvela siguió los trámites reglamentarios: fue aprobada por el Senado, después por el Congreso, y 
finalmente se llegaría a la aprobación de la Ley de 4 de enero de 1883, brevemente comentada más 
arriba y en la nota siguiente. 
436 La Ley de 4 de enero de 1883 fue publicada en la Gaceta de Madrid el 6 de enero de 1883. Daba 
cobijo a un tipo de establecimiento destinado a ͞jóveŶes viĐiosos siŶ oĐupaĐióŶ Ŷi ŵedios líĐitos de 
suďsisteŶĐia, ŵeŶoƌes de dieĐioĐho años͟ (art. 3.1), ͞hijos de faŵilia menores y los que se hallen bajo 
tutela ó Đuƌatela, Ƌue seaŶ oďjeto de ĐoƌƌeĐĐióŶ de sus padƌes ó guaƌdadoƌes͟ (art. 3.2) y ͞los 
mayores de nueve años que, con arreglo a las disposiciones vigentes del Código penal, ó que rigiesen 
en lo sucesivo, sean objeto de declaración expresa de irresponsabilidad criminal por haber obrado sin 
disĐeƌŶiŵieŶto͟ (art. 3.3), siempre teniendo en cuenta que todos los jóvenes debían ser de la 
provincia de Madrid. El establecimiento tendría carácter privado, organizado bajo una Junta de 
Patronos, aunque se garantizaban subvenciones públicas por parte del Ayuntamiento y de la 
Diputación provincial, y se consignaba que el centro necesariamente estaría bajo la inspección y 
vigilancia del Gobierno y de los Tribunales, pese a ese carácter privado (art. 4). La ley seguía diciendo: 
Art. 6º. Entre tanto que se publique una ley especial de correccion paternal, ó se consignen sus 
disposiciones en el Código civil, tendrá competencia para resolver sobre la peticion de los padres ó 
guardadores el Juez municipal del distrito, á tenor de cuanto se disponga en el Reglamento para la 
ejecucion de la presente ley. En cuanto á los jóvenes viciosos vagabundos, decidirá la Autoridad 
administrativa con sujecion á los trámites que se establezcan en el mencionado Reglamento. Art. 7º. 
La Junta de patronos, ú otra que se constituya en análogas condiciones, podrán crear 
Establecimientos de reforma próximos á las demás capitales de provincia, con sujecion á las 
disposiciones de la presente ley, y atemperándose en cuanto fuese aplicable, segun los casos, al 
Reglamento que se dicte para su ejecucion. La ley permitiría la materialización, casi rozando el final 
de siglo, del Asilo de corrección paternal y Escuela de reforma para jóvenes de Santa Rita. Álvaro 
Navarro criticará la confusión que se aprecia en la ley entre jóvenes abandonados, los recluidos por 
vía de corrección paternal y los delincuentes declarados irresponsables, así como el olvido en señalar 
medidas concretas y específicamente reeducadoras para los jóvenes de entre 9 y 18 años sometidos 
a pena (NAVARRO DE PALENCIA, A.: El reformatorio de jóvenes delincuentes, op. cit., pp. 10-11); la 
misma crítica la realizará Francisco Lastres, señalando que ͞El Código se oĐupa solo de los jóveŶes 
exentos de responsabilidad criminal, pero nada dice del destino que debe darse á los que sean 
declarados culpables, en virtud de haber obrado con discernimiento, de modo que estos jóvenes 
iniciados ya en el camino del crímen [sic], ingresan en los establecimientos generales, donde 
apƌeŶdeŶ á peƌfeĐĐioŶaƌse eŶ el ƌoďo Ǉ el asesiŶato͟ (LASTRES, F.: Estudios sobre sistemas 
penitenciarios. Lecciones pronunciadas en el Ateneo de Madrid, Madrid, Libr. de A. Duran, Impr. de 
Enrique Vicente, 1875, p. 192). 
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el proyecto anterior,437 verían materializada, aunque con muchos años de retraso, su 
idea de correccional para muchachos menores de edad.   
 
  Propuesta de Francisco de Paula Xercavins (1888) 
 
En los últimos años del XIX todavía se escuchaban discursos que clamaban por la 
necesidad de casas de corrección, Ǉ Ƌue ͞soŶaďaŶ͟ Ŷovedosos, Đoŵo el pƌoŶuŶĐiado poƌ 
el médico Francisco de Paula Xercavins438 en una sesión de la Sociedad Barcelonesa de 
Amigos de la Instrucción organizada a finales de 1888 en el salón de congresos de la 
Exposición Universal de Barcelona: 
 
No sólo cabe [una institución intermedia entre la escuela y la cárcel], urge; no se 
debe preguntar si conviene, debe exigirse: que el vago, el rebelde, el abandonado, 
pervertido por sus mayores, poco harán en la escuela común; que el corto de 
inteligencia, el pobre de espíritu, ciertos imbéciles, no deben ser mandados al 
manicomio; que el niño que falte al código en edad temprana, no conviene que 
pase á la cárcel preventiva, ni que extinga condena en los correccionales tales 
como son hoy, y los primeros, y los segundos y los terceros deben ser recogidos, 
deben recibir educación, tienen necesidad de que se los corrija. Cabe entre la 
escuela y la cárcel, uno que llamaremos, para que abarcar pueda nuestros 
                                                 
437 La Comisión Ejecutiva de la Junta que impulsó el proyecto la conformaban, según consta en el 
primer artículo de dicha ley, los siguientes miembros: Manuel Silvela, Francisco Lastres, Manuel 
María Álvarez, José Cárdenas, marqués de Casa-Jiménez, Antonio Romero Ortiz, Jaime Girona, José 
Fontagud Gargollo, Barón del Castillo, José Artueta, Domingo Polo de Angulo, Francisco de Asís 
Pacheco, Lorenzo Álvarez Capra, Ignacio José Escobar, Agustín Pascual, José Genaro Vilanova, conde 
de Morphy y marqués de Cayo del Rey. Véase GARCÍA VALDÉS, C.: Los presos jóvenes, op. cit., p. 82; 
SOLER y LABERNIA, J.: Nuestras cárceles, presidios y casas de corrección, Madrid, Impr. de Gabriel L. 
del Horno, 1906, pp. 121-122; TEIJÓN, V.: Colección legislativa sobre cárceles, presidios, arsenales y 
demás establecimientos penitenciarios 1572-1886, Madrid, Establ. tipográf. de J. Góngora, 1886, 
pp. 10-12; LASTRES, F.: Estudios penitenciarios, op. cit., pp. 246-247. 
438 Francisco de Paula Xercavins y Rius (Sabadell, 1855 - Barcelona, 1937), médico especialista en 
neurología y psiquiatría. Trabajó en la Casa de Caridad barcelonesa y fue director del manicomio del 
Hospital de la Santa Cruz; fue miembro de diversas corporaciones, como la Academia 
Medicofarmacéutica de Barcelona y la Sociedad Barcelonesa de Amigos de la Instrucción, llegando a 
ser presidente de esta última. Junto con el pedagogo Agustín Rius y Borrell, en 1898 fundó el 
Instituto Médico-pedagógico, anejo a la Casa de Salud de Nuestra Señora del Pilar, en Barcelona; 
antes de esta experiencia, y con posterioridad, publicó numerosos trabajos relacionados con la 
electroterapia, con la fisiología y patología del sistema nervioso, y con lo que él llamó "patología 
social". Vid. DÍAZ DÍAZ, G.: Hombres y documentos de la filosofía española, Madrid, Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, 2003, vol. VII, pp. 930-931; MOREU, A.C.: "La Pedagogía y la Medicina 
en los inicios de la Educación Especial ochocentista. Francia, Alemania y España", en BERRUEZO, R. y 
CONEJERO, S. (coords.), El largo camino hacia una educación inclusiva. La educación especial y social 
del siglo XIX a nuestros días. XV Coloquio de Historia de la Educación, Pamplona, Universidad Pública 
de Navarra, 2009, vol. I, pp. 314-315; en la misma obra y volumen, GARCÍA FERNÁNDEZ, M.I.: 
"Iniciativas pedagógicas, motrices y sociales en el origen institucional de la Educación Especial en 
España", p. 242.  
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diversos candidatos, INSTITUTO DE REFORMA; que sea escuela sin ser una escuela, 
que participe de la cárcel sin ser la cárcel, que tenga algo de manicomio sin ser 
casa de orates; que haya por objeto instruír, curar, corregir y, si preciso es, 
castigar; cuales medios sean la educación moral y religiosa, el hábito al trabajo, 
el buen ejemplo y más que todo y sobre todo el amor, la caridad; cuyo fin tienda 
no á cauterizar, ni amputar, sino á la conservación y mejorar para la patria de 




Como el mismo Xercavins indicaba, esta propuesta se amparaba en la ya comentada Ley 
de 4 de enero de 1883, que reglamentaba y autorizaba la creación de reformatorios; el 
conferenciante reconocía, sin embargo, que ese marco legal resultaba insuficiente para 
poder amparar instituciones como la que él planteaba. Por eso mismo, y aún 
reconociendo el mérito de la ya existente Escuela de Reforma de Barcelona (experiencia 
"quizás única en España",
440
 según sus propias palabras), el corsé legal impedía un 
mayor desarrollo de la misma.  
 
La disertación de este médico catalán tuvo tan buena acogida que el propio 
Ayuntamiento, la Diputación de Barcelona y otras autoridades pidieron mayor 
profundización y concreción; la Sociedad Barcelonesa de Amigos de la Instrucción 
solicitó entonces a Xercavins que elaborara un plan de bases para erigir institutos de 
reforma en España. El 11 de mayo de 1889 presentaba el proyecto, y se iniciaron 
diversas discusiones en torno a él que el diario barcelonés La Universidad recogería en 
diversos artículos publicados entre los meses de junio a septiembre de ese año.441  
 
Francisco de P. Xercavins, que se había asomado a la temática de la delincuencia juvenil 
por su interés hacia los menores con deficiencias psíquicas, planteaba centros de 
reforma con diversidad de acogidos (por vía gubernativa y por vía penal, incluyendo los 
jóvenes remitidos por corrección paternal y los que estuvieran a la espera de juicio o 
mientras se efectuaba éste).442 A nivel de régimen interno, destaca su propuesta de 
                                                 
439 XERCAVINS, F. de P.: ¿Cabe una institución entre la escuela y la cárcel? Discurso leido en la sesión 
solemne inaugural celebrada por la Sociedad Barcelonesa de Amigos de la Instrucción en el Salón de 
Congresos de la Exposición Universal de Barcelona, el día 29 de Octubre de 1888, Barcelona, Establ. 
Tipográf. de Ginés Susany, 1889, pp. 26-27. 
440 Ibid., p. 28. 
441 Los artículos llevaban por título "Institutos de Reforma"; venían firmados por V. Janer, profesor de 
la Universidad de Barcelona, y fueron publicados en cuatro números de La Universidad. Periódico 
dedicado á los profesores y estudiantes españoles: nº 58 (21/6/1889, pp. 126-127), nº 61 (21/7/1889, 
pp.149-150); nº 62 (1/8/1889, p. 158); y nº 67 (21/9/1889, pp. 197-198). 
442 Concretamente, F. de P. Xercavins consideraba que las escuelas de reforma debían de acoger 
todos estos colectivos: 
a) Menores de 9 años con inclinaciones marcadamente perversas. 
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separarlos, no según su vía de ingreso, sino por sexo, edad, conducta y estado de las 
facultades mentales. La "reforma" de los menores se pretendía lograr a través de la 
ocupación de estos en el estudio escolar, el trabajo en talleres y las prácticas religiosas y 
lúdicas; los menores estarían en contacto con los de su grupo, pero de noche Xercavins 
planteaba la reclusión celular.  
 
"Fatigados y mohinos, nos rendimos", reconoce Xercavins en relación con el proyecto.443 
Pero la implicación de este médico en la temática reeducativa seguiría latente en parte 
de sus proyectos profesionales posteriores; pocos años después fundaba instituciones 
pioneras en nuestro territorio para el tratamiento y educación de enfermos 
"psiconeuróticos" y para alumnos con trastornos de lenguaje y con deficiencia sensorial 
y psíquica, con colaboradores de primera línea, constituyendo experiencias relevantes 
en lo que se ha venido a considerar como los fundamentos del entorno 
medicopedagógico, base de la actual psicopedagogía.444 También publicaría estudios en 
que conectaría los transtornos y deficiencias diversas de los menores con la 
problemática delictiva de éstos.445 Así, Xercavins dejaría para otros la reivindicación y 





                                                                                                                                                  
b) Mayores de 9 años y menores de 15 encausados vía judicial, que se encuentren en una 
de estas situaciones: 
1. Durante la instrucción de la causa. 
2. Si son declarados irresponsables. 
3. Si son declarados responsables para extinguir la condena impuesta: 
3.1. Los reincidentes 
3.2. Los que no tengan familia que responda de su custodia y educación. 
c) Mayores de 15 y menores de 18. 
1. Durante la instrucción de la causa. 
2. Si fuesen condenados a penas leves, para cumplirlas.   
Vid. JANER, V: "Institutos de Reforma", La Universidad, nº 58 (año II, 21/6/1889), pp. 126-127). 
443 XERCAVINS, F. de P.: Las dos escorias sociales, la negra... y la blanca, ante la psiquiatría. Discurso 
leido en la sesión inaugural del Colegio de Médicos de la provincia de Barcelona, en 30 de enero 
de 1917, Barcelona, J. Horta impresor, ¿1917?, p. 13. 
444 Vid. MOREU, A.C. (coord.): Pedagogía y medicina, Barcelona, Universitat de Barcelona, 2009; del 
ŵisŵo autoƌ, ͞PsiĐopedagogía Ǉ ĐieŶĐia juƌídiĐa eŶ la España de finales del siglo XIX y comienzos del 
XX͟, Boletín de la Institución Libre de Enseñanza, II época, nº 56 (2004), pp. 61-76; y también "La 
Pedagogía y la Medicina en los inicios...", op. cit. 
445 Por ejemplo, el de XERCAVINS, F. de P.: Las dos escorias sociales, la negra... y la blanca, op. cit. 
